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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, las Ministras Secretaria General de la Presidencia subrogante, señora Patricia Silva Meléndez, y de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 24ª y 25ª, ordinarias, en 2 y 3 de mayo de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.




(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, al proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica el estatuto del personal perteneciente a las plantas I y II de Gendarmería de Chile en materia de ascensos (boletín  Nº 10.075-05).



2) Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, con el objeto de rebajar los quórums mínimos requeridos para la realización de asambleas de copropietarios (boletín N° 9.380-14) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



2) Proyecto que modifica la ley N° 19.712, del Deporte, y la ley N° 20.686, que crea el Ministerio del Deporte, al objeto de incorporar el deporte adaptado y paralímpico (boletín N° 9.837-29) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el último comunica que nominó como integrantes de la Comisión Bicameral a que se refiere el inciso séptimo del artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a los Diputados señores Carmona, Jarpa, Rathgeb y Saldívar.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Bicameral.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Da respuesta, en soporte digital, a solicitud formulada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los “Lineamientos Generales para la Estrategia Regional de Desarrollo, Patrimonio Cultural e Identidad Local, Vivienda, Barrio, Ciudad y Territorio 2015-2020”.



Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Senador señor Espina, en lo relativo a la pavimentación de la calle Barros Arana, en la comuna de Lautaro.



Contesta consulta, efectuada en nombre de la Senadora señora Von Baer, acerca de si la planificación del “Proyecto Construcción del Parque Urbano y Deportivo Catrico” contempla la instalación de una cancha de fútbol para el Club Deportivo Unión Teniente Merino, en la ciudad de Valdivia.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Senadora señora Von Baer, en relación con la fiscalización de buses rurales e interurbanos que transitan por la ruta T-202.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:


Contesta solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor García-Huidobro, referente al acceso de pescadores y personas afines a esa actividad a las playas de la Región de O’Higgins.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Atiende solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto al Plan de Adaptación al Cambio Climático Sector Pesca y Acuicultura.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:


Responde solicitud de datos, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el acuerdo suscrito entre el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE) y el Ministerio del Medio Ambiente en lo relativo a la implementación de una línea “Más Capaz Mujer Emprendedora”.



Del señor Director General de Relaciones Económicas Internacionales:


Da contestación a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, con relación a la “Mesa de Huella Ambiental”.



Del señor Director Nacional (T y P) del Servicio Nacional de la Discapacidad:


Remite información relativa al Fondo Nacional de Proyectos Inclusivos FONAPI 2015, del Servicio Nacional de la Discapacidad.



Del señor Alcalde de Los Ángeles:


Da respuesta a planteamiento, formulado por el Senador señor Navarro, con relación a denuncia periodística que afectaría a Municipalidad de Los Ángeles.



Del señor Jefe de la IX Zona de Carabineros de Chile-Araucanía:


Atiende solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor Espina, sobre situación policial en comuna de Lautaro.



Del señor Jefe de la V Región Policial de Valparaíso de la Policía de Investigaciones de Chile:


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Chahuán, respecto a problemas de seguridad que se registran en la ciudad de Viña del Mar.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundos informes de las Comisiones de Economía y de Trabajo y Previsión Social recaídos en el proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (boletín N° 6.829-01) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que modifica el estatuto del personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile en materia de ascensos (boletín Nº 10.075-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla. 

Certificado



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Se manda agregar a sus antecedentes.

Mociones



De los Senadores señor Rossi, señora Von Baer y señores Chahuán, Quinteros y Zaldívar, que declara feriado el día 10 de agosto para la Región de Tarapacá (boletín N° 10.106-06) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De la Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto que modifica el artículo 58 de la Carta Fundamental con el fin de considerar nuevas causales de incompatibilidad para los cargos de diputado o senador (boletín N° 10.107-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Ossandón; señoras Allende, Pérez San Martín y Van Rysselberghe, y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Tuma, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que considere adoptar las medidas legislativas y reglamentarias necesarias para introducir mejoras sustanciales al sistema de instituciones de salud previsional (boletín N° S 1.815-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



De los Senadores señor Chahuán; señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Allamand, Bianchi, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se adopten las medidas oportunas en el sistema de salud para otorgar la mayor cobertura a la inmunización contra el virus sincicial en los bebés prematuros (boletín N° S 1.814-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Quedan para ser votados en su oportunidad.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Certificado



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia (boletines N°s 10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06 y 10.086-06, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 14).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Queda para la tabla de esta sesión.


Terminada la Cuenta.
V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE ESTATUTO DE PERSONAL DE PLANTAS I Y II DE GENDARMERÍA EN MATERIA DE ASCENSOS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el estatuto del personal perteneciente a las plantas I y II de Gendarmería de Chile en materia de ascensos, con urgencia calificada de “discusión inmediata” e informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.075-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 9 de junio de 2015.



Informe de Comisión:



Hacienda (certificado): 27ª, en 10 de junio de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de este proyecto es establecer un mecanismo de ascenso que permita su aplicación práctica y supere las dificultades del mecanismo contemplado en la ley N° 20.426, considerando para ello nuevos factores, cuyas ponderaciones serán materias de un decreto con fuerza de ley. 



Teniendo en cuenta lo anterior, la iniciativa contempla una etapa de transición para la consecución del objetivo planteado, permitiendo que durante ese período haya normas sobre ascenso especiales.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 7 y 8 del informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.



Solicito el acuerdo de la Sala para votar en general y particular este proyecto, que está con “discusión inmediata”.



La idea es hacer una sola votación, respetando los 10 minutos que corresponden a cada Senador.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación general y particular.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar, Presidente de la Comisión de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda analizó ayer esta iniciativa, que tiene por objeto, fundamentalmente, corregir los problemas suscitados en la implementación de la ley N° 20.426.



Para tal efecto, se contempla una etapa de transición con normas especiales para el ascenso, al objeto de dar aplicación final al régimen permanente.



Habida cuenta de los problemas surgidos en la implementación de dicha ley, promulgada al término del primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, se convino en la necesidad de corregirlos.



En síntesis, esta iniciativa hace lo siguiente:



1.- Elimina el requisito de promedio de notas obtenidas en los cursos de formación de la Escuela de Gendarmería de Chile;



2.- Dispone que el requisito de exámenes habilitantes se exigirá para los ascensos a contar del 1 de enero de 2017 y, a la vez, deroga el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.426;



3.- Obliga a dictar el Reglamento para Exámenes Habilitantes dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de la ley en proyecto;



4.- Entrega a uno o más decretos con fuerza de ley de los Ministerios de Justicia y de Hacienda la potestad para establecer los factores consignados en el artículo 24 del DFL N° 1.791, de 1979, de Justicia, y



5.- Otorga facultad al Director Nacional de Gendarmería para ascender a funcionarios en las siguientes condiciones:



-Si hay vacantes.



-Respetando estrictamente el orden del escalafón de antigüedad dentro del respectivo grado.



-Pudiendo reducir en un año los tiempos mínimos legales.



-Hasta el 31 de diciembre de 2016.



El informe financiero que nos presentaron los Ministerios de Hacienda y de Justicia señala que, en régimen, este proyecto tiene un costo total de 1.167.322 miles de pesos. Se parte en 2015 con un gasto de 943 millones, para el año 2016 ascender a la cifra antes mencionada.



Ese es el mayor gasto fiscal, que se financia con cargo a la Partida 10 del Ministerio de Justicia, y en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público.



Esta iniciativa fue aprobada por la unanimidad de la Comisión de Hacienda.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Esta tarde nos acompaña en las tribunas el Alto Mando de Gendarmería.



Saludo al Director Nacional, don Tulio Arce Araya.



También, a las cooperativas de todo Chile.



Asimismo, a los personeros del Ministerio Público.



Según la información de que dispongo en este minuto, se encuentran en las tribunas, además, dirigentes de la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes (ANSOG): su Presidente, señor Joe González; el Secretario, señor Carlos Fernández, y el Tesorero, señor Mario Apablaza.



Si me llega información relativa a otras asociaciones, encantado la entregaré.



¡Muy bienvenidos todos ustedes y encantados de poder aprobar este proyecto!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Prosiguiendo la votación general y particular de esta iniciativa tan importante para Gendarmería de Chile y para nuestro país, tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, tras saludar la presencia de la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, debo señalar que a través del proyecto que nos ocupa el Gobierno está dando testimonio de la voluntad política existente ante una demanda cuya satisfacción se ha esperado largamente.



Si bien esta iniciativa es un avance, no constituye todo lo que quisiéramos para Gendarmería.



Aprovecho de saludar al Director Nacional, a los oficiales, a los suboficiales y a los gendarmes que nos acompañan en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón.



Soy consciente de que los Senadores estamos incentivando los aplausos. Sin embargo, debo decirles que nuestro Reglamento prohíbe las manifestaciones.



Les agradezco su comprensión.



Puede continuar, Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Decía, señor Presidente, que reconozco el avance que significa este proyecto, al que el Ejecutivo le puso “discusión inmediata”, atendida la urgencia que reviste aprobar una movilidad que permita el ascenso de quienes han esperado por años esta legislación.



Ciertos problemas se relacionan con la calificación, con las notas. Otros, con la imposibilidad del Director Nacional, por carencia de facultad al efecto, para otorgar ascensos. Algunos, con la necesidad de considerar el mérito, la antigüedad y el orden de egreso de la Escuela de Gendarmería.



Por consiguiente, con la ley en proyecto se está destrabando para más de 1.500 oficiales, suboficiales y gendarmes la imposibilidad de ascender.



Y me alegro, porque esta es una señal de reconocimiento que el Congreso Nacional y el Gobierno le dan a un segmento de nuestro sector público que, aunque también es uniformado, no tiene los derechos de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas.



La labor de Gendarmería, señor Presidente, es de muy difícil ejecución.



Cuando algunos padres me cuentan de hijos que están procurando entrar a esa Institución, yo trato de convencerlos de que los hagan postular a otras ramas de uniformados: Carabineros, Fuerza Aérea, Armada, Ejército. Y lo digo de verdad. Porque Gendarmería significa un sacrificio permanente.



Los delincuentes que se hallan tras los muros de contención que los separan del resto de los ciudadanos están cumpliendo una condena. Pero también están detrás de esos muros funcionarios de Gendarmería que desarrollan una función especial de vigilancia, la que requiere, por tanto, un reconocimiento también especial.



¡El riesgo que significan esa labor y el encierro deben tener (insisto) un tratamiento distinto!



Ese tratamiento no está presente en nuestra legislación, que debería privilegiar el cumplimiento de una labor de tal naturaleza.



Pues bien: a pesar de que he querido convencer a sus padres para que los hagan postular a otra actividad, los jóvenes se empeñan en prestar servicios en Gendarmería de Chile, pues los propios gendarmes, suboficiales y oficiales han logrado construir una imagen sobre el prestigio de esa Institución.



Por consiguiente, creo que con mayor razón es meritorio que hagamos legislaciones vinculadas con la dignidad de aquellos funcionarios, con sus jornadas, con sus condiciones laborales, con sus ingresos, con sus ascensos y con su carrera funcionaria.



Entonces, señor Presidente, saludo este proyecto, que es un paso más en la dignidad de Gendarmería de Chile.



Voto favorablemente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor  Presidente, este importante proyecto busca resolver un conflicto generado a partir de la ley N° 20.426, sobre modernización de Gendarmería.



El Senado discutió largamente la iniciativa que dio origen a dicha legislación. La idea era incrementar el personal de aquella Institución y readecuar las normas regulatorias de la carrera funcionaria.


Sin embargo, en el momento de implementarse la referida ley, cuando del encasillamiento en las plantas se trataba, al ser uno de los elementos de ponderación el promedio de notas de los cursos de formación en la Escuela de Gendarmería -ello parecía bastante razonable-, se verificó la existencia de un problema no considerado, al menos en los informes: la imposibilidad de saber cuál era ese promedio en algunas promociones.



A mí me tocó recibir a los funcionarios de Gendarmería de la Región del Maule y conversar sobre el asunto con distintas asociaciones de la Institución. Se presentaba un absurdo muy grande, que quisiera transmitir, en el sentido de que mil quinientos funcionarios tenían trancados, en la práctica, sus estímulos para ascender, porque uno de los requisitos considerados en la ley era imposible de concretar.



Por mi parte, estudié el asunto.



Gendarmería trató de resolver originalmente el problema recurriendo a la Contraloría General de la República, para ver si podía prescindir de las notas de egreso. Este último organismo estimó que los motivos aducidos constituían fuerza mayor y, por lo tanto, correspondía abstenerse de considerarlas. Pero, en el hecho, se generó, con razón, un sistema que entrabó la aplicación adecuada de la carrera funcionaria y los incrementos de remuneraciones, que son muy importantes en el sector.



Entonces, ¿a qué apunta el proyecto? Básicamente, a hacerse cargo de dicha cuestión, en particular, y a buscar una forma de dar curso a los ascensos sin considerar la norma respectiva, teóricamente importante, lo que se reemplaza por el deber de tener en cuenta la antigüedad, el orden de egreso de la Escuela de Gendarmería y distintos puntos adicionales.



Creo que, de Arica a Punta Arenas, esta es una señal relevante para miles de funcionarios, no solo en el sentido de que una dificultad se deja atrás, sino también de que una institución se reconoce. Y juzgo que es un activo para la aplicación íntegra de la justicia, que exhibe una parte preventiva, pero asimismo otra sancionatoria y de rehabilitación.



Evidentemente, Gendarmería ocupa un rol muy significativo y respetado en diversos lugares. En ese sentido, me alegro de la modificación en examen, que va a agilizar el desarrollo o la implementación del proyecto.



Sin perjuicio de eso, y para la discusión particular, mantengo un par de dudas, que se podrían ir resolviendo mejor, en cuanto a si este realmente es el asunto de fondo o se precisa una segunda reingeniería respecto de la forma de considerar a la Institución dentro del proceso de políticas públicas.



Como resulta obvio, la que nos ocupa es la solución de una parte del problema. A mí no me ha quedado claro que cabe decir “misión cumplida” y concluir que se han enfrentado las situaciones que afectan al servicio. Mi impresión es que todavía hay mucho espacio para avanzar y mi llamado es a no creer que se han superado todas las dificultades. Es preciso seguir abordando aspectos como la profesionalización; las remuneraciones; el número de gendarmes por recluso, que en Chile no necesariamente se asume de la misma manera que en el ámbito internacional.



Lo otro -hago un llamado al Gobierno a ver si se puede abordar el punto de una mejor forma- tiene que ver con el artículo 2° del proyecto, disposición que se hace cargo de los exámenes habilitantes y determina que el requisito se hace exigible a contar de enero de 2017.



Ello no es menor. De alguna manera constituye una forma, si uno es estricto, de hacer funcionar el sistema a un año y medio plazo. No alcanzo a advertir que sea menester una espera tan larga. Entiendo que se requiere un proceso de adecuación y que existe una preparación, pero no tengo claro que el plazo para empezar a funcionar sea 2017. Hemos visto otras disposiciones legales. Obviamente, puede existir una necesidad económica de por medio, pero mi impresión es que se puede hacer un esfuerzo para que ojalá ello se adelante a 2016. Creo que sería una señal positiva. Insisto: no me parece que este sea un problema de una naturaleza insoslayable. Juzgo que un año y medio para un funcionamiento en plenitud es un período excesivo. Espero que el Gobierno pueda hacerse cargo de esta inquietud en la discusión particular. Estimo que sería bueno para todos.



Sin perjuicio de lo anterior, pienso que la iniciativa va en la línea correcta. La bancada de la UDI va a aprobarla con entusiasmo. Pero también intentaremos que no se cierren puertas, sino que estas y ventanas se abran para seguir enfrentando los problemas de Gendarmería de Chile.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, parto por saludar al nuevo Director Nacional de Gendarmería, señor Tulio Arce, y desearle mucho éxito en su gestión, pues sabemos que tiene que asumir tareas complejas.



La iniciativa es bastante sencilla y viene a corregir una dificultad presentada con los ascensos de aproximadamente dos mil quinientos funcionarios de Gendarmería, al no ser posible cumplir con uno de los requisitos originalmente establecidos en la ley, cuales eran las notas en la Escuela institucional. Ello derivó en que no pudieran cursarse las promociones, con el consiguiente menoscabo económico.



Cabe agradecer, por una parte, las gestiones realizadas por la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes (ANSOG), que encabezó una búsqueda de soluciones, y por la otra, la voluntad del Gobierno, representado por los Ministerios de Justicia y de Hacienda, para poder dar una rápida salida y permitir el ascenso, a través de la aplicación de la ley en proyecto, de funcionarios que debieron haberlo materializado hace ya un par de años.


Somos bastante conscientes de que el problema de Gendarmería, en especial lo que dice relación con la planta de funcionarios, no se resuelve con la iniciativa. La discusión sobre el asunto, mucho más extensa, tiene que definir hoy día cuál va a ser el rol de la Institución dentro de un sistema de seguridad pública. Y será preciso abordarla a la luz, sobre todo, de los nuevos proyectos que sean aprobados en orden a la aplicación de penas de cárcel efectivas, con relación a lo cual obviamente es preciso hacerse cargo de las enormes deficiencias en lo que respecta a las remuneraciones del personal y, muchas veces, con la falta de recursos.



En aras del tiempo, deseo consignar que vamos a aprobar la iniciativa, por entender que lo único que estamos haciendo es corregir un error que llevó a que muchos funcionarios de Gendarmería que podían ascender no cumplieran con un requisito legal, en circunstancias de que estaban esperando su promoción hace ya bastantes años.



Esperamos que la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, pueda encabezar el debate sobre la redefinición del rol que queremos para la Institución en los próximos veinte o treinta años.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeciones, se limitarán las intervenciones a cinco minutos.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, ya algunos argumentos se han dado.


Efectivamente, el proyecto, como se ha dicho, viene a resolver una dificultad suscitada hace algunos años. Pero es importante reconocer que surge también a causa de las gestiones que inició la ANFUP en junio de 2014. Nos acompaña el señor Juan Carlos Orellana, su presidente -es de Iquique- a quien aprovecho de saludar.



Estimo importante señalar, más allá del problema que resuelve el articulado en la dirección de lo expresado por el Honorable señor Araya, que es relevante la facultad que se entrega a fin de poder modificar la fórmula de calificación para determinar los ascensos, en lo que se evita al máximo la discrecionalidad y se contemplan mecanismos más bien objetivos. Se ha recurrido antes a la última calificación, que efectúa el Jefe de Unidad, y lo ideal es un mecanismo mucho más impersonal, que deje menos espacio a la arbitrariedad y la discrecionalidad, y considere el rendimiento o el desempeño del funcionario durante todo el período en el grado.



También cabe resaltar la disminución en un año que se establece en la permanencia en el grado para el ascenso. Eso, sin duda alguna, va a dar tiraje a la chimenea y a permitir que los funcionarios hagan carrera mucho más rápido. Será un estímulo para ellos.



Algo asimismo significativo es que hasta 2016 se establece la posibilidad de que el Director Nacional llene una vacante y permita el ascenso aun cuando no se cumplan los requisitos. Esa era una demanda bien sentida del gremio.



Y lo último tiene que ver más bien con una reflexión. Me comentaban -conversé hace poco con la directiva nacional- que hay mil administrativos de planta, tres mil a contrata y otros mil oficiales, y se va a llegar, con el incremento anunciado por la Presidenta, a veinte mil funcionarios de la planta II, a la cual me estoy refiriendo. Como lo decía el Senador señor Tuma, por el compromiso, el sacrificio, el riesgo de la carrera, evidentemente tenemos que hacer en el futuro un esfuerzo con el Ministerio de Justicia, con el Gobierno, para ir mejorando las condiciones laborales y, por cierto, las remuneraciones, en comparación con las otras plantas.



Vamos a votar a favor de la iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, lo primero es lo primero. Votación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados el día 4 de junio recién pasado: 87 votos a favor, sin ningún pronunciamiento en contra ni abstención. Tramitación en el Senado: la Comisión de Hacienda lo aprobó en general, sin modificación alguna.



La iniciativa no genera dudas, es transversal y ha contado con el apoyo de todos. ¿Y por qué? Porque sabemos perfectamente que Gendarmería, en el tiempo, ha ido configurando una institucionalidad que le ha permitido avanzar, desarrollarse, con mejoras tecnológicas.



Mas también existen deudas pendientes en cuanto a la dignidad humana del trabajo y al desarrollo de programas de reinserción social tendientes a disminuir las probabilidades de reincidencia delictual.



Además, es de público conocimiento el sacrificio con que la Institución cumple su labor. Su personal no siempre dispone de todos los medios requeridos y, de todas formas, ha de trabajar con un mundo muy complejo. Y debe contar con la capacidad y la formación necesarias para poder desempeñarse en sus funciones, las cuales, obviamente, tienen que llevarse a cabo con pleno respeto a la dignidad de la persona. Como todos podemos imaginar, la labor dentro de las cárceles es verdaderamente muy difícil y, en algunas situaciones, bastante inhumana. Y de eso tiene que hacerse cargo el Estado.



Es por ello que resulta fundamental premiar la trayectoria y la antigüedad de quienes han persistido en el trabajo dentro de Gendarmería. Es a lo que apunta la corrección que introduce el proyecto para reforzar la carrera funcionaria. Así como en el Hemiciclo se han pronunciado encendidos discursos y emitido diagnósticos en tantas oportunidades sobre otras instituciones, hoy día es la oportunidad de demostrar también, con nuestro voto a favor, la preocupación por la perseverancia en la labor que se desarrolla.



Sin embargo, también es importante resguardar el continuo perfeccionamiento de los funcionarios. Por tal razón, la iniciativa busca un equilibrio entre premiar la antigüedad en Gendarmería y, a la vez, promover la capacitación del personal.



De alguna manera dije al principio, más allá de los diagnósticos que se pueden hacer sobre una realidad conocida, que siempre es preciso dar el primer paso en el camino de las mil millas. Y creo que esta es una buena oportunidad, así como se registró una aprobación unánime en la Cámara de Diputados y la Comisión de Hacienda del Senado fue muy diligente, para que el articulado asimismo se apruebe en la Sala.



En consecuencia, por la perseverancia, por nuestra responsabilidad como parlamentarios y por tratarse de un merecido proyecto de ley, voto que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos frente a una reivindicación histórica de Gendarmería de Chile.



Deseo partir felicitando a la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes (ANSOG), básicamente porque he sido testigo de todo el trabajo realizado para poner una necesidad ineludible sobre la mesa de la discusión.



Y el Senado ha respondido. De la iniciativa se dio cuenta por una petición de la Asociación, resuelta por los Comités. Ingresó inmediatamente a la Comisión de Hacienda, que la despachó. Y hoy día está en el primer lugar del Orden del Día, con “discusión inmediata”.



Cabe esperar que los compromisos originados en virtud del debate no queden solamente en promesas y que se cumpla la palabra empeñada, fundamentalmente, en lo que dice relación con los ascensos del año pasado. Casi mil quinientas personas son las afectadas, y, por lo mismo, el proyecto ineludiblemente va a significar, de acuerdo con nuestras expectativas, un paso decisivo para que se vaya respetando la carrera funcionaria en las tres plantas.



Es importante que el anuncio de la Presidenta Bachelet no quede solo en ello y que se efectúen modificaciones sustanciales en ese último aspecto. Se hizo referencia a cuatro mil quinientos nuevos gendarmes, pero con la garantía de una carrera funcionaria que hasta ahora no se ha tenido.



Para todos, el modelo distributivo del actual escalafón no puede soportar tal cantidad de personal. Y, por eso, quiero destacar que este es un primer paso decisivo.



Tal como Sus Señorías lo saben, la iniciativa propone establecer un mecanismo de ascenso en las plantas I y II de Gendarmería que permita su aplicación práctica considerando nuevos factores, cuyas ponderaciones serán materia de un decreto con fuerza de ley.



Ya he expuesto que el Senado de la República estima que legislar respecto de las condiciones del personal de la Institución es una cuestión esencial, por lo que le ha dado un pronto trámite al proyecto.



Como lo manifestaron en el debate legislativo la propia Ministra señora Blanco y las distintas asociaciones internas de Gendarmería, sucedió que después de que la Contraloría se pronunciara sobre la procedencia de prescindir de las notas de egreso de la Escuela como factor por ponderar para los ascensos de los funcionarios de las plantas I y II, y estimase que los motivos aducidos por la Institución constituían fuerza mayor, por lo que correspondía abstenerse, según correspondiera, de considerarlas, se verificó un desajuste en el mecanismo de promoción. Ello provocó que los funcionarios de mayor antigüedad no pudieran ascender debido a que la asignación al puntaje de calificación en el último período -ello se expuso como una medida injusta por la discrecionalidad- subió en gran medida.



Juzgamos que la iniciativa ciertamente es un primer paso, no decisivo.



Con mis Honorables colegas Bianchi, Prokurica y Horvath logramos sacar adelante un proyecto para establecer el Día Nacional de Gendarmería, que permite un reconocimiento a la labor de la Institución, de alta exposición, de alto estrés, la cual efectivamente implica, de alguna manera, que no existen hoy día las condiciones para asegurar la salud del personal, cuyo trabajo importa una tensión permanente. Por lo tanto, es absolutamente relevante dar este primer paso.



Felicito la persistencia de los dirigentes de ANSOG, quienes han permitido que el asunto esté en la discusión.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor  Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, parto por sumarme a lo expresado aquí.



Mas quiero valerme de esta oportunidad para volver a consignar con fuerza que estamos frente a una de las instituciones -y excúseme lo que voy a señalar- donde se ha hecho un abuso permanente teniendo en cuenta las condiciones en que desarrollan su labor profesional, las horas que deben trabajar cada una de las mujeres y hombres que están dentro de esta noble institución que es Gendarmería de Chile. Y es por eso que hoy no hacemos sino un acto de justicia con la asociación que llevó adelante la negociación. 



Pero esto se incluyó en el presupuesto del año 2015. De hecho, en la Ley de Presupuestos estaban los recursos para llevarlo adelante lo antes posible. Y aun así los Senadores Baldo Prokurica, Lily Pérez, Antonio Horvath, Francisco Chahuán y el que habla, entre otros, tuvimos que presentar un proyecto de acuerdo, fechado el día 6 de mayo, donde le pedíamos al Gobierno que de manera urgente remediara la injusticia que se estaba cometiendo a propósito de la situación de los ascensos. Afortunadamente, hoy estamos asistiendo a la concreción de esa petición.



Fíjense que yo he dicho permanentemente que la mujer o el hombre que cumple la función de gendarme está tan preso como el que está preso dentro de la cárcel. La única diferencia es que el gendarme tiene la llave para salir del recinto. Pero en su vida laboral enfrenta los mismos rigores, los mismos sufrimientos y las mismas condiciones que una persona que se halla recluida y privada de su libertad. 



Por eso es que, cada vez que se habla de la delincuencia y de toda la situación que afecta a nuestra sociedad, por lo general se deja de lado la enorme labor que desarrollan las mujeres y los hombres que pertenecen a Gendarmería de Chile. 



Un ejemplo, señor Presidente: un preso tiene derecho a psicólogo; un gendarme no tiene derecho a tratamiento psicológico. Y este es uno de los muchos casos que podemos mencionar.



El año 2013 presentamos un proyecto de ley para resaltar la labor que cumple Gendarmería y reconocer que el 30 de noviembre debe ser el día en que celebremos o al menos recordemos que tenemos a esta noble institución. Ahí está esperando el proyecto. Fuimos varios los que lo impulsamos: el Senador Prokurica, la Senadora Lily Pérez, el Senador Chahuán, el Senador Horvath y quien habla, quienes ya el 2013 pedíamos un reconocimiento para la función que lleva a cabo este organismo. 



Por lo tanto, señor Presidente, sin entrar al detalle de lo que significa esta “apertura de chimenea”, esta posibilidad de que se haga justicia con la situación económica de las funcionarias y los funcionarios de Gendarmería, vamos a concurrir con nuestro voto favorable a la aprobación del proyecto, pero pidiéndole -por su intermedio, señor Presidente- a la señora Ministra que acoja la otra iniciativa, aunque solo apunte a una situación moral, para al menos reconocer la enorme labor que llevan adelante quienes desarrollan su actividad humana y profesional al interior de esta noble institución.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, primero quiero destacar que este texto es parte de una serie de normativas legales aprobadas por el Congreso a través de proyectos originados en el Ejecutivo para mejorar la situación de Gendarmería, no obstante lo cual esta continúa siendo, de todas las instituciones uniformadas de nuestro país, la que se encuentra en condiciones de mayor menoscabo y vulnerabilidad. 



Conocemos los problemas de vivienda que sufre su personal, particularmente en las regiones extremas, así como la falta de estímulos a la carrera funcionaria. Por otra parte, es necesario establecer que el Director del organismo sea un oficial de carrera, como ocurre en otras instituciones de orden y seguridad. Eso contribuiría a ir generando un cuadro que permitiría la consolidación de la institución, a la par con las demás.


Asimismo, la iniciativa que estamos discutiendo apunta a materias de carrera funcionaria que quedaron pendientes en proyectos anteriores. Se busca facultar al Director Nacional de la institución para, en determinadas circunstancias, poder dar mayor fluidez al sistema de promociones, aun cuando no corresponda a requisitos expresos, toda vez que en los últimos años se ha ido aumentando significativamente la cantidad de personal sin que los funcionarios puedan copar todos los cargos disponibles en los procesos de nombramiento. Más de 1.500 tienen bloqueado el ascenso, situación que podría solucionarse con esta facultad especial al Director Nacional para que la institución llene todos los cargos de planta. 



Por otro lado, el proyecto le entrega al Jefe de Estado atribuciones para dictar nuevas fórmulas que permitan aumentar las causales o los méritos para los efectos del ascenso del personal, manteniendo, como es lógico, la antigüedad y la experiencia como factores claves en ese proceso, de manera de generar una carrera atractiva en el tiempo y no solo en circunstancias inmediatas.



Quiero destacar que este es un proyecto que fue debidamente discutido y consensuado con las partes. Además, tiene efecto retroactivo, con el objeto de permitir que los funcionarios que han dejado de percibir ciertos beneficios porque no han podido ser nombrados oficialmente en sus cargos puedan recuperarlos. 



Sin embargo, quedan algunas materias pendientes.



La iniciativa atiende, de manera razonable, las demandas del personal uniformado de Gendarmería, pero no resuelve la situación de los funcionarios de nivel profesional y técnico. Aparte, el personal de apoyo, que también sufre condiciones laborales desmejoradas, no ha sido incluido en un proyecto similar.



La garganta me da hasta aquí no más, señor Presidente, así que termino diciendo que en los puntos fundamentales se recoge la aspiración de los gendarmes de Chile y, por lo mismo, doy gustoso mi apoyo al proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, ayer tuve la posibilidad de conversar breves momentos con los dirigentes de la institución. Y pude darme perfectamente cuenta de que este proyecto recoge, en gran medida, algunas de las aprensiones que ellos han manifestado en torno a los problemas que los aquejan.




Sin duda, un encasillamiento adecuado del personal es una aspiración de todas las instituciones públicas. En todas ellas las personas los esperan porque generan mejorías sustanciales en sus remuneraciones. Por lo tanto, me parece del todo lógico que se facilite ese proceso. Lo que no me parece tan lógico es que ello demore un año y medio. Poner como fecha el 1° de enero del 2017 para que esta ley empiece a regir en toda su magnitud es un poco excesivo.



Siendo un proyecto relativamente sencillo, que recoge una aspiración muy sentida, y estando ya contemplado -como lo dijo el Senador Bianchi- en la Ley de Presupuestos, no se divisa ninguna razón de peso para establecer un año y medio de plazo para que la ley empiece a regir en toda su magnitud. Creo que, más allá de que la iniciativa se apruebe, el Ejecutivo puede hacer perfectamente bien un esfuerzo mayor para mejorar esta situación.



Sin embargo, en el tema más de fondo, tal cual lo plantearon algunos de los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, los problemas de Gendarmería no quedan absolutamente zanjados. Este proyecto de ley es una breve pincelada a las múltiples dificultades que enfrenta la institución, como las condiciones en que sus funcionarios desarrollan su trabajo. 



La iniciativa sobre seguridad ciudadana, que contemplaría aumentar la labor que ellos realizan, requiere por parte del Ejecutivo un nuevo esfuerzo para tratar de que los lugares físicos en los cuales cumplen sus funciones mejoren. 



Sin duda, también hay que aumentar las remuneraciones del personal. 



No me cabe duda de que la tarea de los gendarmes es una de las más duras entre todas las ramas uniformadas. Me ha tocado, en un par de ocasiones, asistir en visita oficial a las cárceles de mi región. Y en verdad son lugares de trabajo absolutamente inhóspitos. Son inhóspitos para quienes se encuentran encerrados en los centros penitenciarios, pero también lo son para las personas que realizan allí su labor. Así que las condiciones en que los gendarmes llevan a cabo sus funciones no resultan razonables.



Dado que dentro de las prioridades presidenciales se encuentra la generación de una agenda de seguridad ciudadana -con lo cual uno debiera pensar que aumentarán bastante las personas que eventualmente van a ir a parar a la cárcel-, habría que entender que no solo es necesario aumentar el número de gendarmes, sino también mejorar las condiciones físicas en que desarrollan su labor, lo mismo que sus remuneraciones.



Así que, entendiendo el proyecto como un primer esfuerzo, importante sin duda para los gendarmes, encaminado a generar mayores y mejores medidas de dignidad para que ellos realicen su trabajo, lo apoyo con mucho entusiasmo, aunque, como dije, espero que el Ejecutivo se empeñe en que la ley esté completamente vigente antes de enero de 2017.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es indudable que la aprobación de esta iniciativa marca un hito muy relevante para Gendarmería, y también para este Senado, que la envió ayer a la Comisión de Hacienda y la ubicó hoy en el primer lugar de la tabla, lo que nos permite despacharla en menos de 24 horas.



Por su intermedio, señor Presidente, quiero entregar un especial saludo a los gendarmes de Chile, a cada hombre y cada mujer que ha dedicado su vida al servicio de los más postergados y pobres del país, aquellos que muchas veces tienen como resultado la cárcel producto de una condición social de la cual la institución, Chile, el Estado, debe hacerse cargo, para que paguen su deuda con la sociedad.



La tríada de oro de la seguridad pública la componen las policías, el Poder Judicial y Gendarmería. Y con cada paso que damos nos alejamos más de la definición que sitúa a esta última como el hermano pobre o el patio trasero de dicho triángulo. Gendarmería reclama su derecho a constituirse en una institución más, del mismo nivel que las otras, para poder cumplir su función.



Sus funcionarios se hallan en las tribunas, señor Presidente, representados por las asociaciones de trabajadores, en especial la ANFUP, la más antigua de todas, con su vocero Óscar Benavides; la ADIPGENT, representada por su presidente, Octavio Sáez; la ANSOG, liderada por Joe González; la ANOP, representada por su presidente, Alberto Aguilera, y ANGENCHI, también encabezada por su presidente, Óscar Ulloa, de la Región del Biobío.



Cómo no destacar aquí que a Gendarmería de Chile, en los años de la dictadura militar, la destruyeron, le cambiaron su naturaleza rehabilitadora y de tratamiento por una forma represiva y militarista. Llegada la democracia fue cuando se comienzan a realizar sus mayores avances en infraestructura, personal y reglamentación. 



Solo para despejar dudas, cito brevemente:



-La ley N° 19.195, del año 1993, que adscribió al personal de Gendarmería al sistema previsional de DIPRECA y permitió que todos sus funcionarios pudieran acceder a una jubilación digna.



-En noviembre de 1997 se promulga la ley N° 19.538, que estableció una asignación por turno para el personal de la institución.



-En enero de 2003 se publica la ley N° 19.851, sobre modernización de Gendarmería y ampliación de plantas.



-En febrero de 2005 se dicta la ley N° 19.998, que consistió en una bonificación para el retiro del personal de Gendarmería de Chile, que vino a reemplazar el desahucio que hasta hoy no tiene.



-En diciembre de 2006 se regulariza y legitima el pago de la asignación profesional para los funcionarios de la Planta II. A través de un artículo único, se logra incorporar en la ley N° 19.269 como asignación sustitutiva.



-El 5 de febrero de 2007 se materializa el acuerdo ANEF-Gobierno que permite el mejoramiento salarial para el sector público. Desprendido de la ley N° 19.553, se concreta el bono trimestral para los funcionarios de Gendarmería de Chile, única institución uniformada que lo percibe por su carácter de institución pública.



-El 24 de septiembre de 2007 se conquista la ley N° 20.124, que penaliza y endurece las penas para quienes agredan a los funcionarios de Gendarmería en cumplimiento o con ocasión de sus funciones.



-El año 2010, con la Presidenta Bachelet, se discute y se logra un nuevo proyecto de ampliación de plantas (la ley N° 20.426), que permitió aumentar la dotación en unos 5 mil funcionarios para el tratamiento de la población penal.



Pero seamos claros, señor Presidente, en la última aplicación de las plantas de la ley N° 20.426, publicada el 20 de marzo de 2010, quedaron materias pendientes y sin afinar, pues si bien la normativa permitió aumentar la dotación y ampliar las plantas de Gendarmería, no consideró aspectos de la carrera funcionaria que hoy tratamos en esta discusión. Una de ellas dice relación con el derecho al ascenso. 



Entonces, debemos reflexionar y preguntarnos por qué los gendarmes vienen aquí, al Parlamento, a pedir que se les dé derecho al ascenso. La respuesta es fácil: su carrera funcionaria se halla truncada. Para ser claros, el sistema de ascensos de la institución es una especie de pirámide que funciona cada vez que un funcionario con 30 años de servicio se va jubilado; o sea, no hay cupos disponibles para ocupar.



Es curioso, señor Presidente, que esta sea la tercera vez que el Congreso debe tramitar un proyecto de ley sobre la misma materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le voy a conceder un minuto adicional. Pero le recuerdo que se acordaron cinco minutos por intervención.

El señor NAVARRO.- ¿No me puede permitir diez minutos?

El señor MOREIRA.- No hay unanimidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay unanimidad para darle un minuto más.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, usted pidió abrir la votación manteniendo los tiempos por orador.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le respondo de inmediato, señor Senador. 

El señor MOREIRA.- No hay unanimidad, señor Presidente. ¡Habló mal de mi General!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Al comienzo, efectivamente, acordamos respetar los tiempos de uso de la palabra. Después -probablemente usted no estaba en la Sala- se acordó rebajarlo a cinco minutos. 



Por lo tanto, señor Senador, como no hay unanimidad, no le puedo dar más tiempo. Pero queda claro su compromiso con Gendarmería y su problemática.

El señor NAVARRO.- Solo quiero decir, señor Presidente, que si hubiera sabido que se iban a cambiar las reglas del juego, no habría dado la unanimidad para que se abriera la votación, aun manteniéndose los diez minutos.

La señora VON BAER.- ¡No hay unanimidad para que continúe hablando!

El señor NAVARRO.- Sin embargo, quiero aprovechar la presencia...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo lamento, señor Senador. No le puedo dar más tiempo. 



Queda claro su compromiso con Gendarmería.





--(Manifestaciones en tribunas).


No corresponde hacer manifestaciones en las tribunas.

El señor MOREIRA.- ¿Quiere que le den más tiempo, y encima habla mal de mi General? ¡No! ¡Está bueno ya!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, voy a ser breve y conciso.



Gendarmería cumple un rol clave como institución en lo que se refiere a seguridad ciudadana, tanto en prevención como en rehabilitación.



En distintos períodos hemos tenido oportunidad de revisar, por ejemplo, sus centros de estudio y trabajo, y en verdad resulta encomiable la labor que realizan. Lo han dicho todos: los gendarmes son casi un recluso más, con algunas leves diferencias. Y sin embargo esos centros se deben autofinanciar.



Yo creo que hay que analizar la situación en un contexto más amplio.



En segundo lugar, hay que institucionalizar Gendarmería. Realmente, ha de situarse a la altura de las otras instituciones del área, como la Policía de Investigaciones, Carabineros. Y también -lo digo con mucho respeto por las tribunas- para que no haya tantos gremios, sindicatos y organizaciones, porque Gendarmería es una sola. Si se ha producido tal proliferación es justamente por una falla institucional que es deber nuestro corregir.



En tercer lugar, recae en el Ministerio de Educación la responsabilidad de institucionalizar a las Escuelas de Gendarmería como establecimientos de educación superior, de manera que las personas que egresen de ellas obtengan el reconocimiento que les corresponde y puedan hacer carrera no solo dentro de la institución, sino también desde los puntos de vista técnico, universitario y donde corresponda.



Uno de los puntos especiales que planteamos recién a la Ministra es la necesidad de detener, de alguna manera, el traslado de los internos o reclusos desde zonas hacinadas a regiones con menor hacinamiento. Porque junto con los reclusos van sus familias, van sus redes; sabemos que hay un porcentaje de reincidencia y, en el fondo, esto apunta a la regionalización de la delincuencia.



Entiendo que existen casos especiales en que por alguna razón se tiene que mover a los reclusos, pero no se debe resolver el hacinamiento con cargo a las regiones.



Este proyecto, desde luego, es muy anhelado por las personas que conforman la institución y apunta en la dirección correcta. Sin embargo, en nuestra Comisión Especial de Seguridad Ciudadana tenemos que formular una propuesta concreta para que Gendarmería se ponga al día en nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la bancada de Renovación Nacional, por supuesto, va a apoyar esta iniciativa, porque es difícil encontrar una función más difícil, más riesgosa y más compleja que la que cumple el personal de Gendarmería de Chile.



Ellos enfrentan serios riesgos para su vida e integridad física; tienen contacto directo con quienes han sido sancionados por la sociedad por no cumplir con la ley, los cuales, junto con sus familias, están muy empoderados; reciben malos sueldos; y, finalmente, han sufrido por años un estancamiento en sus ascensos -hay miles pendientes-, que este proyecto de ley justamente pretende resolver.



Esta iniciativa ha sido pedida por mucho tiempo, y es un paso importante. No es todo. Voy a describir lo que, a mi juicio, constituye la tarea pendiente que tenemos como país con esta institución y con quienes ella debe cuidar.



Y en esto hay que reconocer la labor de los dirigentes de ANSOG, de las instituciones en que se agrupa Gendarmería y de aquellos, como los Senadores Bianchi, Chahuán, Horvath, Moreira y otros más, que han presentado y apoyado permanentemente proyectos de acuerdo e iniciativas para que se puedan dar los pasos que hoy estamos concretando.



Repito que quedan cosas pendientes, por ejemplo, la construcción de infraestructura nueva que permita superiores condiciones de trabajo, mayor seguridad tanto para los funcionarios como para los reos y un desempeño de mejor manera.



Ahora, y quiero poner el caso específico de mi región, ha sido postergada la construcción, ya por segundo año, de la cárcel de Copiapó: había un proyecto, había instalaciones, había una serie de pasos dados, y no tenemos nuevas fechas.



De hecho, el Instituto Nacional de Derechos Humanos ha dicho que esta cárcel no se va a construir sino hasta seis años más. Esto no es posible, pues tenemos el mayor hacinamiento del país. Y lo anterior no solo afecta a los reos, que aunque hayan faltado a la ley tienen derechos humanos, sino también a los que conviven con ellos. Porque tener que lidiar, tener que trabajar, tener que estar en contacto con los reos no es fácil.



Los funcionarios de Gendarmería deben realizar turnos humanamente imposibles e impresentables en comparación con otros trabajos. Estoy seguro de que en otras áreas someter a las personas a tales turnos no sería factible.



En cuanto a los recursos para rehabilitación, quiero llamar a una reflexión al Senado. Porque cada vez que vemos estas iniciativas, nadie levanta la voz en un tema fundamental, que, además, la ley le entrega a Gendarmería: la preocupación por la labor de rehabilitación.



Si no ponemos recursos en esa materia estaremos condenados a perpetuar la puerta giratoria, pues los delincuentes o las personas que faltaron a la ley y que cumplieron su pena, al poco tiempo volverán nuevamente a caer, volverán a reincidir. Porque la labor que se hace es solo por la camiseta y la voluntad de los funcionarios de Gendarmería, y en esto también debo reconocer a las iglesias evangélica y católica, que desarrollan una labor al interior de las cárceles con muy pocos recursos.



Entiendo, y se lo pregunté a la Ministra, que entre cuatro y cinco por ciento de los recursos de la institución se destinan a rehabilitación. Esto me parece francamente un pecado. Es hacerse trampa en el solitario. ¿Por qué? Porque con la rehabilitación se puede tener a seres humanos ocupados en aprender algún oficio, alguna actividad, y no como ocurre ahora, que les significa estar desocupados.



Finalmente, quiero referirme a un tema que no puedo dejar pasar, y que he planteado aquí en reiteradas ocasiones: el gran problema de DIPRECA.



Como recién decía el Senador Navarro, a los gendarmes, a través de un proyecto aprobado por el Parlamento, se les incorporó a DIPRECA. Y el Ministro de Hacienda, sentado aquí atrás, se comprometió a reintegrar los recursos a esa Dirección para que los funcionarios del sector pasivo y también del sector activo, que no son atendidos en hospitales públicos…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor PROKURICA.- ¿Me concede un minuto más?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Desgraciadamente, hoy no estamos dando tiempo adicional. Le di 20 segundos al Senador señor Navarro y  le voy a dar 20 segundos a usted.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, solo hablaré por veinte segundos.



Espero que la Ministra Blanco, en un ejercicio brillante de su Ministerio, pueda ponerle mano a este tema, pues la gente acogida a DIPRECA que no tiene hospital institucional en sus regiones no recibe, literalmente, atención de salud. ¡Y le siguen descontando recursos de sus pensiones!



Entonces, sinceramente digo: la gente de Carabineros, de Investigaciones y de Gendarmería se encuentra en este minuto en la indefensión en sus atenciones de salud.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero destacar la importancia de Gendarmería de Chile en el sistema de seguridad pública. Mucho se habla siempre de Carabineros, de Investigaciones, de los fiscales, pero poco se habla de Gendarmería.



Sin esta institución, todas las personas que los tribunales determinan que tienen que ser objeto de medidas privativas de libertad no podrían estar donde les corresponde.



Así que venga mi reconocimiento a Gendarmería.



Creo que esta iniciativa es muy importante, porque avanza en la dirección correcta.



Hay que resaltar que incorpora un elemento muy relevante en el desarrollo de la carrera funcionaria: el mérito. Históricamente, las instituciones jerarquizadas, como las militares, han circunscrito los elementos de ascenso a la antigüedad. “Antigüedad constituye grado” es un viejo aforismo que se utiliza para referirse a ello. Y la incorporación del mérito, por un lado, relativiza considerar solo el tema de la antigüedad, pero por otro, genera incentivos positivos para realizar mejor el trabajo.



Existen numerosos gendarmes, hombres y mujeres, que desempeñan muy bien su trabajo frente a otros que probablemente no lo hacen de igual manera. En este proyecto de ley se incorpora un elemento que va a incentivar a aquellos que hacen bien su trabajo en el desarrollo de su carrera funcionaria. Y eso es importante, sin desconocer los elementos de antigüedad, que constituye la escala piramidal que permite la jerarquía dentro de la institución.



Esta iniciativa, de igual forma, resuelve el problema de la ley N° 20.426, del año 2010, que, producto de un conjunto de consideraciones, al final significó que más de 1.500 funcionarios no pudiesen ascender. Ahora se hace justicia a fin de que esos 1.500 funcionarios sí lo puedan hacer. Y -para decirlo en fácil-, ello generará, en la práctica, un aumento de remuneraciones, bien exiguo en algunos casos, pero muy relevante para el desarrollo de la carrera.



Además, este proyecto faculta al Director Nacional para realizar el encasillamiento, los ascensos a las plantas I y II de Gendarmería.



Aprovecho la oportunidad de saludar y desear el mejor de los éxitos al nuevo Director de la institución, don Tulio Arce, quien espero que tenga un gran cometido al mando de esta importante institución.



Esta iniciativa, igualmente, evita distorsiones, porque podría ocurrir también que, por un tema de notas, se entregaran mayores ascensos que, incluso, grados superiores. Eso alteraría la jerarquía, y por eso se va a regularizar esa situación.



Este es un avance relevante, sin duda. Pero hay temas pendientes.



No se debe olvidar la inversión en materia de infraestructura, porque esta última es tan necesaria para los internos como para aquellos que cumplen funciones de celador. Requerimos que esta institución, que es preciso fortalecer, tenga mejores condiciones en dignidad, en infraestructura y en equipamiento, para llevar a cabo su tarea.



En seguida, creo que cuando ingrese el proyecto que va a aumentar en 4 mil 500 las plazas de Gendarmería será el momento de realizar dos cambios que considero fundamentales: en primer lugar, un modelamiento de la planta funcionaria que permita disminuir los años por grado, para que efectivamente existan un desarrollo de carrera funcionaria y una jerarquía piramidal que posibilite los ascensos en tiempo y forma; y, en segundo lugar, el modelamiento de la planta III, una de las materias que han señalado las asociaciones de funcionarios.



Ser gendarme implica desempeñar una función de riesgo para la vida y la integridad física. Y si la sociedad le ha encomendado a un grupo de chilenas y de chilenos una función de esas características, corresponde entonces que nos hagamos cargo de un tema pendiente, cual es aumentar la protección jurídica de nuestros gendarmes frente a agresiones de terceros y, además, disponer de mayor protección social para ellos y sus familias. Y, con tal fin, los seguros de vida, los seguros de accidentes, y particularmente el mejoramiento de las condiciones de atención de la Dirección de Previsión de Carabineros, son indispensables.



DIPRECA tiene que ser entendida como la Dirección de Previsión de Carabineros, de Investigaciones y de Gendarmería. Esta no puede ser el hermano pobre de aquella. Lo señalo porque en muchas regiones no hay atención de salud para los gendarmes y sus familias, y mal puede un funcionario cumplir de buena forma su labor si sabe que su atención de salud frente a agresiones no se halla asegurada.



Este proyecto avanza en la dirección correcta, pero tenemos temas pendientes de los que deberemos hacernos cargo.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Sala, al igual que todos los Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra, voy a votar favorablemente esta iniciativa. Sin embargo, quiero dejar planteados ciertos temas que no se han abordado en el debate.



Chile es uno de los países que tienen el índice de personas privadas de libertad más alto del mundo. Y contamos con otro indicador también muy negativo: el 50 por ciento de las personas que cumplen condena, sea en libertad o en prisión, reincide. Ese es el problema de fondo que debemos plantearnos. Aquí se requiere una reingeniería muy muy profunda.



Doy una cifra histórica: más del 80 por ciento del presupuesto de Gendarmería se gasta en labores de resguardo, no de rehabilitación ni de prevención. Y se ha ido generando un círculo vicioso, porque nunca se han abordado con seriedad y profundidad la prevención, la rehabilitación y la reinserción social.



Y quiero dejar planteado este punto pues el tema de Gendarmería se halla estrechamente vinculado con el de la seguridad ciudadana. Si no se produce una modernización profunda en esa institución, para que no solo se aborden labores de seguridad, sino también, y seriamente, las propias de la rehabilitación y la reinserción social, se va a seguir generando este círculo en que más del 50 por ciento de quienes cumplen condena al final terminan reincidiendo.



Por lo tanto, hoy tenemos que sentirnos satisfechos por aprobar este avance para las plantas de Gendarmería actuales y futuras. Pero, a mi juicio, queda una gran tarea pendiente en materia de Gendarmería, que se ha resuelto de manera diferente en distintos países: la necesidad de abordar en forma decidida, tanto en términos presupuestarios como de estructura, y con igual intensidad, las labores de seguridad y aquellas que corresponden a la reinserción social de quienes han cumplido condena, ya sea privados de libertad o a través de alguna de las penas alternativas.



Esto ha sido objeto de debates intensos en el Senado, pero poco se avanza. Y creo que el tema de la seguridad ciudadana, tal como lo señalaba, no se va a resolver si no logramos disminuir los altos índices de reincidencia. Sin embargo, para ello se necesita cambiar el enfoque actual respecto de Gendarmería, de manera que las labores de reinserción social tengan igual importancia y un presupuesto muchísimo mayor que las de seguridad en las que básicamente se concentra la institución en este momento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solo quiero señalar dos o tres cosas, una de las cuales ya mencionó el Senador Orpis.



Mirando lo que ha sido nuestro desarrollo institucional respecto de la administración de justicia, de nuestro Código de Procedimiento Penal y de los procesos penales, es posible afirmar que hemos experimentado una modernización muy grande en distintos planos.



Hoy día hablamos de fiscales, de Ministerio Público, de jueces de garantía, de un procedimiento penal distinto del que teníamos antes. Y hemos visto cómo todas aquellas instituciones relacionadas con orden y seguridad han vivido procesos de modernización: Carabineros, la Policía de Investigaciones (esta hasta cambió su nombre por el de PDI). 



No obstante, si hay una institución que ha estado relegada en esta mirada de modernización en Chile -la que fue posible porque hubo el consenso, la decisión para hacerla; pues habíamos cumplido ciertos estadios de desarrollo que nos permitían abocarnos a ella-, que ha quedado colgando o cojeando, es Gendarmería de Chile.



Y parto por lo que decía el Senador Orpis, porque Gendarmería tradicionalmente fue percibida como la institución que debía estar preocupada de ver qué se hace con las personas privadas de libertad, sin perjuicio de que en teoría se les exige más: el proceso de rehabilitación, el tema de un tratamiento humano, etcétera.



Pero la verdad es que, en la práctica, todo eso ha quedado relegado. No es un problema de mala voluntad. Al final del día, tiene que ver con dónde se pusieron los énfasis. Y lo que se hace ahora en este proyecto de ley, además de otros que mencionó el Senador Navarro en su extensa intervención relativa a los cambios habidos para bien, demuestra que esta es una cuestión pendiente.



Yo sé que no es un tema vendedor en Chile. Porque está de moda hablar de la delincuencia, que existe. Y cuando uno pregunta qué se hace con la rehabilitación y con el rol que debe jugar Gendarmería, queda como a contrapelo, pues se trata de tener mano dura, y no se asocia eso con una mano inteligente y con visión de futuro, que piense en intentar recuperar a aquellos que por alguna razón cometen delitos.



Quería partir por este punto porque, si la cifra que dio el Senador Orpis es correcta, el 80 por ciento del presupuesto se destina básicamente a preocuparse de que la gente no salga de las cárceles, y no queda plata para hacer nada más. ¡Esa es la firme!



Y como me acota acá el Senador Prokurica, fuera de micrófono -para que entiendan los que están viendo la sesión-, solo 4 por ciento se destina a rehabilitación.



Entonces, este es un tema pendiente.



Nada de eso se va a poder hacer si no se comienza por lo primero: los recursos humanos y el tratamiento del personal y de la carrera funcionaria. Porque puedo tener las mejores ideas, un gran presupuesto para rehabilitación, pero si no aumento el personal, si no lo mejoro, si no incorporo otras disciplinas que no sean solamente -lo digo con mucho respeto-, “personal uniformado” para hacerse cargo de la rehabilitación, nada de esto va a servir. 



Ahora bien, tengo la impresión de que este es un paso tímido en esa dirección. Porque, basta mirar todo lo que ha aprobado este Congreso en materia de administración de justicia, de derecho penal, etcétera, para ver que este tema se encuentra siempre de fondo. Es más, se ha puesto mayor empeño en la construcción de cárceles, de infraestructura que en el personal, en términos relativos.



En consecuencia -creo que lo decía el Senador Harboe-, cuando discutamos un proyecto de ley para aumentar en 4 mil 500 los funcionarios de Gendarmería, tal vez será la oportunidad, dándonos un plazo razonable, de tener preparada parte de la discusión que se ha realizado acá en vista al futuro.



Por último, señor Presidente, quiero saludar a los funcionarios que nos acompañan. 



Tengo claro que hay distintos sindicatos y organizaciones gremiales al interior de Gendarmería, pero en esta materia se pusieron de acuerdo para realizar una buena labor. 



He hablado con mis colegas. Muchos de nosotros hemos sido visitados por los representantes de los funcionarios, quienes nos buscan para plantearnos la situación. Han desarrollado ese trabajo por lo menos en los últimos dos años. Aunque no tengan una dirigencia única, dividieron la tarea en regiones. 



Por eso muchos parlamentarios hemos sido abordados por ustedes. 



Aprovecho la oportunidad para saludar a la ANSOG, Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes, cuyos dirigentes nacionales (Joe González, Mario Apablaza y otros) me han visitado en Valparaíso. Les deseo mucho éxito en su gestión. 


¡Me hacen señas los de la ANFUP también! 



¡Y me levantan la mano desde el fondo de la tribuna funcionarios que no distingo bien, porque estoy con la luz enfrente!



A todos les digo de manera muy coloquial y simpática -¡es una sugerencia nomás!- que debieran trabajar de forma muy unida y con una única dirección. En este caso, pese a no tenerla, lograron claramente realizar una buena labor en conjunto.



¡Los felicito desde ese punto de vista!



Se pusieron las pilas y vinieron a tocar las puertas de modo individual, ¡y no solo se entendieron con el Gobierno…!



--(Aplausos en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les recuerdo a quienes nos visitan que no pueden aplaudir.

El señor MOREIRA.- ¡Que aplaudan nomás…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Podemos ver el entusiasmo de los funcionarios de Gendarmería y sabemos que están muy contentos.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, distintos señores Senadores que me antecedieron han destacado la importancia que reviste este proyecto de ley, sobre todo, por la relevancia del rol de Gendarmería.



Al respecto, quisiera hacer una analogía: se dice que el sistema educacional tiene como techo sus propios profesores, dando a entender con ello que los niveles de preparación, de apoyo, de respaldo, de remuneraciones, de formación de los docentes son claves; pues bien, de esa misma forma puede concebirse el sistema carcelario, el cual -como se ha señalado- en todas las sociedades -particularmente, en esta- necesita constituirse en un factor activo de rehabilitación.



Gendarmería, históricamente, ha sido una entidad que ha quedado rezagada en el proceso de modernización.



¡Y no solo eso! No ha existido en las autoridades, en la opinión pública, en los medios de comunicación, la voluntad de realzar el enorme trabajo de quienes conforman esa institución, funciones que son desempeñadas en condiciones -lo digo con todas sus letras- notoriamente adversas, complejas y difíciles. 



Si se habla de “agobio” en el ámbito de los profesores, yo no sé qué palabra habría que usar en el caso de nuestros gendarmes, quienes están sometidos a un estado de agobio y a mucho más. En reiteradas oportunidades deben manejar situaciones particularmente complejas, sin contar con un efectivo respaldo.



Este proyecto, por las razones que se han mencionado, es un paso adelante, pero tenemos que ir mucho más lejos.



Ahora bien, quisiera contar algo -no sé si la palabra es “anécdota”- que refleja cómo Gendarmería se ha ido transformando como institución.



Cuando me correspondió ser Ministro de Defensa Nacional tuve que participar, por cierto, en diversos desfiles, y pude observar que la Banda de Guerra de Gendarmería nada debe envidiarles a las de las instituciones matrices o de las escuelas de especialidades. Alguien podrá decir que ese es un detalle. Pero no lo es, porque tiene que ver con la autoestima de dicha institución; con el reconocimiento que sus propios miembros realizan hacia aquello que conforman, y con la necesaria valoración que los ciudadanos le debemos a Gendarmería.



En las encuestas de opinión pública siempre aparecen Carabineros y las Fuerzas Armadas en lugares muy destacados, ante lo cual permanentemente me he preguntado por qué no se incluye en esa lista a Gendarmería. Estoy seguro de que, si ello se hiciera y existiera voluntad política para darle el respaldo que requiere, podría transformarse en una institución mejor remunerada y más profesional para absorber los desafíos que se le presenten por delante. Y, sobre todo, estaría rodeada de prestigio, de reconocimiento y del agradecimiento de la opinión pública.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero saludar a quienes nos acompañan hoy en las tribunas y sumarme a las expresiones que aquí se han manifestado.



Me parece importante que el Senado de la República sea capaz de hacer el reconocimiento que merece una institución como Gendarmería de Chile. 



Todos los Senadores deberíamos coincidir en que el proyecto en análisis, que es muy sencillo, resulta esencial para esos funcionarios, por cuanto lo propuesto viene a reparar una injusticia; viene a terminar con un estancamiento; viene a superar las dificultades del mecanismo de ascenso contemplado en la ley Nº 20.426, relativas a la falta total o parcial de información acerca de los promedios de notas obtenidas en los cursos de formación. 



Para ello, se consideran nuevos factores, cuyas ponderaciones serán materias de un decreto con fuerza de ley.



Entrego mi voto favorable a este proyecto, pero hago presente que este es solo un paso, un avance, una reparación en un ámbito preciso. Y no va más allá. 



Sin embargo, todos sabemos que hay otros temas que en algún momento deberemos abordar, que dicen relación con las condiciones laborales, físicas, materiales en que se desempeña el personal de Gendarmería. 



Además, está lo relativo al hacinamiento en muchas de nuestras cárceles, lo cual afecta no solo a los internos, sino también a los propios gendarmes, que se ven obligados a vivir en condiciones laborales que no corresponden a la dignidad de la función que ejercen.



He pedido intervenir esta tarde para señalar que tenemos que dar esos otros pasos, a fin de poner a Gendarmería a la altura de las demás instituciones encargadas de la seguridad ciudadana. 



Asimismo, no solo debemos avanzar en lo que respecta a diseño de cárceles más humanas, sino que, además, es preciso trabajar en la prevención de los delitos, como un tema muy fundamental, y en la rehabilitación, aspectos en los que estamos al debe como país.



Señor Presidente, quiero referirme a una situación más específica.



En el Gobierno anterior se planteó un diseño modular de cárcel para la Región de Atacama, dado el notorio hacinamiento del recinto carcelario de Copiapó. Pero aquel fue rechazado por considerarse que no correspondía a los estándares establecidos. Conversé este asunto con la Ministra de Justicia, presente en esta Sala, quien me indicó que hoy se está planteando la posibilidad de llamar a licitación para un nuevo diseño. 



Pero ha surgido otro problema: hay una solicitud de pertenencia minera en curso en el terreno en cuestión, lo que evidentemente nos causa una nueva dificultad. El Senador Prokurica, colega de la Región de Atacama, me mira y sonríe, porque sabemos los inconvenientes que se presentan cuando se reclama una pertenencia minera: se estanca o paraliza cualquier proyecto mientras no se tome una decisión. 



Esa es la situación actual: se ha producido un cruce con una petición de pertenencia minera, lo cual impide avanzar en ese otro ámbito. 



Pero se está trabajando en ello. Espero que se resuelva el problema para que, una vez que se lleve a cabo la licitación del nuevo diseño de cárcel, que será diferente del modular que se propuso anteriormente, se pueda pasar a la etapa siguiente, que es la que interesa: la de ejecución.



Señalo esto porque, en verdad, la cárcel de Copiapó es una de las más hacinadas del país. Ojalá, superadas las dificultades que he mencionado, se decida pronto el inicio de las obras del nuevo recinto, y espero que su construcción no demore seis años, sino menos. Así podremos decir, de una vez por todas, que la capital regional de Atacama, la ciudad de Copiapó, cuenta con un penal digno para recluir seres humanos.



¡Basta de cárceles indignas, que son una violación a los derechos humanos!



 Por mucho que los reclusos hayan faltado a la ley, no se merecen estar en niveles de hacinamiento.



Señor Presidente, termino manifestando que esta iniciativa es un reconocimiento a la labor de Gendarmería, pese a que todavía hay muchos “debes” en este ámbito. 



Con todo, debemos celebrar que este proyecto constituye un avance, y por eso lo vamos a votar favorablemente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, la verdad es que Gendarmería -ya lo han dicho varios de los Senadores y las Senadoras que me antecedieron- realiza una labor tremendamente relevante -muchas veces muy silenciosa y poco vista por la sociedad- para garantizar la seguridad de los ciudadanos y la tranquila vida de las familias chilenas.



En ese sentido, cuando aprobamos proyectos de ley que mejoran las condiciones en las cuales los gendarmes ejercen su función, todos estamos contentos, porque ello significa un reconocimiento a la labor que realizan. Se trata de algo muy palpable para los y las gendarmes, quienes percibirán una mejora en su calidad de vida.



En su momento se estableció aumentar el personal de Gendarmería y readecuar sus plantas, pero el beneficio no se pudo materializar por una dificultad en el registro de las notas obtenidas en los cursos de formación.



Agradecemos que la Ministra haya enviado finalmente este proyecto al Congreso y que lo podamos votar con celeridad. Gracias a esta futura ley, mil 500 ascensos que no ha sido posible realizar hasta ahora sí podrán concretarse.



Estamos votando una iniciativa muy esperada.



A todos nosotros se nos acercaron distintos representantes de los funcionarios de Gendarmería. Me tocó participar en una reunión muy grata -quiero decirlo hoy en la Sala- con los gendarmes de Río Bueno. En esa oportunidad conversamos no solamente de lo importante que era destrabar lo relativo a los ascensos, sino también de los otros desafíos que tenemos por delante.



La Presidenta de la República ha comprometido un incremento de planta de 4 mil 500 funcionarios. Como se lo dijimos a la Ministra y también fue planteado ese día en Río Bueno, debemos preocuparnos no solo de que haya más gendarmes, sino además de que el sistema de ascensos sea mucho más expedito y no se demore tantos años en operar. 



Queremos que la pirámide no sea tan ancha abajo y tan delgada arriba; que el mecanismo de ascensos se parezca mucho más al que se aplica en otras instituciones.



De igual modo, esperamos que avancen rápido las conversaciones que en estos días está llevando a cabo la Ministra con los dirigentes gremiales de Gendarmería, porque necesitamos que la carrera funcionaria sea más acorde a lo que actualmente requiere la institución.



Otro aspecto que me hacían ver los funcionarios de Gendarmería en mi Región es el problema de la asignación de zona, señora Ministra -por su intermedio, señor Presidente-, por cuanto hay lugares en el país donde es mucho más caro vivir, como en el norte. Pero ahí el sueldo es el mismo que en el sur. ¡Y esto me lo contaban gendarmes de Río Bueno, quienes no sufren este problema! Sabemos lo que cuesta un arriendo en las zonas mineras. Por eso hay que considerar cómo viven en esa parte del territorio. Muchas veces dos gendarmes deben compartir el costo de un arriendo. ¿Por qué? Porque es sumamente oneroso vivir en el norte.



Por lo tanto, debemos ver cómo solucionamos la problemática de la asignación de zona.



Otra situación que genera conflicto es que muchas veces los gendarmes no pueden trasladarse con sus familias. Esta realidad es sumamente difícil. El hecho de que a estos funcionarios no les sea posible estar cerca de la familia, porque viven en otra ciudad -más aún, si son gendarmes mujeres, señora Ministra-, parte el corazón.



Hay que ver cómo mejoramos la calidad de vida de los funcionarios de Gendarmería; cómo hacemos para que no vivan en condiciones que son realmente complejas.



Me contaban que suelen habitar en lugares que…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señora Senadora.



Desgraciadamente, hemos estado muy estrictos con los tiempos.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, no estaba mirando el reloj.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le daré solo 20 segundos para que concluya la idea.

La señora VON BAER.- Se lo agradezco, señor Presidente.



Solo quiero expresarle a la señora Ministra que se debe considerar también la calidad de vida de nuestros gendarmes a la hora de elaborar futuros proyectos de ley.



Votamos a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, todo lo dicho sobre Gendarmería lo comparto.



A raíz de que he intentado colaborar durante años en el tema de la seguridad ciudadana, he podido conocer de cerca la realidad de dicha institución, que cumple un trabajo extraordinariamente valioso, pero que hasta ahora ningún Gobierno ha sido capaz de valorar en su justa dimensión.



No discuto los esfuerzos que han hecho las distintas Administraciones, pero, cuando uno visita las cárceles o está con los gendarmes, se da cuenta de que es bien curiosa la situación. A ellos se les entrega el cuidado de los delincuentes -incluyendo los más peligrosos: narcotraficantes, violadores, asesinos-, y uno espera que quienes, en representación de la sociedad, tienen la misión de resguardar a la ciudadanía cuenten con la jerarquía, la dignificación de la carrera que realizan y las compensaciones económicas, de infraestructura, de apoyo y de ayuda que se merecen.



La gente reclama contra los delincuentes, pero quienes impiden que los presos escapen son los gendarmes.



Cabe preguntarse: nosotros (la sociedad, el Estado, los Gobiernos en Chile), más allá de la buena voluntad, ¿les hemos dado a esos funcionarios la jerarquía que les corresponde por la superdifícil tarea que desarrollan?



Para que conozcan la realidad de los gendarmes, sería interesante poner a cualquier Senador o Senadora, o a alguno de los ciudadanos que están escuchando o viendo esta sesión a cuidar a los delincuentes peligrosos. 



Dichos funcionarios no saben si el día de mañana alguien los acuchillará o les pegará un punzazo por la espalda.



La labor que desarrollan los hombres y las mujeres de Gendarmería es de un valor social enorme. Por eso aprovecho de darles las gracias. Creo que hacen un gran sacrificio. Muy sinceramente, siento que nosotros no hemos retribuido ese esfuerzo, como sí lo hicimos con muchas otras instituciones. Debiéramos establecer compensación desde todo punto de vista: no solo material, sino también en lo relativo a la dignificación que merecen.



Por otra parte, quiero señalar que hay varios desafíos para Gendarmería. Solo los voy a titular.



Primero, está todo lo relacionado con la reinserción social. Gendarmería tiene una experiencia gigantesca en este ámbito, que podría ser aprovechada. Es perfectamente posible de realizar. 



En segundo lugar, me parece muy importante -esto me lo dijo la señora Ministra de Justicia, quien es una de las personas que más saben de seguridad ciudadana; lo sé porque trabajé con ella antes de que llegara al Gobierno y, luego, en Paz Ciudadana, donde cumplió una función notable- el reconocimiento de la Escuela de Gendarmería por parte del Ministerio de Educación.



Esa institución forma profesionales. Entonces, es bastante absurdo que ellos no sean tratados como tales.



En tercer término, se encuentra la deuda en materia de cárceles.



En este punto hay un aspecto -lo hablé con la Ministra, y también con la titular del ramo del Gobierno anterior- que se debe definir. Todos quieren que exista una infraestructura carcelaria adecuada para los delincuentes peligrosos, que, además, ayude a lograr una rehabilitación verdadera. Sin embargo, a la hora de construirla nadie da facilidades; más bien, todas las ciudades se oponen e inician verdaderas campañas en contra del emplazamiento de penales.



¡No sé si las cárceles las vamos a terminar construyendo en una ciudad satélite o en el aire…! Es evidente que se requiere voluntad política para poder edificarlas. 



Estoy hablando tanto de recintos carcelarios para adultos, como de centros de internación para menores. Todos son resistidos por la comunidad. Entonces, si no tenemos cómo construirlos o la legislación es muy burocrática, no sirve.



Hay un aumento de dotación de 4 mil 500 funcionarios, lo que es un gran aporte, y, además, se contempla una cuestión muy de fondo: desentrampar la forma en que se producen los ascensos.



Deseo expresar mi reconocimiento y gratitud hacia los gendarmes. Me parece bueno que ello quede en la historia fidedigna de la ley.



Otro asunto pendiente -esto lo digo como Senador de La Araucanía- es el compromiso de construir una sede de la Escuela de Gendarmería en la comuna de Traiguén. 



Un alto porcentaje de los gendarmes nace en el sur (entre el 60 y el 70 por ciento), y existe un compromiso del Gobierno anterior al respecto. Se compró un terreno para ese efecto y se hizo el proyecto pertinente. 



Nada es peor que anunciar un proyecto para una región y después, como está pasando en este caso, dejarlo en el camino.



La señora Ministra dijo que va a pedir los antecedentes a la Dirección de Presupuestos para estudiar la materia. A mi juicio, este tema debe resolverse a la brevedad.



Y, finalmente, quiero señalarle a la señora Ministra que en esta materia siempre tendrá nuestra colaboración, porque se trata de políticas de Estado, más que de un solo Gobierno.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, estimadas Senadoras y estimados Senadores, saludo a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco; y también al nuevo Director Nacional de Gendarmería, don Tulio Arce, quien nos acompaña junto a los dirigentes de las asociaciones de funcionarios.



En primer término, valoro lo dicho en esta Sala. Creo que Gendarmería merece el reconocimiento y apoyo no solo del Gobierno, sino también del Parlamento, para que pueda desempeñar como corresponde sus funciones de servicio a la comunidad y de contribución a la seguridad pública.



Pero quiero aprovechar esta ocasión, pues pocas veces se da la oportunidad de tener aquí a la Ministra, al Director Nacional de Gendarmería y a los dirigentes para referirnos a situaciones que están ocurriendo en nuestras cárceles, especialmente en la de Rancagua.



Señalo lo anterior porque ayer un funcionario de Gendarmería intentó suicidarse. Y no es la primera vez que sucede. En los últimos tres años, tres funcionarios y dieciocho internos han tomado esa decisión en la cárcel de Rancagua.



Ello evidencia un problema profundo.



Se ha ofrecido entregar apoyo psicosocial a toda la institución. Pero me da la impresión de que ello no está operando. Y los gendarmes e internos necesitan esa ayuda.



Y digo más.



Existen índices muy elevados de depresión.



Les quiero comentar que en días pasados la guardia armada estuvo ¡seis a siete días sin salir! ¡En turnos de cuatro por cuatro horas!



¡Esa es la vida que están llevando nuestros gendarmes!



Y agrego más todavía.



Hace un tiempo -no sé si fue el mes pasado-, estuvieron 23 días sin salir. ¡23 días!



Por eso es bueno que desenmascaremos tal realidad aquí.



Esa es la situación en nuestras cárceles, que deben vivir nuestros gendarmes y sus familias.



Asimismo, tenemos que trabajar fuertemente -ya lo han planteado otros Senadores- en la rehabilitación. No tiene sentido continuar avanzando en la construcción de cárceles si no existe rehabilitación interna.



Me pregunto qué incentivos hay para que las empresas se instalen con talleres en las cárceles. ¿Cuántas empresas lo están haciendo? ¿Existe continuidad de trabajo para la persona después de que se reintegra a la vida en sociedad? ¿Qué oportunidad tiene de seguir laborando en esas empresas?



Debemos considerar incentivos para que los gendarmes y los internos puedan pensar que existe un futuro mejor. Porque, de lo contrario, los que recuperan su liberad volverán a lo de siempre, por falta de oportunidades en nuestra sociedad.



Sin embargo, no hay incentivos.



¿Qué estímulo recibe una empresa para contratar o invertir en los internos? ¡Ninguno! ¡Seamos francos!



En ello hay que trabajar ahora, señor Presidente.



Por eso, valoro que la Ministra de Justicia se haya desempeñado antes en la Cartera del Trabajo, porque debemos abordar esta materia como sociedad.



De otro lado -y se lo digo al nuevo Director Nacional de Gendarmería-, en la cárcel de Rancagua hay un escáner para detectar el ingreso de drogas al recinto. He denunciado como Diputado y como Senador que dicha máquina hasta el día de hoy no opera.



Entonces, señor Presidente, ¿cómo pretendemos que no ingresen drogas a los recintos penitenciarios?



La adicción en la cárcel de Rancagua es muy grande. Por eso hay que trabajar fuertemente en la rehabilitación. Me pregunto cuántos internos están en proceso de rehabilitación. Muy pocos.



Por eso, apelo a la conciencia de todos, del Gobierno y de Gendarmería, para trabajar en conjunto las soluciones de fondo que requieren nuestras cárceles y la sociedad.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General). ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (34 votos favorables), y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Felicitamos a los dirigentes, funcionarios y al Director Nacional de Gendarmería, quienes nos acompañan hoy día en las tribunas.



Sabíamos que el proyecto era muy importante para ustedes.



Les expreso mis felicitaciones en nombre del Senado.



Además, agradecemos a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, que también se preocupó mucho de esta iniciativa. Ya el Senador señor Espina le hizo el homenaje correspondiente, así que no se lo reiteraremos.



¡Muchas gracias por acompañarnos!



--(Aplausos en tribunas).

REGULACIÓN DE BINGOS Y ACTIVIDADES SIMILARES CON FINES DE BENEFICENCIA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia, con certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06, 10.086-06, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 9 de junio de 2015.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización (certificado): sesión 27ª, en 10 de junio de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es autorizar la realización de bingos, rifas, sorteos, loterías y otros con fines de beneficencia u obras pías, por personas naturales o jurídicas sin fines de lucro, los que no serán considerados juegos de azar.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular por ser de artículo único,  y lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar. También lo acogió en particular, con las modificaciones que se consignan en el certificado, las que acordó por unanimidad, con excepción de una, que fue aprobada con un voto en contra.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas pertinentes del certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Se hace presente que el Honorable señor Letelier, acompañado de otros señores Senadores, ha formulado una indicación para suprimir en el inciso primero del artículo único la expresión final “, con exclusión de premios en dinero.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, pregunto si habría acuerdo para hacer una sola discusión, en general y particular a la vez, abrir la votación, y…

El señor COLOMA.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Permítame explicar, señor Senador.



Si no hay acuerdo, no importa. Pero quiero formular la pregunta.



La indicación propone eliminar en el inciso primero la frase “con exclusión de premios en dinero”.



Se hacen muchas rifas en las que se ofrecen 10 o 20 mil pesos de premio.



Entonces, la consulta es si habría acuerdo para realizar una votación, excluyendo la aludida expresión final del inciso primero.

El señor COLOMA.- No, señor Presidente.



Hay que analizar el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, obviamente, se trata de un tema discutible.



Sin embargo, yo también tengo una duda respecto del inciso tercero del artículo único, en el cual se dice: “La realización de las referidas actividades deberá informarse previamente al municipio de la comuna respectiva.”.



Hasta ahora, de hecho, el sistema es que los municipios autorizan…

El señor ALLAMAND.- No.

El señor OSSANDÓN.- No.

El señor COLOMA.- En la práctica es así. Es lo que me dijeron al menos en la Asociación de Municipalidades de mi Región, aunque puedo estar equivocado.



Me parece bien revertir lo resuelto por la Contraloría. Pero no tengo claro si esta norma pasará a ser un derecho para que cualquier institución sin fines de lucro de cualquier clase realice cualquier tipo de bingo en cualquier lugar o si se requiere cierto ordenamiento a nivel municipal.



Por eso, me gustaría que se presentaran argumentos en torno de este punto.



Es lo que quería plantear.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, aplicaremos el procedimiento regular.



Veremos si el Presidente o los demás integrantes de la Comisión pueden ilustrarnos respecto de la inquietud del Senador señor Coloma.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina, Presidente de la Comisión de Gobierno.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, desearía que me permitieran algunos minutos para informar por completo al Senado acerca de este proyecto.



¿Por qué se origina esta iniciativa?



En primer lugar, porque hubo una resolución de la Contraloría General de la República a raíz de un requerimiento formulado por la Municipalidad de El Quisco, que solicitó un pronunciamiento con el objeto de determinar si ese municipio estaba facultado para autorizar la celebración de bingos con fines benéficos, como asimismo, si es factible, previo acuerdo del concejo, otorgar premios al efecto y permitir la ocupación de recintos municipales o de espacios que tenga bajo su administración para la realización de tales eventos.



En esa resolución, de fecha 22 de abril de 2015, la Contraloría señala que no existe la facultad para que los municipios autoricen los bingos. Y expresa textualmente: “en conformidad con los artículos 6° y 7° de la Constitución Política, y 2° de la ley N° 18.575, las municipalidades deben actuar dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley, no teniendo más atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico, cabe concluir que estas no se encuentran facultadas para permitir el funcionamiento de bingos, según se advirtiera, toda vez que tratándose de un juego de azar en cuyo resultado interviene la casualidad, procurando ganancias a los jugadores por medio de la suerte, este solo puede ser autorizado por ley”.



Y luego agrega que, sin perjuicio de lo anterior, el artículo 1° de la ley N° 10.262 entrega al Presidente de la República la facultad, que puede delegar en los intendentes, para autorizar la realización de “rifas o sorteos de especies, mercaderías, bienes muebles o inmuebles, con exclusión de premios en dinero”. 



A raíz de ese marco surge la necesidad de legislar. Y se presentaron varias mociones, tanto de Senadores como de Diputados.



Sobre el particular, la Comisión de Gobierno optó por tramitar el proyecto proveniente de la Cámara Baja. Lo quiero destacar porque las mociones del Senado se hallan en primer trámite, mientras que la iniciativa de la otra rama del Congreso se encuentra en segundo trámite.



Considero que habla bien de esta Corporación y de los Senadores autores de esas mociones que, en lugar de entrar en una competencia por quién saca primero su iniciativa, se tome una decisión y se diga: “Avancemos en el proyecto que viene de la Cámara; perfeccionémoslo, corrijámoslo, y dejemos constancia en la historia fidedigna de la ley de que existen tres iniciativas de señores Senadores”.



Las mociones de la Cámara de Diputados son las siguientes:



Una de los Diputados señores Ricardo Rincón, Gabriel Silber, Juan Morano, Jorge Sabag, Marcelo Chávez, Fuad Chahín, Jaime Pilowsky, Víctor Torres, Patricio Vallespín y Matías Walker.



Otra de los Diputados señores Germán Becker, Daniel Farcas, Gonzalo Fuenzalida, señora Andrea Molina, señores Cristián Monckeberg y Nicolás Monckeberg, señora Paulina Nuñez, señor Leopoldo Pérez, señora Marcela Sabat y señor Germán Verdugo.



Otra del Diputado señor Juan Antonio Coloma.



Otra de la Diputada señora Daniella Cicardini.



Y la última, de los Diputados señores Cristian Campos y Tucapel Jiménez.



En cuanto al Senado, hemos tenido a la vista tres proyectos:



En primer término, uno patrocinado por el Senador señor Letelier, a quien acompañan con sus firmas los señores Montes, Quinteros, Zaldívar y quien habla.



En segundo lugar, uno del Senador señor Chahuán.



Y por último, uno de los Senadores señores Ossandón, Guillier y Quinteros.



Finalmente concordamos un texto, que aparece en el informe que Sus Señorías tienen a la vista. Este señala en el inciso primero del artículo único: “Las personas jurídicas sin fines de lucro, como las reguladas en la ley Nº 19.418, independiente de su denominación, aquellas constituidas de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, además de los Centros de Alumnos, Centros Generales de Padres y Apoderados de todo el sistema educacional y en todos sus niveles, sindicatos, asociaciones gremiales y organizaciones deportivas, podrán realizar en el ámbito local, actividades de carácter no habitual tales como bingos, rifas, loterías u otros sorteos similares de bienes muebles, con exclusión de premios en dinero.”.



En esta norma hay dos puntos que me gustaría que Sus Señorías tuvieran en consideración, pues fueron votados por separado.



El primero dice relación a si correspondía o no agregar a las asociaciones gremiales y a las organizaciones deportivas.



El Senador Letelier solicitó votar en forma separada esa frase y la Comisión, por unanimidad, rechazó excluir a las asociaciones gremiales y a las organizaciones deportivas de la posibilidad de realizar bingos.



Si Sus Señorías quieren leerlo, se encuentra en el inciso primero del artículo único.



Luego, al final de ese inciso, se señala: “con exclusión de premios en dinero”. El Senador García solicitó pronunciarse por la eliminación de ese texto, pero la Comisión rechazó la posibilidad de que los bingos incluyan premios monetarios y la norma quedó tal cual, es decir, no se puede premiar con dinero.



Esa decisión se adoptó por votación de 4 a 1. Los Senadores señores Quinteros, Bianchi, señora Von Baer y señor Zaldívar fueron de la idea de que se excluyeran los premios monetarios, mientras el suscrito estuvo a favor de eliminar esa restricción.



Por lo tanto, hay un segundo tema que debería resolver la Sala del Senado.



Luego, el inciso segundo prescribe: “Las actividades descritas en el inciso anterior solo podrán realizarse” -es muy importante- “con propósitos solidarios o de beneficencia a favor de terceros, o para el financiamiento de los fines propios de cada institución, debiendo rendir cuenta de sus resultados a los organismos a los cuales estuvieren vinculados. Para estos efectos, las actividades realizadas en los términos antes señalados no serán consideradas juegos de azar de conformidad a la ley Nº 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.”.



A continuación, permítanme volver atrás -perdonen que me haya saltado esta parte-, ya que en el inciso primero hay una frase muy importante, que dice relación con que se trate de “actividades de carácter no habitual”. Con ello se recoge una aprensión que manifestaron en su momento el Senador señor Ossandón y otros colegas, pues hay que tener cuidado de que no se formen verdaderas empresas dedicadas a organizar bingos.



Se debe entender que estas actividades tienen carácter solidario, son para beneficio de la comunidad, están arraigadas y se llevan a cabo en todas las regiones y comunas de nuestro país.



Entonces, al agregar el término “no habitual” se pretende evitar que haya una entidad que se dedique permanentemente a organizar bingos. Con esa precisión se impide que esto se transforme en una actividad lucrativa. La idea de estos sorteos no es que alguien lucre mediante el cobro de una comisión por organizarlos, sino que persiguen un objetivo humanitario, solidario, a fin de obtener recursos para centros de madres, para clubes deportivos, para organizaciones sociales en general.



Por eso, me parece muy valioso que la Comisión haya incorporado el concepto “no habitual”.



Por último, se agrega un inciso tercero. Porque la discusión se centró en quién autoriza estos eventos.



En la Comisión optamos por descartar en forma permanente el requerimiento del visto bueno del Presidente, del intendente, del gobernador o del alcalde, por tres razones: primero, porque se requiere una indicación patrocinada por el Ejecutivo; segundo, porque a mi juicio hay que despachar este proyecto ahora, y tercero, porque lo razonable sería que esta actividad se realizara sin requerir siempre la autorización expresa del alcalde, que podría tener un poder omnímodo para permitir o impedir que se lleve a cabo un bingo. Todos quienes hemos sido parlamentarios hemos vivido esa situación.



Entiendo que quienes se desempeñaron como alcaldes tengan una opinión distinta, pues probablemente fueron grandes jefes comunales y muy objetivos y justos. Pero en el ámbito de la actividad pública no todos operan así.



Entonces, podría ocurrir que una organización se enemistara con el alcalde y no le fuera posible nunca efectuar un bingo.



Por consiguiente, acogimos el fondo de lo propuesto, primero, por el Senador Zaldívar, y después, por el Senador Ossandón, quien hoy nos acompañó en la Comisión junto con el Senador García.



El inciso tercero quedó así: “La realización de las referidas actividades deberá informarse previamente, por escrito, al municipio de la comuna respectiva.”.



Deberá informarse a la autoridad de la comuna para que esta se dé cuenta de qué está ocurriendo en ella.



Ese es el objetivo perseguido, señor Presidente.



Creemos que este proyecto cumple una finalidad social valiosa. E hicimos un esfuerzo para redactarlo bien.



Reitero mi reconocimiento a los Senadores autores de mociones, quienes tuvieron la generosidad -en el buen sentido de la palabra- de no entrar a una competencia (perdón por decirlo así) de niños chicos para ver cuál sacaba primero la iniciativa.



¡El Senado está para posibilitar que los proyectos se despachen!



Obviamente, existe un reconocimiento a los Senadores que presentaron mociones.



Esperamos que la Sala apruebe esta iniciativa hoy.



He dicho.

El señor MONTES.- ¿Por qué no abre la votación, señor Presidente?

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se solicitó abrir la votación.



Hay una sola indicación, dirigida a eliminar la frase final del inciso primero del artículo único, que dice: “con exclusión de premios en dinero”.



Esa indicación deberíamos resolverla después de votar la idea de legislar.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, discutimos largamente esta iniciativa en la Comisión de Gobierno, donde había varias fórmulas para solucionar el problema en comento.



Finalmente, todos -tanto Senadores cuanto Diputados- queremos que las distintas organizaciones que realizan bingos para financiar obras de beneficencia, acciones solidarias o su propio funcionamiento puedan seguir haciéndolos sin tener que cambiar la forma como se operaba: básicamente, si alguien lo deseaba, efectuaba uno sin ningún problema. Ello, hasta la interpretación de la Contraloría.



Aquí la discusión fue en torno a si la realización del bingo requería permiso de alguien o quedaba libre.


La obligación de tener autorización del Presidente de la República se consideró del todo inconducente.



Luego se debatió sobre el permiso del intendente. Pero eso también es inconducente, pues desde muchas zonas sería necesario efectuar un tremendo viaje para llegar a la capital regional al objeto de pedir la autorización respectiva.



Lo mismo ocurre en el caso de los gobernadores.



Entonces, se discutió si el bingo se hacía con permiso del alcalde.



Al respecto, hubo dos posiciones.



Una, la eventual existencia de un conflicto de interés con esa autoridad, la que, si tuviera problemas con la organización social pertinente, podría no dar su autorización.



Sin embargo, la razón que pesó mayormente para dejar fuera a los municipios fue que, por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, se requería una indicación del Ejecutivo.



Esperamos una semana, y no recibimos respuesta del Gobierno.



Por lo tanto, como no teníamos facultad al efecto señalado, finalmente optamos por una fórmula mucho más fácil, más expedita, más rápida: dejar libre la realización del bingo, sin necesidad de autorización municipal.



De esa manera salvamos la dificultad derivada de no tener el patrocinio del Ejecutivo, que, tras una semana -repito-, no envió la indicación requerida.



Como las organizaciones precisan una salida rápida para el problema surgido, encontramos transversalmente la solución en la norma aprobada por la Comisión, que se trabajó a base del texto que recibimos de la Cámara de Diputados.



¿Por qué quedó -y esto, en respuesta a la pregunta del Senador Coloma- la información al municipio? Porque en la Comisión hubo inquietud en cuanto a que la municipalidad, aunque ya no tendría que autorizar, al menos debería estar informada.



Por ello quedó la obligación de informar previamente, por escrito, al municipio de la comuna respectiva. De esa forma al menos existirá un registro de los bingos que se estén realizando y podrá revisarse si sus propósitos son solidarios, o de beneficencia, o para cumplir los fines propios de las instituciones a las que el artículo único faculta para llevarlos a cabo.



Adicionalmente, al objeto de evitar que los bingos se efectúen con fines lucrativos y no benéficos, se dice “debiendo rendir cuenta de sus resultados a los organismos a los cuales estuvieren vinculados”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señora Senadora, pero concluyó si tiempo.

La señora VON BAER.- Lo siento mucho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.



¡Vamos a ser más generosos...!

La señora VON BAER.- Muchas gracias.



Termino diciendo, señor Presidente, que tratamos de salvar el problema de la inconstitucionalidad con una solución rápida y expedita para que los bingos pudieran realizarse. Y creo que salvamos bastante bien la problemática.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- No sé si esta es la  oportunidad, señor Presidente, pero deseo referirme a la idea de excluir los premios en dinero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como estamos en votación, señor Senador, le agradeceré reservarse para el debate de la indicación pertinente.

El señor ALLAMAND.- Conforme, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, todo esto nace -tal como dijo el Presidente de la Comisión de Gobierno- de un dictamen donde la Contraloría General de la República constata la ilegalidad de los sorteos organizados por juntas de vecinos y otras entidades comunitarias, que todos los fines de semana se llevan a cabo en diferentes comunas de nuestro país, normalmente para ir en auxilio de personas que enfrentan un problema grave de salud.



Ello pone en evidencia el estado actual de la descentralización.



Porque la verdad de las cosas es que a no pocos les sorprende que situaciones con un alcance tan limitado como una rifa o un bingo solidario necesiten autorización del Presidente de la República, quien a la vez delegó esta atribución en el Ministerio del Interior y en los intendentes.



En mi época de intendente yo firmaba todas las semanas una veintena de permisos de aquella índole, la mayoría formuladas por cuerpos de bomberos o por juntas de vecinos rurales.



Naturalmente, muchos no solicitaban autorización, especialmente cuando provenían de lugares distantes de la capital regional.



Entonces, no es extraño que las organizaciones sociales hayan recurrido a los municipios para suplir el vacío existente.



Esto pone de manifiesto que los municipios realizan bastantes más labores que las enunciadas por la ley. Y lo hacen sencillamente porque los alcaldes son las autoridades más cercanas a la gente.



En esta y en muchas otras materias, los alcaldes prefieren regularlas y canalizarlas, sobre todo si están dirigidas a atender una necesidad social y permiten fortalecer las organizaciones sociales, en lugar de negarse argumentando la inexistencia de facultades legales.



¡Esa es la realidad de la descentralización en Chile!



Hay situaciones absurdas, como la de tener que llegar hasta la capital regional o nacional para pedir permiso a los efectos de realizar una rifa que recaudará ¡cien mil pesos! También, la de alcaldes sin atribuciones que deben dar respuesta a peticiones de todo tipo, aunque a veces se vulneren ¡leyes caducas!



Nada de esto me llama la atención. Es algo que he vivido durante todos los años desde mi ingreso al servicio público.



Por cierto, celebro que rápidamente hayan surgido varios proyectos de ley para resolver la situación.



Empero, hasta para aprobar una norma tan sencilla como la destinada a otorgarles a los alcaldes la facultad respectiva nos hemos encontrado con obstáculos.



En primer lugar, una norma de ese tenor es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, porque concede atribuciones a un órgano. Pero, inexplicablemente, sus representantes se han negado a patrocinarla.



Por otro lado, he escuchado aprensiones de algunos colegas en el sentido de que entregarles la facultad pertinente a los alcaldes podría prestarse para abusos, en circunstancias de que, de hecho, vienen ejerciendo el rol en comento desde hace bastante tiempo y sin que se conozcan reclamos por eventuales arbitrariedades de algunos de ellos.



De esta manera, hemos llegado al actual proyecto, que les da a las entidades sin fines de lucro la facultad de organizar bingos y sorteos sin necesidad de contar con permiso alguno.



No me satisface la norma respectiva, no porque esté en contra de la autonomía de las organizaciones sociales, sino porque niega la realidad de que los alcaldes son las autoridades más cercanas que pueden ejercer algún grado de control sobre una actividad que, aun teniendo fines solidarios, compromete la fe pública.



Sin embargo, la pasividad del Ejecutivo obliga a aprobar dicha disposición.



Se han incorporado algunas restricciones al proyecto de la Cámara de Diputados, en la perspectiva de evitar abusos por parte de personas inescrupulosas.



En efecto, conforme a la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, bastan diez o quince personas, según corresponda, para constituir una organización funcional.



Por eso se agregó que debe tratarse de eventos locales, no habituales, sin premios en dinero, y además, que ellos han de informarse al municipio.



De ese modo estamos resolviendo el problema puntual que quedó en evidencia con el dictamen de la Contraloría General de la República. Pero seguramente, a propósito de cualquier otra situación, en el futuro próximo tendremos que aprobar una nueva legislación particular sobre la materia.



Entonces, como ahora, seguirá pendiente la necesidad de otorgar con decisión y de una vez por todas las atribuciones generales y los recursos a los municipios para que puedan responder de manera oportuna y eficaz a los múltiples requerimientos de la población.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a mi entender, pueden hacerse tres reflexiones en torno a la iniciativa que nos ocupa.



En primer lugar, yo no sé si antes se ha registrado el hecho de que hayan patrocinado un proyecto 35 parlamentarios, si sumamos todos los Diputados y Senadores que presentaron mociones sobre esta materia.



Ello refleja una muy significativa inquietud del mundo real, que nace de un dictamen mediante el cual la Contraloría -entiendo que a requerimiento de un municipio de la Quinta Región- les establece a las municipalidades una suerte de prohibición para autorizar la realización de beneficios sociales como los bingos, lo que despertó una preocupación sorprendente.



Si uno ve un diario u otro medio de comunicación, en particular de regiones, se da cuenta de que ese ha sido el tema que ha ocupado las portadas y la discusión en las distintas zonas de nuestro país. Porque, desde la perspectiva social, la realización de bingos para enfrentar un problema humanitario se halla muy arraigada en la comunidad. Y eso tiende a reflejarse en acciones de esta naturaleza.



Por algo el Gobierno, además, hizo presente la “suma” urgencia: no para imprimirle mayor velocidad a la tramitación de una moción, sino precisamente porque quiere que se despache con rapidez la ley en proyecto.



A algunos podrá parecerles no tan relevante esta iniciativa. Sin embargo, obviamente, aquí estamos hablando de una materia muy significativa desde el punto de vista social.



De otra parte, con relación a la arquitectura de este proyecto de ley, no obstante estar de acuerdo con la idea de legislar, debo connotar la existencia de dos cuestiones que no se resolvieron bien.



Por cierto, uno puede tener determinada posición y perder la votación realizada en torno de ella. Y en ese caso no hay nada que hacer.



En primer lugar -y a este respecto concuerdo con el Senador que me antecedió-, me sorprende la suerte de desconfianza que se genera alrededor de los municipios.



Al interior de las municipalidades puede haber diferencias. Sin embargo, nunca he sabido -por lo menos en la zona que represento, donde se suelen pedir autorizaciones para organizar bingos- de una acusación relacionada con arbitrariedades de tales corporaciones en esta materia.



Los municipios tienen más sentido común en esa línea de acción. Podrán adoptar decisiones de carácter político; eso es perfectamente legítimo. Pero, tratándose de cuestiones de índole social, yo no he observado, ni siquiera en momentos de encono electoral, actuaciones que permitan dudar de su conducta.



Entiendo -la Senadora Von Baer lo explicó- que nunca llegó la indicación del Ejecutivo para dar paso a la autorización municipal.



Ello nos hace reflexionar también sobre por qué el Gobierno, que le coloca “suma” urgencia a este proyecto porque sabe de su importancia y que es consciente de que concita el interés de tantos parlamentarios, no acciona para solucionar de mejor manera el problema surgido.



Lamento que la cuestión se haya dado en ese escenario.



No voy a pedir votación separada a los efectos de incorporar la autorización municipal, pues para ese efecto se requiere patrocinio del Ejecutivo.



Entonces, tenemos un problema técnico. Pero no es menor la circunstancia de que aquí, pudiendo hacerlo bien, no estamos resolviendo una situación de la mejor manera porque, desgraciadamente, no se dieron las condiciones legales necesarias.



La segunda cuestión -quiero al menos manifestar mi parecer, pues no sé si alcanzaremos a verlo después- tiene que ver con la redacción del inciso primero.



A mi juicio, las expresiones “con exclusión de premios en dinero” y “carácter no habitual” son una conjunción virtuosa.



Lo del carácter no habitual me parece básico. De lo contrario, el bingo podría entenderse como parte de un negocio o de una estructura permanente muy compleja.



A mí por lo menos me parece que se trata de un segundo resguardo para no legitimar actividades que después pueden transformarse en una verdadera industria. Basta ver lo que pasa con las máquinas tragamonedas, que se han convertido -valga la redundancia- en una verdadera industria a partir de una interpretación muy arbitraria. Y, al no haber restricciones, se transformaron, a mi entender, en un flagelo social que, desgraciadamente, sucesivos Gobiernos (estoy hablando en forma bien transversal) no han enfrentado.



Reitero: la expresión “carácter no habitual” es básica y los términos “con exclusión de premios en dinero” garantizan que los bingos tengan el fin específico de la solidaridad, que es, en mi concepto, lo que debemos buscar a través de esta iniciativa.



Por eso, voto en contra, sin perjuicio de, por una parte, lamentar la falta de patrocinio para lo concerniente a la autorización municipal, y por otra, pedir que se mantenga el concepto “con exclusión de premios en dinero”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no sabemos muy bien cuál es el origen de los bingos, pero sí tenemos claro que la solidaridad ha motivado que, en todo el territorio nacional, las comunidades los realicen a menudo para enfrentar carencias que el Estado no ha resuelto, las cuales generalmente se relacionan con salud, educación, estructura vial, vivienda, en fin. Son diversas las razones por las que la ciudadanía se organiza para juntar recursos que permitan dar respuesta a una situación que, como dije, el Gobierno no ha solucionado oportunamente, pues no existen caminos o instrumentos para atender demandas que hacen personas por lo general de escasos recursos.



Es muy raro que en Lo Barnechea o en otras zonas de altos ingresos se realicen bingos. Estos se llevan a cabo en las comunas más vulnerables, en los sectores más empobrecidos, y -reitero- su propósito es llenar el vacío que le impide al Estado atender muchos de los requerimientos ciudadanos.



Los bingos, señor Presidente, también tienen que ver con la entretención. Porque, aparte su carácter solidario, a ellos asisten, para distraerse, la señora, el marido, los hijos, los hermanos, en fin. Son asimismo, entonces, una forma de reunir a la familia. Eso los hace tan exitosos.



Por ello nos asombramos tanto cuando la Contraloría, mediante un dictamen, realizó en esta materia una interpretación a contrapelo de la cultura nacional; de lo que ha sido una habitualidad, una costumbre.



Felicito a los autores de esta iniciativa.



Empero, también quiero señalar que en 1999, cuando era miembro de la Cámara Baja, con diversos Diputados, como los señores Exequiel Silva, Miguel Hernández, René Manuel García y Felipe Letelier, entre otros, presentamos un proyecto para regular la materia por la vía legislativa y atender estas demandas de la comunidad de manera más regular.



Debería ser el municipio el que proporcionara los espacios. Porque muchas veces existe la necesidad de hacer el bingo, pero no se dispone de una sede. O se quiere llevarlo a cabo para construirla. ¿Dónde se realiza si tampoco se cuenta con una escuela? Es decir, hay un conjunto de limitaciones.



Por lo tanto, creo que en otra iniciativa, de mayor debate, deberíamos elaborar con el Ejecutivo una legislación para permitir que la comunidad contara con el apoyo municipal para los efectos, no solo de reunir recursos, sino también de entretener a la familia.



En lo referente a la normativa que nos ocupa, creo que la exclusión de premios en dinero limita bastante el éxito de la convocatoria. Si queremos ayudar efectivamente a las comunidades para que los bingos sean exitosos, no se debería contemplar tal restricción. ¿Cuál es la razón que la justifica?



Si no hay interés por los otros premios, que son generalmente artefactos del hogar -una licuadora, una lavadora, un juego de loza-, un gancho en dinero a lo mejor permitirá vender muchos más cartones, motivar a mucha más gente y realizar el bingo en forma mucho más exitosa para el cumplimiento del objetivo perseguido.



De tal modo que, además de haber suscrito un proyecto, voy a apoyar la idea de eliminar en el inciso primero la exclusión mencionada.



Por último, en cuanto a la información a la municipalidad, juzgo que basta con aquella que se precise para los efectos de la fiscalización respectiva, sin que sea necesario pedir una autorización, porque eso va a contrapelo de la cultura y del propósito de facilitar el éxito de estas actividades.



Así que voy a votar a favor, porque las comunas y los sectores más vulnerables son los que más requieren este instrumento.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, suscribí, por mi parte, una de las iniciativas. En la discusión sostenida en la Comisión hicimos ver la necesidad de buscar, más que la autoría de un proyecto, la solución del problema. Por eso, acordamos refundir tanto la normativa proveniente de la Cámara, tomada como base, como las planteadas por diversos Diputados y Senadores.



¿Cuál es el objetivo? Uno solo: terminar con una mala interpretación, a mi modo de ver, de la Contraloría General de la República en relación con algo incorporado en la tradición de todos los sectores populares y organizaciones sociales.



Sus Señorías han sido testigos de que, muchas veces, se llega a un lugar donde una persona ha fallecido y se pasa un listado, ya que se hace una rifa, por lo que se pide una cantidad para obtener recursos que permitan una asistencia en el caso concreto.



En otras ocasiones se organizan bingos, normalmente por personas naturales u organizaciones sociales, con un propósito de ayuda, o por un club deportivo, a fin de comprar implementos. En los colegios continuamente se hacen rifas para financiar los viajes de curso. Respecto de entidades sociales, la semana pasada me tocó concurrir a un encuentro del Hogar de Cristo en que se llevaron a cabo dos bingos. Y la Contraloría había dicho recién que no se podía hacer nada en tal sentido. Es un tipo de actividad recurrente en cualquier parte adonde uno va.



Considero que la redacción está bien.



No soy partidario de que se requiera autorización municipal, porque, muchas veces, la gente en el campo, por ejemplo, que desee materializar una iniciativa de tipo solidario tendría que trasladarse hasta la municipalidad, presentar la solicitud, etcétera.



Es preciso creer más en la autonomía de las organizaciones sociales.



Sí fui partidario -y lo expuse- de que se informe al municipio. Pero estoy convencido de que ni siquiera eso se hará en numerosos casos.



Cuando en una reunión se pasa el listado y se dice: “Mire, vamos a rifar tal cosa para beneficiar a tal persona, quien enfrenta tal problema”, nadie pregunta si acaso se pidió autorización a la municipalidad.



A mi juicio, las situaciones de este tipo no deben ser sancionadas por ningún motivo, sino más bien apoyadas y reconocidas como algo propio de las entidades aludidas.



Considero que la comunicación a la municipalidad ya es suficiente.



Deseo dejar bien claro otro aspecto. En el texto despachado por la Cámara se mencionaba a las juntas de vecinos, a situaciones que involucran a un adulto mayor y otras. En realidad, el Gobierno dijo -quiero que quede constancia de ello en la discusión, para que después no exista un problema- que, en virtud de la ley N° 19.418, todos esos casos estarían incluidos. Hubiera preferido que derechamente se hiciese la referencia correspondiente, del mismo modo como se alude a centros de padres y apoderados, centros de alumnos, etcétera.



Quisiera dejar establecido, para evitar mayores dificultades en la tramitación, que entidades como las juntas de vecinos y los clubes del adulto mayor -no olvidemos que estos organizan a más de quinientas mil personas- también están cubiertas por el texto.



Insisto en que lo que hemos logrado como proyecto es bastante positivo: se soluciona el problema, se respeta la autonomía de las organizaciones sociales y se inicia una cierta fiscalización con la información que se tiene que dar a las municipalidades.



Por eso, creo que lo lógico es aprobarlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, parto por agradecer la generosidad del Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador señor Espina, y de sus miembros en cuanto a la fusión de todas las mociones. Esto dice relación, fundamentalmente, con el esfuerzo de poder empujar un cambio legislativo que nos parece importante.



Es de imperiosa necesidad aprobar la iniciativa, para que pueda regir a la mayor brevedad como un cuerpo legal, lo que permitirá la realización de bingos de carácter benéfico que, para estos efectos, no serán considerados juegos de azar, de aquellos que contempla la Ley de Casinos, modificada hace poco en este mismo Hemiciclo.



Este necesario proyecto surgió a raíz de un dictamen de la Contraloría General de la República emitido a solicitud de un concejal de la comuna de El Quisco, referido a la participación de los municipios en la organización o auspicio de tales eventos. En dicho pronunciamiento se estableció que para ello se requería una expresa autorización legal.



En virtud de lo anterior, varias mociones, entre ellas una del Senador que habla, fueron refundidas gracias -repito- a la generosidad de la Comisión.



Deseo consignar que media un asunto de relevancia. Presenté ante la Contralora General subrogante una reconsideración, que está siendo tramitada, y esperamos que en los próximos días se resuelva la modificación del dictamen de la Contraloría Regional. De lo contrario, finalmente vamos a operar por la vía del cambio legislativo. Pero los dos caminos están abiertos.



Ahora, con la aprobación de la iniciativa, cuyo contenido es producto de varias mociones refundidas originadas en la misma Cámara de Diputados, diversas organizaciones sociales podrán realizar bingos siempre que se persigan fines benéficos, tales como la ayuda en el caso de enfermedades o de que alguien haya sido afectado en bienes necesarios para su subsistencia, como ha ocurrido en muchas situaciones que a todos nos ha correspondido conocer.



En consecuencia, resulta de gran importancia darle legitimidad y legalidad a estas actividades de carácter solidario, las que, además, tienen la noble finalidad de unir a los miembros de diversas comunidades en favor de una causa justa.



Por lo mismo, votaré a favor.



Ello, más allá de correcciones en orden a referencias que, como lo planteaba mi Honorable colega Zaldívar, habría sido oportuno incorporar en forma expresa, como las relativas a las juntas de vecinos y los clubes del adulto mayor, que son los que frecuentemente realizan este tipo de actividades.



Esperamos que la ley en proyecto resuelva el problema de que se trata, para el efecto de evitar posibles interpretaciones, más allá de que la Contraloría eventualmente pueda entrar en razón, y que de alguna manera se termine con un dictamen que, a mi juicio, fue absolutamente desproporcionado.



Me parece que concluir que los bingos infringen las normas sobre juegos de azar, por una parte, y que, por la otra, no haya un pronunciamiento respecto de las máquinas que hemos visto en todas nuestras comunas, en todas las poblaciones, es algo absolutamente irracional.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Coloma me pidió precisar que anunció su pronunciamiento en contra de la exclusión de una frase, pero que votó a favor del proyecto de ley.



Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente apoyaré la iniciativa.



Solo quisiera expresar que lo que estamos haciendo es aquello para lo cual nos han elegido, que es legislar -se dirá que es obvio-, pero también para hacernos cargo de un dictamen de la Contraloría General de la República en el sentido de que se requiere una legislación especial para poder autorizar algo que entiende en desacuerdo con el ordenamiento.



Afortunadamente, ¿qué se hace aquí? Se reacciona con la rapidez del rayo y se refunden distintas mociones para que nos ocupemos en algo que no nos parece correcto.



Mas la interpretación del organismo contralor es acertada, porque se trata de juegos de azar. Lo que pasa es que los bingos estaban permitidos y nadie hacía cuestión. Entonces, dicha entidad cumplió con su deber y manifestó que es una actividad que tiene que estar regulada por la ley N° 19.995.



Y nosotros, para evitarlo, dictaremos un cuerpo legal que permita que centros de padres, juntas de vecinos, clubes de la tercera edad, clubes deportivos, lleven a cabo un bingo sin que sea considerado un juego de azar y, en consecuencia, sin estar sujeto a las normas pertinentes.



Me felicito de que actuemos tan rápido.



Sin embargo, expongo un reparo.



Entiendo que una indicación, que suscribo, apunta a eliminar la frase “con exclusión de premios en dinero”. Pienso que estos, hasta ciertas cantidades -además, ante la magnitud de las instituciones de que se trata, van a ser limitados-, sí generan un incentivo adicional a participar.



Pero deseo que hagamos un parangón con lo señalado por varios parlamentarios. Estamos preocupados de que no haya lavado de dinero o de que grandes carteles organicen bingos en la Junta de Vecinos N° 44, de Achupallas, o en el Club Deportivo Los Nogales, de Limache, y al lado de estas entidades está lleno de tragamonedas, respecto de los cuales la Contraloría determinó que no son juegos de azar, sino de destreza.



Y ahí nadie reaccionó como el rayo.



Entonces, voy a proponer que reaccionemos como el rayo para pedir que se establezca que esas son máquinas de juegos de azar. Porque parece que la única destreza es la de quienes las programan… Es una habilidad increíble. ¡Es la mejor!



Por último, solo deseo compartir con ustedes, en el minuto que me queda, algo que demuestra la hipocresía y el cinismo de algunas sociedades.



Aquí se dice: “No queremos un premio en dinero”. En Japón hay un juego que se llama “Pachinko”, extremadamente popular. Es el equivalente a nuestro tragamonedas, pero multiplicado por infinidad de veces. Genera miles de millones de dólares anualmente. Pero están prohibidos los premios en dinero y únicamente se permiten en especie: se entregan unas bolitas de acero, que se cambian en la caja por un peluche. Si se obtienen pocas, se logra uno chico. Si son muchas, se logra uno grande. Y la fortuna de la gente que juega Pachinko es que, cuando sale del negocio, al lado compran ositos de peluche. ¿Creerán Sus Señorías en esa suerte…? Uno sale con su peluche e inmediatamente al lado, ¡pero al lado!, una empresa distinta lo adquiere. Y los precios son los mismos en todo Japón.



En consecuencia, no nos caigamos al decidir la exclusión del dinero. Sé que esta última palabra suena fea. ¿Cómo alguien va a competir por dinero en un bingo o una lota?



Estimo que si aparece un premio de 15 mil, 20 mil, 30 mil pesos, junto a una licuadora, una secadora de pelo, etcétera, ¿por qué alguien no puede recibirlo y hacer lo que estime pertinente?



Mas no caigamos en una hipocresía, muy nuestra, que también vemos en Japón. Porque aquí regulamos los bingos y nos preocupamos de todo -que sean no habituales, etcétera-, en circunstancias de que cuarenta máquinas tragamonedas hacen lo que quieren en el negocio contiguo.



Creo que al Senador señor Ignacio Walker le escuché que hay setecientos mil de esos aparatos en el país, y somos incapaces de hincarle el diente al problema.



Por lo tanto, tal vez habría que pensar en una buena moción -veamos quienes la suscriben, porque va a ser difícil- para prohibir las máquinas tragamonedas.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, hay mociones para prohibir el juego de azar constituido por las máquinas tragamonedas, situadas en distintas comunas y, sobre todo, en villas y poblaciones. Lo que pasa es que ningún Gobierno ha querido darles tramitación legislativa.



¡Me encanta saber que quien me precedió en el uso de la palabra ha ganado muchos ositos de peluche…! Su Señoría ha dado un tremendo ejemplo de cómo la hipocresía en la sociedad es absolutamente real.



La Senadora que habla también suscribió la indicación, porque le parece que una persona puede ganar un premio traducido en dinero efectivo. No ve nada malo en ello.



Juzgo sumamente interesante la resolución de la Contraloría de nuestra Región en el sentido de determinar que el bingo es un juego de azar. Nosotros no estamos legislando con relación a este último contexto, sino respecto de aquel que se realiza con carácter solidario, que es algo absolutamente distinto y cuyo objetivo es diferente, por lo que no puede ser regulado de la misma manera.



Dicho lo anterior, me parece excelente que las personas, las instituciones, la comunidad organizada, no tengan que pedirles autorización a los municipios para llevar a cabo una actividad de esta índole. A mi juicio, es parte de la libertad el ejercerla con responsabilidad. Por lo tanto, como creo en la que les corresponde a los ciudadanos y las ciudadanas, me encanta la idea de que solo se tenga que informar.



Por esta razón, como ello tiene que quedar bastante claro para que ningún municipio pueda utilizar antojadizamente la norma el día de mañana en contra de los vecinos o de institución alguna, he presentado una indicación -la entregué en la Mesa- para que, solo con carácter informativo, los bingos sean puestos en conocimiento de aquel que corresponda, a través de la oficina de partes, con un mínimo de veinticuatro horas de anticipación. O sea, que nadie pueda decir “sí” o “no”, sino que se ejerza una parte de la libertad. Pero existe la responsabilidad de avisar, para que, obviamente, el municipio esté enterado.



Estimo que, en la medida en que logremos un proyecto de esta naturaleza más redondito, en el que se concilien libertades individuales con responsabilidad, conseguiremos hacer mejor las cosas.



Así que voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, como decía el Senador señor Lagos, entramos a legislar con la velocidad del rayo, sin duda, sobre una materia que nos sorprendió a todos, en la medida en que se requiere una autorización de la Primera Mandataria o del Intendente para realizar bingos de carácter solidario en las juntas de vecinos, en los barrios.



Como Su Señoría lo expresó, ha mediado una resolución de la Contraloría apegada a Derecho: los bingos son juegos de azar. Y estos se hallan extraordinariamente limitados en Chile. Tanto es así que el propio Congreso ha determinado que requieren una ley especial, de carácter general, manteniéndose cuerpos legales específicos con relación a siete u ocho municipalidades en cuyas comunas se pueden instalar casinos.



Como tenemos esa restricción, la postura de la Contraloría ha sido lógica. Sin duda, vamos a observar muchos ejemplos de bingos con un objetivo absolutamente solidario. Pero creo que no podemos vernos enfrentados, de repente, a una careta y a que el sentido sea otro, caso en el cual la actividad debiera ser autorizada por la Intendencia o por la Presidenta de la República. Como eso es absolutamente inaplicable, particularmente en ciertas regiones, es necesario legislar.



Pienso que resulta indiscutible que esta legislación, a poco andar, enfrentará dificultades. Pasamos de una autorización de la Primera Mandataria a nada, a que la organización que lo desee arme un bingo. 



Es un paso que yo califico al menos de arriesgado. Porque, ¿qué autoridad será responsable si la propia comunidad detecta que alguien está haciendo mal uso de una organización vecinal, sin fines de lucro, etcétera, realizando bingos que de solidarios solo tengan la careta?



Si alguien hace trampa en esta actividad, la municipalidad dirá: “A mí nadie me pidió autorización”. Cuando la gente vaya a reclamar a la intendencia, esta contestará: “Yo no tengo nada que ver. No autorizo este tipo de eventos”. 



Entonces, ¿quién va a poder fiscalizar adecuadamente una tarea de esta naturaleza? 



Tenemos claro que el bingo cae dentro de los juegos de azar y que estos se hallan restringidos. Y ahora, sin embargo, entramos llanamente a decir que son algo absolutamente abierto. 



Eso, claramente, es peligroso. La Contraloría sostiene, con razón, que una municipalidad no puede autorizar, no puede prestar dependencias y tampoco entregar premios. Esto último es, en mi opinión, el menor de los problemas. Sin embargo, muchas veces la gente solicita establecimientos municipales o educacionales para poder realizar y llevar adelante bingos solidarios.



Este proyecto no resuelve esa situación, pues la prohibición que existe para las municipalidades de facilitar establecimientos o locales sigue absolutamente vigente.



Voy a aprobar esta iniciativa, pues me parece que constituye una respuesta ciudadana a una necesidad ciudadana, pero creo que estamos procediendo de una manera extraordinariamente improvisada, señor Presidente. El día de mañana nos podemos ver enfrentados a la dificultad de que ninguna autoridad sea responsable si se hace trampa, pues el hecho de que un bingo sea solidario no le quita la naturaleza de lo que en realidad es: un juego de azar. Y los juegos de azar están restringidos.



La normativa establece que en este caso podrán llevarlos a cabo organizaciones de índole social, siempre que se trate de “actividades de carácter no habitual”. ¡Ojo! Tal como se halla redactada la norma, lo que se entiende es que dentro de las funciones de esas organizaciones los bingos no estén considerados como una actividad habitual, pero nada va a impedir que una misma entidad realice cien bingos en el año. Por lo tanto, la habitualidad está mirada de otra manera.



Creo que este problema se nos va a presentar más temprano que tarde. Y por eso sería bastante positivo que la Contraloría General de la República modificara su dictamen, lo reglara en forma más adecuada, a fin de que esta, que es una actividad sana, una actividad necesaria, no sea distorsionada en el futuro producto de que nosotros estamos haciendo una legislación en que esta situación no la va a controlar absolutamente nadie.



He dicho.       

 El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, una de las preguntas que surgen de inmediato es quién fue el concejal de El Quisco que hizo la petición a la Contraloría. Evidentemente, hubo una explosión de proyectos de ley, lo que me lleva a pensar que legislar en crisis siempre es más fácil. 



Se produjo una avalancha de iniciativas sobre la materia, al igual que como ocurrió con otras legislaciones (“Ley Zamudio”, “Ley Ricarte Soto”, “Ley Emilia”, reformas a la educación), todas planteadas en medio de períodos de crisis. Y se facilita legislar en estas circunstancias, aunque a veces se cometen errores por hacerlo apresuradamente, porque está claro que aquí tenía que haber una reflexión mayor. 



Hasta donde tengo entendido, luego de leer el dictamen de la Contraloría, sigue estando prohibido para los municipios otorgar facilidades, o al menos los premios, para la realización de bingos.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Y los locales!

El señor NAVARRO.- Y los locales.



La mayoría de los bingos, en las zonas rurales, se efectúa en las escuelas, a propósito de centros de padres, a propósito de viajes de estudio, e incluso, a propósito de ayudar a los mismos establecimientos. 



Entonces, si el director de un colegio tiene que pedir autorización al alcalde para utilizar el recinto con miras a la realización de un bingo destinado a recaudar fondos para ponerle vidrios, como ocurre permanentemente, y el municipio alega que una resolución de la Contraloría le impide facilitar locales, no estamos resolviendo el problema.



Por lo tanto, no veo por qué no aprovechamos esta oportunidad para corregir tal situación, a fin de que, tratándose de circunstancias excepcionales, se permita la realización de estos juegos de azar, que no son, efectivamente, de destreza. ¡Yo diría que la única destreza la ponen los parlamentarios, Senadores y Diputados, para conseguir buenos premios y a bajo costo, porque siempre son una gran cantidad…!




En ese sentido, señor Presidente, no sé si hablar de “personas jurídicas sin fines de lucro (…) reguladas por la ley N° 19.418”, más el detalle que se hace a continuación, permita dejar comprendidas a la totalidad de las organizaciones sin fines de lucro que podrán efectuar bingos. No sé si se nos quedará alguna fuera. No vaya a ser cosa que, dada esta restricción y esta enumeración, haya instituciones que se sitúen al margen. Estoy pensando en las Damas de Rojo, en organizaciones o asociaciones de consumidores, en la Cruz Roja, porque no sé cuáles están contenidas en la ley N° 19.418. Esto ha sido vertiginoso. Entiendo la premura, pero tampoco es para tanto, pues, efectivamente, los bingos pueden seguir realizándose. Solamente se mantiene la restricción de carácter municipal.



Además, los premios en dinero no debieran prohibirse. La Segunda Compañía de Bomberos de Tomé organiza un bingo criollo todos los años. Allí los parlamentarios ponemos un premio (un chancho, una gallina, una vaquilla), pero siempre hay un premio en dinero, que es un incentivo. Creo que una prohibición al respecto es una exageración y debiéramos eliminarla. Yo no firmé la indicación y considero que significa un exceso de regulación.



El proyecto establece que las actividades realizadas de acuerdo a sus términos “no serán consideradas juegos de azar”. Por lo tanto, estamos haciendo una ley especial para los bingos. Sin embargo, no estamos corrigiendo lo esencial, que es el rol municipal, porque estos sorteos necesitan locales donde poder efectuarse. Hasta los bomberos los realizan en los gimnasios de las corporaciones educacionales. Por lo tanto, si hay una restricción o prohibición para utilizar los locales, que es lo que ha dictaminado la Contraloría General de la República, con esta ley no la vamos a resolver.



Yo les pido a los Senadores que participaron más profundamente en el debate que nos expliquen. ¿Hay o no restricción? Porque para los premios está claro: los municipios no pueden donar premios. Pero, para el uso de los locales, que es lo más importante, pedir permiso resulta engorroso. Yo soy partidario de que no sea necesario solicitar autorización a los alcaldes. ¡Sería un feudalismo municipal extremo! Hay que pedirles permiso para todo. ¡Hasta para ir a misa…! ¡Para los que van a misa…!



Pedir autorización al alcalde para la realización de un bingo en ayuda o beneficio de su propia comuna es un exceso. Pero, si no se van a poder prestar los locales municipales para los bingos, no estamos corrigiendo lo más complejo, lo más dificultoso de la resolución de la Contraloría. Si así fuera, me gustaría que me lo aclararan, porque nos van a castigar a nosotros por decir que hacemos una ley, pero una ley que no resuelve el problema de fondo, que es el préstamo o la utilización de los locales municipales para los bingos, que son esenciales. Sin local, no hay bingo.



Quiero votar a favor, señor Presidente. Sin embargo, me parece fundamental que se aclare mi duda.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución ahora!



¡No más AFP!
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voto a favor de esta iniciativa porque, tal como se ha dicho, las rifas, los sorteos, los bingos, que son de carácter absolutamente benéficos, constituyen la forma más común en que las distintas organizaciones comunitarias (las juntas de vecinos, los clubes deportivos, los clubes de adultos mayores, los talleres laborales, los comités de viviendas, en fin, todo el enorme listado de organizaciones comunitarias), además de los centros de padres y apoderados y de los centros de alumnos, financian sus actividades. 



Atendido el dictamen de la Contraloría sobre la materia, que señala que los sorteos y rifas requieren la autorización de la intendencia, excluidos los bingos, por estar entregados en exclusividad a los casinos de juego, me parece que es necesario legislar para solucionar un problema que objetivamente se le ha creado a la ciudadanía agrupada en este tipo de organizaciones.



Quiero recordar una situación, pues a veces nosotros repetimos errores que perfectamente bien podríamos evitar.



Cuando se discutió el proyecto que dio origen a la ley Nº 19.995, Ley de Casinos de Juego, en la Comisión de Hacienda de ese entonces, a sugerencia de la ex Senadora Evelyn Matthei, se pidió terminar con la exclusividad de los casinos para realizar bingos. Sus integrantes, por unanimidad, apoyaron esa idea, votando a favor de ella los entonces Senadores Edgardo Boeninger, Alejandro Foxley, Carlos Ominami y el que habla.



Sin embargo, el proyecto vino a la Sala y esta revirtió el acuerdo a que había llegado la Comisión de Hacienda. Y por eso los bingos quedaron en exclusividad para los casinos de juego.



Yo tengo la convicción de que habría sido muy distinto el dictamen de la Contraloría si la realización de bingos no hubiese quedado entregada en exclusividad a los casinos de juego.



Ya en ese momento, varios años atrás, sosteníamos que ese tipo de sorteos eran la forma más común para el financiamiento de actividades de las organizaciones comunitarias, de los centros de padres, de los centros de alumnos, etcétera.



Por eso -insisto-, me parece imprescindible legislar sobre la materia y, por tanto, apruebo en general la iniciativa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente a la Sala que nos queda poco tiempo para concluir el Orden del Día y aún restan dos indicaciones.



Por ese motivo, pido a Sus Señorías que por favor hable un solo orador por indicación o, de lo contrario, no alcanzaremos a despachar esta iniciativa hoy día.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera indicación tiene por objeto suprimir, en el inciso primero del artículo único, la frase “, con exclusión de premios en dinero”.

El señor TUMA.- Votémosla sin debate, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



¿Le parece a la Sala proceder a votar la indicación sin debate, toda vez que en la discusión general ya se explicó su alcance?



Acordado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los señores Senadores que estén de acuerdo con la indicación deben votar que sí; quienes sean partidarios de su rechazo deben votar que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quiero hacer una precisión para que quede claro en la historia de la ley.



La ley Nº 10.262, que data de 1952, dispone que es el Presidente de la República el que autoriza a este tipo de organizaciones (cuerpos de bomberos, instituciones deportivas, personas jurídicas creadas para realizar obras pías) en orden a efectuar actividades de esta naturaleza. Así lo consigna su artículo 1º.



En consecuencia, debo dejar clara constancia de que lo que estamos aprobando prima por sobre esta disposición de la ley 10.262, pues, en caso contrario, el solo hecho de suprimir la frase podría entenderse como un alcance a la prohibición establecida en el artículo 1º del citado cuerpo legal, que es -repito- del año 1952.



Por lo tanto, me parece imprescindible hacer presente que la supresión de la frase -y aun cuando yo estaba de acuerdo en mantenerla- prima sobre lo que dispone el artículo 1º de la ley 10.262.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dejará la debida constancia para la historia fidedigna de la ley, señor Senador.



Señor Secretario, consulte.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación (9 votos a favor y 4 en contra).


Votaron por la afirmativa la señora Lily Pérez y los señores Chahuán, Espina, García, Navarro, Orpis, Prokurica, Tuma y Patricio Walker.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La segunda indicación, formulada por la Senadora señora Lily Pérez, tiene por objeto agregar, al final del inciso tercero del artículo único, la expresión “a través de su oficina de partes con a lo menos 24 horas de anticipación”.



De consiguiente, el texto del referido inciso quedaría de la siguiente forma:



“La realización de las referidas actividades deberá informarse previamente, por escrito, al municipio de la comuna respectiva a través de su oficina de partes con a lo menos 24 horas de anticipación.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Senadora Lily Pérez ya explicó en su intervención el contenido de la enmienda, por lo que pongo en votación la indicación.



--(Durante la votación).

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Quiere fundamentar el voto, Su Señoría?

El señor ESPINA.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Hago presente que está abierta la votación y que los señores Senadores pueden fundamentar su pronunciamiento.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Seré muy breve, señor Presidente.



Yo soy uno de los más interesados -como todos los colegas- en que el proyecto sea despachado a la brevedad.



Sin embargo, quiero dejar constancia, para la historia fidedigna de la ley, de dos cosas, sobre todo para el informe que va a la Cámara de Diputados.



En primer lugar, el artículo habla de informar, no de autorizar, al municipio respectivo. Esto es bien importante, porque nosotros no tenemos facultad para requerir la autorización, como sí la tienen los municipios. Nosotros no tenemos competencia.



En segundo lugar, la indicación me parece adecuada, pues, primero, precisa que la información al municipio debe ser entregada a través de su oficina de partes, y segundo, que ella debe ser entregada con a lo menos 24 horas de anticipación. De lo contrario, alguien podría dar aviso media hora antes del bingo, cosa que no tendría sentido alguno. Señalar que ello deberá hacerse “con a lo menos 24 horas de anticipación” da cuenta de una precisión que al menos yo voy a apoyar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego a las señoras y señores Senadores votar.

El señor NAVARRO.- ¿Se puede leer de nuevo la indicación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Senador.



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación añade, al final del inciso tercero del artículo único, la frase “a través de su oficina de partes con a lo menos 24 horas de anticipación.”. Se precisa dónde deberá entregarse la información.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, entiendo el sentido de la indicación porque en la Comisión planteé que debe informarse a las municipalidades de la realización de estas actividades.



Sin embargo,  creo que hay que ser bastante flexible.



Por ejemplo, un centro de alumnos que organice una rifa, ¿va a tener que ir a la oficina de partes con 24 horas de anticipación? ¡No!



Creo que la indicación impone un requisito que va un poco más allá de lo necesario. Por supuesto, si se trata de una rifa o un bingo organizado por una junta de vecinos, tal vez pueda exigirse. Pero insisto: muchas veces los parlamentarios llegamos a un lugar y nos pasan una lista, diciéndonos: “Vamos a rifar tal o cual cosa, a cien pesos el número. ¿Por qué no nos compra algunos?”. Y uno compra.



Yo entiendo el sentido de la indicación, pero creo que basta con los términos que aprobamos en la Comisión: que se informe previamente y por escrito a la municipalidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los señores Senadores pueden inscribirse si así lo desean.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Estamos en votación, señor Presidente!

El señor LAGOS.- Así es.

El señor NAVARRO.- Estamos fundamentando el voto y tratando de buscar claridad sobre el punto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos en la fundamentación del voto, exactamente.



Puede continuar, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, escuché muchas intervenciones acerca de que esta autorización municipal era innecesaria, que se va a prestar para muchas...

El señor ESPINA.- ¡No es una autorización, sino una información! ¡Son dos cosas distintas!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego no interrumpir al Senador que está interviniendo.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



Quiero decirle al colega Espina que entiendo la situación.



Respecto a cualquier cosa que pueda prestarse para trámites burocráticos, todos conocemos las “mochas” que hay con los alcaldes, los concejales, los dirigentes regalones. Entonces, si al final dicen que hay que informar previamente, se nos va a armar un lío en 345 comunas de Chile.



Porque cuando un alcalde u otra persona no quieran que se realice un bingo, van a ir al municipio a formular una acusación. Y nos van a preguntar: “¿Informó o no informó previamente por escrito?”.



No sé cuál es el beneficio de la medida de informar por escrito si la municipalidad no lo puede prohibir ni fiscalizar. ¿Cuál es el objetivo?



En consecuencia, estoy por eliminar la norma. Si el municipio no va a fiscalizar, no va a prohibir, no va a autorizar, ¿cuál es el objetivo de  informarle? Es más, si es un local municipal, le habrá pedido autorización para ocuparlo.


En cuanto a ese punto, hay que despejar toda duda respecto a que el municipio no pueda prestar el local. Si mediante esta ley en proyecto establecemos que el bingo no es un juego de azar, desaparecerá la alusión de la Contraloría, que señaló que no puede hacerlo pues está calificado como tal. Sin embargo, la iniciativa que estamos aprobando no es del todo clara. Tendremos que explicarla mucho.


Si efectivamente esta información tiene algún sentido, yo la aprobaría. Pero tal parece que es un requisito administrativo que va a ser interpretado en los 345 municipios de Chile de manera distinta. Y eso va a provocar un caos, porque habrá 345 interpretaciones acerca del modo de informar.


Estoy disponible para facilitar esta ley en proyecto, no para complejizarla. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!


¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero decir que esta discusión ha generado mucho interés y pasión. Hay varios inscritos, así que les pido, por favor, que sean sintéticos en sus intervenciones.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, entiendo que lo que se vota es la indicación de la Senadora Lily Pérez. Y que el resto del inciso respectivo ya está aprobado.



¿Qué dice ese texto? 



Que se requiere una información previa. Lo único que hace la indicación de la Senadora Lily Pérez es precisar la anticipación.



Yo simplemente le agregaría a esa indicación, a través de la Secretaría, que sea a lo menos de 24 horas.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Eso dice.

El señor ORPIS.- Bueno, si es así, creo que es correcto.



El Senador Zaldívar afirmaba que se trata de trámites burocráticos adicionales. Pero la información ya se exige. Eso está propuesto. Lo único que se fija acá es un plazo. Y me parece correcta la indicación de la Senadora Pérez.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez, quien ha sido muy aludida.
La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, presenté la indicación precisamente para que no existieran ni arbitrariedad ni discrecionalidad de parte de algunos municipios y estos no pudieran interpretar como quisieran la norma legal en comento, que señala “deberá informarse previamente”.


Con la indicación que he formulado le agregamos un pequeño procedimiento para que sea uniforme y no haya discrecionalidad. Porque, si lo dejamos abierto, cualquier municipio que tenga problemas con alguna institución va a expresar: “Ah, pero usted debió informarme un mes antes”. Entonces, la indicación apunta precisamente a que no haya ese tipo de discrecionalidad.



Cualquier persona de una organización puede entregar un escrito con 24 horas de anticipación a la Oficina de Partes. Y el municipio ya no podrá decir: “Ah, no fui informado”. Lo que busca la indicación es fijar un breve plazo para que no se dé pie a la discrecionalidad al dejar la norma abierta a la interpretación de los 345 municipios existentes en Chile.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Yo les pediría a los Senadores que intervienen en el debate, con todo respeto y afecto, que lo sigan desde el comienzo. Porque no se puede exponer un informe, con todo el esfuerzo del mundo, durante diez minutos para que finalmente varíen los hechos. O sea, uno puede estar de acuerdo o en desacuerdo, pero hay hechos innegables en este proyecto:



Primero, no tenemos atribuciones para disponer que las municipalidades estén obligadas a prestar sus locales. Eso significa que no lo podemos hacer. ¡Niet!, como se dice en ruso.


Si queríamos parar la iniciativa, la alternativa era la siguiente: esperar que el Gobierno enviara una indicación. Y como la idea era sacar el proyecto hoy, no tenemos posibilidades.



La municipalidad podrá prestar o no el local. Sin embargo, no nos arroguemos atribuciones que no tenemos. Si nosotros hubiéramos puesto ahí que el municipio estará obligado a prestar el local, estaríamos otorgándole una obligación respecto de la cual no tenemos facultades legales.


Por eso no pusimos nada. Además, hay toda una legislación que regula el uso de los bienes municipales.



Segundo, no se trata de que se pida autorización, sino simplemente de informar. ¿Y por qué? Porque había dos tesis: que siempre fuera con autorización del alcalde, del Presidente o del intendente -que no se cumple, pero eso dice la ley-, o sin ella. 



Entonces, surgió una situación intermedia razonable, a raíz de las intervenciones del Senador Zaldívar y de otro distinguido señor Senador, quienes dijeron: “Pero hay organizaciones que se dedican a esto y pueden tener fines de lucro”. No obstante, una cosa son los bingos que se hacen por beneficencia, por solidaridad, con una justa y legítima causa, como una enfermedad, un viaje de estudios, la necesidad de comprar elementos para una junta de vecinos, en fin, y otra es que haya una empresa que se aproveche de esta ley, que recorra una región entera y que ofrezca como negocio realizar bingos, que no pague impuestos, no entregue boleta, no haga nada y cobre el cinco por ciento de comisión. 



De ahí que, como hay alcaldes que nos advirtieron esa situación, nosotros señalamos: “Tienen que informar a los municipios. De esa manera, el alcalde va a hacer un seguimiento de quién y cómo se hacen los bingos, a fin de denunciar a quienes deseen lucrar con actividades solidarias”. Por lo tanto, se apunta solamente a informar.



Lo que hace la indicación de la Senadora Lily Pérez, que comparto plenamente -ella lo ha explicado bastante bien-, es fijar un procedimiento precisamente para evitar la arbitrariedad.



Entonces, dice que sea 24 horas antes. ¿Por qué? Porque es tiempo suficiente. O si no, le podrían manifestar: “Es que usted no avisó antes; lo hizo después”.


En consecuencia, como se puede prestar a arbitrariedad, basta informar. Y todavía la indicación dice, con mayor lucidez, que eso se tenga que hacer en la Oficina de Partes. Porque alguien podría decir: “Oiga, usted lo entregó en la Oficina de Partes, pero tenía que hacerlo en la oficina” -qué se yo- “encargada de organizaciones comunitarias”. Por consiguiente, para que no haya dudas, se deja en la Oficina de Partes.



A mí me parece que el procedimiento va a dar más certeza a quienes puedan organizar el bingo.



Esas son las razones, señor Presidente, por las que nosotros respaldamos la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación formulada al inciso tercero del artículo único propuesto por la Comisión (13 votos a favor, uno en contra y una abstención), y queda despachado el proyecto. 



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Lagos, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Patricio Walker. 



Votó por la negativa el señor Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Pizarro.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



A Su Excelencia la Presidenta de la República; al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, y a la señora Ministra de Salud, solicitándoles MAYORES RECURSOS PRESUPUESTARIOS Y MEJORAMIENTOS PARA PROGRAMA DE REPARACIÓN Y ATENCIÓN INTEGRAL DE SALUD (PRAIS).



Del señor GARCÍA:



A la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor, requiriéndole estudiar factibilidad técnica para CONSTRUCCIÓN EN PITRUFQUÉN DE ESTABLECIMIENTO DE LARGA ESTADÍA O DE VIVIENDAS TUTELADAS PARA ADULTOS MAYORES. 



Al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de La Araucanía, a fin de que se informe sobre ESTADO DE PROYECTO DE MEJORAMIENTO ESTRUCTURAL DE LICEO INDUSTRIAL DE TEMUCO Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA RECAMBIO DE ESTUFAS Y CONSTRUCCIÓN DE CAMARÍN.



 Al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, pidiéndole antecedentes relativos a ESTADO DE PETICIÓN DE HORA PARA ATENCIÓN POR OTORRINO DE DON REMIGIO SÁEZ BOBADILLA, DE CARAHUE; PROGRAMA DE SALUD DENTAL PARA ADULTOS MAYORES; PROGRAMA PARA TRATAMIENTO DE ENDODONCIA EN ESCOLARES EN HOSPITAL DE NUEVA IMPERIAL, Y SITUACIÓN EN MATERIA DE ATENCIÓN DE SALUD DE SEÑORAS NATALIA BELTRÁN TORRES, TERESA RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ Y SEÑOR SATURNINO ANTONIO LOBOS VERA.



Al señor Comisario de Carabineros de Pitrufquén, planteándole INQUIETUDES DE UNIÓN COMUNAL DE ADULTOS MAYORES CON RELACIÓN A PROBLEMAS DE SEGURIDAD CIUDADANA. 



Al señor Director de Obras de la Municipalidad de Temuco, para que informe acerca de REUBICACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA INALÁMBRICA FIJA DE EMPRESA TELEFÓNICA DEL SUR, INSTALADA FRENTE A CESFAM METODISTA DE TEMUCO.



De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, solicitándole antecedentes sobre ESTADO DE AVANCE DE INICIATIVA DE CENTRO DE LARGA ESTADÍA PARA EL ADULTO MAYOR EN REGIÓN DE LOS RÍOS.
)-------------------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En Incidentes, los Comités Partido Por la Democracia, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional y Partido Socialista no harán uso de sus tiempos.


En el turno del Comité MAS (Movimiento Amplio Social) e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PREOCUPACIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE DERECHOS LABORALES DE TRABAJADORES DE TRANSANTIAGO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer término, agradezco a la Senadora Lily Pérez, del Comité Independientes, por cederme los cinco minutos de su tiempo para intervenir.



Para el Transantiago, quemarse a lo bonzo no fue suficiente. 



A un año de la inmolación del dirigente sindical del Transantiago, Marcos Cuadra Saldías, quien se quemó a lo bonzo a fin de exigir derechos laborales para sus compañeros y resultó con el 90 por ciento de su cuerpo comprometido, los trabajadores del transporte “público” continúan en condiciones indignas, insalubres y estresantes, situación que obligó a dos sindicatos de la empresa operadora del Transantiago Express de Santiago Uno a comenzar una huelga legal a partir de ayer, martes.



Marcos Cuadra, luego de 25 días de agonía, falleció el 27 de junio de 2014 producto de graves lesiones. 


Hemos presentado un proyecto de ley para establecer el 27 de junio como Día Nacional del Conductor del Transporte Público, en honor al sacrificio de Marcos Cuadra Saldías.



Señor Presidente, minutos antes de prenderse fuego, él dijo -así fue citado en los periódicos-: “Esto es por los trabajadores, para que se marque un precedente”. Segundos después de su sacrificio, agregó que lo hizo “por nuestros compañeros. ¡Cómo abusan!, ¡no nos pagan la quincena!, ¡nos echan a los sindicalistas!, ¡nadie reclama! ¡Hasta cuándo, compañeros!”.



Esas fueron sus palabras, ya consumado el acto de quemarse.



La Ministra del Trabajo y el Ministro de Transportes de ese entonces lamentaron públicamente estos hechos. Pero a un año de lo ocurrido, la situación no ha cambiado.



¡No basta con lamentar, hay que actuar! 


Existe gran incumplimiento, no solo en el servicio que presta el Transantiago, que cuesta 800 millones de dólares anuales a todos los chilenos, sino también en los derechos laborales de los conductores.


Los dirigentes han formulado las denuncias; pero las fiscalizaciones no han obtenido resultados. El transporte público es uno de los sectores que menos cumplen con la protección de los derechos de los trabajadores. Y no solo el Transantiago en la Región Metropolitana, sino a lo largo de todo Chile. 



En el Transantiago hay diversos tipos de contrataciones. El pick time tiene 20 horas semanales; el part time, 30 horas, y el full time, 45 horas. Sin embargo, a los conductores los revientan con horas extras para que puedan incrementar sus salarios, lo que afecta su integridad física y psicológica y, además, hace que se transformen -digámoslo francamente- en un peligro público. 



Un conductor estresado, agobiado, se constituye en un peligro para los demás. 



Toda la filosofía del Transantiago fue pensada para liberar a los choferes: “Solo tendrán que conducir”. Y con condiciones -se decía- de seguridad contractual, de seguridad laboral, de seguridad en salud.



El sistema paga sueldos bajos y variables, pues más del 50 por ciento del salario se recibe mediante bonos. Los conductores pierden un bono si presentan licencias médicas, lo que los obliga a trabajar enfermos o a automedicarse. Si faltan un día, les descuentan 70 mil pesos, y si llegan atrasados sobre diez minutos, 40 mil pesos. Presentan remuneraciones y horas extras impagas y deudas de cotizaciones previsionales.



Se ha implementado el uso y abuso de sindicatos de protección patronal, que, en vez de velar por los intereses de los trabajadores, lo hacen más bien por sus propios intereses al servicio de la empresa. Lo anterior ha generado una multiplicidad de sindicatos al interior del Transantiago. Aunque no hay cifras oficiales, podemos señalar que suman cerca de 800 para 16 mil trabajadores, lo que deja en claro que allí hay una distorsión absoluta del rol que deben cumplir.



Se utiliza el sindicato para disponer del fuero: ante la desprotección, se usa intensamente la legislación.



Se han iniciado muchos juicios en contra de las empresas y, en forma solidaria, se han ampliado al Ministro de Transportes, por incumplimiento de las leyes pertinentes, pero siempre resultan exonerados por los tribunales. El fundamento de las acusaciones radica en que los contratos del Ministerio con las empresas del Transantiago permiten cláusulas que las obligan a dar cumplimiento a todas las normas laborales, lo que se traduce, en la práctica, en que la Cartera solo se inmiscuya en lo relativo al pago de remuneraciones y cotizaciones previsionales, no así en el resto de los graves incumplimientos. 


En los reglamentos internos, las empresas se autocalifican como de “proceso continuo”, pero no respetan la lógica de las horas de colación y de descanso.


Para garantizar el derecho a la educación, el derecho al trabajo, el derecho a la salud es necesario contar con un derecho al sistema de transporte público: sin dicho componente, no hay acceso a la salud, a la educación, al trabajo.



El transporte público ha de brindar ciertas garantías. Los conductores deben asegurar el acceso de los trabajadores a su lugar de empleo; de los estudiantes a sus establecimientos de enseñanza; de los enfermos a los hospitales. No obstante, estos choferes tienen que desenvolverse en condiciones de dignidad.



En el futuro próximo vamos a votar nuevamente -en el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2016- el financiamiento del sistema. El Transantiago se hizo para que los trabajadores del volante estuvieran más descansados. Reitero: para que se preocuparan solo de conducir; para dar más seguridad a los pasajeros. ¡Pero nada de eso ha ocurrido! Y si no ponemos atajo hoy a tal situación, lo vamos a lamentar. Porque van a suceder hechos incontenibles, y eso, en definitiva, tendrá responsables. 


Mientras se sigan entregando millonarios recursos al Transantiago, a un sistema de transporte público que no cumple con la calidad comprometida y que abusa de sus trabajadores, el Parlamento estará en deuda. 



Si aprobamos el presupuesto del Transantiago en los próximos meses sin exigirles a sus empresas el cumplimiento de los derechos laborales con sus propios trabajadores, malamente podremos preocuparnos de los usuarios: los millones de trabajadores que hacen millones de viajes en un sistema de transporte público que aún sigue funcionando mal.



Señor Presidente, solicito que la presente intervención se haga llegar a Su Excelencia la Presidenta de la República, al señor Ministro de Transportes, a la señora Ministra del Trabajo, a todos los sindicatos del Transantiago a fin de poder, efectivamente, entregar la señal de que el Senado -y me consta- se ha preocupado durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos de la situación del Transantiago. Y que en la discusión del correspondiente al año 2016 podamos hacerlo con mayor fuerza.



Solicito, a su vez, al Ministerio del Trabajo que fiscalice las condiciones laborales; al Ministerio de Salud, que se interiorice de las condiciones de higiene y seguridad, y, particularmente, del actuar de las mutuales, que tienen que prevenir y hacer planes de contingencia y de capacitación para los trabajadores. En numerosos terminales de buses las condiciones dejan mucho que desear, con una infraestructura muy deteriorada.



Señor Presidente, el paro que hoy afecta al Transantiago es de responsabilidad colectiva, no solo de los conductores. Lo han pagado, por cierto, miles y miles de trabajadores, pero para evitar que se congestione la ciudad, para evitar que miles de personas sean sancionadas por no llegar a sus centros de labor, debemos prevenir. 



Y es una tarea del Congreso Nacional, del Ministerio del Trabajo, del Ministerio de Salud fiscalizar adecuada y firmemente el cumplimiento de la ley. Miles y miles de multas millonarias no se pagan, señor Presidente. 



¡Pido y exijo a la señora Ministra del Trabajo y al señor Ministro de Transportes que fiscalicen el pago real de las multas!



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:32.






Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 24ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE JUNIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker;  del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Guillier.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS



Las actas de las sesiones 17ª, 18ª y 19ª, especiales, 20ª y 21ª, empalmadas, ordinaria y especial, respectivamente, todas de 19 de mayo; 22ª, especial, y 23ª, ordinaria, ambas de 20 de mayo, todas de 2015, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Veinticuatro de S. E. la Presidenta de la República: 


Con los dos primeros, retira la urgencia que presentara a los siguientes proyectos:


1) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste” (Boletín N° 9.897-10).


2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica (Boletín N° 9.729-03).


-- Se tiene presente el retiro y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con los tres siguientes hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.026-10).


2) Proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional al principio de transparencia y al derecho de acceso a la información pública (Boletín N° 8.805-07).


3) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015 (Boletín N° 10.024-10).


Con los cuatro que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


3) Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


4) Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14).


Con los quince siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:

1) Proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N° 7.908-15).

2) Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (Boletín N° 8.263-13).

3) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.046 para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (Boletín N° 8.480-03).

4) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (Boletín Nº 9.603-13).

5) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (Boletín N° 6.110-24).

6) Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (Boletín Nº 9.629-19).

7) Proyecto de ley que modifica las leyes N° 20.422 y N° 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (Boletín Nº 9.819-24).

8) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).

9) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N° 6.556-10).

10) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).

11) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).

12) Proyecto de ley que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07).

13) Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (Boletín Nº 9.057-04).

14) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06).

15) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía (Boletín Nº 9.507-06).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S.E. la Presidenta de la República mediante el cual informa su ausencia del territorio nacional, entre los días 2 y 10 del mes en curso, en visita oficial a la República Italiana, la República Francesa y al Reino de Bélgica.


Hace presente, además, su subrogación, durante el lapso de ausencia, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015 (Boletín N° 10.024-10) (con urgencia calificada de “suma”).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.026-10) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con los tres últimos, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a las iniciativas que se especifican a continuación:


1.- Proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04).


2.- Proyecto de ley que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (Boletín Nº 9.899-05).


3.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (Boletín Nº 9.851-11).


-- Se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide sendas copias autorizadas de las sentencias definitivas pronunciadas en el ejercicio del control preventivo de constitucionalidad respecto de las iniciativas que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que elimina prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso (Boletín Nº 9.481-04). 


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (Boletín Nº 9.566-29).


Envía copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de la letra a) del artículo tercero del decreto ley N° 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, del año 1981.


-- Se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de la resolución pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los incisos primero y segundo del artículo 67 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor ex Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Muñoz, relativa a las dificultades derivadas de la sequía que afecta a la Región de Coquimbo.


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto del accidente ocurrido la madrugada del domingo 30 de noviembre de 2014, en el que resultó destruido un helicóptero de la dotación de Carabineros.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Contesta solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las medidas de apoyo adoptadas en favor de la familia del enfermero naval señor Rodrigo Sanhueza Soto, fallecido sirviendo en Haití.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Atiende solicitud de información, requerida por el Honorable Senador señor Navarro, acerca de los efectos de la última reforma tributaria en los precios de las viviendas.

Del señor Ministro de Educación


Envía ejemplares, en formato impreso y electrónico, de los Balances de Gestión Integral 2014 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en cumplimiento de lo establecido por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

De la señora Ministra de Justicia


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las políticas de incentivo para la aplicación y divulgación de la denominada “Ley Zamudio”.


Informa, en respuesta a solicitud de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores García-Huidobro, Guillier, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Tuma, acerca del avance en el cumplimiento de compromisos asumidos con la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes de Chile, Ansog.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Responde solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la posibilidad de establecer una Mesa Técnica con los sindicatos de brigadistas de la Corporación Nacional Forestal para concordar medidas administrativas y proposición de normas legales y reglamentarias para mejorar las remuneraciones, seguridad, estabilidad y permanencia en el empleo.
De la señora Ministra de Salud


Atiende petición de antecedentes cursada en nombre del Honorable Senador señor Letelier, referente a la situación de malos olores que afectaría a la localidad de Valdebenito en la Región de O´Higgins, en el contexto de la necesidad de modernizar las normas del Servicio Agrícola y Ganadero en materia de autorización de descargas de residuos industriales líquidos.


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, relativa a diversos requerimientos de infraestructura en aquel ámbito en la Región de Los Lagos.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Harboe, sobre la posibilidad de que el presupuesto para el año 2016 consulte en los proyectos sectoriales de construcción, reposición o reparación de veredas accesos para personas físicamente discapacitadas en las esquinas y las adecuaciones necesarias para la circulación de personas con capacidades diferentes.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde solicitud de información, recabada en nombre de los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi y Moreira, acerca de la factibilidad de establecer un sistema integrado de seguridad, continuo y gratuito, con una línea de emergencia del tipo 911.

Del señor Ministro de Bienes Nacionales


Atiende consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, acerca de todos los terrenos fiscales de la Región de Antofagasta que esa Secretaría de Estado hayan transferido, permutado, donado o dispuesto bajo cualquier forma, sea a título gratuito u oneroso, a personas naturales o jurídicas en el lapso comprendido entre el mes de marzo del año 2010 y diciembre del año 2014. 

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Araya relativa a la efectividad de la situación que invoca don Jaime Ernesto Ríos Lara, domiciliado en la ciudad de Antofagasta, en orden a que no se le habrían efectuado cotizaciones previsionales mientras realizó el servicio militar obligatorio.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Atiende solicitud de información, formulada en nombre de los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, relativa al establecimiento de incentivos y al desarrollo de planes de fomento para la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país.


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de diversas anomalías observadas en el funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II que causarían daños al medio ambiente en la comuna de Coronel y afectarían a la salud de su población.

Del señor Director del Trabajo


Da respuesta a petición del Honorable Senador señor Navarro, en lo relativo a la indemnización acordada entre la Fundación Sendero de Chile y sus trabajadores.

Del señor Secretario General de Carabineros


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Coloma, respecto del número de accidentes de tránsito producidos, sea por causa de la distracción del conductor por publicidad en las rutas, sea por consumo de alcohol, con especificación, en este caso, de los ocurridos antes y después de dictada la denominada Ley Emilia.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud- Atacama


Remite información relativa a la calidad del agua de mar en el sector Playa Grande de Chañaral.

De la señora Directora Ejecutiva del Fondo de Solidaridad
e Inversión Social (T y P)


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los criterios para definir a los feriantes de San Pedro de la Paz que recibieron carros de comercialización de productos del mar, entregados el 28 de abril de 2015 por esa entidad.

Del señor Director Nacional del Servicio Civil


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al número de directores de establecimientos educacionales elegidos por medio del sistema de Alta Dirección Pública, desagregados por regiones.

De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor


Responde solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Lagos, acerca de la posibilidad de asegurar cupos equivalentes al 10% de la capacidad del establecimiento de larga estadía para adultos mayores, en construcción en la Región de Valparaíso, a los beneficiarios y usuarios del Programa de Reparación en Atención Integral en Salud (PRAIS).

Del señor Jefe de la División de Educación Superior, Ministerio de Educación


Expone modalidad de financiamiento utilizada para que la Universidad de Atacama solvente gastos del aluvión, entre tanto se realicen los trámites administrativos que permitan traspasar los recursos adicionales comprometidos por esa Secretaría de Estado; materia hecha presente en la sesión 20ª, especial, del martes 19 de mayo pasado, por el Honorable Senador señor Prokurica.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a un balance de los incendios forestales del último año que incluya datos estadísticos sobre las causas y condiciones de propagación de aquéllos.

Del señor Intendente Regional del Bío Bío


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los objetivos de la Red de Colaboración Bío Bío-China y sobre los apoyos que el Gobierno Regional brindará a dicha iniciativa.

Del señor Intendente Regional de Los Ríos


Atiende solicitud, remitida a nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto del estado de avance del Plan Pirehueico.
Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Concepción


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la inexistencia de acera en Avenida O'Higgins, entre las calles Prat y Padre Hurtado, y de la falta de iluminación en determinados sectores de esa ciudad.

Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Talcahuano


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la condición socioeconómica de los estudiantes del liceo A-21 y su demanda por más raciones alimenticias. 

Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional Metropolitano de Santiago


Informa la elección como su Presidente del consejero señor Felipe Berríos Ubilla.

Del señor Director del Servicio de Salud Valdivia


Complementa respuesta, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en materia del análisis del caso de doña Silvia Catalina Silva Peña, paciente del hospital base de Valdivia en lista de espera para una cirugía. 


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


-- Queda para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señores Tuma, Harboe, Lagos, Ossandón y Pérez Varela, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley que establece nuevo régimen legal para la industria automotriz, con el fin de prohibir la importación de coches blindados usados para el transporte de valores (Boletín N° 10.071-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional, que faculta a S. E. la Presidenta de la República para convocar a un plebiscito durante el año 2016 en las materias que concuerde con el Congreso Nacional (Boletín N° 10.072-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


Del Honorable Senador señor Tuma, con la que inicia un proyecto de ley que establece un procedimiento especial para la regularización de viviendas y edificaciones destinadas a microempresas o equipamiento social (Boletín N° 10.076-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Comunicación


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que manifiesta la voluntad de retirar su firma, en calidad de coautora, del proyecto de ley que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (Boletín N° 10.054-12), en primer trámite constitucional y que se encuentra radicado en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


-- Se manda agregar a sus antecedentes.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Chahuán, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 3 de junio.


Del Honorable Senador señor De Urresti, para ausentarse del país a contar del día de hoy.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegaron a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Letelier, Espina, Montes, Quinteros y Zaldívar, que modifica la ley Nº 10.262 en lo relativo a la realización de rifas, sorteos y otras actividades benéficas (Boletín N° 10.078-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Pizarro, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 3 de junio.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Colocar en segundo lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


2.- Colocar en la Tabla de Fácil Despacho, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican (Boletín Nº 9.913-05).


3.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley signado con el número 2.- de la Tabla, esto es, el que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12).


4.- Retirar de la presente Tabla el proyecto de ley signado con el número 6.-, esto es, el que modifica el Código Sanitario  para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar  la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11) e incorporar esta iniciativa en la Tabla de la Sesión Ordinaria del próximo martes 16 de junio.

- - -

La Honorable Senadora señora van Rysselberghe solicita ampliar, hasta el día 24 del mes en curso, el plazo que está corriendo para presentar indicaciones al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


Se accede a lo solicitado.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, para limitar la reelección de las autoridades que indica, con informe de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia.


La Mesa anuncia que corresponde reanudar la discusión del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional que tiene los Boletines N°s 4.115-07, 4.499-07, 8.221- 07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos, y urgencia calificada de “suma”.


Hace presente que para la aprobación de los cinco numerales del artículo único del proyecto se requiere las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, por cuanto esas normas recaen en los Capítulos V y XIV de la Carta Fundamental.

Recuerda que en sesión de fecha 20 de mayo recién pasado se solicitó segunda discusión respecto de esta iniciativa, pero algunos señores Senadores quedaron inscritos para intervenir en la primera discusión.

- - -


El señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Rossi, Chahuán, señora Pérez San Martín y señores Tuma, Lagos, García, García-Huidobro, Letelier y Allamand.
- - -


A proposición del Honorable Senador señor Letelier, la Sala acuerda que esta iniciativa sea informada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea quince centros de Formación Técnica estatales.


El señor Secretario General expone que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9766-04, con urgencia calificada de “suma”.


Explica que el objetivo principal del proyecto es crear quince centros de formación técnica estatales, uno en cada región del país, los que permitirán descentralizar la oferta educativa, vincularla con los sectores productivos y las necesidades locales y entregar formación de calidad en diversos contextos locales.

Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y ofrece la palabra a los Senadores señores Quintana, Harboe, Rossi, Quinteros, señora von Baer, señores Montes, Orpis, Guillier, Moreira, Horvath, Letelier, Zaldívar, Pérez Varela, Allamand, señora van Rysselberghe y señores Tuma, Larraín, Navarro y García.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, el proyecto de ley es aprobado por 27 votos a favor y cuatro abstenciones.


Votan positivamente, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, y von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Se abstienen la señora van Rysselberghe y los señores Coloma, Orpis y Pérez Varela.


No vota, por estar pareado, el señor Guillier.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Chahuán, De Urresti y Letelier, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, 

de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 25ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE JUNIO DE 2015


Presidencia del Vicepresidente titular del Senado, Honorable Senador señor Alejandro Navarro y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Guillier.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 32 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 17ª, 18ª y 19ª, especiales, 20ª y 21ª, empalmadas, ordinaria y especial, respectivamente, todas de 19 de mayo; 22ª, especial, y 23ª, ordinaria, ambas de 20 de mayo, todas de 2015, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Doce de S. E. la Presidenta de la República:


Con los siete primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) El que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


2) El que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


3) El que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


4) El que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


5) De reforma constitucional, que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados  (Boletín N° 9.748-07).


6) De reforma constitucional, para limitar la reelección de las autoridades que indica (Boletines N°s 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).


7) El que fortalece el Ministerio Público (Boletín Nº 8.265-07).


Con los cinco siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:

1) El que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).

2) El que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).

3) El que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (Boletín Nº 7.523-24).

4) El que autoriza erigir un monumento en memoria del ex Ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos, señor Jaime Castillo Velasco en la comuna de Santiago (Boletín Nº 9.099-24).

5) El que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (Boletín N° 9.514-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados con los que informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:


Proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (Boletín N° 6.829-01) (con urgencia calificada de “simple”).


--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.


Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.025-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok, el 4 de octubre de 2013 (Boletín N° 9.472-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Remite información relativa al tratamiento de la expresión religioso-cultural denominada “animitas”; requerida en nombre de los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, Chahuán y Rossi.


Da respuesta a petición de información del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la inversión proyectada por la Dirección Regional de Obras Portuarias de la Región de Los Ríos.

De la señora Ministra de Salud


Informa, en respuesta a planteamiento del Honorable Senador señor Quinteros, acerca de la posibilidad de establecer un examen único nacional para el ejercicio de la odontología.

Del señor Director Nacional de INDAP


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa a la contratación de seguros agrícolas.

Del Abogado Procurador Fiscal de Santiago

del Consejo de Defensa del Estado


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en relación a cobranza de sumas adeudadas al Fisco de Chile por concepto de becas de especialización.

Del señor Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en lo relativo al proyecto “Fortalecimiento del capital humano para queserías artesanales de la Región de Los Ríos”.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes

De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican (Boletín Nº 9.913-05) (con urgencia calificada de “simple”).


-- En virtud de lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de Fácil Despacho de esta sesión.


Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Economía recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (Boletín Nº 9.916-03).


-- Quedan para Tabla. 

Solicitudes de desarchivo


Del Honorable Senador señor Chahuán, respecto de los proyectos de ley que se indican:


1) El que incorpora un artículo 2.330 Bis al Código Civil para reconocer la doctrina del Buen Samaritano como causal de exención de la responsabilidad extracontractual (Boletín N° 8.763-07).


2) El que modifica la Ley sobre Violencia Intrafamiliar con el fin de regular el pago de la multa por maltrato (Boletín N° 8.494-07).


3) El que modifica la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para imponer a senadores y diputados el deber de someterse a pruebas científicas para determinar si consumen drogas estupefacientes o psicotrópicas ilegales (Boletín N° 8.373-07).


4) El que modifica el Código Civil con el objeto de establecer que la existencia legal de la persona comienza al momento de la concepción (Boletín N° 8.367-07).


5) El que tipifica como delito, en la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, la exportación no autorizada y sanciona el incumplimiento de las obligaciones que establece su artículo 37 (Boletín N° 8.356-07).


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado volviendo los proyectos al estado en que se encontraban al momento de archivarse.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Goic, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 8 de junio próximo.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa una solicitud de permiso constitucional del Honorable Senador señor Girardi, para ausentarse del país a contar del presente día.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

_________


A continuación, el Honorable Senador señor Quintana, en su calidad de Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informa que ésta, por la unanimidad de sus miembros, resolvió recabar el asentimiento de la Sala para fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04) proponiendo, para tal efecto, hasta el día jueves 11 del mes en curso, a las 17:00 horas.


Así se acuerda.
- - -


Enseguida, señor Presidente comunica la solicitud del Honorable Senador señor Patricio Walker para requerir la aprobación de la Sala para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discuta en general y en particular el proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de autoridades que indica (Boletines N°s 4.115-07, 4.499-07, 8.221- 07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).


Intervienen los Honorables Senadores señores Lagos, Tuma, Rossi y Guillier.


Puesta en votación la solicitud, el asunto queda sin resolverse, toda vez que la abstención producida influye en su resultado. Votan afirmativamente los Honorables Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Horvath, Montes, Moreira, Orpis y Pérez Varela. Por la negativa, lo hacen la Honorable Senadora señora van Rysselberghe y los señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Navarro, Quinteros, Rossi y Tuma.

Se abstiene el Honorable Senador señor Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Andrés Zaldívar.


Fundan su voto los Honorables Senadores señores Lagos, Rossi, Guillier, señora van Rysselberghe y señores Moreira, Zaldívar y Allamand.


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.


De acuerdo a lo dispuesto por el Reglamento de la Corporación para esta situación, se repite la votación.

Efectuada la nueva votación, se produce un empate. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Pérez Varela y Prokurica. Negativamente, lo hicieron los Honorables Senadores señora von Baer y los señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Quinteros, Rossi y Tuma.


No votaron, por estar pareados, los señores Guillier y Zaldívar.


A continuación, los Honorables Senadores señores Lagos, Larraín y Tuma formularon algunas consideraciones de orden reglamentario.


En definitiva, el señor Presidente pone de relieve que, tratándose de un proyecto de artículo único, la Comisión tiene la facultad de estudiarlo solamente en general o en general y en particular. En consecuencia, sugiere mantener el acuerdo adoptado por la Sala sobre este asunto en su sesión anterior.


Así se acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en materia de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican, con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.913-05 y con urgencia calificada de “simple”.


Resalta que su objetivo principal es resolver determinados problemas específicos en materia de personal de las siguientes instituciones: Quinta División del Ejército de Chile; la Corporación Nacional Forestal; el Servicio de Cooperación Técnica; el Ministerio de Obras Públicas; la Dirección de Presupuestos y las municipalidades.


Precisa que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.


Seguidamente, se pone en discusión y en votación, en general y en particular, el proyecto, que es aprobado por 19 votos favorables, en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Goic y señor Montes.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y von Baer y señores Allamand, Bianchi, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros y Tuma.


No vota por estar pareado el Honorable Senador señor Guillier.
- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Larraín.

- - -

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

BONO COMPENSATORIO PARA EL PERSONAL A JORNAL DE LA QUINTA DIVISIÓN DEL EJÉRCITO DE CHILE


Artículo 1°.- Otórgase un bono compensatorio al personal a jornal de la Quinta División del Ejército de Chile, cuyo monto se determinará conforme al inciso siguiente.

Este beneficio será equivalente a la diferencia entre el total de haberes percibidos en el mes de mayo de 2011 y el obtenido durante el mes inmediatamente anterior al de publicación de esta ley. Para estos efectos, los haberes obtenidos en el mes de mayo de 2011, se considerarán reajustados conforme a lo dispuesto en los artículos 1° de las leyes N°s 20.559, 20.642 y 20.717.


El total del bono resultante, con arreglo a lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación que experimente el valor del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años edad.


El Comandante del Comando de Personal del Ejército de Chile dictará una resolución exenta que individualizará a los beneficiarios y el monto correspondiente asignado, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.


El bono compensatorio se pagará mensualmente, en la medida que los beneficiarios continúen desempeñándose como jornales en la Quinta División del Ejército de Chile, será tributable e imponible y no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tenga derecho este personal.

TÍTULO II

ASIGNACIÓN VARIABLE PARA DIRECTIVOS DE LA CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL Y DEL SERVICIO DE COOPERACIÓN TÉCNICA


Artículo 2°.- A contar del primer día del mes siguiente desde la publicación de esta ley, el personal que desempeñe la función de Director Ejecutivo, Gerente, Fiscal y Director Regional de la Corporación Nacional Forestal y el que se desempeñe como Gerente General, Gerente de Área, Fiscal y Director Regional del Servicio de Cooperación Técnica, tendrán derecho a percibir el monto máximo de la asignación de estímulo a la función directiva establecida en los artículos 4° de la ley N°20.300 o 31 de la ley N°20.313, según corresponda, durante el período en que no se haya efectuado evaluación del convenio de desempeño mencionado en los referidos artículos.

TÍTULO III

ASIGNACIÓN PARA OPERADORES DE MAQUINARIA PESADA


Artículo 3º.- Reemplázase el inciso final del artículo único de la ley N°19.580, que establece una asignación para el personal del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes, por el siguiente:


“El número máximo de personas que tendrán derecho a percibir esta asignación será fijado anualmente por el Ministerio de Obras Públicas, mediante decreto fundado en criterios objetivos, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, y visado por la Dirección de Presupuestos. Mientras no se dicte este primer decreto, el número máximo de personas que tendrán derecho a percibir esta asignación será de 871.”.

TÍTULO IV

CUPOS DE BONIFICACIÓN POR RETIRO DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES


Artículo 4°.- Los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N°3.551, de 1980, y por la ley N°18.883, que hayan postulado, cumpliendo los requisitos, a las bonificaciones establecidas en el artículo 14 de la ley N°20.649, sin resultar seleccionados por falta de cupos, podrán ser beneficiados mediante la reasignación contemplada en el artículo 2° de la misma ley, hasta un máximo de 300 cupos.


Mediante resolución dictada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, visada por la Dirección de Presupuestos, se determinarán los beneficiarios, los que deberán cesar en sus funciones a más tardar el último día del mes subsiguiente a la publicación de la resolución señalada.


Los municipios deberán acreditar, mediante certificación de sus secretarios municipales, la identificación de los beneficiarios, la recepción de sus renuncias, la fecha a contar de la cual se hará efectiva y los demás datos solicitados para efectos de cursar las respectivas transferencias de fondos, una vez cesado en sus cargos.


En lo no previsto en este artículo se aplicarán las normas contenidas en la ley N°20.649 que otorga a los funcionarios municipales bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional.


A los funcionarios que resulten beneficiados en virtud del inciso primero, les será aplicable lo dispuesto en el artículo 13 de la ley señalada, para efectos de acceder al bono post laboral regulado en la ley N°20.305.

TÍTULO V

MODIFICA REQUISITOS DE LA PLANTA DE PROFESIONALES DE LA DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS


Artículo 5°.- Reemplázase en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°2, de 2004, que fusiona plantas de personal de la Dirección de Presupuestos, el párrafo denominado “Planta de Profesionales”, por el siguiente:

“Planta de Profesionales:



Grados 5°, 6°, 7°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por este, y además, la experiencia profesional que se indica a continuación, para los siguientes grados:


Grado 5°: a lo menos, 5 años;



Grado 6°: a lo menos, 3 años;


Grado 7°: a lo menos, 2 años;


Grados 8°, 9° y 11°: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por este y, además, la experiencia profesional que se indica a continuación, para los siguientes grados:


Grado 8°: a lo menos, 5 años;


Grado 9°: a lo menos, 3 años.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los requisitos exigidos en el artículo 5° para el desempeño de los cargos, no serán exigibles a los funcionarios de la Dirección de Presupuestos que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan la calidad de titulares en servicio, presten servicios a contrata asimilados a la planta de profesionales o se les hayan prorrogados sus contratos en las mismas condiciones.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo 1° se financiará durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, con cargo al presupuesto del Ejército de Chile. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de los artículos 2° y 4° durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.


Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo 3°, se financiará, durante el año 2015, con cargo al presupuesto de los servicios respectivos del Ministerio de Obras Públicas. El Ministerio de Hacienda con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar este presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, con informe de la Comisión de

Medio Ambiente y Bienes Nacionales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.094-12 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización; establecer un marco jurídico para la gestión de los residuos, incorporando la valorización de los residuos sólidos como un elemento primordial en la gestión de los mismos, mediante la creación de instrumentos económicos de gestión ambiental, entre los que destaca la implementación de la Responsabilidad Extendida del Productor, con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.


Destaca que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Horvath, De Urresti, Espina, Moreira y Patricio Walker.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Moreira.


Enseguida, interviene el señor Ministro del Medio Ambiente.

Luego, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Quinteros, García-Huidobro, Montes, señoras Goic y von Baer y señores Letelier y García.


En su oportunidad, el Honorable Senador señor García solicita aplazamiento de la votación.


Así se acuerda.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, von Baer y van Rysselberghe y señores Araya y García, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Moreira (en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente) y Navarro (en el tiempo de los Comités Partido MAS e Independiente, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano e Independiente), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido por la Democracia, Partido Renovación Nacional, e Independientes.

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.537, SOBRE COPROPIEDAD INMOBILIARIA, CON EL OBJETO DE REBAJAR LOS QUÓRUM MÍNIMOS REQUERIDOS PARA LA REALIZACIÓN DE ASAMBLEAS DE COPROPIETARIOS

(9.380-14)


Oficio Nº 11.942


VALPARAÍSO, 9 de junio de 2015

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, con el objeto de rebajar los quórum mínimos requeridos para la realización de asambleas de copropietarios, correspondiente al boletín N°9380-14, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria:
1) En el artículo 17:

a) Reemplázase en su inciso cuarto la palabra “quince” por “diez”.

b) Agrégase en su inciso quinto, número 5, a continuación de la palabra “Administración”, la frase “salvo tratándose de las materias señaladas en el inciso tercero del artículo 19, para lo cual deberá estarse a los quórum indicados en dicha norma”, precedida de una coma.

2) En el artículo 19:

a) Sustitúyese en su inciso primero la palabra “sesenta” por “cuarenta”.

b) Sustitúyense en su inciso segundo las palabras “ochenta” por “cincuenta”; “sesenta” por “veinte”, y “setenta y cinco” por “cincuenta”, respectivamente.

c) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:

“Las asambleas extraordinarias para tratar las materias señaladas en los números 1, solo cuando se alteren los derechos en el condominio o se refiera la modificación a los numerales siguientes; 2, 3, 4, 7, 10, 11, 12 y 13 del inciso quinto del artículo 17 requerirán para constituirse, en primera citación, la asistencia de los copropietarios que representen, a lo menos, el ochenta por ciento de los derechos en el condominio y, en segunda citación, la de los copropietarios que representen a lo menos el sesenta por ciento de tales derechos. Los acuerdos se adoptarán, en el primer caso, con el voto favorable de los asistentes que representen, a lo menos, el setenta y cinco por ciento de los derechos en el condominio y, en el segundo, con el voto favorable de aquellos que representen, a lo menos, el cincuenta por ciento de los derechos en el condominio.”.

3) En el inciso primero del artículo 20, reemplázase la frase “siempre que en el respectivo contrato así se hubiere establecido”, por lo siguiente: “por el solo ministerio de la ley, salvo que el propietario o quien haga las veces de tal señale expresamente que no otorga dicha facultad, mediante carta certificada que deberá enviar al comité de administración y al administrador, informándoles que hace reserva respecto de su participación en la asamblea de copropietarios. Sin embargo, para aquellas materias señaladas en el inciso tercero del artículo 19, necesitará la autorización expresa del propietario de la unidad para su representación.”.

Artículo transitorio.- Una vez transcurrido el plazo de treinta días, contado desde la publicación de esta ley, se entenderán modificados de pleno derecho todos los reglamentos de copropiedad vigentes, en los términos establecidos en ella.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Denise Pascal Allende, Presidenta en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.712, DEL DEPORTE, Y LA LEY N° 20.686, QUE CREA EL MINISTERIO DEL DEPORTE, CON EL OBJETO DE INCORPORAR EL DEPORTE ADAPTADO Y PARALÍMPICO

(9.837-29)

Oficio Nº 11.941 
VALPARAÍSO, 9 de junio de 2015
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°19.712, del Deporte, y la ley N°20.686, que crea el Ministerio del Deporte, con el objeto de incorporar el deporte adaptado y paralímpico, correspondiente al boletín N°9837-29, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N°19.712, del Deporte: 

1.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 2°, la palabra “discapacitados” por la expresión “personas en situación de discapacidad”. 
2.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 3°, entre la expresión “rurales,” y el vocablo “como”, la frase “tanto para el deporte convencional como adaptado,”.
3.- Introdúcense en el artículo 4° las siguientes enmiendas:

a) Agrégase en su encabezamiento, a continuación de la expresión “las siguientes modalidades”, la frase “, tanto en su versión convencional como adaptado”.
b) Intercálase en su inciso segundo, luego de la frase “disciplinas relacionadas con el deporte”, la oración “promover el deporte adaptado en los establecimientos educacionales del país;”.

4.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis:
“Artículo 4° bis.- Los planes y programas de la Política Nacional del Deporte deberán asegurar a todas las personas en situación de discapacidad el derecho a la educación física, a la práctica deportiva, a la salud, al bienestar físico y mental, a la integración, al ocio y a las posibilidades que el deporte ofrece. 
En lo que corresponde al deporte adaptado y paralímpico, esta política deberá observar, además, los siguientes principios: ninguna persona en situación de discapacidad debe quedar sin acceso a la educación física; los establecimientos educacionales y los recintos deportivos deberán contar con instalaciones adaptadas y accesibles para la práctica del deporte, y las federaciones deportivas deberán adaptar sus reglamentos para regular y permitir la práctica inclusiva del deporte y promover la organización de competencias de deporte adaptado o inclusivo en todas las categorías.”.
5.- Agrégase, en el inciso quinto del artículo 5°, a continuación de la expresión “alumnos,”, la primera vez que aparece, la frase “incluyendo a aquellos en situación de discapacidad,”. 
6.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 8°:

a) Agrégase en su inciso segundo, luego de la frase “con el Comité Olímpico de Chile”, la siguiente: “, o con el Comité Paralímpico de Chile, según corresponda,”. 

b) Incorpórase en el encabezamiento del inciso cuarto, luego de la expresión “las siguientes acciones”, la frase “, tanto para el deporte convencional como para el adaptado”.
7.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 25:
a) En el inciso primero:
i. Reemplázase en la letra g) la expresión “, y” por un punto y coma.
ii. Sustitúyese en la letra h) el punto aparte, por un punto y coma.

iii. Agréganse las siguientes letras i) y j):

“i) Dos representantes de los clubes, federaciones o asociaciones de deportistas en situación de discapacidad, y

j) Un representante designado por el Consejo Consultivo de la Discapacidad perteneciente a la Dirección Regional respectiva del Servicio Nacional de la Discapacidad.”.
b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “el señalado en la letra h” por “los señalados en las letras h) y j)”. 

8.- Reemplázase, en el inciso tercero, letra f), del artículo 32, la palabra “discapacitados” por la expresión “personas en situación de discapacidad”.
Artículo 2°.- Introdúcense en la ley N°20.686, que crea el Ministerio del Deporte, las siguientes enmiendas:

1.- En el artículo 2°:

a) Sustitúyese, en el primer párrafo de su numeral 2), el punto aparte por una coma, y agrégase a continuación la siguiente frase: “tanto de la práctica del deporte convencional como adaptado.”. 

b) Reemplázase, en el segundo párrafo del numeral 2), el punto aparte por una coma, e incorpórase a continuación la expresión “convencional y adaptado.”

c) Sustitúyese en su numeral 13) la expresión “personas con discapacidad” por “personas en situación de discapacidad”.
2.- En el artículo 6°:

a) Agrégase en su inciso primero la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser letra d), y así sucesivamente:

“c) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Paralímpico de Chile.”
b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “g), h) e i)” por “h), i) y j).”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Denise Pascal Allende, Presidenta en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADAPTA NORMAS LABORALES AL ÁMBITO DEL TURISMO

(8.770-23)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.
La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 2 de julio de 2013, pasando a la Comisión de Economía. Posteriormente, la Sala acordó que el proyecto fuera estudiado en general también por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, previo a su discusión general en la Sala. 

Fue aprobado en general por el Senado en sesión de 17 de diciembre de 2013. 

En la misma sesión, la Sala fijó como plazo para presentar indicaciones el 13 de enero del año en curso, y acordó que el proyecto fuera conocido en segundo informe tanto por la Comisión de Economía como por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

__________

A una o más de las sesiones en que la Comisión discutió esta iniciativa asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: la Subsecretaria de Turismo, señora Javiera Montes; la Jefa de Gabinete de la Subsecretaria de Turismo, señora Carmen Gloria Barrera; el Abogado Asesor, señor Francisco Muñoz; el Coordinador Legislativo del Ministro, señor Pablo Berazaluce; el Asesor del Ministro, señor Pablo Valladares.


Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: el Subsecretario, señor Francisco Javier Díaz Verdugo; el Asesor de la Ministra, señor Roberto Godoy; el Asesor Legislativo, señor Francisco del Río Correa.


De la Secretaría General de la Presidencia, la señorita Mariana Fernández. 


De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor James Wilkins. 


El Asesor señor Renato Rodríguez (Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín).


Del Instituto Libertad y Desarrollo, el señor Sergio Morales; del Comité Democracia Comunidad, el asesor señor Cristián Mundaca, y del Comité UDI, el abogado asesor señor Giovanni Calderón.

___________

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Perfeccionar y modernizar la normativa laboral en relación al sector turismo, respecto de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, y otros, adaptándola a las condiciones propias de dicha actividad. Con ese objeto propone las siguientes reformas: pactos de interrupción de la jornada diaria; especial regulación en materia de descanso semanal y distribución de la jornada semanal, y normas sobre propinas, entre otras.
___________

estructura DEL PROYECTO

El proyecto aprobado en general por el Senado, que corresponde al despachado por la Cámara de Diputados, se estructura en dos artículos. 


- El artículo 1°, mediante cuatro numerales, modifica el Código del Trabajo.

El número 1) introduce el concepto de interrupción o discontinuidad de la jornada diaria por más de media hora y hasta por 5 horas, que debe ser pactada por escrito.


El número 2) posibilita el trabajo previo a un día de descanso o de un feriado más allá de las 21 horas, que es la regla general, hasta las 00:00 horas; y, más aun, en casos justificados, también lo permite hasta las primeras tres horas del día feriado, pagándose las horas con el recargo correspondiente.


El número 3) permite el acuerdo de las partes para establecer modalidades distintas a los 2 domingos de descanso al mes. Para ello contempla las siguientes formas de distribuir el descanso: Fijar 25 domingos de descanso en el año o 12 domingos en 6 meses; o un domingo de descanso por mes y trabajar los otros 3, con un recargo de al menos el 100%  del sueldo convenido en uno de ellos.


El número 4) establece el derecho a percibir íntegramente todas las sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes, dentro de los plazos que indica. 


- El artículo 2° introduce cambios a la ley N° 19.973, que establece feriados irrenunciables.


El número 1) agrega en la enumeración de los trabajadores exceptuados de los feriados irrenunciables del 1 de enero, 1 de mayo, 18 y 19 de septiembre y 25 de diciembre, a los trabajadores de locales comerciales de aeródromos civiles públicos y de aeropuertos. 

Por otro lado, dispone que las tiendas asociadas a establecimientos de venta de combustibles podrán atender público cumpliendo con el requisito de coexistencia de la actividad de venta de productos con la elaboración y venta de alimentos que pueden ser consumidos por el cliente en el propio local.


El número 2) establece el otorgamiento del derecho a descanso en las fechas de los feriados irrenunciables a los trabajadores exceptuados, cada 2 años y respecto de un mismo empleador.
__________


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: El artículo 2°.
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Indicaciones N°s. 6 y 14.


3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: Indicaciones N°s. 4 y 13.
4.- Indicaciones rechazadas: Indicaciones N°s. 1, 2, 3, 5, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 15.
5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.
6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.
______________

DISCUSIÓN PARTICULAR


Previo a la discusión de cada una de las indicaciones presentadas al proyecto, y a petición del señor Presidente de la Comisión, el señor Francisco Del Río, asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, adelantó, en líneas generales, la posición del Ejecutivo respecto de las mismas.


Al respecto señaló que las indicaciones fueron analizadas en conjunto por el señor Francisco Javier Díaz, Subsecretario del Trabajo, y por la señora Javiera Montes, Subsecretaria de Turismo. 


Anunció que el Ejecutivo sugerirá la aprobación de algunas indicaciones, lo que hará presente en su oportunidad. Éstas, en líneas generales, responden a un acuerdo entre el gobierno y la oposición de la administración anterior, que permitió lograr la aprobación de esta iniciativa, tanto en la Comisión de Trabajo y Previsión Social como, posteriormente, en la Sala.


Luego hizo presente que, en opinión el Ejecutivo, algunas de las indicaciones presentadas son contradictorias entre sí y que otras responden a una lógica legislativa diferente, razones por las cuales solicitarán que éstas sean rechazadas por la Comisión. 


Para facilitar la comprensión de la posición del Ejecutivo sobre las materias a debatir, el señor Del Río hizo entrega a los miembros de la Comisión de un documento de trabajo en el cual destaca en color gris aquellas indicaciones respecto de las cuales el Ejecutivo sugiere su rechazo y en color verde las que propone aprobar. Asimismo intercala en el texto aprobado en general por el Senado otro tipo de sugerencias, que destaca en color rojo. 

_________________

ARTÍCULO 1°


Introduce las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:
Numeral 1)


1) Intercala, a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis:

“Artículo 34 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas, siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales señalados en los artículos 22 y 28. Las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes en el pacto referido en este inciso, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales; en caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, no corresponderá  remunerarse conforme a este inciso el tiempo que ya estuviese imputado a la jornada. Asimismo, el empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. El pacto referido en este inciso deberá constar por escrito y podrá extenderse hasta por tres meses, período que podrá ser renovado de común acuerdo. Este pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores y su aprobación deberá constar en la forma que lo determine la Dirección del Trabajo. Si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho, el acuerdo podrá celebrarse en forma individual. Esta distribución de la jornada no será compatible con aquella señalada en el artículo 27.

Los trabajadores de los establecimientos señalados en el inciso precedente que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo, en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios, podrán pactar la interrupción de su jornada en los términos señalados en el inciso anterior. Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.”.
_____________

Al numeral 1)


1.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para eliminarlo.

En discusión, el Subsecretario del Trabajo destacó que uno de los principales objetivos del proyecto es regular los quiebres de la jornada de trabajo, los cuales se dan, en la práctica, en este tipo de trabajos ligados al sector turismo, interrupciones de jornadas que pueden abarcar lapsos de tres, cuatro o más horas del día, por ejemplo, desde las tres y hasta las siete de la tarde. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 4x0).
Al artículo 34 bis

Inciso primero


2.- Del Honorable Senador señor García, para suprimir, en la primera oración, la frase "siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo y".

El señor Del Río hizo presente que, como una cuestión previa al tema que aborda la indicación, la señora Subsecretaria de Turismo propone incorporar en el párrafo primero, inciso primero, del artículo 34 bis, después de la frase “que atiendan directamente al público”, lo siguiente: “y cuyos empleadores requieran mantener cerrado el respectivo local, interrumpiendo la jornada de trabajo”.

Lo anteriormente expuesto reforzaría el objetivo final de la norma contenida en el artículo 34 bis, nuevo, que el proyecto incorpora al Código del Trabajo, que es reglar lo que hoy es una práctica irregular, la de los “turnos cortados”, sin desincentivar, en modo alguno, los locales que funcionan bajo el sistema de doble turno. A modo de ejemplo, indicó que los restaurantes pueden dividirse entre aquellos que funcionan por volumen o por concepto; los primeros son las fuentes de soda y otros que permanecen abiertos todo el día, estos trabajan organizados en turnos normales adecuados al Código del Trabajo. Otros restaurantes, que son de una gama bastante extendida, cierran después de almuerzo, entre 15 y 15:30 de la tarde, y abren a partir de las 20 horas. Estos interrumpen la jornada de trabajo en la más absoluta ilegalidad, pero, lamentablemente, no hay posibilidad de fiscalizar esta situación: es el no trabajo, y puede justificarse de distintas maneras por el empleador, por ejemplo, que el trabajador salió o que tiene permiso, o aduciendo cualquier otro motivo.

Este proyecto, de ser aprobado, permitirá y regulará aquellos modelos de trabajo de los restaurantes que funcionan con jornada interrumpida o turnos cortados, pero exigirá un pacto con los trabajadores y que se pague una remuneración adecuada por las horas de interrupción, que las partes podrán acordar, siempre sobre la base de un piso que establece la ley.


Luego, el Honorable Senador señor Orpis consultó si la indicación presentada por el Honorable Senador señor García en orden a eliminar el requisito que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo, es de aquellas que estarían dentro del acuerdo político al cual se habría arribado durante la discusión en primer trámite reglamentario de esta iniciativa.

En respuesta, la señora Subsecretaria informó que esta indicación no forma parte del acuerdo al cual se llegó en el seno de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y que está consignado en el informe correspondiente.


Por instrucciones del señor Presidente, se dio lectura a la parte pertinente del referido informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Su tenor literal es el siguiente:


“Seguidamente, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, manifestó que habida cuenta de las observaciones formuladas por los integrantes de la Comisión, por los representantes de organizaciones sindicales y de empleadores y las hechas valer por el profesor Eduardo Caamaño, el Ejecutivo propondrá –durante la discusión en particular de la iniciativa en análisis- indicaciones que digan relación con las siguientes materias:


-El pacto de interrupción de jornada será siempre registrado ante la Dirección del Trabajo.


-El pacto de interrupción de jornada sólo podrá establecerse hasta por 5 días a la semana.


-El pacto de interrupción de jornada se celebrará en forma colectiva con los trabajadores, en virtud del principio de titularidad sindical.


-El plazo máximo de percepción de las propinas por parte de los trabajadores será –como regla general- de 7 días.


-Respecto de las propinas que sean enteradas en zonas aisladas que no tengan un acceso fácil a medios de pago electrónico inmediato y de las propinas resultantes de eventos especiales, cuyo monto sea cuantioso, establecer un procedimiento simplificado que en todo caso resguarde los intereses de los trabajadores.”.


Luego, el señor Presidente puso de relieve que el proyecto aprobado en general impone como requisito para pactar la interrupción de jornada, que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo, y que la indicación en discusión tiene por finalidad eliminarlo.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Lily Pérez hizo presente que si bien comprende lo planteado por los representantes del Ejecutivo, considera que la situación se puede analizar de una manera distinta, en el entendido que puede ser perjudicial o incómodo en la práctica para el trabajador, el ser obligado a abandonar su lugar de trabajo durante la interrupción de la jornada. A modo de ejemplo, se pregunta qué pasa con los trabajadores de restaurantes ubicados a un costado de las carreteras, pero lejos de las ciudades donde viven, como Casablanca o Curacaví. Una situación similar a la descrita se presenta en lugares turísticos alejados de zonas urbanas. Su preocupación es que de existir este pacto de interrupción de jornada, el trabajador podría quedar en una situación difícil, de no tener dónde ir durante ese tiempo.


La Honorable Senadora señora Lily Pérez destacó que le preocupa tanto la situación indicada precedentemente, esto es, la exigencia de que el trabajador abandone su lugar de trabajo, como el primer aspecto planteado por el Ejecutivo, en relación a la necesidad de cerrar el respectivo local, como requisitos para poder pactar la interrupción de la jornada. Además, hizo notar que ambos aspectos están estrechamente relacionados entre sí.


No parece razonable empujar a los trabajadores a salir de su lugar de trabajo, especialmente en casos en que, por ejemplo el restaurante está en un lugar que, por su ubicación, hace imposible este derecho, porque físicamente está muy lejos de todo. En su entender, se podrían explorar otras alternativas, como habilitar una sala estar o de descanso para el personal.


Por su parte, el señor Subsecretario del Trabajo destacó que, más adelante en su texto, la misma disposición impone al empleador la obligación de costear el transporte de ida y regreso del trabajador durante las horas de interrupción. Así, el requisito de mantener cerrado el respectivo local, como la condición que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo, y también la obligación del empleador de costear el transporte de ida y regreso, dejan de manifiesto que el bien jurídico protegido por la norma es que efectivamente el trabajador descanse durante el tiempo que dure la interrupción de su jornada de trabajo, y que no esté a disposición del empleador. Esto último podría ocurrir en los casos en que, por ejemplo, el trabajador permanezca dentro del local.


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis, en la línea de lo señalado por la Honorable Senadora señora Lily Pérez, indicó que trabajadores de las grandes ciudades también podrían verse afectados en sus derechos con esta norma, toda vez que por distancia y por falta de tiempo, en los hechos no tendrían donde ir. Por lo anterior, estima necesario buscar una fórmula que permita mayor flexibilidad. Propone que el empleador que quiera pactar con sus trabajadores interrumpir la jornada laboral cuente con un lugar de descanso para ellos.


En seguida, el señor Presidente hizo presente que el proyecto incorpora una norma de excepción, y que, en tal sentido, recargarla de requisitos y condiciones podría afectar su aplicación. En su parecer, el proyecto debe garantizar que una vez pactada la interrupción de la jornada de trabajo, el trabajador disponga libremente de su tiempo dentro de ese período, y que bajo ninguna circunstancia quede a disposición del empleador.


En la misma línea se pronunció el Honorable Senador Señor Tuma.


Luego, la señora Subsecretaria recordó que el proyecto fue elaborado en estrecha cooperación con la Federación de Empresas de Turismo, FEDETUR.


Sobre el punto en debate, reiteró que existen restaurantes que tienen doble turno, lo que por motivo alguno quiere desincentivar, sino que, por el contrario, la intención del Gobierno es que continúe así. Lo anteriormente señalado explica la disposición que consagra el artículo 34 bis respecto de restaurantes que cierran por distintos motivos. En otras palabras, la norma de excepción propuesta por el proyecto fue concebida respecto de los restaurantes que declaran cerrar. En los restantes casos, de locales que permanecen abiertos durante toda la jornada, el objetivo es que continúen con el sistema de doble turno que aplican al día de hoy.


El señor Subsecretario del Trabajo hizo hincapié en que el artículo 34 bis introduce una excepción a la norma general, permitiendo la interrupción de la jornada. Es imprescindible, y más aún, ha estado subyacente en toda la discusión de este artículo, el hecho que durante las horas de interrupción de la jornada, el respectivo local se encuentre cerrado para la atención de público. Es necesario que el trabajador no se encuentre a disposición del empleador. Indicó que la proposición de dar mayor flexibilidad podría vulnerar el espíritu de la norma y generar distorsiones. Hizo un llamado a no desequilibrar el proyecto.


Luego, el señor Presidente propuso a la Comisión pronunciarse sobre la indicación y dejar pendiente para la sesión siguiente lo referido a la proposición del Ejecutivo en cuanto al requisito que mantener cerrado el local, para dar más tiempo para reflexionar sobre este último aspecto.


--En votación la indicación N° 2, se obtuvo el siguiente resultado: 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Orpis, y 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma. 

Habiéndose producido un empate, y de conformidad con lo establecido en el artículo 182 del Reglamento de la Corporación, el señor Presidente instruyó repetir la votación de inmediato.


Repetida la votación, la indicación fue rechazada por 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, uno a favor, de la Honorable Senadora señora Pérez, y una abstención, del Honorable Senador señor Orpis. (Rechazada por mayoría: 2 en contra; 1 a favor y 1 abstención).
________


En la sesión siguiente, la Comisión retomó el debate sobre la proposición del Ejecutivo de introducir en el artículo 34 bis, nuevo, a continuación de la oración “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público”, lo siguiente: “y cuyos empleadores requieran mantener cerrado el respectivo local, interrumpiendo la jornada de trabajo,”.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que conversó sobre el particular con el Honorable Senador señor García, quién le indicó que durante el debate de la introducción de la jornada laboral cortada en el Código del Trabajo nunca se tuvo en vista cerrar los locales.


Sobre el particular, el asesor del Ministerio del Trabajo recordó que la finalidad del proyecto es legalizar una práctica muy reiterada dentro de los restaurantes, hoteles y similares, que supone un pacto con los respectivos trabajadores. 


Respecto al punto en cuestión, añadió que durante todo el debate se trabajó bajo el supuesto que el local cerraba, toda vez que era precisamente eso lo que requería el empleador, y que lo motiva a interrumpir la jornada de sus trabajadores. No se trata de una indicación formal, sino que de una aclaración texto, y pidió dejar expresa constancia de ello en el informe, lo cual fue acordado por la Comisión.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro señaló que si tal supuesto no se expresa en la ley será letra muerta, razón por la cual se mostró partidario de acoger la proposición del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que existen restaurantes y similares que funcionan con un piso, y que durante el día tienen momentos altos en los cuales se ven en la necesidad de contratar personal adicional. En otras palabras, en tales locales jamás se cierra. Muy por el contrario, se enfrentan durante el día a momentos en los cuales requieren más personal. En este contexto, planteó que la interrupción de la jornada de trabajo, como figura excepcional, debería hacerse cargo también de estas situaciones.


Finalmente, no habiendo acuerdo unánime exigido por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, el Presidente descartó incorporar la referida proposición. Se deja constancia que el Honorable Senador señor Pizarro estuvo por acoger la proposición, y que los Honorable Senadores señora Pérez y señor Orpis estuvieron por no innovar en este aspecto en el texto aprobado en general por el Senado.

________


3.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para reemplazar el texto que señala: “El pacto referido en este inciso deberá constar por escrito y podrá extenderse hasta por tres meses, período que podrá ser renovado de común acuerdo. Este pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores y su aprobación deberá constar en la forma que lo determine la Dirección del Trabajo. Si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho, el acuerdo podrá celebrarse en forma individual.”, por el siguiente: “El pacto referido en este inciso deberá estar incorporado en el contrato colectivo derivado de la negociación colectiva a que se refiere el Libro IV, pudiendo acordarse de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 334 y siguientes en caso que las empresas respectivas, individualmente consideradas dispusieran de un número inferior de trabajadores al requerido para conformar un sindicato de empresa.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).

4.- Del Honorable Senador señor García, para eliminar la penúltima oración: “Si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho, el acuerdo podrá celebrarse en forma individual.”.


Consultado por la Comisión, el asesor del Ministerio del Trabajo, señor Del Río, explicó que la norma apunta hacia los mecanismos que establezca la Dirección del Trabajo. Se trata de regular la interrupción del modo que exigen las normas para la aprobación de jornadas excepcionales. Estas últimas son un modo distinto de distribuir la jornada, más allá de las contempladas por el Código del Trabajo. Se solicita por empresas que requieren trabajar en faenas continuas o, en general, en situaciones muy excepcionales, dentro de la cuales, por ejemplo, establecen turnos, que dominan “ciclos productivos”, etcétera.


En tales casos, la aprobación de las jornadas excepcionales debe ser pactada. Cuando hay sindicato, se pacta con el o los sindicatos; cuando hay trabajadores no sindicalizados, éstos se reúnen en una asamblea, y el quórum de aprobación es mayoría simple. Incluso esto se aplica cuando hay trabajadores sindicalizados y no sindicalizados, a la vez, donde los trabajadores sindicalizados son representados por el sindicato y los trabajadores no sindicalizados votan, y se aprueba la jornada excepcional al reunirse la mayoría simple requerida. 


Añadió que el procedimiento anteriormente expuesto se reitera  simétricamente en la disposición en análisis. A mayor abundamiento, no basta que uno de los trabajadores se oponga para que fracase el pacto, porque el asunto es resuelto por mayoría del colectivo. En suma, lo planteado en esta propuesta es que se pacte colectivamente, por lo que la proposición del Ejecutivo es que la Comisión apruebe el texto de la indicación.


Consultado por el Honorable Senador señor Orpis, el señor Del Río precisó que el pacto exige para su celebración mayoría simple, pero una vez pactado, cubre a todos los trabajadores. 


Luego, el señor Presidente puso en votación la indicación N° 4, con las dos proposiciones del Ejecutivo que tienen directa relación con ésta, a saber: que el pacto incluya a todos los trabajadores que atienden público, y que, tratándose de pactos acordados con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, su vigencia de seis meses podrá ser renovada de común acuerdo. Esto último en armonía con la renovación por tres meses de los pactos acordados con trabajadores no sindicalizados, y con la sola finalidad de suplir una omisión.


--En votación, la indicación fue aprobada con modificaciones por dos votos a favor y una abstención, correspondiente al Honorable Senador señor Orpis. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Pérez y señor Pizarro. (Aprobada por mayoría de los miembros presentes: 2 a favor x 1 abstención).

Inciso segundo


5.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para suprimir la oración final “Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).
o o o o o


6.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Durante las interrupciones de la jornada de trabajo a que se refieren los incisos precedentes el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro a que se refiere el Título III del Libro II.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).
o o o o o

Numeral 2)


2) Agrega en el artículo 36 el siguiente inciso segundo:

“En el caso de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. En casos justificados, se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con el mismo recargo establecido en el artículo 32. Con todo, el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.”.
_______

Al numeral 2)


7.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para reemplazar en el inciso segundo que propone la palabra “mismo” por “doble del”.


El señor Del Río indicó que la norma contenida en el proyecto tiene su origen en un acuerdo alcanzado con la CGT, en su momento, y que abarca situaciones que requieren de un estatuto especial, toda vez que, de acuerdo a las normas generales, un trabajador termina su jornada de trabajo a las 21:00 del día anterior al día de descanso semanal o festivo. En cambio, en estos casos la ley permitiría que el trabajo se extienda hasta las 00:00 horas, o, incluso hasta las tres de la mañana del día domingo o festivo, en casos justificados. 


Así, si un mes no tiene festivo alguno, las situaciones antes descritas se producirían, en promedio, sólo cuatro días al mes. Al importar la extensión de la jornada de trabajo un sacrificio, éste debe pagarse con un recargo de 50 por ciento. La extensión de la jornada laboral de estos trabajadores en caso alguno afecta su derecho al descanso, el que seguirá siendo las mismas 33 horas de cualquier otro trabajador. 


En su opinión, imponer el pago del doble del recargo para una hora extraordinaria de trabajo parece un exceso. Sin perjuicio de lo anteriormente planteado, la posibilidad de pagar mejor no está prohibida, por lo que un pacto entre empleador y trabajador es perfectamente posible y sería válido. Señaló que así ocurre en muchos casos.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).
_________
Numeral 3)


3) Modifica el artículo 38 de la siguiente forma:

i) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando sus actuales incisos quinto a séptimo, a ser sexto a octavo, respectivamente:

“En el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y tour operadores, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, salvo que las partes acuerden alguna de las siguientes modalidades:

a) Distribuir la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veinticinco domingos de descanso en el lapso de un año, o bien con doce domingos de descanso en el lapso de seis meses. La distribución de los días domingos en esta modalidad deberá ser acordada por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo. 

Si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses señalado en el párrafo anterior, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, al número señalado en dicho párrafo. Este pago deberá efectuarse con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 y no podrá ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso. No existirá la obligación del presente párrafo cuando la terminación del contrato se produjere por culpa o por la sola voluntad del trabajador.

b) Distribuir la jornada ordinaria semanal de tal forma que el descanso recaiga, a lo menos, en un domingo dentro de cada mes calendario. Al efecto, el empleador deberá pagar uno de los domingos trabajados con un recargo no inferior al 100% sobre el valor del sueldo convenido para la jornada ordinaria. Las partes podrán pactar la distribución de los domingos de descanso considerados bajo esta modalidad por un período de doce meses, acuerdo que deberá estar expresamente consignado en el contrato de trabajo.”.

ii) Reemplázase en su inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la expresión “tercero y cuarto” por “tercero, cuarto y quinto”.
_________

Al ordinal i) que intercala en el artículo 38 un inciso quinto, nuevo.

8.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para eliminarlo.

Letra a) del ordinal i)

9.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para reemplazar la expresión “veinticinco” por “veintiséis” y “doce” por “trece”.

Letra b) del ordinal i)

10.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para suprimirla.
_______________


A proposición del señor Presidente, la Comisión acordó tratar las 3 indicaciones del Honorable Senador señor Muñoz en forma conjunta.


El señor Díaz, Subsecretario del Trabajo, indicó que el Ejecutivo propuso a la Comisión rechazar todas estas indicaciones por los motivos que pasó a exponer:


-En relación a la indicación N° 8, señaló entender la motivación de su autor, el ex Senador señor Muñoz, quien fue uno de los impulsores del “segundo domingo”, hace ya varios años atrás. Destacó que el objetivo de esta ley es otro, consistente en regular de la mejor manera posible una situación laboral excepcional.


-Respecto de la indicación N° 9, señaló que también entiende su propósito, cuál es, en lo esencial, que el trabajador cuenta con la mitad de los domingos de un año, para lo cual sube el número de domingos de 25 a 26, en el entendido que un año cuenta con 52 semanas. Pero tal proposición contiene un error y es que olvida las vacaciones, por lo que a esas 52 semanas corresponde restarle las tres semanas de vacaciones. Por lo tanto, la base de cálculo es de 49 semanas, y la mitad de ello es aproximado a 25 (domingos). La misma lógica rige para la segunda parte de la indicación que aumenta de 12 a 13, porque el cálculo base debe descontar el feriado proporcional.


-Finalmente, hizo presente que la indicación N° 10 es una reiteración de la indicación N° 8, presentada subsidiariamente.


-- Puestas en votación, las indicaciones N° 8, 9 y 10 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).
____________

Numeral 4)


4) Intercálase, en el Capítulo VI denominado “De la protección a las remuneraciones”, a continuación del artículo 65, el siguiente artículo 65 bis:

“Artículo 65 bis.- Los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito. En estos casos, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder del mes siguiente a aquél en que se recibieron del cliente. El empleador no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre dichos emolumentos, y deberá entregarlos íntegramente a los trabajadores.

Cuando la propina se entere a través de tarjetas de crédito, débito, cheques u otros títulos de crédito, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido. Tampoco tendrá facultades para disponer ni distribuir las propinas, facultad que sólo recae en quienes las reciben del cliente.”.
_________
Indicaciones al artículo 65 bis, que intercala el numeral 4)
Inciso primero


11.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para eliminar las frases “todas aquellas sumas que” y “al trabajador”.


12.- Del Honorable Senador señor Muñoz, para sustituir la palabra “entreguen” por “el diez por ciento de lo pagado por”.


13.- Del Honorable Senador señor García, para reemplazar la segunda oración por la siguiente: “En estos casos, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder  de siete días hábiles desde  que se recibieron del cliente; en caso de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, este plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura, cuando la propina esté incorporada a ella.”.

o o o o o


14.- Del Honorable Senador señor García, para intercalar como inciso segundo, nuevo, el que sigue:


“Si las propinas no son pagadas en efectivo, los plazos contenidos en el inciso anterior, podrán extenderse excepcionalmente cuando producto del aislamiento geográfico de la zona en que se encuentre el establecimiento, unido ello a la falta de medios electrónicos de pago, no sea posible entregar las propinas en el tiempo establecido.”.


15.- Del Honorable Senador señor García, para introducir como inciso tercero, nuevo, el siguiente:


"Con todo, el trabajador podrá otorgar un mandato a su empleador para que deposite todo o parte de las cantidades obtenidas por concepto de propina en una cuenta de ahorro voluntario en la Administradora de Fondos de Pensiones.”.

o o o o o


A proposición del señor Presidente, la Comisión acordó debatir las indicaciones 11, 12, 13, 14 y 15 en forma conjunta, y luego proceder a su votación por separado. 


En discusión, el Honorable Senador señor Orpis planteó la conveniencia de establecer derechamente en el texto que la propina es de propiedad del trabajador que la recibe. Lo anteriormente expuesto tendría efectos de la máxima importancia y relevancia. Por ejemplo, si el empleador llegase a apropiarse de las propinas, que son de propiedad del trabajador, cometería ilícitos graves. En tal sentido, hizo un llamado para que esta idea quede consagrada en la disposición.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez junto con concordar con lo planteado anteriormente, señaló que también resulta necesario estipular en la norma que no procede realizar descuento alguno de la propina que el trabajador recibe del cliente. Indicó que muchas veces el costo del uso de un medio electrónico para el pago, por ejemplo Transbank, es imputado al trabajador, lo cual resulta evidentemente injusto. 


Asimismo, adelantó que concuerda con la indicación del Honorable Senador señor García en el sentido que no puede ser mayor a siete días el plazo del empleador para liquidar y enterar al trabajador su propina.


Por otra parte, agregó no estar de acuerdo con la idea que el trabajador otorgue un mandato a su empleador para que deposite la propina en una cuenta de ahorro voluntario de una AFP, toda vez que da pie a efectos indeseados, y de los cuales se tendría conocimiento tardíamente, como sería el caso de un empleador inescrupuloso que engañe a sus trabajadores, indicándoles que está depositando las propinas en esa cuenta, sin hacerlo, o que use el dinero en beneficio propio.


El señor Subsecretario señaló que, en relación a la indicación N° 15, entendiendo la buena fe que la inspira, concuerda que podría prestarse para cometer abusos. Además, lo planteado en la indicación ya es posible hacerlo, toda vez que un trabajador en cualquier momento puede pedirle a su empleador que le deposite donde él indique la cantidad que determine.


Agregó, por otra parte, que concuerda con las otras ideas surgidas en el debate: señalar que las propinas son de propiedad de quien las recibe; que deben ser entregadas rápidamente por el empleador al trabajador, y que estas no admiten descuento alguno.


En respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Pizarro, el señor Del Río señaló que ninguna norma del Código del Trabajo consagra que la propina es de propiedad del trabajador, fundamentalmente debido a que ésta no forma parte de la remuneración. 


Agregó que, en su opinión, las inquietudes planteadas por los Honorables señores Senadores ya están recogidas en el texto aprobado en general al disponer que: “tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que por concepto de propina se entreguen los clientes”.


No obstante lo anterior, sugiere a la Comisión incorporar al final del inciso primero del artículo 65 bis, nuevo, una frase en relación a tales emolumentos, o propinas, del siguiente tenor: “, los que se entenderán de su propiedad”. 


--Puesta en votación, la indicación N° 11 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).

--Puesta en votación, la indicación N° 12 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).

--Puesta en votación, la indicación N° 13 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).

--Puesta en votación, la indicación N° 14 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).

--Puesta en votación, la indicación N° 15 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis y Pizarro (Rechazada por la unanimidad de los miembros presentes: 3x0).
__________________

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía propone aprobar el proyecto con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°

Numeral 1)

Artículo 34 bis, nuevo, que introduce en el Código del Trabajo


-En el inciso primero, intercalar entre “El pacto referido en este inciso deberá” y “constar por escrito”, lo siguiente: “incluir a todos los trabajadores que atienden público,”; incorporar a continuación de “caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses”, lo siguiente: “renovables de común acuerdo”, y suprimir la siguiente oración: “Si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho, el acuerdo podrá celebrarse en forma individual.”. (Indicación N° 4, con modificaciones. Mayoría de 2 votos a favor y 1 abstención).
° ° °


-Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Durante las interrupciones de la jornada de trabajo a que se refieren los incisos precedentes el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro a que se refiere el Título III del Libro II.”. (Indicación N° 6. Unanimidad: 3x0).

° ° °

Numeral 4)

- Reemplazar en el epígrafe, las palabras “artículo 65 bis” por “artículo 64 bis”.
Artículo 65 bis, nuevo, que introduce en el Código del Trabajo


- En el inciso primero, reemplazar su encabezado “Artículo 65 bis” por “Artículo 64 bis”, y sustituir la segunda oración por la siguiente: “En estos casos, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder  de siete días hábiles desde  que se recibieron del cliente. Tratándose de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, este plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura, cuando la propina esté incorporada a ella.”; y agregar, a continuación de “deberá entregarlos íntegramente a los trabajadores”, la siguiente frase final: “, los que se entenderán de su propiedad”.  (Indicación N° 13, con modificaciones. Unanimidad: 3x0).
° ° °


- Intercalar siguiente inciso segundo, nuevo:


“Si las propinas no son pagadas en efectivo, los plazos contenidos en el inciso anterior, podrán extenderse excepcionalmente cuando producto del aislamiento geográfico de la zona en que se encuentre el establecimiento, unido ello a la falta de medios electrónicos de pago, no sea posible entregar las propinas en el tiempo establecido.”. (Indicación N° 14. Unanimidad: 3x0).

° ° °

__________
TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


1) Intercálase, a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis:


“Artículo 34 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas, siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales señalados en los artículos 22 y 28. Las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes en el pacto referido en este inciso, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales; en caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, no corresponderá  remunerarse conforme a este inciso el tiempo que ya estuviese imputado a la jornada. Asimismo, el empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. El pacto referido en este inciso deberá incluir a todos los trabajadores que atienden público, constar por escrito y podrá extenderse hasta por tres meses, período que podrá ser renovado de común acuerdo. Este pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses renovables de común acuerdo. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores y su aprobación deberá constar en la forma que lo determine la Dirección del Trabajo. Esta distribución de la jornada no será compatible con aquella señalada en el artículo 27.


Los trabajadores de los establecimientos señalados en el inciso precedente que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo, en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios, podrán pactar la interrupción de su jornada en los términos señalados en el inciso anterior. Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.

Durante las interrupciones de la jornada de trabajo a que se refieren los incisos precedentes el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro a que se refiere el Título III del Libro II.”.


2) Agregáse en el artículo 36 el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. En casos justificados, se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con el mismo recargo establecido en el artículo 32. Con todo, el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.”.


3) Modifícase el artículo 38 de la siguiente forma:


i) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando sus actuales incisos quinto a séptimo, a ser sexto a octavo, respectivamente:


“En el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y tour operadores, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, salvo que las partes acuerden alguna de las siguientes modalidades:


a) Distribuir la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veinticinco domingos de descanso en el lapso de un año, o bien con doce domingos de descanso en el lapso de seis meses. La distribución de los días domingos en esta modalidad deberá ser acordada por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo. 


Si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses señalado en el párrafo anterior, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, al número señalado en dicho párrafo. Este pago deberá efectuarse con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 y no podrá ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso. No existirá la obligación del presente párrafo cuando la terminación del contrato se produjere por culpa o por la sola voluntad del trabajador.


b) Distribuir la jornada ordinaria semanal de tal forma que el descanso recaiga, a lo menos, en un domingo dentro de cada mes calendario. Al efecto, el empleador deberá pagar uno de los domingos trabajados con un recargo no inferior al 100% sobre el valor del sueldo convenido para la jornada ordinaria. Las partes podrán pactar la distribución de los domingos de descanso considerados bajo esta modalidad por un período de doce meses, acuerdo que deberá estar expresamente consignado en el contrato de trabajo.”.


ii) Reemplázase en su inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la expresión “tercero y cuarto” por “tercero, cuarto y quinto”.


4) Intercálase, en el Capítulo VI denominado “De la protección a las remuneraciones”, a continuación del artículo 65, el siguiente artículo 64 bis:


“Artículo 64 bis.- Los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito. En estos casos, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder de siete días hábiles desde que se recibieron del cliente. Tratándose de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, este plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura, cuando la propina esté incorporada a ella. El empleador no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre dichos emolumentos, y deberá entregarlos íntegramente a los trabajadores, los que se entenderán de su propiedad.


Si las propinas no son pagadas en efectivo, los plazos contenidos en el inciso anterior, podrán extenderse excepcionalmente cuando producto del aislamiento geográfico de la zona en que se encuentre el establecimiento, unido ello a la falta de medios electrónicos de pago, no sea posible entregar las propinas en el tiempo establecido.

Cuando la propina se entere a través de tarjetas de crédito, débito, cheques u otros títulos de crédito, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido. Tampoco tendrá facultades para disponer ni distribuir las propinas, facultad que sólo recae en quienes las reciben del cliente.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 2° de la ley N° 19.973, de la siguiente forma:


1) En el inciso primero:


i) Agrégase, a continuación de la expresión “casinos de juego”, la frase “locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos”, precedida de una coma (,).


ii) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Las tiendas de conveniencia asociadas a establecimientos de venta de combustibles podrán atender público en la medida que coexista la actividad de venta directa de los productos que allí se ofrecen, con la elaboración y venta de alimentos preparados, que pueden ser consumidos por el cliente en el propio local.”.


2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Los trabajadores que, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, se encuentran exceptuados de los descansos allí señalados, tendrán derecho a los mismos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, pudiendo pactar con este la rotación del personal necesario para este fin.”.”.
- - - - -
Acordado en sesiones celebradas los días 23 de abril, 5 y 12 de mayo de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2014.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADAPTA NORMAS LABORALES AL ÁMBITO DEL TURISMO

(8.770-23)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.
Corresponde recordar que la Sala del Senado, tal como lo acordó respecto de la discusión en general, remitió esta iniciativa para su discusión en particular-además del trámite ante la Comisión de Economía- a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió en particular esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, la asesora del Subsecretario, señora Romina Pizzoleo, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, los asesores legislativos, señores Roberto Godoy y Pablo Yovane y la Jefa de Gabinete de la Ministra, señora Elvira Oyanguren; la Subsecretaría de Turismo, señora Javiera Montes Cruz; los asesores legislativos de la Subsecretaría de Turismo, señores Francisco Muñoz y Pablo Valladares y la asesora de comunicaciones, señora Carolina Neculhueque; la asesora económica y la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional señoras Irina Aguayo y Paola Álvarez, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin; el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; los asesores parlamentarios: de la Senadora Goic, el abogado Juan Pablo Severín y el señor Gerardo Bascuñán; del Senador Letelier el señor José Fuentes y del Senador señor Allamand, el señor Marcelo Soto. Asimismo, estuvieron presentes los periodistas del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Becerra y señor Rodolfo Carrasco y la periodista de la Subsecretaría de Turismo, señora Michelle Melguero.


Concurrieron a la sesión de 12 de noviembre de 2014, los representantes de la Federación de Empresas de Turismo de Chile (FEDETUR), el Presidente señor Mauro Magnani y el abogado señor Fernando Moya.

 
A la sesión de 1 de abril de 2015, asistieron el Presidente de la Confederación General de Trabajadores CGT-Chile, señor Manuel Ahumada Lillo y la Directora Nacional señora Ivonne Rosas Jofré.

-------


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


El artículo 2° no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones sustantivas, sólo de una enmienda de carácter formal.


El numeral 1 del artículo 1° fue objeto de la indicación 1 bis –que fue aprobada con modificaciones-, y de las indicaciones 2 bis, 2 ter y 2 A, que fueron rechazadas.


El numeral 2 del artículo 1° fue objeto de la indicación 7 ter, que fue aprobada y de la indicación 6 bis, que fue rechazada.


El numeral 3 del artículo 1° fue objeto de la indicación 8 bis, que fue aprobada con modificaciones y de la indicación 10 A, que fue retirada.


El numeral 4 del artículo 1° fue objeto de la indicación 10 bis, que fue aprobada sin modificaciones. Asimismo, se le formularon las indicaciones 13 bis) –que fue retirada- y la indicación 15 bis), que fue rechazada.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


De conformidad a la tramitación dada a este proyecto, la Comisión de Economía en su segundo informe despachó el proyecto de ley que contempla las siguientes enmiendas al texto que se aprobó en general por el Senado: 


-Se incorpora la inclusión de todos los trabajadores que atienden público de un determinado restaurante u hotel en el pacto de interrupción de jornada; en caso del pacto acordado con organizaciones sindicales se podrá renovar por otros seis meses y se elimina la posibilidad de pactar en forma individual.


-Asimismo, se asegura la cobertura por accidentes del trabajo durante las interrupciones de la jornada de trabajo.


-La liquidación de las propinas y su entrega a los trabajadores no podrá exceder los siete días hábiles desde que se recibieron del cliente. En caso de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, el plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura. 


-Los plazos de pago de propinas podrán extenderse cuando no se pagan en efectivo y sólo si se trata de un establecimiento aislado geográficamente donde no existan medios de pago electrónicos.


-Las propinas se entenderán como propiedad del trabajador.

AUDIENCIAS


La Comisión, atendida las modificaciones introducidas por la Comisión de Economía, resolvió escuchar a representantes del Ejecutivo, de los empresarios del turismo y de los trabajadores del sector.

SESIÓN DE 12 DE NOVIEMBRE DE 2014
FEDERACIÓN DE EMPRESAS DE TURISMO DE CHILE


El Presidente de la Federación de Empresas de Turismo, señor Mauro Magnani, recordó que esta organización fue la que planteó al Gobierno del Presidente Piñera la presentación de un proyecto de ley que regulara el área del turismo en forma específica, dado que es una industria que trabaja cuando el resto descansa, requiriéndose atender las jornadas laborales distintas, las temporalidades y la necesidad de recurso humano calificado.


Agregó que es indispensable que el sector turismo cuente con una legislación especial, porque ayudará a los empresarios y con una mayor razón a los trabajadores, ya que va a transparentar informalidades y formalizar una serie de prácticas que posibilitarán mejores condiciones laborales.


Seguidamente, el abogado de FEDETUR, señor Fernando Moya se refirió a las enmiendas realizadas por la Comisión de Economía al texto aprobado en general.


En primer lugar, mencionó la modificación al artículo 34 bis, que incluye en los pactos de interrupción de la jornada diaria a todos los trabajadores que atienden público; hace renovable por común acuerdo el pacto acordado con las organizaciones sindicales y suprime la oración que posibilitaba el pacto individual si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho.


Al respecto, señaló que la supresión del pacto individual aparentemente dejaría inconsistente las demás modificaciones, porque surge la duda si persiste la posibilidad de que exista un pacto individual que duraría tres meses.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que dada la entidad de lo que significa interrumpir la jornada la Comisión de Economía estimó que el pacto siempre fuera colectivo, preferentemente con sindicatos cuando existen. Aun así, manifestó que el pacto celebrado con sindicatos bajo el principio de la auto-tutela tiene una mayor extensión que el pacto celebrado en forma simplemente colectiva, esto es, todos los trabajadores que atienden público. 


Añadió que el establecimiento de una serie de disposiciones específicas, entre las cuales se incluye la interrupción de jornada aplicable únicamente a los trabajadores del sector turístico, no constituye un precedente respecto de la extensión de dicha normativa a otros rubros.


El abogado de FEDETUR, señor Fernando Moya, concluyó que con esta explicación quedaría claro que no se presenta una inconsistencia en las enmiendas al artículo 34 bis, ya que existirían un pacto colectivo con las organizaciones sindicales y otro pacto simplemente colectivo con todos los trabajadores.


Luego, hizo mención del inciso nuevo que se agrega al artículo 34 bis, que preceptúa el amparo de la cobertura del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales durante las interrupciones de la jornada de trabajo y señaló que dichas interrupciones pueden llegar hasta las cinco horas, período de tiempo que el trabajador puede destinar a cualquier tipo de actividad, como podría ser un deporte, entendiendo FEDETUR que ello constituiría una actividad privada que no se configuraría como un accidente del trabajo, claridad que no se aprecia en la redacción aprobada por la Comisión de Economía.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, informó que dicha enmienda fue analizada con la Superintendencia de Seguridad Social y el período cubierto está correctamente explicitado en la norma en cuestión, puesto que la procedencia o no del seguro se determina caso a caso tal como ocurre en la actualidad.


Ejemplificó diciendo que puede suceder que un trabajador se dirige desde su casa al empleo, pero se desvía al Banco y acaece un accidente en el trayecto del domicilio al Banco, situación que será discernida en específico para determinar si queda cubierta por el seguro, atendido el objetivo de pasar por el Banco, haya sido cobrar su remuneración o efectuar otro tipo de trámite.


Por otra parte, aseveró que respecto del lapso de interrupción de jornada, dicha figura sería asimilable a los tiempos de espera de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, el que se encuentra protegido por el seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


El abogado de FEDETUR, señor Fernando Moya, sugirió que se contemplara una redacción referida a los accidentes de trayecto.


La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, quiso saber en qué afectaría la redacción aprobada a las primas del seguro.


El Senador señor Letelier dijo entender que la inquietud de FEDETUR gira en torno al aumento de las primas, pero –subrayó- ello es un costo asociado a la jornada discontinua solicitada por la industria del turismo.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, indicó que el mismo costo asociado se presenta respecto de los trabajadores del transporte que deben estar cubiertos en los tiempos de espera y lo que sucede para los trabajadores del turismo es que se distribuye de manera distinta la jornada, pero sigue siendo una jornada y, por lo tanto, cubierta por la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.


El Presidente de la Federación de Empresas de Turismo, señor Mauro Magnani, opinó que las enmiendas están pensadas para los trabajadores de las zonas extremas que viven cerca de su lugar de trabajo, porque en las ciudades es impracticable la jornada discontinua, principalmente por los trayectos desde el trabajo al domicilio.


La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, recordó que los accidentes asegurados son los acaecidos con ocasión del trabajo y que existen criterios emanados de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), ISAPRES, Unidades de Licencias Médicas, Mutualidades de Empleadores y –en última instancia- de la Superintendencia de Seguridad Social, que permiten determinar la ocurrencia de los requisitos propios de un accidente del trabajo o enfermedad profesional. En consecuencia, aseveró, la norma propuesta constituye una reiteración de las normas generales, por lo que deberá determinarse, en cada caso en particular, si se trata de un accidente del trabajo o enfermedad profesional.


La Senadora señora Goic consultó respecto de la necesidad de regular el derecho a la negociación colectiva de grupos específicos de trabajadores en lugar de ampliar, de modo general, el tipo de entidades que pueden negociar colectivamente y la cantidad de materias que pueden ser abordadas en dicho procedimiento.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, agregó que las disposiciones del proyecto de ley en estudio resultan compatibles con las iniciativas que el Ejecutivo pretende promover en materia de derecho colectivo del trabajo, particularmente en lo relativo a la titularidad sindical que éstas pretenden consagrar.

SESIÓN 1 DE ABRIL DE 2015

CONFEDERACIÓN GENERAL DE TRABAJADORES

(CGT)

 
El Presidente de la Confederación General de Trabajadores CGT de Chile, señor Manuel Ahumada, expuso al parecer de la organización acerca del proyecto de ley en estudio.

 
En primer lugar, manifestó la disconformidad de la entidad respecto del articulado de la iniciativa, la que, sostuvo, consagra la flexibilidad laboral como uno de los principios que informan la regulación aplicable al sector, perjudicando a los trabajadores del ámbito turístico, gastronómico y hotelero. Asimismo, afirmó que la aplicación de sus disposiciones afectaría la continuidad de la jornada laboral, generando hipótesis de desempleo, y el derecho de los trabajadores a acceder a las propinas que hubieren entregado los clientes de dichos establecimientos.


En efecto, aseveró que la interrupción de jornada, que se propone incorporar mediante el numeral 1) del artículo 1° del proyecto de ley, constituye una figura que permitiría la distribución de los trabajadores en momentos de mayor afluencia de público, generando una disminución de los puestos de trabajo.

 
Asimismo, explicó que la figura de los denominados turnos cortados tendría una aplicación generalizada respecto de los trabajadores del sector turístico, al ser extensiva a todos los trabajadores que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios. 

 
En la misma línea, aseveró que la iniciativa no contiene una adecuada regulación de los turnos cortados en materia de lugares de descanso ni transporte para los trabajadores desde el lugar en que prestan sus servicios hacia sus domicilios.

 
Por otra parte, en lo tocante al tiempo destinado a colación, agregó que una fracción de aquélla será imputable a la interrupción de jornada en el evento en que se ejerza fuera del lugar de trabajo, lo que generaría una afectación en su derecho al descanso.

 
En los mismos términos, afirmó que constituye una vulneración al derecho al descanso diario la regulación relativa a la duración de la jornada diaria, en los términos contenidos en el numeral 2) del artículo 1° de la iniciativa, que permite que el trabajador, en casos justificados, pueda traspasar dicho límite hasta en tres horas, sin perjuicio de un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas contadas desde el término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.

 
En cuanto al numeral 3) del artículo 1° del proyecto, en lo relativo a la distribución de la jornada semanal de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y tour operadores, aseveró que la aplicación de dicha disposición generaría una distribución unilateral del descanso semanal por parte del empleador, privilegiando el desempeño de actividades remuneradas en la época de mayor demanda del sector. En efecto, añadió que, de ese modo, se incentivará la realización de “turnos negros”, en que el trabajador desempeña labores remuneradas sin dejar registro de ello.

 
En lo tocante al pago de propinas, en los términos contenidos en el numeral 4) del artículo 1° del proyecto de ley, coincidió en limitar el plazo de su pago a los trabajadores en no más de siete días, sin perjuicio de la necesidad de regular la forma en que debe distribuirse dicho rubro entre todos los trabajadores. Asimismo, abogó por evitar la asimilación de los cheques junto a los medios electrónicos de pago.


A propósito del pago de propinas en eventos especiales organizados por el empleador, aseveró que, en rigor, se trata de eventos contratados entre el empleador y terceros, debiendo detallarse la forma de distribución entre todos los trabajadores que intervienen en éstos.

 
Respecto del artículo 2° del proyecto, que modifica el artículo 2° de la ley N° 19.973, del año 2004, que establece feriados, sostuvo que debe cautelarse el derecho a feriado irrenunciable de los trabajadores que se desempeñan en locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos. Asimismo, arguyó que deben incluirse en dicho feriado a los trabajadores de establecimientos de expendio de combustible o farmacias de urgencia o que deban cumplir turnos fijados por la autoridad sanitaria. 


Al mismo tiempo, indicó que el inciso segundo, nuevo, que el texto del proyecto de ley pretende incorporar al artículo 2° de la ley N° 19.973, para que los trabajadores exceptuados de los descansos irrenunciables puedan ejercerlo una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, resultaría impracticable, al requerir un pacto con el empleador, lo que, aseveró, es de compleja realización en el ámbito turístico.

SUBSECRETARIO DEL TRABAJO, SEÑOR FRANCISCO JAVIER DÍAZ

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó los lineamientos centrales del proyecto de ley sometido a la consideración de la Comisión.

 
En primer lugar, aseveró que, en términos generales, la iniciativa pretende adecuar las normas laborales del sector turístico a las especiales características de dicha prestación de servicios, protegiendo los derechos de los trabajadores y su voluntad colectiva.

 
En efecto, afirmó que el ámbito del turismo, en el que se desempeñan más de 270 mil personas -equivalentes al 3,7% de los trabajadores del país-, representa un 3.2% del Producto Interno Bruto total. De dicho universo, añadió, el 46% presta servicios en restaurantes, pubs o discoteques, y el 17% lo hace en servicios de alojamiento. Asimismo, el 60% del empleo se realiza fuera de la Región Metropolitana, en tanto que el 47% de los empleos son ocupados por mujeres y el 33% por jóvenes de entre 18 y 29 años.

 
En la misma línea, enfatizó que, a raíz de la fuerte estacionalidad que caracterizaría al sector, se han detectado diversos aspectos críticos en la aplicación de la normativa, entre los que se incluyen la dificultad en el cumplimiento del descanso dominical equivalente a dos domingos en cada mes calendario, y aquellas que regulan el inicio del descanso semanal, la que no resulta aplicable en restaurantes, pubs y discoteques. 

 
Asimismo, agregó que hay ausencia de normas sobre protección de las propinas; los trabajadores no tienen derecho a los feriados obligatorios del comercio -al encontrarse exceptuados de la aplicación de la ley N°19.973, que establece feriados, de 2001-; los restaurantes que cierran entre almuerzo y cena perjudican a sus trabajadores con horas muertas sin compensación alguna, al no considerarse como jornada pasiva; y no existe regulación clara sobre el cierre de las tiendas de conveniencia en días feriados obligatorios para el comercio.

 
En consecuencia, afirmó que la iniciativa propone introducir diversas modificaciones a las normas legales aplicables al sector del turismo.

 
En primer término, respecto del descanso semanal de los trabajadores del sector, detalló que la iniciativa contempla que el horario de inicio del descanso semanal puede retrasarse hasta en 3 horas, en cuyo caso su remuneración se recarga en un 50%. Asimismo, se garantiza que el trabajador cuente con 33 horas continuas de descanso, retrasando su ingreso después del descanso semanal.

 
En lo relativo al descanso dominical, agregó que el proyecto contempla que las partes pueden pactar dos opciones, consistentes en anualizar un total de 25 domingos de descanso o en un lapso de seis meses 12 domingos de descanso por cada año calendario, o prestar servicios un tercer domingo cada mes calendario, con un recargo de un 100% del valor hora.

 
En cuanto a las normas sobre protección de las propinas, añadió que la iniciativa apunta a evitar cualquier injerencia en su repartición, debiendo ser entregada, a más tardar, dentro de los 7 días siguientes al pago por medios electrónicos, no pudiendo descontar las comisiones derivadas del uso de dichos instrumentos.

 
En lo tocante a los feriados obligatorios para el sector del comercio, detalló que, en conformidad a la ley N° 19.723, los días 1° de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1° de enero son feriados obligatorios e irrenunciables para los trabajadores del comercio, pero, al mismo tiempo, dicho cuerpo legal exceptúa de su aplicación a los trabajadores de restaurantes, pubs y discoteques.

 
Habida cuenta de ello, agregó que la iniciativa contempla el ejercicio de dicha prerrogativa mediante un sistema de turnos, pudiendo acceder a éstos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, y pudiendo pactar la rotación del personal necesario para este fin, incluyendo a los trabajadores que se desempeñan en las tiendas de aeropuertos.

 
Respecto de la interrupción de jornada, sostuvo que el proyecto apunta a regular dicha figura, considerando que se aplica actualmente sin que exista una adecuada retribución al trabajador. 

 
Al efecto, detalló que se propone el establecimiento de requisitos y compensaciones en caso de que los restaurantes cierren en horas de la tarde -esto es, que no se encontraren disponibles para la atención de público- y reabran en la cena, únicamente para los trabajadores que atienden público. Con dicha finalidad, detalló que deberá suscribirse un pacto con el o los sindicatos, o en forma colectiva si no existiere aquél, cuya vigencia será de seis y tres meses, respectivamente. Agregó que dicho pacto puede considerar hasta cinco horas de cierre, sin incluir la hora de colación. 

 
Asimismo, añadió que, en dicha hipótesis, el trabajador deberá percibir por cada hora de cierre, a lo menos, el pago de 1,5 ingresos mínimos mensuales por cada hora de trabajo. 

 
Sin embargo, agregó que, de modo excepcional, la Dirección del Trabajo podrá autorizar, fundadamente, un pacto de interrupción de jornada para trabajadores que no atiendan directamente público y sean de difícil reemplazo, tales como maestros de cocina.

 
Finalmente, respecto de las tiendas de conveniencia, detalló que el proyecto apunta a regularizar el goce de feriados, estableciendo el deber de cerrar aquellas que no elaboren y expendan alimentos para ser consumidos en el local.

Consultas

 
El Senador señor Allamand consultó respecto de la especificación de las actividades que pueden ser incluidas dentro del sector del turismo.

 
La Subsecretaria de Turismo, señora Javiera Montes, afirmó que las actividades características del turismo, definidas por la Organización Mundial de Turismo, incorporan aquellas relativas al entretenimiento, alimentación y alojamiento de personas, incluyendo a las empresas de operación, agencia, transporte y guía de personas.

 
El Senador señor Larraín solicitó se explicara sobre la aplicación de las disposiciones respecto de los recintos hoteleros.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, explicó que las disposiciones contenidas en la iniciativa, en dicha hipótesis, operarían respecto de los trabajadores de los restaurantes ubicados al interior de recintos hoteleros, en tanto que, en lo tocante al resto de quienes se desempeñan en éstos, quedarían sujetos a las normas generales contenidas en el Código del Trabajo.

 
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, con la finalidad de determinar la aplicación de las disposiciones que propone el proyecto de ley, debe distinguirse el tipo de establecimiento de que se trate en cada caso en particular. 

 
Con dicho propósito, agregó, no resulta pertinente atender a un elemento de carácter puramente formal –tal como el tipo de patente comercial del establecimiento de que se trate-, sino que, tal como ha sostenido la Dirección del Trabajo, se considera como restaurantes a todos aquellos establecimientos que elaboren o preparen productos alimenticios para ser consumidos en el mismo lugar de su expendio.

 
El Senador señor Allamand consultó respecto del carácter imputable de la interrupción de jornada respecto de aquella que ordinariamente desarrolla el trabajador.

 
Asimismo, consultó sobre la cobertura del seguro por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales durante la interrupción de jornada.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que dicha interrupción no resulta ser imputable a la jornada de trabajo, sin perjuicio de que la contraprestación que el trabajador recibe en su caso constituye remuneración para todos los efectos legales.

 
Por otra parte, explicó que en el proyecto de ley se consigna, expresamente, que, durante las interrupciones de la jornada de trabajo, el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro a que se refiere el Título III del Libro II del Código del Trabajo, esto es, por el seguro social contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

 
El Presidente de la Confederación General de Trabajadores CGT de Chile, señor Manuel Ahumada, sostuvo que en la iniciativa no se establece de modo expreso, entre los requisitos para proceder a la interrupción de jornada, que el establecimiento deba encontrarse cerrado a la atención de público.

 
Asimismo, aseveró que, respecto de la aplicación de dicha figura, debe considerarse que, en la mayoría de los casos, los trabajadores residen en un lugar alejado de aquel en que prestan servicios. 

 
Por otra parte, puntualizó que la aplicación de las disposiciones contenidas en la iniciativa generaría la reducción del número de trabajadores del sector de turismo, toda vez que las labores que, por ejemplo, se desarrollan en un restaurant por dos turnos de trabajadores, serán desarrolladas por un solo grupo bajo el sistema de interrupción de jornada.

 
En consecuencia, afirmó que, de establecerse un mecanismo de interrupción de jornada, éste sólo sería conveniente en aquellas etapas de mayor demanda de servicios, tal como ocurre durante los fines de semana.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, agregó que el proyecto contempla que el empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción de la jornada de trabajo, siempre que el establecimiento haya cerrado sus dependencias y los trabajadores permanezcan fuera de él. De ese modo, agregó, es posible evitar que se disfrace una jornada pasiva mediante la prestación de otro tipo de servicios distintos a aquellos que desarrolla habitualmente.

 
Finalmente, manifestó que la iniciativa apunta a resolver, entre otras materias, las problemáticas que derivan de la falta de regulación de la interrupción de jornada, mediante un mecanismo de compensación que requiere el acuerdo entre trabajadores y empleadores. De ese modo, afirmó, no resulta procedente sostener que la aplicación de dicho mecanismo generaría una disminución del número de trabajadores que se desempeñan en dicho sector.

SUBSECRETARIA DE TURISMO, SEÑORA JAVIERA MONTES

 
La Subsecretaria de Turismo, señora Javiera Montes, expuso ante la Comisión respecto de los antecedentes generales de sector turístico, los que, sostuvo, permiten dar cuenta de su carácter específico en relación a otros sectores de la producción y los servicios.

 
En primer lugar, afirmó que se trata de una actividad con altos grados de estacionalidad, tal como ocurre en la época correspondiente a los meses de verano y fines de semana largos. Asimismo, arguyó que se trata de una industria atomizada, toda vez que las micro- empresas equivalen al 80% de las entidades del sector, la pequeña empresa a un 16% y la mediana a un 2%, por lo que, por regla general, se trata de empresas con un bajo número de trabajadores.

 
Tratándose, en específico, de las disposiciones contenidas en el proyecto de ley en estudio, aseveró que existe la necesidad de regular el descanso de los trabajadores durante los feriados, considerando que se trata de jornadas de alta demanda para el sector del turismo.

 
Asimismo, respecto de las normas sobre excepción al descanso dominical, afirmó que, a raíz de la estacionalidad que caracteriza al sector, deben implementarse las medidas destinadas a garantizar el correcto funcionamiento de los destinos turísticos del país.

 
Finalmente, en lo tocante a la interrupción de la jornada, aseveró que se trata de una práctica generalizada en el ámbito del turismo. Habida cuenta de ello, detalló que la iniciativa apunta a establecer un mecanismo de compensación ante la utilización de dicha figura, mediante el acuerdo entre el empleador y los trabajadores.

Consultas

 
El Senador señor Larraín consultó respecto de los factores que permiten sostener que el sector turístico se caracteriza por poseer altos niveles de estacionalidad, toda vez que no todas a las actividades que se desarrollan en ese ámbito presentan dicha característica.

 
La Subsecretaria de Turismo, señora Javiera Montes, afirmó que el porcentaje de actividades que se desarrollan de modo estacional en el sector del turismo resulta ser relevante, en cuyo contexto los planes que ha promovido el Ejecutivo apuntan a favorecer una ocupación constante durante todos los meses del año, con la finalidad de favorecer la continuidad en los servicios.

PRONUNCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RESPECTO DEL TEXTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN DE ECONOMÍA Y DE LAS INDICACIONES PRESENTADAS ANTE LA COMISIÓN
SESIÓN 22 DE ABRIL DE 2015

Numeral 2) del Artículo 1°


El texto despachado por la Comisión de Economía agrega al artículo 36 del Código del Trabajo un inciso segundo. Dicho artículo está referido al inicio del descanso, obligaciones y prohibiciones de días entre feriados o entre un feriado y un día sábado o domingo y estatuye que empezarán a más tardar a las 21 horas del día anterior al domingo o festivo.


El inciso segundo que se agrega establece que la finalización de las labores de los trabajadores de restaurantes, hoteles, pubs, bares, discotecas y similares será a las 00:00 horas del día anterior a un día de descanso y en casos justificados se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con un 50% de recargo.


La Senadora señora Goic presentó la indicación signada con el número 6 bis, que sustituye el inciso segundo propuesto por el siguiente:


“En el caso de los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. En casos justificados, tratándose de la jornada anterior a un día domingo o festivo, se podrá traspasar dicho límite hasta en dos horas, las que deberán pagarse con un recargo del ciento por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria. Con todo, el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.”.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, señaló que la norma general dispone que un trabajador tiene que tener al menos un día de descanso semanal, el que puede recaer en un día domingo o en otro día dependiendo del trabajo que se desempeñe. Dicho descanso semanal se inicia –como norma general- a las 21 horas del día anterior y terminará no antes de las 6 horas del día siguiente al del descanso.


Agregó que excepcionalmente respecto de los trabajadores que laboran por turno, se admite que puedan prestar servicios hasta las 12 de la noche del día anterior y en el caso de trabajadores de discotecas, pubs y restaurantes lo anterior es muy difícil de aplicar, puesto que dichos establecimientos se encuentran abiertos hasta las 3 de la mañana aproximadamente. Por ello, la norma propuesta por la Comisión de Economía determina que el dependiente pueda traspasar ese límite de las 00:00 horas hasta en tres horas, manteniéndose el derecho al descanso continuo de 33 horas.


La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, observó que la indicación de la Senadora señora Goic es más restrictiva, porque sólo se refiere a los casos excepcionales justificados de jornadas anteriores a domingos o festivos. En cambio el texto despachado por la Comisión de Economía comprende cualquier día.


La Senadora señora Goic opinó que la excepción sólo cabe hacerla respecto de la jornada anterior a un día domingo o festivo y por un lapso de solo dos horas, clarificando que eso no significa que el establecimiento tenga que cerrar, ya que los trabajadores realizan turnos laborales.


Añadió que en la indicación que presentó no se utiliza la expresión trabajadores de restaurantes de casinos, porque bastaría con mencionar a los trabajadores de restaurantes para englobar ese caso.


El Senador señor Letelier dijo entender que esa diferenciación se fundamentaba con el giro de la empresa.


Luego se refirió a la restricción propuesta a los días domingo y festivos, preguntando si se quería que la gente trabajara después de las 00:00 y si se quería que existiera actividad económica posterior a ese horario.


Prosiguió reflexionando acerca de las personas que trabajan los jueves, viernes, sábados y domingos en un restaurante, discoteque u otro establecimiento similar y consultó si van a poder trabajar después de las 00:00, dependiendo de la propuesta de la Comisión de Economía y de la indicación 6 bis. En este último caso, no podrían trabajar unas horas más, salvo el sábado o un día previo a un festivo.


El Senador señor Allamand destacó que en un día de semana sería menos gravoso trabajar unas horas más, pero la Ministra del Trabajo y Previsión Social estimó que la indicación de la Senadora señora Goic está sustentada sobre la base del aumento de actividad del establecimiento que normalmente ocurre un sábado y en los días previos a un día festivo.


La Senadora señora Goic explicó que la excepción de los trabajadores por turno de terminar su labor a las 00:00 horas dice relación con la adecuación las necesidades del personal y del sector comercial, por lo que la indicación también se apega a la realidad y en los días sábado y previos a festivos se concentra mayor actividad, justificando extender el horario con un pago del ciento por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria.


Advirtió que una regla excepcional, de conformidad al texto propuesto por la Comisión de Economía se esté convirtiendo en una práctica habitual.


El Senador señor Letelier opinó que la idea es establecer reglas claras para la industria y garantizar los derechos de los trabajadores.


La Subsecretaria de Turismo, señora Javiera Montes aseveró que en todas las temporadas el sábado en la noche es el día de mayor demanda, esto es, aumenta la actividad de los establecimientos.


La Senadora señora Goic, atendida este dato manifestó su disposición a que se agregaran los días sábado dentro de aquellos donde los trabajadores traspasen el límite de las 00:00 horas.


Sin embargo, manifestó sus dudas de continuar analizando esta iniciativa, porque en otro proyecto se está discutiendo el tema del fortalecimiento de la negociación colectiva, instancia que permitiría a los trabajadores resolver temas como éste con las garantías debidas al interior de la empresa. El proyecto en informe podría rigidizar las posibilidades para los trabajadores.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el período extra que se está proponiendo es el de mayor ganancia de propinas y, por otro lado, algunos empleadores no tienen capacidad para contratar más personal y puede suceder que los mismos trabajadores laboren fuera de las normas legales.

SESIÓN 6 DE MAYO DE 2015


En sesión celebrada el 6 de mayo de 2015, la Comisión continuó discutiendo el texto despachado por la Comisión de Economía y las indicaciones presentadas a su respecto.

ARTÍCULO 1°

Numeral 1)

 
El numeral 1) del artículo 1° del texto aprobado por la Comisión de Economía propone incorporar un artículo 34 bis, nuevo, al Código del Trabajo.

 
Dicha disposición establece que los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de su jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas, siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo, y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales. 
 
Añade que las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales. Con todo, en caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, detalla que no se deberá remunerar el tiempo imputado a la jornada, en tanto que el empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. 
 
Respecto al pacto, que debe celebrarse por escrito e incluir a todos los trabajadores que atienden público, su vigencia será de hasta tres meses, período que podrá ser renovado de común acuerdo con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses, también renovables de común acuerdo. 
 
En caso de no existir dichas organizaciones, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, propone que el acuerdo deberá celebrarse colectivamente con los trabajadores, y su aprobación deberá constar en la forma que lo determine la Dirección del Trabajo. En cualquier caso, detalla que dicha distribución no será compatible con la jornada especial que establece el artículo 27 del Código del Trabajo.
 
En cuanto a los trabajadores que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios, prescribe que podrán pactar la interrupción de su jornada en los términos señalados precedentemente, debiendo el empleador, al efecto, remitir a la Dirección del Trabajo una copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias que se requieren en su caso.

 
Finalmente, propone que durante las interrupciones de la jornada el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

 
La Senadora señora Goic presentó la indicación 1 bis, para circunscribir la aplicación de dicha disposición únicamente a los trabajadores de restaurantes que atiendan directamente al público. 
 
Por su parte, el Senador señor Allamand presentó, respecto del inciso primero del artículo 34 bis, nuevo, que se propone incorporar al Código del Trabajo, la indicación 2 bis, para eliminar la exigencia que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo para proceder a la interrupción de jornada.


Asimismo, presentó la indicación 2 ter, para establecer que, respecto de la interrupción de jornada, las partes podrán acordar la permanencia del trabajador en el lugar de trabajo atendiendo las especiales condiciones del lugar en que se efectúa el trabajo, la seguridad del trabajador u otros elementos relevantes.
 
Al inicio del estudio de dichas disposiciones, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la interrupción de jornada operaría, en la mayoría de los casos, respecto de aquellos establecimientos de menor tamaño que, por su modelo de negocios, privilegian la calidad de los servicios que ofrecen por sobre su volumen de ventas.

 
En efecto, sostuvo que, actualmente, dichos establecimientos cierran sus dependencias, interrumpiendo la jornada de trabajo y extendiéndola sin una compensación para el trabajador. En consecuencia, afirmó que la propuesta aprobada por la Comisión de Economía apunta a que dicho período se considere como jornada pasiva –esto es, no imputable a la jornada de trabajo-, siendo remunerada mediante un acuerdo entre el colectivo de trabajadores y el empleador, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales. 

 
De ese modo, aseveró que se produciría un incremento en las remuneraciones del trabajador por un monto cercano al 30% de la remuneración mensual que perciben en promedio.

 
Asimismo, agregó que el fundamento de la consagración de dicha figura radica en reconocer que la interrupción de jornada constituye una manifestación de flexibilidad laboral que optimiza la estructura de costos del establecimiento. En consecuencia, sostuvo que si dicha prerrogativa está a disposición del empleador, y los trabajadores suscriben el acuerdo requerido para su implementación, éstos deben participar de los beneficios que su aplicación genera para el establecimiento de que se trate.

 
La Senadora señora Goic abogó por evitar la extensión de la aplicación de dicha figura a establecimientos distintos a restaurantes, toda vez que, de ese modo, se podría producir una afectación de los derechos de los trabajadores. En ese contexto, aseveró que, atendiendo al principio de primacía de la realidad que informa el derecho del trabajo, debe atenerse al tipo de actividades o servicios que, en la práctica, desarrolla el respectivo establecimiento, y no al giro o actividad que se consigne en su patente comercial.


La Comisión dejó pendiente la decisión sobre las indicaciones presentadas para una próxima sesión.
Numeral 2)

 
El numeral 2) del artículo 1° del texto aprobado por la Comisión de Economía propone agregar, en el artículo 36 del Código del Trabajo, un inciso segundo, nuevo, para establecer que, tratándose de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas, sin perjuicio que, en casos justificados, se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con el recargo que opera respecto del pago de horas extraordinarias. 
 
Con todo, agrega que el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.

 
Como se indicó en sesión de 22 de abril de 2015, la Senadora señora Goic presentó la indicación 6 bis, para establecer que, en el caso de los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. 
 
En casos justificados, agrega que, tratándose de la jornada anterior a un día domingo o festivo, se podrá traspasar dicho límite hasta en dos horas, las que deberán pagarse con un recargo del ciento por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria, sin perjuicio que el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.
 
La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, abogó por establecer que dichos trabajadores, previo a un día de descanso que recaiga en viernes, sábado o domingo, por descanso semanal o feriado, pueden trabajar hasta las 00:00 horas, extensibles hasta tres horas más, con un recargo equivalente al 100%, junto a un descanso que no podrá ser inferior a 33 horas continuas. De ese modo, aseveró que es posible conciliar adecuadamente el ejercicio del derecho al descanso con el desempeño de actividades remuneradas.

 
El Senador señor Allamand consultó respecto de la necesidad de incorporar en dicha regulación a los operadores o conductores de servicios turísticos.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, sostuvo que dichos trabajadores no se desempeñan en los establecimientos que señala la disposición en análisis, por lo que ésta no sería aplicable en su caso.

 
La Senadora señora Goic afirmó que la propuesta en estudio apunta a regularizar una situación que se verifica en un ámbito específico de la prestación de servicios, correspondiente al desempeño de labores remuneradas en hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, por lo que no resulta adecuado extender su vigencia hacia otros sectores.

 
El asesor legislativo de la Senadora señora Goic, previa autorización de la Comisión para hacer uso de la palabra, explicó que el propósito de circunscribir la aplicación de la referida disposición a la víspera de sábado, domingo o festivos, en los términos señalados en la indicación 6 bis, apunta a especificar el período en que se requiere en mayor medida la presencia de dichos trabajadores, sin ampliar la posibilidad de su aplicación a cualquier época del año. 

 
Al efecto, añadió que, en tal hipótesis, debe operar el recargo del ciento por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria, garantizando el descanso del trabajador por, a lo menos, 33 horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.

La Comisión dejó pendiente la resolución de esta materia, conviniendo con los representantes del Ejecutivo la presentación de una indicación para contemplar la propuesta de la Senadora señora Goic de recargar en un 100% el sueldo convenido, dado que dicha materia corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
Numeral 3)

 
El numeral 3) del artículo 1° del texto aprobado por la Comisión de Economía propone intercalar, en el artículo 38 del Código del Trabajo, un inciso quinto, nuevo, estableciendo que, en el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y tour operadores, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto de dicho artículo –que establece el régimen aplicable a las empresas exceptuadas del descanso semanal-, salvo que las partes acuerden alguna de las modalidades que propone.

 
Al efecto, permite la distribución de la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veinticinco domingos de descanso en el lapso de un año, o bien con doce domingos de descanso en el lapso de seis meses, lo que deberá ser acordado por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo. 
 
En dicha hipótesis, agrega que si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, a los señalados precedentemente, con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 –esto es, con el equivalente al cincuenta por ciento del sueldo convenido-, no pudiendo ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso. Con todo, agrega que no existirá dicha obligación cuando la terminación del contrato se produjere por culpa o por la sola voluntad del trabajador.

 
Asimismo, contempla una segunda forma de distribución de jornada, consistente en que el descanso recaiga, a lo menos, en un domingo dentro de cada mes calendario, en cuyo caso el empleador deberá pagar uno de los domingos trabajados con un recargo no inferior al 100% sobre el valor del sueldo convenido para la jornada ordinaria. Agrega que las partes podrán pactar la distribución de los domingos de descanso considerados bajo esta modalidad por un período de doce meses, lo que deberá estar expresamente consignado en el contrato de trabajo.

 
A su turno, la Senadora señora Goic presentó la indicación 8 bis, para establecer que, en la misma hipótesis las partes podrán acordar la distribución de la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veintinueve domingos de descanso en el lapso de un año, o bien con quince domingos de descanso en el lapso de seis meses.

 
Al inicio del análisis de dichas disposiciones, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, en general, es posible sostener que la tendencia de las políticas públicas apunta a garantizar el descanso dominical de los trabajadores.

 
En ese contexto, detalló que, tal como ha sido acordado por organizaciones de trabajadores y empleadores, resulta adecuado analizar la pertinencia de permitir el desempeño de actividades remuneradas en día domingo, con un recargo equivalente al cien por ciento sobre el valor del sueldo convenido para la jornada ordinaria, en cuyo caso el texto aprobado por la Comisión de Economía propone dos sistemas aplicables.

 
La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que resulta adecuado acoger la propuesta contenida en la indicación 8 bis, en lo relativo a la distribución de la jornada, para que el trabajador pueda ejercer, de modo alternativo, veintinueve domingos de descanso en el lapso de un año o quince domingos de descanso en el lapso de seis meses.

 
En la misma línea, la Senadora señora Goic agregó que la indicación de su autoría, junto con aumentar el número de días domingo en que el trabajador puede ejercer el derecho a descanso en el lapso de un año o seis meses, permite que el pago de los días domingos opere proporcionalmente, en el evento de corresponder a un plazo inferior a seis meses, sin importar si la terminación del contrato se produjere por culpa o por la sola voluntad del trabajador.

 
Por otra parte, abogó por la eliminación de la posibilidad de distribuir la jornada ordinaria semanal de tal forma que el descanso recaiga, a lo menos, en un domingo dentro de cada mes calendario, toda vez que se trata de una norma redundante atendidas las opciones que la iniciativa en estudio provee para acordar dicha distribución.
 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, coincidió con dicha observación, considerando que, de ese modo, es posible cautelar el pago proporcional por los días en que el trabajador hubiere prestado servicios.


El Senador señor Allamand consultó respecto al sistema de distribución del descanso semanal en día domingo, toda vez que ello podría generar que se rigidice la forma en que dicha prerrogativa puede ser ejercida.

 
La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que es necesario especificar que el sistema de distribución de jornada y el descanso en días domingo puede ser ejercido de forma anual o semestral, toda vez que, de ese modo, es posible permitir que el trabajador y el empleador puedan acordar la distribución de la jornada.

 
Seguidamente, el Senador señor Allamand afirmó que, reconociendo la necesidad de establecer un sistema alternativo anual o semestral para el ejercicio del derecho a descanso dominical, es preciso permitir que el trabajador pueda distribuirlo de modo flexible durante cada mes, de modo tal de garantizar su ejercicio atendiendo a la temporalidad que caracteriza a la actividad turística.

 
-Puesta en votación la indicación 8 bis, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

Numeral 4)
 
El numeral 4) del artículo 1° del texto despachado por la Comisión de Economía propone incorporar un artículo 64 bis, nuevo, al Código del Trabajo.
 
Dicha disposición establece que los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito, en cuyo caso el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder de siete días hábiles desde que se recibieron del cliente. 
 
Tratándose de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, agrega que este plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura cuando la propina esté incorporada a ella, sin perjuicio que el empleador no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre dichos emolumentos, los que se entenderán de su propiedad.

 
En aquellos casos en que las propinas no son pagadas en efectivo, añade que los plazos reseñados podrán extenderse, excepcionalmente, cuando producto del aislamiento geográfico de la zona en que se encuentre el establecimiento, junto a la falta de medios electrónicos de pago, no sea posible entregar las propinas en el tiempo establecido.
 
Asimismo, prescribe que cuando la propina se entere a través de tarjetas de crédito, débito, cheques u otros títulos de crédito, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido, sin que pueda disponer ni distribuir las propinas, facultad que sólo recae en quienes las reciben del cliente.
 
La Senadora señora Goic presentó la indicación 10 bis, para sustituir dicha disposición. 
 
Dicha propuesta propone garantizar la propiedad del trabajador respecto de las propinas que hubiere recibido, sin importar el medio de pago. Asimismo, regula la fecha en que se deben liquidar y pagar dichas sumas, la que no podrá exceder de siete días hábiles desde que se recibieron del cliente.
 
La Senadora señora Goic explicó que la indicación propuesta apunta a enfatizar que las propinas son de propiedad de los trabajadores. De ello deriva, agregó, que el empleador carece de facultades para su distribución o para efectuar descuentos de cualquier naturaleza.

 
Asimismo, añadió que la indicación 10 bis regula adecuadamente el pago de propinas mediante medios electrónicos o títulos de crédito, junto a aquellas hipótesis en que dicho pago resulta diferido en relación a la fecha de la prestación de servicios.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que, en ocasiones, el pago mediante tarjetas de crédito, u otros sistemas electrónicos, se verifica hacia el empleador con cerca de un mes contado desde la fecha de la prestación de servicios, lo que podría afectar la aplicación de dicha normativa.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, tal como han sostenido las empresas del sector, en la mayoría de los casos el promedio de pago hacia el empleador, cuando se utilizan medios electrónicos, alcanza a dos o tres días, en tanto que, en el caso de las tarjetas de crédito, equivale, como máximo, a diez días, salvo casos muy excepcionales, en que alcanza a treinta días.

 
En consecuencia, afirmó que el plazo de siete días resulta ser adecuado para cautelar adecuadamente los derechos de los trabajadores.

 
En la misma línea, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, afirmó que, en la práctica, los medios electrónicos de pago constituyen un beneficio que los establecimientos proveen al cliente. En consecuencia, enfatizó que las deficiencias que pudieren verificarse en el uso de dichos mecanismos no deben ser transferidas al trabajador, considerando que las propinas son de su propiedad desde el momento de la prestación de servicios.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, aun en los casos muy excepcionales en que se pudiere producir un retraso en el pago hacia el establecimiento por el uso de instrumentos electrónicos de pago, la propina constituye una liberalidad del cliente para el trabajador, por lo que no forma parte de la remuneración que recibe.

 
En consecuencia, afirmó que, en el evento de existir un intermediario en el pago de dicho monto, debe proceder al pago al trabajador en un plazo razonable, tal como señala el proyecto de ley en estudio, que, al efecto, señala un término de siete días. 

 
-Puesta en votación la indicación 10 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

ARTÍCULO 2°

Numeral 1)

 
El numeral 1) del artículo 2° del texto aprobado por la Comisión de Economía propone modificar el artículo 2° de la ley N° 19.973, del año 2004, que establece feriados.
 
Al efecto, agrega, dentro de los trabajadores exceptuados de los feriados obligatorios e irrenunciables –esto es, aquellos que se desempeñen en clubes, restaurantes, establecimientos de entretenimiento, tales como, cines, espectáculos en vivo, discotecas, pub, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados- a los que presten servicios en locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos.

 
Asimismo, apunta a establecer que las tiendas de conveniencia asociadas a establecimientos de venta de combustibles podrán atender público en la medida que coexista la actividad de venta directa de los productos que allí se ofrecen con la elaboración y venta de alimentos preparados que pueden ser consumidos por el cliente en el propio local.

 
La Subsecretaria del Turismo, señora Javiera Montes, consultó respecto de la necesidad de incluir en dicha disposición a los trabajadores que se desempeñan como tour operadores o guías turísticos en las empresas del rubro.

 
Se le informó que la ley N°19.973, que establece feriados, de 2004, operan respecto de los dependientes de comercio y los guías de turismo no se encuentran comprendidos dentro de ese concepto.

 
En cuanto a la regulación relativa a las tiendas de conveniencia asociadas a establecimientos de venta de combustibles, la entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que, actualmente, dichos establecimientos pueden operar en un feriado irrenunciable, en la medida que ofrezcan productos que se elaboran en el mismo lugar.

 
Con todo, afirmó que dicha situación ha generado que, en la práctica, algunos establecimientos sean exceptuados al ofrecer alimentos cuyo proceso de elaboración se desarrolla, mayormente, fuera del lugar en que se venden. En consecuencia, abogó por establecer que, de modo general, dichos establecimientos deben cerrar durante los feriados irrenunciables, salvo aquellos casos en que las tiendas de conveniencia operen, en la práctica, como un restaurant, tal como ocurre en carreteras o lugares alejados de los centros urbanos.

 
En la misma línea, la Senadora señora Muñoz explicó que las tiendas de conveniencia asociadas a los establecimientos de venta de combustibles, en ocasiones, instalan sistemas de venta de alimentos que, en rigor, no son producidos en el mismo lugar, con la finalidad de quedar excluidos del derecho al feriado irrenunciable. En consecuencia, abogó por regular adecuadamente dicha circunstancia, con la finalidad de permitir el ejercicio del derecho a feriado irrenunciable.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que, en cualquier caso, debe considerarse, además de la preparación de alimentos que pueden ser consumidos en el mismo lugar, la existencia de instalaciones propias de un restaurant.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, afirmó que aquellos casos en que una tienda de conveniencia expende alimentos que, en una etapa final o marginal, pueden ser elaborados en el lugar en que se consumen, la Dirección del Trabajo deberá especificar, en cada caso concreto, si se trata de un establecimiento que corresponde a la categoría de un restaurante, con el régimen laboral aplicable en su caso.

 
-Puesto en votación el numeral 1) del artículo 2° del texto aprobado por la Comisión de Economía fue aprobado en los mismo términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín. 


Cabe dejar constancia que, sin embargo, se tuvo presente la necesidad de realizar una adecuación de carácter formal en el ordinal i) del numeral 1).
Numeral 2)

 
El numeral 2) del artículo 2° del texto despachado por la Comisión de Economía propone incorporar un inciso segundo, nuevo, al artículo 2° de la ley N° 19.973, que establece feriados, para establecer que los trabajadores que se encuentran exceptuados de los feriados obligatorios e irrenunciables –correspondientes a los días 1 de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1 de enero de cada año- tendrán derecho a los mismos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, pudiendo pactar con este la rotación del personal necesario para este fin.

 
El Senador señor Allamand abogó por permitir que el trabajador pueda acordar con el empleador la prestación de servicios en jornadas correspondientes a feriados irrenunciables, a cambio de una contraprestación con un recargo específico.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, considerando que se trata de una prerrogativa que corresponde al ámbito individual del derecho del trabajo, y que en dicho ámbito las partes de la relación laboral no se encuentran en un pie de igualdad para negociar los términos del mencionado vínculo, no resulta adecuado permitir que el trabajador pueda renunciar a ejercer dicha prerrogativa.

 
En la misma línea, la Senadora señora Goic agregó que, considerando el carácter irrenunciable del feriado que consagra la ley N°19.973, no resulta adecuado introducir la posibilidad de ampliar las hipótesis restringidas de excepción que, en su caso, establece el artículo 2° de dicho cuerpo normativo.

 
-Puesto en votación el numeral 2) del artículo 2° del texto aprobado por la Comisión de Economía fue aprobado en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Larraín.

SESIÓN 13 DE MAYO DE 2015


En sesión de 13 de mayo de 2015, la Comisión continuó la discusión de las indicaciones presentadas al proyecto despachado por la Comisión de Economía.

NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 1°


En primer lugar, revisó el numeral 1) del artículo 1°, que propone incorporar un artículo 34 bis, nuevo, al Código del Trabajo.

 
Como ya se explicó anteriormente, dicha disposición establece que los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de su jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas, siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo, y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales. 


Cabe recordar que la Senadora señora Goic presentó la indicación 1 bis, para circunscribir la aplicación de dicha disposición únicamente a los trabajadores de restaurantes que atiendan directamente al público. 

 
Por su parte, el Senador señor Allamand y el Senador Larraín presentaron –separadamente- respecto del inciso primero del artículo 34 bis, nuevo, que se propone incorporar al Código del Trabajo, las indicaciones 2 bis y 2A, para eliminar la exigencia que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo para proceder a la interrupción de jornada.

 
Asimismo, el Senador señor Allamand presentó la indicación 2 ter, para establecer que, respecto de la interrupción de jornada, las partes podrán acordar la permanencia del trabajador en el lugar de trabajo atendiendo las especiales condiciones del lugar en que se efectúa el trabajo, la seguridad del trabajador u otros elementos relevantes.


La Senadora señora Goic abogó por reducir el tiempo máximo equivalente al período de interrupción de jornada, hasta por cuatro horas, y especificar que, durante ésta, los trabajadores deberán encontrarse fuera del establecimiento, el que no podrá atender público.

 
De ese modo, agregó que es posible distribuir la jornada de trabajo para garantizar el ejercicio del derecho a descanso de los trabajadores al término de aquélla.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que, en cualquier caso, debe evitarse la salida del trabajador durante la interrupción de jornada, toda vez que, en algunas zonas geográficas, no podrá salir del establecimiento por condiciones climáticas o de cualquier otra índole. Al efecto, agregó que se debe adecuar un lugar dentro del establecimiento en que pudiere permanecer durante la jornada pasiva, en la que no puede desempeñar ningún tipo de labor remunerada.


El Senador señor Larraín afirmó que la obligación del trabajador, consistente en salir del lugar de trabajo durante la jornada pasiva, sólo podría aplicarse en ciudades de menor tamaño en que no exista una gran distancia entre su domicilio y su lugar de trabajo. 

 
En consecuencia, enfatizó que, con la finalidad de aplicar las disposiciones que contiene la iniciativa, las partes podrán pactar la forma en que podrá ejercerse la jornada pasiva, considerando que, en cualquier caso, se trata de un período no imputable a la jornada de trabajo.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, sostuvo que los denominados turnos cortados constituyen una figura excepcionalísima dentro de la legislación laboral. En ese sentido, aseveró que se trata de una disposición que, en el evento de permitir que el trabajador pueda permanecer en el lugar de trabajo, generaría una alta posibilidad de que se vea obligado a realizar diversas labores durante el turno cortado, lo que contraviene el propósito de dicha figura.

 
En la misma línea, la Senadora señora Goic coincidió en que los turnos cortados constituyen una norma excepcional en la legislación laboral, por lo que debe ser interpretada de ese modo. Asimismo, sostuvo que, si se permite que el trabajador pueda permanecer en las dependencias del establecimiento durante el turno cortado, existe un alto riesgo de que sea obligado a desarrollar otras funciones.

Numeral 2)

 
Retomando la discusión del numeral 2) del artículo 1° del texto aprobado por la Comisión de Economía, la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, presentó la indicación 7 ter, para aumentar el recargo que el texto aprobado por la Comisión de Economía establece respecto de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares que traspasen, en hasta tres horas, el término de las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso.
Al efecto, propone – tomando en consideración la propuesta contenida en la indicación 6 bis- que dicho recargo debe ser equivalente al cien por ciento sobre el valor de la hora ordinaria correspondiente al sueldo convenido, a diferencia del texto aprobado por la Comisión de Economía, que establece que dicha suma deberá pagarse con el mismo recargo establecido en el artículo 32, esto es, con el recargo de cincuenta por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria.

El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, abogó por eliminar la referencia a los trabajadores de restaurantes de casinos, considerando que dichos trabajadores se encontrarían comprendidos genéricamente dentro de los restaurantes, en los términos que propone el texto aprobado por la Comisión de Economía.

 
-Puesto en votación el numeral 2 y la indicación 7 ter, resultaron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier. Con la misma votación se rechazó la indicación 6 bis.


-Asimismo, la Comisión –con la unanimidad anteriormente mencionada- acordó suprimir la frase “restaurantes de casinos de juego”, atendida la explicación del Ejecutivo sobre los trabajadores que laboran en los restaurantes de casinos de juego. Lo anterior en virtud del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Numeral 3)

Indicación 10 A
 
Sin perjuicio de haberse aprobado la indicación 8 bis, que sustituye el numeral 3), la Comisión reabrió el debate para ocuparse de la indicación 10 A, formulada por el Senador señor Letelier para establecer, en el artículo 38 del Código del Trabajo, que los trabajadores que se desempeñan como garzones en restaurantes y que cuentan con contrato indefinido de trabajo, gozarán del día 1° de enero como feriado irrenunciable.

 
Al iniciarse el análisis de la indicación 10 A, el Senador señor Letelier sostuvo que ésta recoge una demanda que han hecho valer los trabajadores del sector, consistente en garantizar su descanso durante el 1° de enero. De ese modo, agregó que los restaurantes podrían atender público en esa fecha contratando al personal de reemplazo que lo permita.

 
El Senador señor Allamand sostuvo que el ejercicio de dicha prerrogativa debe compatibilizarse con la atención de los restaurantes en la jornada correspondiente al 1° de enero, en que se produce un notorio incremento de la demanda turística. Además, advirtió que la contratación de personal de reemplazo, por sólo una jornada en el año, presenta dificultades prácticas que no podrán ser resueltas por tales establecimientos.

 
La Subsecretaria de Turismo, señora Javiera Montes, abogó por establecer que dicha disposición pudiere operar una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, quien debe adoptar las medidas para permitir el ejercicio de dicha prerrogativa.

 
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que el texto aprobado por la Comisión de Economía propone intercalar un inciso segundo, nuevo, a la ley N° 19.973, que establece feriados, para que los trabajadores exceptuados de dicho descansos tengan derecho a los mismos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador.

 
De ese modo, agregó que dicha disposición permite que las partes puedan planificar la rotación de personal para abrir el establecimiento, garantizando el derecho al feriado irrenunciable de modo alternado una vez cada dos años, en los días 1° de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1° de enero de cada año.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, agregó que el texto aprobado por la Comisión de Economía permite ejercer el derecho a descanso de modo rotativo y alternado, una vez cada dos años, en las fechas específicas que establece la ley N° 19.973, sin que éstos puedan ser intercambiados vulnerando, por esa vía, el carácter irrenunciable de dicha prerrogativa.
 
El Senador señor Letelier añadió que, en cualquier caso, resulta pertinente cautelar el carácter irrenunciable de los feriados que establece la ley N° 19.973, los que, en los términos del texto aprobado por la Comisión de Economía, pueden ser ejercidos, alternadamente, una vez cada dos años respecto del mismo empleador.

 
-La indicación 10 A fue retirada por su autor.

Numeral 4)
Indicación 13 bis
 
El numeral 4) del artículo 1° del texto despachado por la Comisión de Economía propone incorporar un artículo 64 bis, nuevo, al Código del Trabajo.

 
Al respecto, cabe recordar que en sesión anterior, la Comisión aprobó la indicación 10 bis) formulada por la Senadora señora Goic.

En la sesión siguiente, se reabrió el debate para considerar las indicaciones 13 bis y 15 bis, presentadas por el Senador señor Larraín; la 13 bis) con la finalidad de aumentar el plazo –de 7 a 10 días hábiles- dentro del cual el empleador deberá liquidar y enterar aquellas sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el plazo de siete días hábiles considera que las empresas del sector han señalado que dicho término resulta ser suficiente para pagar las propinas que hubiere enterado del cliente.

 
-La indicación 13 bis fue retirada por su autor.

 
-En consecuencia, se ratificó la aprobación de la la indicación 10 bis. 

A continuación y dentro de la reapertura del debate indicada, la Comisión revisó la indicación 15 bis.

Indicación 15 bis

 
La indicación 15 bis, del Senador señor Larraín, propone agregar un inciso tercero, nuevo, al artículo 64 bis que el texto aprobado por la Comisión de Economía incorpora al Código del Trabajo.

 
Al efecto, dicha indicación propone que el trabajador podrá otorgar un mandato a su empleador para que deposite todo o parte de las cantidades obtenidas por concepto de propina en una cuenta de ahorro voluntario en la administradora de fondos de pensiones.


El Senador señor Letelier sostuvo que dicha prerrogativa no requiere ser establecida mediante la regulación legal, toda vez que el mandato puede ser otorgado por el trabajador sin necesidad de una norma específica que lo faculte para ello.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que, habida cuenta que un porcentaje muy relevante del sueldo de los trabajadores deriva del pago de propinas, es necesario vincular dicha suma con la futura previsión del trabajador, sobre todo considerando que aquéllas no forman parte de su remuneración y, en consecuencia, no generan cotizaciones previsionales.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, además de tratarse de una facultad que no requiere ser establecida por ley, de ese modo el empleador podría intervenir en el cálculo y la repartición de las propinas, afectando la propiedad que el trabajador ejerce sobre ellas, en los términos que propone la iniciativa en estudio.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, agregó que la disposición en estudio resulta ser redundante, al tratarse de una disposición que carece de contenido prescriptivo, en tanto que reconoce una prerrogativa que actualmente opera en la práctica.
 
-Puesta en votación la indicación 15 bis, fue rechazada por tres votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y dos votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

-------

SESIÓN 3 DE JUNIO DE 2015

NUMERAL 3)

 
En esta sesión, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier, acordó reabrir el debate respecto del contenido del inciso quinto, nuevo, que se intercala al artículo 38 del Código del Trabajo, texto resultante de la aprobación de la indicación 8 bis en sesión de 6 de mayo de 2015.
 
Al efecto, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, sostuvo que diversas organizaciones de trabajadores del sector, agrupados en la Confederación Nacional de Trabajadores del Comercio, Producción y Servicios (CONATRACOPS), han manifestado su opinión favorable respecto del contenido de la iniciativa en estudio, sin perjuicio de su preocupación acerca de las consecuencias que la semestralización del derecho a descanso dominical pudiere generar en el ejercicio de dicha prerrogativa. 

 
En efecto, señaló que, en cualquier caso, debe evitarse la prestación de servicios remunerados durante tres domingos de modo consecutivo, sobre todo tratándose de las temporadas en que se produce una mayor demanda de sus servicios.
 
Por otra parte, agregó que la referida organización sindical ha señalado que, al quedar excluidos de los feriados obligatorios e irrenunciables que contempla la ley N° 19.973, deben desempeñar actividades en la jornada correspondiente al 24 de diciembre, aun cuando en ésta la afluencia de público a dichos establecimientos es muy escasa.

 
Con todo, aseveró que, en opinión del Ejecutivo, no resulta adecuado efectuar una distinción específica aplicable únicamente a los trabajadores de casinos de juego respecto al desempeño de actividades remuneradas en la jornada anterior al 25 de diciembre. En consecuencia, afirmó que la solicitud señalada precedentemente puede ser abordada de mejor manera en las disposiciones específicas aplicables a los casinos de juego, en lugar de ser resuelta mediante las disposiciones generales que consagra el Código del Trabajo.
 
Respecto de la regulación relativa al descanso dominical de los trabajadores del sector turístico, el Senador señor Allamand aseveró que, durante los períodos de mayor demanda de servicios, es necesario permitir que los trabajadores puedan realizar labores remuneradas, previo acuerdo con el empleador.

 
El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz, afirmó que, sin perjuicio de la necesidad de favorecer el desempeño de actividades remuneradas en el sector turístico -sobre todo en aquellos períodos de mayor demanda de servicios-, la regulación aplicable debe contener ciertos límites que permitan el descanso dominical de los trabajadores, considerando la desigualdad en que se encuentran trabajadores y empleadores al momento de negociar la forma en que pudieren ejercer dicha prerrogativa.
 
Al efecto, propuso agregar, en la indicación 8 bis, que la distribución de los días domingos no podrá considerar la prestación de servicios por más de tres domingos en forma consecutiva.
 
El Senador señor Letelier agregó que la fórmula propuesta por el Ejecutivo resulta razonable, al proteger el ejercicio al derecho a descanso de los trabajadores evitando que, mediante la imposición de un acuerdo por parte del empleador, pudiere afectarse el derecho al descanso semanal. 

 
-La Comisión acordó realizar la modificación en el texto de la indicación 8 bis, por tres votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y una abstención, del Senador señor Allamand.
-------

 
NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 1°

 
A continuación y para finalizar el tratamiento en particular del proyecto que adapta normas laborales al ámbito del turismo, la Comisión se definió respecto de las indicaciones 2 bis, 2 ter y 2 A, descritas en sesión de 13 de mayo de 2015.
 
-Puestas en votación las indicaciones 2 bis, 2 ter y 2a, fueron rechazadas por tres votos en contra, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y dos votos a favor, de los Senadores señores Allamand y Larraín.

Luego, la Comisión votó la indicación 1 bis, presentada por la Senadora señora Goic, quien sugirió reducir el tiempo máximo de interrupción de la jornada de 5 a 4 horas, lo que posibilitará distribuir la jornada garantizando el ejercicio del derecho a descanso de los trabajadores al término de la misma.

 
-Puesta en votación la indicación 1 bis, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, con excepción de la reducción del tiempo de 5 a 4 horas que fue aprobada por tres votos a favor, de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Letelier, y dos abstenciones, de los Senadores señores Allamand y Larraín.
MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Economía:

ARTÍCULO 1°

NUMERAL 1)

Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“1) Intercálase, a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis, nuevo:


“Artículo 34 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes  que atiendan directamente al público podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cuatro horas, siempre que los trabajadores no permanezcan en el lugar de trabajo y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales señalados en los artículos 22 y 28. 

 
Las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes en el pacto referido, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales. En caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, no corresponderá remunerarse conforme a esta disposición el tiempo que ya estuviese imputado a la jornada. El empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. 

 
El pacto deberá incluir a todos los trabajadores que atienden público y constar por escrito. El empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto. 

 
Se podrá incorporar en el pacto a trabajadores de los establecimientos señalados que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo, en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios. Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.

 
El pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados y podrá extenderse hasta por seis meses, renovables de común acuerdo. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores, ante un ministro de fe. 

 
La distribución de la jornada pactada conforme al presente artículo no será compatible con aquella señalada en el artículo 27.

 
Durante las interrupciones de la jornada de trabajo a que se refieren los incisos precedentes el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro a que se refiere el Título III del Libro II.”.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación 1 bis. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, con excepción de la locución subrayada que fue aprobada por 3 votos a favor de las Senadoras Goic y Muñoz y del Senador Letelier, y 2 abstenciones de los Senadores señores Allamand y Larraín).

NUMERAL 2)

-Ha suprimido la frase “restaurantes de casinos de juego”.

(Unanimidad 3X0. Artículo 121, inciso final. Senadora Muñoz y Senadores Allamand y Letelier).

-Ha sustituido la locución “el mismo recargo establecido en el artículo 32” por “un recargo del cien por ciento sobre el valor de la hora ordinaria correspondiente al sueldo convenido”.

(Unanimidad 3X0. Indicación 7 ter. Senadora Muñoz y Senadores Allamand y Letelier).

NUMERAL 3)

Lo ha sustituido por el siguiente:


“3) En el artículo 38:


i) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente nuevo, pasando a ser los incisos quinto a séptimo, sexto a octavo, respectivamente:

 
“En el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y de los operadores de turismo, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, salvo que las partes acuerden distribuir la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veintinueve domingos de descanso en el lapso de un año o, alternativamente, con quince domingos de descanso en el lapso de seis meses. La distribución de los días domingos deberá ser acordada por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo y no podrá considerar la prestación de servicios por más de tres domingos en forma consecutiva. Si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, al número señalado. Este pago deberá efectuarse con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 y no podrá ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso.”.

ii) Reemplázase en el inciso quinto, que ha pasado ser sexto, la locución “tercero y cuarto” por “tercero, cuarto y quinto”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación 8 bis. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín, con excepción de la frase subrayada que se aprobó por 3 votos a favor Senadoras Goic y Muñoz y Senador Letelier y la abstención del Senador Allamand).

NUMERAL 4)

Lo ha sustituido por el siguiente:


“4) Agréganse al artículo 64 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

 
“Los trabajadores tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que por concepto de propinas entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito. El empleador no podrá disponer de ellas, deberá entregarlas íntegramente a los trabajadores y no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre las mismas. Tampoco podrá distribuir las propinas, facultad que sólo recae en los trabajadores que las reciben del cliente, las que se entenderán de su propiedad. 
 
Tratándose de pagos con tarjetas de crédito u otros títulos de crédito, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder de siete días hábiles desde que se recibieron del cliente. En estos casos, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido. Tratándose de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, este plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura, cuando la propina esté incorporada a ella. 

 
Si las propinas no son pagadas en efectivo, los plazos contenidos en el inciso anterior, podrán extenderse excepcionalmente cuando producto del aislamiento geográfico de la zona en que se encuentre el establecimiento, unido ello a la falta de medios electrónicos de pago, no sea posible entregar las propinas en el tiempo establecido.”.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación 10 bis. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand y Larraín).

ARTÍCULO 2°

NUMERAL 1)
ordinal i)

Lo ha sustituido por el siguiente:

“i) Intercálase, a continuación de la expresión “cabarets,”, la frase “locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos,”.
(Adecuación formal)

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad a las modificaciones precedentemente señaladas el texto del proyecto queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:

 
1) Intercálase, a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis, nuevo:


“Artículo 34 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes  que atiendan directamente al público podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cuatro horas, siempre que los trabajadores no permanezcan en el lugar de trabajo y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales señalados en los artículos 22 y 28. 

 
Las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes en el pacto referido, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales. En caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, no corresponderá remunerarse conforme a esta disposición el tiempo que ya estuviese imputado a la jornada. El empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. 

 
El pacto deberá incluir a todos los trabajadores que atienden público y constar por escrito. El empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto. 

 
Se podrá incorporar en el pacto a trabajadores de los establecimientos señalados que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo, en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios. Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo, junto copia a la copia del respectivo pacto, los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.

 
El pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados y podrá extenderse hasta por seis meses, renovables de común acuerdo. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores, ante un ministro de fe. 

 
La distribución de la jornada pactada conforme al presente artículo no será compatible con aquella señalada en el artículo 27.

 
Durante las interrupciones de la jornada de trabajo a que se refieren los incisos precedentes el trabajador se encontrará bajo la cobertura del seguro a que se refiere el Título III del Libro II.”.
2) Agrégase en el artículo 36 el siguiente inciso segundo:

“En el caso de los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. En casos justificados, se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con un recargo del cien por ciento sobre el valor de la hora ordinaria correspondiente al sueldo convenido. Con todo, el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.”.
 
3) En el artículo 38:


i) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente nuevo, pasando a ser los incisos quinto a séptimo, sexto a octavo, respectivamente:
 
“En el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y de los operadores de turismo, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, salvo que las partes acuerden distribuir la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veintinueve domingos de descanso en el lapso de un año o, alternativamente, con quince domingos de descanso en el lapso de seis meses. La distribución de los días domingos deberá ser acordada por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo y no podrá considerar la prestación de servicios por más de tres domingos en forma consecutiva. Si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, al número señalado. Este pago deberá efectuarse con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 y no podrá ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso.”.

ii) Reemplázase en el inciso quinto, que ha pasado ser sexto, la locución “tercero y cuarto” por “tercero, cuarto y quinto”.

 
4) Agréganse al artículo 64 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

 
“Los trabajadores tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que por concepto de propinas entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito. El empleador no podrá disponer de ellas, deberá entregarlas íntegramente a los trabajadores y no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre las mismas. Tampoco podrá distribuir las propinas, facultad que sólo recae en los trabajadores que las reciben del cliente, las que se entenderán de su propiedad. 

 
Tratándose de pagos con tarjetas de crédito u otros títulos de crédito, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder de siete días hábiles desde que se recibieron del cliente. En estos casos, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido. Tratándose de eventos especiales organizados por el empleador y que sean pagados con posterioridad a su celebración, este plazo se extenderá hasta la fecha de pago de la respectiva factura, cuando la propina esté incorporada a ella. 

 
Si las propinas no son pagadas en efectivo, los plazos contenidos en el inciso anterior, podrán extenderse excepcionalmente cuando producto del aislamiento geográfico de la zona en que se encuentre el establecimiento, unido ello a la falta de medios electrónicos de pago, no sea posible entregar las propinas en el tiempo establecido.”.
Artículo 2°.- Modifícase el artículo 2° de la ley N° 19.973, de la siguiente forma:

1) En el inciso primero:

i) Intercálase, a continuación de la expresión “cabarets,”, la frase “locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos,”.
ii) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:

“Las tiendas de conveniencia asociadas a establecimientos de venta de combustibles podrán atender público en la medida que coexista la actividad de venta directa de los productos que allí se ofrecen, con la elaboración y venta de alimentos preparados, que pueden ser consumidos por el cliente en el propio local.”.

2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Los trabajadores que, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, se encuentran exceptuados de los descansos allí señalados, tendrán derecho a los mismos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, pudiendo pactar con este la rotación del personal necesario para este fin.”.”.

-------
Acordado en sesión celebrada el día 12 de noviembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión de 1 de abril de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta accidental), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand y Hernán Larraín Fernández; en sesión de 22 de abril de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y Ena Von Baer Jahn (en reemplazo del Senador señor Larraín) y del Senador señor Andrés Allamand Zavala; en sesión de 6 de mayo de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta accidental), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand y Hernán Larraín Fernández; en sesión de 13 de mayo de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández y en sesión de 3 de junio de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 5 de junio de 2015.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EVITAR LA DILACIÓN INJUSTIFICADA DE LAS AUDIENCIAS EN EL JUICIO PENAL

(9.152-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina y José García.




A las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto, concurrieron, por el Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Javiera Blanco; el Subsecretario, señor Ignacio Suárez; el Jefe de la División Jurídica, señor Roberto Godoy; la Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios, señora María Ester Torres; la abogada de la División Jurídica, señora María de los Ángeles Fernández, y los asesores de dicha Secretaría de Estado, señores Luis Gálvez, Gonzalo Rodríguez y Rodolfo Carrasco.





En representación de la Defensoría Penal Pública, asistieron el Defensor Nacional, señor Andrés Mahnke; el asesor legislativo, señor Francisco Geisse, y el abogado, señor Francisco García.





Por el Ministerio Público, participaron el Fiscal Nacional (S), señor Alberto Ayala, y los abogados de la Unidad de Asesoría Jurídica de la Fiscalía Nacional, señores Hernán Libedinsky y Claudio Pizarro.





Estuvo presente el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.





Asistieron, igualmente, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señores Diego Calderón y Hermes Ortega.





Concurrieron, asimismo, los asesores legislativos que a continuación se mencionan: del Honorable Senador señor De Urresti, las señoras Rocío Sánchez y Melissa Mallega; del Honorable Senador señor Larraín, los señores Sergio Morales y Héctor Mery; del Honorable Senador señor Araya, el señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor Espina, el señor Leonardo Contreras, y el asesor de Senadores del Comité PPD, señor Sebastián Abarca.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



El texto despachado en este segundo informe no contiene normas que requieran de un quórum especial para su aprobación.

- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o modificaciones: no hubo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, letra a).


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, letra b); 2; 3, numeral 3; 3, numeral 4, letra a); y 7 número 8.


4.- Indicaciones rechazadas: 3, números 2 y 5; y 7, número 7.


5.- Indicaciones retiradas: 3, número 4, letras b) y c); 4; 5 y 6.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.


Es preciso señalar que, además, la Comisión adoptó en forma unánime algunos acuerdos en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. De ellos se dará cuenta al abordarse las normas en las cuales inciden.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio inicio al estudio en particular del proyecto, haciendo presente que una vez que éste fue aprobado en general por la Sala, se abrió un plazo para presentar indicaciones, recibiéndose un total de siete.


Hizo presente, asimismo, que durante la discusión en general de la iniciativa los miembros de la Comisión tuvieron oportunidad de escuchar las exposiciones de representantes del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, quienes coincidieron con el propósito del proyecto, sin perjuicio de identificar algunos aspectos técnicos en la formulación del mismo, que requerían de los correspondientes ajustes.




Recordó que la Comisión concordó con los criterios esbozados en esa oportunidad, razón por la cual aprobó la idea de legislar y solicitaron a las señaladas instituciones que remitieran las sugerencias de enmienda que estimaran procedentes, las que fueron consideradas al elaborarse las indicaciones que en definitiva se presentaron.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión dio inicio al análisis de las disposiciones que integran el proyecto y de las indicaciones recibidas a su respecto.


De ello se dará cuenta a continuación, consignándose, además, los acuerdos alcanzados en cada caso por la Comisión.

Artículo único del proyecto


Esta disposición introduce modificaciones al Código Procesal Penal a través de dos numerales.

Número 1




Incide en el artículo 10 del mencionado Código, relativo a la facultad de cautela de garantías que se otorga al juez de garantía cuando estima que el imputado no está en condición de ejercer los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución Política, en las leyes o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.




El texto aprobado en general para este número 1 añade un inciso tercero, nuevo, al señalado artículo 10, del siguiente tenor:




“Con todo, nunca podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado, cuando esta solicitud se fundamente o se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor, en cuyo caso no habrá lugar a la suspensión del procedimiento ni al sobreseimiento temporal.”.




A su respecto, se presentaron las indicaciones números 1 y 2. La indicación 1 es de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, para sustituir este numeral 1 por una formulación nueva, que modifica el artículo 10 a través de dos literales.
Letra a)




Incide en el inciso segundo de la indicada disposición, en la parte que faculta al juez de garantía que cautela los derechos infringidos del imputado para suspender el procedimiento enderezado en su contra.




La modificación que se propone precisa que, en ese caso, la suspensión del procedimiento operará “por el menor tiempo posible”.




Puesta en discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor Espina manifestó que, desde un punto de vista general, es necesario no perder de vista que la justicia debe proveer una solución a las partes en conflicto en un tiempo oportuno. Por ello, toda dilación del procedimiento siempre perjudicará la posibilidad de que las sentencias establezcan en forma oportuna la verdad y brinden paz social. En este contexto, sostuvo que la proposición en análisis es de sentido común, pues el recurso extraordinario a la suspensión del procedimiento por razones impostergables debe limitarse al menor tiempo posible. Por ello, señaló que cabía aprobarla.




Por su parte, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, expresó que la Secretaría de Estado a su cargo concuerda con la modificación en estudio.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, consultó el parecer de la Defensoría Penal Pública sobre el punto.




El asesor legislativo de dicha institución, señor Francisco Geisse, manifestó que esa institución no tiene reparos respecto de esta modificación.




- Cerrado el debate, se puso en votación la letra a) de la indicación 1, la cual resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
Letra b)




Propone sustituir el nuevo inciso tercero que se añadió al artículo 10 en el texto aprobado en general, por el siguiente:




“Con todo, nunca podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado, cuando esta solicitud se fundamente o se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor, en cuyo caso no habrá lugar a la suspensión del procedimiento ni al sobreseimiento temporal.”.




Esta indicación fue analizada conjuntamente con la signada como número 2, del Honorable Senador señor De Urresti, la cual propone sustituir el ya referido nuevo inciso tercero aprobado en general por el siguiente:




“Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento cuando se acredite por la parte contraria, ya sea el Ministerio Público o abogado querellante, que la afectación sustancial de derechos, que proviene del propio imputado o su abogado defensor, tiene solamente efectos dilatorios.”.




En primer lugar, se concedió la palabra a la señora Ministra de Justicia, quien señaló que el Gobierno sostiene que cualquier vulneración grave de las garantías procesales del imputado, independientemente de su origen, debería dar lugar a la suspensión del procedimiento si el juez de la causa lo estima necesario, pues está en juego el respeto a la garantía fundamental del debido proceso.




A continuación, el Fiscal Nacional (S), señor Alberto Ayala, observó que tanto el texto aprobado en general sobre este inciso tercero como las indicaciones presentadas, tienen el mismo objetivo de garantizar el principio básico de derecho en virtud del cual nadie puede beneficiarse de su propio dolo. En consecuencia, concordó plenamente con la idea de que la persecución penal sea orientada por el debido proceso, precisando que, sin embargo, esta garantía fundamental no puede servir para encubrir fraudes procesales o maniobras abusivas que tuerzan el ejercicio legítimo de un derecho.




Explicó que el derecho a tener un juicio en un plazo razonable asiste a todos los intervinientes del proceso y no sólo al imputado, añadiendo que la experiencia demuestra que la dilación de los procesos, a la larga genera impunidad.




Por su parte, el ya mencionado representante de la Defensoría Penal Pública manifestó que esa institución comparte plenamente el objetivo de la iniciativa en cuanto ella busca limitar al máximo la dilación de las audiencias, pues esto afecta gravemente el derecho del imputado a un juzgamiento en un tiempo razonable. El problema, connotó, es que ni el texto aprobado en general en este punto ni las indicaciones presentadas evitan estas dilaciones injustificadas.




Fundamentando su opinión, recordó que el inciso primero del artículo 10 faculta de manera amplia al juez de garantía a cargo de la causa para adoptar las medidas que sean necesarias con el propósito de asegurar los derechos y garantías del imputado. En uso de esta facultad, prosiguió, el juez puede disponer una infinidad de medidas como citar a audiencias especiales, exigir que la fiscalía ponga a disposición como corresponde la carpeta investigativa, etc.




Agregó que, a continuación, viene el inciso segundo, que establece una medida excepcional en caso que la afectación sustancial de los derechos del imputado no pueda superarse con las otras medidas y sólo en ese caso procederá la suspensión del procedimiento. Ilustró lo anterior expresando que en el año 2014 la Defensoría Penal Pública representó a 340.000 imputados. Informó que en menos del 1% de los casos -2.756 en términos más precisos- el abogado a cargo tuvo que solicitar una cautela de garantías y en esos casos sólo se procedió a la suspensión del procedimiento en 11 ocasiones. Manifestó que teniendo en vista que en más del 90% de los procesos penales chilenos el imputado es representado por un defensor de oficio, el fenómeno de la suspensión del procedimiento es marginal.




Reiteró que el texto aprobado en general en este punto y las indicaciones que a él se refieren en nada contribuyen a modificar este panorama. Señaló que, por el contrario, más bien ponen en riesgo la institución general de la cautela de garantías y al establecer la exclusión de la misma por toda acción u omisión directa o indirecta del defensor, le imponen a ese abogado una suerte de obligación de supervigilancia de toda acción de otros intervinientes del procedimiento -como la fiscalía-, que pueda afectar los derechos del imputado. En efecto, dijo, si no los denuncia, su representado puede verse privado de la posibilidad de solicitar al juez medidas que lo protejan de la infracción de sus derechos.




Expresó que tampoco se tiene en consideración que la infracción de las garantías puede ser concausada por la fiscalía con el concurso de un actuar descuidado del abogado defensor. Finalmente, en caso que la infracción provenga de la malicia del defensor, observó que todo el perjuicio termina puesto en los hombros de quien es uno de los perjudicados: el imputado.




Expresó que si se quiere evitar las dilaciones injustificadas, las medidas apropiadas van por otros caminos, como establecer sanciones profesionales al abogado que echa mano a estas prácticas. También recomendó regular de forma más precisa los requisitos del procedimiento abreviado, impidiendo que los abogados de las partes puedan suspender de común acuerdo las audiencias de preparación o de juicio para negociar estas vías procesales excepcionales.




Finalizó su argumentación señalando que si se introduce una nueva regla en el precepto en estudio, se estarán incentivando los litigios por esta causa, con lo que la situación de la dilación podrá empeorar porque habrá más audiencias solicitadas para discutir este tema.




El Honorable Senador señor Espina señaló que buena parte de las objeciones planteadas se supera si se busca una vía de solución por medio de lo que plantea la indicación número 2. Explicó que no hay alteración a la cautela de garantías si se faculta al juez para sopesar, con los antecedentes que le brinde el Ministerio Público, si la supuesta afectación de garantías proviene de una maniobra que ha tenido como único propósito dilatar el juicio. Manifestó que con ese mecanismo no se vulnera la facultad del juez para cautelar las garantías, sino que solo se añade la posibilidad de que se aprecien más y mejores antecedentes para resolver.




Recalcó que la idea central de la indicación número 2 es correcta, porque la imputación de una maniobra dilatoria debe ser probada por el Ministerio Público.




A su turno, el Honorable Senador señor Larraín indicó que, en principio, ambas indicaciones no parecen incompatibles, no obstante que el representante de la Defensoría ha marcado un punto al observar que la negligencia del defensor no puede perjudicar al imputado. Expresó que si la indicación 2 salva esa inquietud, es la que debe prosperar en esta discusión, agregando que la opción que no puede tomarse es mantener la regla tal cual está, porque ella es el origen del problema que se pretende solucionar con este proyecto.




El abogado representante de la Defensoría Penal Pública expresó que la modificación de las reglas de cautela de garantías es una intromisión mayor en la estructura normativa del Código Procesal Penal y que, en consecuencia, es necesario considerar los efectos que puede traer para otras disposiciones que están íntimamente relacionadas con esta institución. Señaló que, en todo caso, este análisis debería hacerse cuando se estudie el proyecto conocido como “reforma a la reforma” y no en esta oportunidad.




En respuesta a lo anterior, el Honorable Senador señor Espina indicó que no observa cómo la cautela de garantías se puede ver afectada por el mero hecho de brindarle al Ministerio Público la posibilidad de probar, fuera de toda duda, que la situación que alega el imputado para solicitar la suspensión del procedimiento no proviene de una infracción real de garantías, sino de una maniobra abiertamente dilatoria.




La señora Ministra de Justicia sostuvo que el problema del texto aprobado en general y de las indicaciones recibidas es que parten de la base que ha tenido lugar una afectación sustancial de derechos causada por una maniobra dilatoria, caso en el cual no procedería la cautela de derechos. Observó que si se separan ambas cosas, es decir, si se mantiene la idea de que toda infracción de garantías da lugar a una cautela de garantías y, en paralelo, se introduce una fórmula que impida la suspensión de audiencias que tenga el único propósito de dilatar el procedimiento sin que haya una infracción de derechos de por medio, la modificación se torna plausible.




Recogiendo la observación anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, propuso aprobar, como inciso tercero, nuevo, del artículo 10 del Código Procesal Penal, el que sigue:





“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el ministerio público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado solo persigue dilatar el proceso.”.




- Sometidas a votación la letra b) de la indicación 1 y la indicación 2, fueron aprobadas con las modificaciones consistentes en la formulación sustitutiva antes señalada. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
° ° °

Número 2, nuevo





A continuación, la Comisión estudió la indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, para incorporar los siguientes números 2, 3, 4 y 5, nuevos, pasando el número 2 aprobado en general a ser 6.
Número 2, nuevo




Incide en el artículo 103 del Código Procesal Penal, el cual establece que la ausencia del defensor en cualquier actuación en que la ley exija su participación será sancionada con la nulidad, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 286, que contempla el mismo efecto para la ausencia de ese abogado en una audiencia del juicio oral.




A su respecto, la referida indicación número 3 incorpora una referencia al artículo 269, sobre la presencia ininterrumpida del fiscal y del defensor en la audiencia de preparación del juicio oral.




Los miembros presentes de la Comisión acordaron dejar pendiente esta indicación mientras no se resuelva la modificación que más adelante se propone al señalado artículo 269.




Con posterioridad, una vez adoptados los acuerdos pertinentes en relación al artículo 269, la indicación en estudio fue desechada. Lo anterior debido a que también se rechazaron todas las modificaciones planteadas al artículo 269 que guardaban relación con el artículo 103, razón por la cual la indicación en estudio se estimó innecesaria.





- Votó por el rechazo del numeral 2, nuevo, propuesto por la indicación número 3, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 3, nuevo




Este numeral propone incorporar un artículo 103 bis, nuevo, al Código Procesal Penal, del siguiente tenor:




“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, de la preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a 15 ni superior a 60 días. En idéntica pena incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras se estuviere desarrollando.




El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.




No constituirá excusa suficiente la circunstancia de tener el abogado otras actividades profesionales que realizar en la misma oportunidad en que se hubiere producido su inasistencia o abandono.”.




Sobre el particular, el asesor de la Defensoría Penal Pública, señor Hernán Libedinsky, señaló que una parte importante de las dilaciones procesales tiene lugar por la inasistencia de los fiscales o defensores a las audiencias programadas, añadiendo que la aplicación de sanciones disciplinarias a los abogados que incurren en tales conductas es una forma de evitarlo. Indicó que esta indicación justamente recoge ese propósito, al establecer en términos amplios un marco sancionatorio aplicable al abogado defensor que no concurre en forma injustificada a una audiencia programada.




Por su parte, el señor Fiscal Nacional (S) manifestó su acuerdo con la proposición.




A su turno, la señora Ministra de Justicia observó que la indicación también considera el procedimiento abreviado, agregando que en esos casos muchas veces la inasistencia de alguno o de todos los abogados que participan en el proceso se debe a la falta de notificación. Manifestó que la incorporación de una referencia a ese procedimiento puede generar problemas. Indicó que una posible solución es que los procedimientos abreviados operen siempre y cuando haya un acuerdo previo de todas las partes, porque eso asegura que todas ellas estén notificadas. Explicó que lo anterior supone modificar el artículo 407 del Código Procesal Penal en el sentido antes señalado.




En relación con la observación anterior, el señor Fiscal Nacional (S) indicó que aunque sería muy bueno que los procedimientos abreviados fueran previamente acordados por las partes, la experiencia indica que en aquellos casos con muchos imputados o con muchos querellantes es muy difícil lograr un acuerdo antes de la audiencia.




Por su parte, el asesor señor Libedinsky manifestó que sería muy recomendable acoger la idea de la señora Ministra de Justicia, precisando que ello va en paralelo con lo que acá se discute, pues se parte de la base que se sancionará al abogado que no asista a una audiencia a la que fue previa y válidamente citado.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, indicó que la idea de la señora Ministra de Justicia es razonable, pero que debe discutirse en su mérito y oportunidad, pues tal como explicara el representante de la Defensoría, estas sanciones proceden respecto del defensor debidamente notificado. A continuación, declaró cerrado el debate y puso en votación el número 3) que propone incorporar la indicación 3.




- Sometido a votación el número 3) contemplado por la indicación 3, fue aprobado con modificaciones meramente formales por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
Número 4, nuevo




Incide en el artículo 106 del Código Procesal Penal, precepto que regula el efecto de la renuncia del defensor del imputado. La modificación propuesta enmienda esta disposición por medio de los siguientes tres literales.
Letra a)




Incorpora los siguientes incisos segundo y tercero nuevos al referido artículo, pasando el actual segundo a ser cuarto. El tenor de estos incisos es el que sigue:




“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los 10 días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como asimismo, tampoco dentro de los 7 días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.




Si no habiendo sido aceptada la renuncia del abogado defensor, conforme lo previsto en el inciso precedente, tal letrado incurriese en la situación de inasistencia o abandono prevista en el artículo 103 bis, se impondrá la sanción de suspensión del ejercicio de la profesión prescrita en dicho precepto.”.
Letra b)




Añade al inciso segundo vigente, al final de su primera oración, la siguiente frase: "quedando como defensor alterno o suplente el designado por el tribunal, de acuerdo a lo señalado en los artículo 269 y 286", antecedida de una coma.
Letra c)




Elimina la segunda oración del inciso segundo vigente, que establece que el defensor público nominado por el tribunal a causa de la renuncia del abogado privado del abogado, cesará en sus funciones una vez que el imputado vuelva a nombrar un apoderado de su confianza.




Ofrecida la palabra en torno a estas proposiciones, en primer lugar hizo uso de ella el asesor legislativo de la Defensoría Penal Pública, señor Geisse, quien opinó que la letra a) de la indicación efectivamente pone coto a una práctica abusiva dilatoria, consistente en que el abogado del imputado renuncia a su cargo ad portas de la audiencia de preparación de juicio oral o del juicio oral propiamente tal, dejando al imputado en la indefensión y forzando al tribunal a suspender la audiencia mientras asume otro defensor y se interioriza del proceso.




Añadió que no tiene la misma apreciación respecto de lo que se propone en las letras b) y c), pues, a su juicio, es inapropiado que una vez que el imputado designe a un nuevo abogado privado que lo represente, el defensor anterior, nombrado de oficio por el tribunal, deba permanecer adscrito al juicio y disponible en calidad de alterno o suplente para retomar la representación en caso que el nuevo representante abandone la defensa.




Expresó que esta situación pugna con el modelo de atención de la Defensoría Penal Pública, cuyo diseño y asignación presupuestaria está definido para prestar representación judicial a los imputados que no pueden o no quieren nombrar a un abogado particular y no para proporcionar asesoría jurídica extra a quienes ya se la proveen con sus propios medios. Añadió que también hay que tener en cuenta que la Defensoría no sólo presta sus servicios a quienes no están en condiciones económicas de financiar un abogado, sino también a los que están en situación de hacerlo pero prefieren a un profesional de la institución. Explicó que, en ese caso, la ley prevé el cobro de un arancel al imputado. Este último, dijo, también debería aplicarse al defensor alterno o suplente que acá se propone, lo que evidentemente supone una complicación porque no se trata de un abogado querido por el imputado.




Los miembros de la Comisión tuvieron en consideración que la norma propuesta en la letra a) puede ser entendida como una limitación grave a la libertad de trabajo del abogado particular al que se le impone la prohibición de renunciar una vez transcurrido cierto lapso antes de la audiencia respectiva. Observaron que ella tampoco toma en cuenta que puede surgir una grave desavenencia entre el imputado y el abogado o que, lo que es más grave aún, que cabe la posibilidad de que en un estado avanzado del proceso se devele una carpeta investigativa secreta conteniendo antecedentes que involucren al imputado en un delito de lavado de activos o de tráfico ilegal de estupefacientes, lo que importa que el apoderado queda automáticamente inhabilitado de ejercer cualquier cargo público.




En relación con lo antes señalado, el señor Fiscal Nacional (S) observó que en el caso indicado la investigación está en una etapa avanzada y que si se trata de la audiencia del juicio oral, está definitivamente concluida; por tanto, el abogado del imputado ha dispuesto de tiempo suficiente para tener acceso a todas las carpetas del Ministerio Público.




Al respecto, el Honorable Senador señor Araya manifestó que las carpetas investigativas secretas por delitos de lavado de activos o de tráfico ilícito de estupefacientes pueden mantener ese carácter hasta antes de la audiencia de preparación del juicio oral, por lo que debería mantenerse la posibilidad de que el abogado patrocinante del imputado pueda renunciar a lo menos hasta ese estado procesal.




En otro orden de materias, indicó que una circunstancia que no se ha considerado en la discusión anterior es que la dilación por el cambio del abogado se haya producido por una decisión del imputado y no del apoderado. Expresó que, en ese caso, la maniobra consiste en que el imputado, en la audiencia, despide a su abogado aduciendo un problema de confianza, lo que implica de forma inmediata paralizar el procedimiento mientras se nombra a otro representante, el que obviamente requerirá tiempo para interiorizarse de la investigación. Señaló que para impedir la demora que esta situación implica, cabría estudiar la posibilidad de prohibir también al imputado despedir a su abogado en la víspera de la audiencia del juicio oral o durante su desarrollo.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, secundó la primera de las ideas planteadas por el Honorable Senador señor Araya.




Sobre el particular, el señor Fiscal Nacional (S) precisó que la calidad de secreta de una carpeta investigativa puede mantenerse hasta antes de la audiencia de preparación del juicio oral, por lo que es razonable lo señalado en orden a permitir que el abogado patrocinante pueda renunciar incluso en esta etapa del proceso. Indicó que la situación es distinta en el juicio oral propiamente tal, pues en ese caso la investigación está terminada, todos los antecedentes están en manos de la contraparte y el sistema de agendamiento de audiencias asegura que hubo tiempo suficiente antes que se iniciara el juicio para estudiar todos los aspectos propios de la investigación. Sostuvo que, en esa situación, es plausible imponer al abogado la prohibición de renunciar al patrocinio una vez que la audiencia respectiva es inminente.




En relación a la maniobra del propio imputado consistente en despedir a su abogado en la audiencia para ganar tiempo, observó que se trata de una posibilidad de dilación, agregando que la regulación de la misma sería incompatible con lo dispuesto por el artículo 106, cuya modificación en esta oportunidad se discute, pues esta disposición regula la obligación que pesa sobre el abogado de mantener un estándar mínimo de defensa judicial del imputado.




Por su parte, el Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez, señaló que es atendible una limitación a la prohibición de renuncia para evitar que el abogado del imputado caiga en forma irremisible en una inhabilidad o incompatibilidad profesional. Por lo anterior, estimó razonable permitir a ese profesional que renuncie hasta la etapa de preparación del juicio oral. Agregó que, sin embargo, no se puede predicar lo mismo respecto de una regla que limite la posibilidad de que el imputado nombre a un abogado de su confianza, pues en ello involucra un derecho fundamental reconocido por nuestra Carta Fundamental y por tratados internacionales sobre derechos humanos.




Los Honorables Senadores señores Araya y Espina sostuvieron que no obstante que todas las personas que son imputadas en un proceso penal tienen derecho a contar con un abogado de su confianza, hay que considerar alguna regla que impida que esa garantía pueda ser utilizada en forma abusiva y perjudique a la víctima y al resto de los intervinientes.




Al respecto, el señor Fiscal Nacional (S) indicó que ambas situaciones podrían compatibilizarse estableciendo una regla que impida al imputado, una vez iniciado el juicio oral, despedir a su abogado. Indicó que existe un riesgo efectivo de que por la vía de la revocación del patrocinio y poder se esconda una renuncia del abogado.




El asesor de la Defensoría Penal Pública, señor Geisse, manifestó que este asunto es complejo, porque por un lado está involucrada una garantía fundamental del imputado, pero por otro existe una posibilidad real de abuso. Manifestó que esto se podría regular con un límite, a saber, impedir que el imputado pueda nombrar de nuevo al mismo defensor que despidió o a otro abogado del mismo estudio.




El Honorable Senador señor Espina consideró muy difícil el hecho de limitar el derecho de una persona a prescindir de los servicios de un abogado que ya no cuenta con su confianza. A lo más, lo que podría hacerse es limitar la posibilidad de que vuelva a contratar en el mismo proceso al mismo abogado o a otro del mismo estudio.





Sobre la base de las consideraciones anteriormente expuestas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, sometió en primer término a votación la letra a) de la indicación, reformulando el nuevo inciso tercero que se ha sugerido en los siguientes términos:




“El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el mencionado precepto.”.





- Sometida a votación la letra a) del número 4 propuesto en la indicación 3, fue aprobada con las modificaciones antes señaladas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.




- Las letras b) y c) del número 4 propuesto por la indicación 3 fueron retiradas por sus autores.
Número 5, nuevo




Incide en el artículo 107 del Código Procesal Penal, disposición que regula el momento en que surte efecto la nueva designación de un defensor de confianza para el imputado que previamente estuvo representado por un defensor penal público designado por el tribunal.





La indicación añade, al final de este artículo, lo siguiente: "sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 269 y 286", antecedido de una coma.




Los miembros presentes de la Comisión acordaron dejar pendiente esta disposición mientras no se resolviera la modificación que más adelante se propone al artículo 269.




En la sesión en que se abordaron las modificaciones al artículo 269, se rechazaron aquellas que dicen relación con este artículo 107. Por tal razón, se consideró pertinente desechar el numeral 5, nuevo, propuesto por la indicación número 3.





- Votó por el rechazo la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

° ° °

Número 2




El numeral 2 original del texto aprobado en general incide en el artículo 269 del Código Procesal Penal, precepto que regula la comparecencia del fiscal y del defensor durante la audiencia de preparación del juicio oral.





Las modificaciones introducidas a este precepto por el texto aprobado en general fueron dos, cuyo contenido se transcribe a continuación:

Letra a)




Se refiere al inciso segundo del artículo en estudio. En la parte relevante para esta discusión, esta disposición establece que cuando falta a la audiencia el abogado del imputado, el juez de garantía declarará el abandono de la defensa y designará un defensor de oficio que lo representará. La modificación aprobada en general especifica que esta designación deberá hacerse respecto de un profesional que labore para la Defensoría Penal Pública.




Tal enmienda no fue objeto de indicaciones.
Letra b)




Agrega un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:




“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público.”.




A su respecto, se presentaron tres indicaciones, signadas como números 4, 5 y 6.





La número 4, de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, sustituye la letra b) por los siguientes dos literales nuevos:

Letra b)





Sustituye el texto del nuevo inciso tercero propuesto por el siguiente:




“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior mantendrá el deber de representación del imputado, hasta el término o conclusión del juicio, quedando como defensor titular, salvo que el imputado renueve la designación al defensor privado que hubiere incurrido en incomparecencia o designe un nuevo defensor de su confianza, en cuyo caso el defensor público designado quedará como defensor alterno o suplente para todos los actos del procedimiento, con la finalidad de precaver un nuevo abandono de defensa, asegurando el derecho a defensa del imputado, y posibilitando la continuidad de las audiencias y del juicio oral respectivo, debiendo asumir como defensor titular de existir un nuevo abandono o inasistencia del defensor penal privado.”.
Letra c)





Propone suprimir el inciso final del artículo vigente, que establece que la ausencia o abandono injustificado el defensor o fiscal será sancionada conforme al artículo 287.




Por su parte, la indicación 5, del Honorable Senador señor De Urresti, añade al inciso tercero aprobado en general la siguiente frase: "no siendo requisito de validez para las gestiones la presencia de ambos defensores".




Finalmente, la indicación 6, del mismo señor Senador, añade al artículo vigente un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:




"En caso de existir contradicción en las decisiones adoptadas en el ejercicio de la defensa técnica, prevalecerá el criterio del abogado defensor privado.".




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, sometió al análisis de la misma tanto el texto aprobado en general para el artículo 269 del Código Procesal Penal como las indicaciones presentadas a su respecto.




En primer término, el abogado representante de la Defensoría Penal Pública, señor Geisse, manifestó que en esta discusión ha quedado asentado el hecho de que los problemas de dilación producidos por maniobras de los abogados patrocinantes no tienen relación con la forma en que operan los profesionales de la Defensoría, tanto los que forman parte de la misma en calidad de funcionarios como los que prestan sus servicios por medio de una licitación. Por tal razón, sostuvo que la solución adecuada es la que ya se alcanzó en la parte previa de la discusión, es decir, introducir reglas que refuercen el control disciplinario de esos abogados en tanto auxiliares de la administración de justicia, de manera de desincentivar esas conductas.




Expresó que las indicaciones que ahora se discuten van más allá y consideran una suerte de actuación paralela del defensor penal de oficio nombrado por el tribunal y del abogado de confianza designado por el imputado. Manifestó que tal como anteriormente se indicara, esta alternativa presenta múltiples problemas. Observó que la actuación "alterna" de dos o más abogados en la misma causa por la misma parte es una idea difícil de desentrañar y muy complicada de llevar a la práctica. Connotó que si se entiende por defensor alterno un abogado que estaría disponible para asumir la defensa si la representación privada vuelve a fallar, igual no se soluciona el problema, porque ese abogado de turno requerirá en todo caso de un plazo para interiorizarse de la causa y concordar con el imputado una estrategia de defensa.




El Honorable Senador señor Larraín añadió que, además, el asunto puede ser más complicado porque el abogado patrocinante original que incurrió en abandono de la defensa pudo haber sido uno de la propia Defensoría, dado que la disposición no distingue.




El Honorable Senador señor Espina discrepó de las consideraciones anteriores, por lo que instó a retirar las indicaciones 4, 5 y 6, en atención a que la única forma de que los mecanismos que ellas contemplan surtan efecto es que se imponga, a todo evento, un abogado de la Defensoría Penal Pública, aunque no sea de la confianza del imputado.




El señor Fiscal Nacional (S) observó que la idea planteada por las indicaciones es de difícil implementación. Con todo, manifestó que dejaría una norma que prohíba al imputado que cesó en sus funciones a su abogado defensor o que aceptó la renuncia del mismo, volver a nombrar como apoderado a ese mismo letrado.




- En atención a lo expuesto, las indicaciones números 4, 5 y 6 fueron retiradas por sus autores.




Enseguida, el señor Presidente de la Comisión volvió a someter a consideración de sus miembros las enmiendas contenidas en las letras a) y b) aprobadas en general, las que fueron rechazadas por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.




El acuerdo precedentemente señalado se adoptó en virtud de lo establecido por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación y, como se ha consignado, contó con la unanimidad prevista por esta disposición.





Reconsiderando el contenido que tendrá el artículo 269 del Código Procesal Penal en estudio, los miembros de la Comisión recordaron que previamente se aprobó el artículo 103 bis, como regla general que sancionará al abogado defensor en caso de inasistencia o abandono injustificado de cualquier audiencia del proceso. En consideración a lo anterior, se adoptó el criterio de reservar esta disposición solamente para la falta de comparecencia del fiscal a la audiencia de preparación, especificando la sanción que procederá en tal caso, la cual, como se verá más adelante, guarda armonía con lo que se determinará en el artículo 287.





Como consecuencia de lo anterior, se resolvió lo siguiente:





a) Reemplazar la primera oración del inciso segundo del artículo 269 por la siguiente:





“La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”, y





b) Suprimir su inciso tercero.





Al igual que en el caso anterior, esta resolución se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
° ° °

Números 7 y 8, nuevos




A continuación, la Comisión analizó la indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, para añadir al artículo único del proyecto los siguientes numerales 7 y 8, nuevos, destinados a modificar los artículos 286 y 287 del Código Procesal Penal.

Número 7, nuevo





Incide en el artículo 286 del señalado Código, el cual requiere la presencia continua del abogado defensor del imputado en todo el juicio oral. La indicación le introduce las siguientes dos modificaciones, mediante igual número de literales:
Letra a)




Añade, al final del inciso segundo, las siguientes oraciones: “salvo que se hubiere hecho aplicación del artículo 269 con antelación, en cuyo caso el defensor público designado quedará como defensor titular del imputado, continuando con su representación”, antecedidas de una coma (,).
Letra b)




Incorpora, al final del inciso tercero, las siguientes oraciones: “salvo que se hubiere hecho aplicación del artículo 269 con antelación, en cuyo caso el defensor público designado quedará como defensor titular del imputado, continuando con su representación, sin suspender el juicio”, antecedidas de una coma (,).




Al respecto, el Honorable Senador señor Harboe observó que estas propuestas perdieron sentido, pues en una sesión anterior se retiraron las indicaciones presentadas al referido artículo 269 y se decidió rechazar el texto aprobado en general sobre el punto, al considerarse que la designación de un defensor alterno no era una solución práctica.




Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín observó que, aun así, las enmiendas propuestas son concordancias adecuadas en relación con el artículo 269, pues ese precepto prevé la designación de un defensor de oficio al imputado que no es representado en la audiencia de preparación del juicio oral. Indicó que ese nombramiento puede caer tanto en un abogado de la Defensoría Penal Pública como en un defensor particular, agregando que para el primer caso parece razonable que, frente a una nueva inasistencia del abogado privado en la audiencia del juicio oral, se vuelva a nombrar al defensor público que tuvo a su cargo la audiencia de preparación.





Al respecto, el abogado asesor de la Defensoría Penal Pública consideró preferible rechazar estas enmiendas, porque incluso en el caso que plantea el Honorable Senador señor Larraín, el defensor penal público de la defensoría, designado para la audiencia de preparación del juicio oral, en los hechos ha perdido la confianza del imputado, quien le revocó el patrocinio y poder y prefirió a otro abogado, que lamentablemente falló durante el juicio oral. Explicó que en esa situación hay que nombrar a un nuevo defensor, de manera que no tiene mucho sentido volver a considerar al mismo abogado que ya perdió la confianza del imputado.




A su vez, el Honorable Senador señor Espina expresó que la única posibilidad de que la indicación prosperara era volver a reflotar la idea de la letra a) del número 2) del texto aprobado en general, que especificaba que ante la ausencia del abogado particular del imputado en la audiencia de preparación del juicio oral, siempre se nombraría un defensor penal público.





En relación con esta observación, el señor Defensor Nacional planteó que en la gran mayoría de los casos se procede como lo señala el Honorable Senador señor Espina. Agregó que, sin embargo, no es recomendable establecer este criterio como una regla rígida, porque hay casos excepcionales de lugares apartados sin presencia continua de defensores penales públicos, en que es necesario que la norma quede abierta para que el tribunal, ante la ausencia de representación del imputado, nombre a un abogado particular de la plaza.





A continuación, se declaró cerrado el debate y se puso en votación el numeral 7, nuevo, contenido en la indicación 7.




- En una primera votación, se obtuvo el siguiente resultado: votó a favor el Honorable Senador señor Araya y en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina y Harboe. Se abstuvo el Honorable Senador Larraín.





Repetida la votación, en atención a que la abstención influía en el resultado de la misma, se procedió a repetirla.





- En la siguiente votación, el referido numeral 7 resultó rechazado por 1 voto a favor y 3 en contra. Votó a favor el Honorable Senador señor Araya. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.





Posteriormente, por la unanimidad de sus miembros, la Comisión resolvió, en cambio, reemplazar, en el inciso segundo del artículo 286, la referencia al inciso segundo del artículo 106 por otra al inciso cuarto de dicho precepto.





Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Número 8, nuevo




La misma indicación 7 antes citada propone un numeral 8, nuevo, para sustituir el artículo 287 del Código Procesal Penal, el cual contempla un sistema de sanciones que el juez aplicará contra el abogado que no asista o abandone injustificadamente la audiencia del juicio oral. La indicación reemplaza esta disposición por otra, del siguiente tenor:




“Artículo 287.- Comparecencia del fiscal. La ausencia del fiscal a la audiencia del juicio oral, o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, quien además pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional.”.


Al respecto, el Fiscal Regional Metropolitano Oriente, señor Ayala, explicó que la idea es establecer en este caso una regla con sentido práctico. Indicó que, a diferencia de los abogados defensores licitados, los fiscales tienen prohibición de ejercer la profesión privadamente, por lo que si la sanción que se les aplica por inasistencia o abandono injustificado de la audiencia es la suspensión de dicho ejercicio, el perjudicado no es el funcionario, sino el Ministerio Público, que por esta vía tendrá a un abogado menos litigando. Por lo anterior, sostuvo que es mejor que esta infracción importe una sanción administrativa que sea directamente aplicable al fiscal involucrado.





El Honorable Senador señor Harboe opinó que una sanción no obsta a la otra, porque cabe la posibilidad de aplicar una sanción administrativa y también otra dentro del proceso.





El señor Defensor Nacional secundó la posición del antes mencionado señor Fiscal Regional. Explicó que el sistema introducido a través del artículo 103 bis, nuevo, que se ha incorporado, establece un esquema amplio de sanción contra el abogado defensor que no concurre o abandona en forma injustificada audiencias de variado tipo. Destacó que, en cambio, el artículo 287 sólo establece una sanción en caso de inasistencia o abandono del fiscal en el juicio oral y no en el resto de las audiencias del proceso. Indicó que, tal como lo explicara el señor Fiscal Regional, se trata de una sanción que pesa más sobre el Ministerio Público que sobre el infractor.





Por su parte, el Honorable Senador señor Espina adujo que en este caso sería recomendable consagrar una norma similar a la del artículo 103 bis, para establecer una sanción administrativa directa y efectiva contra el fiscal que no asiste o abandona cualquier tipo de audiencia judicial en la que deba participar. Añadió que debía tomarse el cuidado de que, en ese caso, el fiscal infractor sea siempre sometido al procedimiento disciplinario interno de la institución, pues de lo contrario se favorecería una suerte de irresponsabilidad fiscal.




A su vez, el señor Fiscal Regional propuso que en caso de inasistencia o abandono del fiscal, el juez quede obligado a dar pronto aviso del hecho al fiscal regional respectivo, para que aquel aplique el procedimiento administrativo sancionatorio que corresponda. Expresó que esa sanción no debería acumularse a una suspensión, pues además de implicar un menoscabo para el Ministerio Público, supondría una duplicidad de penas ante una misma infracción.




Finalmente, el Honorable Senador señor Harboe propuso derechamente incorporar para los fiscales una norma similar a la de los defensores del artículo 103 bis, que sancione la inasistencia y abandono de todo tipo de audiencias, obligando al juez de la causa a notificar a la brevedad los antecedentes al fiscal regional respectivo, para que éste proceda directamente a incoar un procedimiento sancionatorio contra el fiscal infractor, según las reglas establecidas en la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.




Hubo acuerdo de parte de los restantes miembros de la Comisión en torno a esta proposición.





- En consecuencia, el numeral 8 contenido en la indicación número 7 fue aprobado con modificaciones, contando con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS

En conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone acoger las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único

Número 1





Reemplazarlo por el siguiente:


“1.- Introdúcense las enmiendas que siguen al artículo 10:





a) Incorpórase, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “suspensión del procedimiento”, la expresión “por el menor tiempo posible”. (Letra a) de la indicación 1, aprobada por unanimidad, 5x0).




b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:





“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el ministerio público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado solo persigue dilatar el proceso.”.”. (Letra b) de la indicación 1 e indicación 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 5x0).

° ° °

Números 2 y 3, nuevos





Incorporar como tales, los siguientes:





“2.- Incorpórase el siguiente artículo 103 bis, nuevo:





“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a 15 ni superior a 60 días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.





El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.





No constituirá excusa suficiente la circunstancia de tener el abogado otras actividades profesionales que realizar en la misma oportunidad en que se hubiere producido su inasistencia o abandono.”. (Indicación 3, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).



3.- Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 106, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:





“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.





El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el mencionado precepto.”.”. (Letra a) del número 4 de la indicación 3, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).
° ° °
Número 2





Pasa a ser número 4, con las siguientes modificaciones:

Letra a)





Sustituirla por la siguiente:





“a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo por la siguiente:





“La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

Letra b)





Reemplazarla por la siguiente:





“b) Suprímese el inciso tercero.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

° ° °

Números 5 y 6, nuevos





Incorporar como tales, los siguientes:



“5.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 286, la expresión “inciso segundo” por “inciso cuarto”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

6.- Sustitúyese el artículo 287 por el siguiente:





“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare injustificadamente la audiencia. La ausencia injustificada del fiscal a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. En los mismos términos se procederá cuando el fiscal abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.”.”. (Número 8 de la indicación 7, aprobado con modificaciones, unanimidad 5x0).

° ° °

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En consideración a los acuerdos anteriormente consignados, el texto de la iniciativa en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:


1.- Introdúcense las enmiendas que siguen al artículo 10:





a) Incorpórase, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “suspensión del procedimiento”, la expresión “por el menor tiempo posible”.





b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:





“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el ministerio público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado solo persigue dilatar el proceso.”.


2.- Incorpórase el siguiente artículo 103 bis, nuevo:





“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a 15 ni superior a 60 días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.





El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.





No constituirá excusa suficiente la circunstancia de tener el abogado otras actividades profesionales que realizar en la misma oportunidad en que se hubiere producido su inasistencia o abandono.”.


3.- Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 106, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:





“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.





El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el mencionado precepto.”.

4.- Modifícase el artículo 269 de la siguiente forma:





a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo por la siguiente:





“La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”.





b) Suprímese el inciso tercero.


5.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 286, la expresión “inciso segundo” por “inciso cuarto”.

6.- Sustitúyese el artículo 287 por el siguiente:





“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare injustificadamente la audiencia. La ausencia injustificada del fiscal a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. En los mismos términos se procederá cuando el fiscal abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 de mayo y 2 y 8 de junio de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton (Presidente), Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán y Hernán Larraín Fernández.





Valparaíso, 9 de junio de 2015.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APLICA CONVENCIÓN SOBRE EL COMERCIO INTERNACIONAL DE ESPECIES AMENAZADAS DE FLORA Y FAUNA SILVESTRE

(6.829-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia,  en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

De la iniciativa se dio cuenta en la Sala del Honorable Senado en sesión de 3 de junio de 2015 disponiéndose su estudio por  la Comisión de Agricultura y por  la Hacienda, en su caso. 

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley, asistieron, además de sus miembros:

Por el Ministerio de Agricultura, el Ministro (S), señor Claudio Ternicier; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Oscar Osorio; el Asesor Legislativo, señor Jaime Naranjo y el Asesor de Prensa, señor Francisco Vera.  

Por la Corporación Nacional Forestal CONAF, el Gerente de Fiscalización Forestal y Evaluación Ambiental, señor Fernando Olave y el Asesor Legislativo, señor Rodrigo Herrera. 

Por el Servicio Agrícola y Ganadero SAG, el Abogado Asesor de la División Jurídica, señor Roberto Rojas.

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores, señora Tania Larraín y señor Luis Batallé.

Por la  Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor señor Pablo Morales. 

Por el Comité PPD del Senado, el Abogado, señor Sebastián Abarca. 

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

Regular las obligaciones que tiene Chile como Estado Parte de la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), en especial, la prevención, fiscalización y sanción de las conductas que contravengan dicho Instrumento internacional, mediante su incorporación a la legislación nacional.

- - - 

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Los artículos 9° y 10 del proyecto de ley deben ser aprobados como normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 en concordancia con el artículo 66 inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República, por incidir en materias propias de la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

Cabe señalar que esta iniciativa fue consultada en dos oportunidades en la Cámara de Diputados:

1.- Oficio N° 8565, de 8 de marzo de 2010, mediante el cual se consultó el texto del Mensaje. A su respecto, el máximo Tribunal informó favorablemente y sugirió reemplazar la palabra “prescribirá” por “caducará” en el inciso segundo del artículo 15 del proyecto.

2.- Oficio N° 44, de 10 de diciembre de 2014, por el que se consultó el nuevo texto de la indicación sustitutiva enviada por el Ejecutivo, respecto del cual, al despacho de este informe, aún no se ha recibido respuesta.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en sus artículos 5° y 19 numeral 8°.

2.- La Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES) y sus Apéndices I, II y III, aprobada por decreto ley N°873, publicado en el Diario Oficial con fecha 28 de enero de 1975.

3.- La Convención de Washington para la Protección de la Flora, la Fauna y las Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1940, promulgado mediante decreto N° 531, de 1967, del Ministerio de Relaciones Exteriores.
4.- El Convenio sobre Diversidad Biológica, de 1994, promulgado mediante decreto supremo N° 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995.

5.- La Convención de Ramsar, sobre Zonas Húmedas de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de las Aves Acuáticas, de 1971 promulgada mediante decreto N° 771, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

6.- La Convención de París sobre Patrimonio Mundial, de 1972, promulgada mediante decreto N° 259, de 1980, del Ministerio de Relaciones Exteriores.
7.- La ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en su artículo 37.
8.- La ley N° 19.473, que sustituye el texto de la ley N° 4.601, sobre Caza y artículo 609 del Código Civil.

9.- La ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola Ganadero, deroga la ley N° 16.640 y otras disposiciones.

10.- La ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
11.- La ley N° 20.256, sobre Pesca Recreativa.
12.- La ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.
13.- La ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente.
14.- El Código Penal en sus artículos 293 y 294.

15.- El Código Procesal Penal en sus artículos 167, 168, 170 y 182.

16.- El Código de Procedimiento Civil en su artículo 76.

17.- El decreto ley N° 2.442, de 1978, que establece funciones y atribuciones del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en materia de pesca, organiza la Subsecretaría de Pesca, crea el Consejo Nacional de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca.
18.- El decreto supremo N° 4.363, del 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización, que aprueba el texto definitivo de la Ley de Bosques.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley, señala que el proyecto de ley está destinado a cumplir con determinadas obligaciones que tiene Chile como Estado Parte de la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), en especial, la prevención, fiscalización y sanción a las conductas que contravengan dicha Convención, mediante su incorporación a la legislación nacional.
Detalla que la Convención CITES, suscrita en Washington el 3 de marzo de 1973, fue ratificada por nuestro país el 14 de febrero de 1975, aprobada por decreto ley N° 873, y publicado en el Diario Oficial con fecha 28 de enero de 1975. Posteriormente, fue promulgada a través del decreto supremo Nº 141, de 1975, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial con fecha 25 de marzo del mismo año, constituyendo un Acuerdo Internacional plenamente vigente para Chile.

Destaca que esta Convención constituye uno de los acuerdos multinacionales más antiguos e importantes en materia de protección de fauna y flora silvestre. Persigue un compromiso con el desarrollo sustentable y con la implementación de políticas reguladoras del comercio internacional que se encuentren en armonía con el medio ambiente. En definitiva, busca que el comercio internacional de especies silvestres no amenace la supervivencia de éstas en el medio silvestre.

Comenta que la Convención CITES incluye cerca de 28.000 especies de plantas y 5.000 especies de fauna silvestre, tanto vertebrados como invertebrados. Dentro de los mamíferos se incluyen la totalidad de los felinos, monos, osos, elefantes y cetáceos, muchos ungulados, cánidos y nutrias, así como también algunos roedores, armadillos y murciélagos, entre otros. Dentro de las aves se encuentran reguladas casi la totalidad de los tucanes, loros, aves rapaces, todos los picaflores, grullas y flamencos, así como varias especies de patos, aves marinas y paseriformes, tales como cardenales, calafates, ruiseñor del Japón, tejedores, obispos, entre muchos otros. Entre los reptiles destaca la totalidad de caimanes y cocodrilos, todas las tortugas de tierra y marinas, boas y pitones, las iguanas, camaleones, monitores, tupinambis y varias otras especies de lagartos. Dentro de los anfibios destacan algunas salamandras y ranas arbóreas, entre otras.

Además, la Convención consagra la concesión de permisos especiales para el comercio de los especímenes, partes o productos derivados de las mismas, denominados Permisos o Certificaciones Cites. Existen cuatro tipos de documentos CITES: Permisos de exportación, Permisos de importación, Certificados de reexportación y Otros certificados.

En virtud de lo dispuesto en la Convención, refiere que cada país está obligado a implementar de manera adecuada los distintos requerimientos a nivel nacional.

Da cuenta que desde el año 1975 nuestro país ha ido cumpliendo con las obligaciones como Estado Parte. Al efecto, designó a las Autoridades Administrativas, Científicas y de Observancia, que ejercen el control y emiten los certificados de acuerdo a lo señalado en la Convención, y adecuó la ley N° 19.473, sobre Caza, en el año 1996.

Acota que en la actualidad, en Chile, se han designado a las siguientes autoridades:

1.- Autoridades Administrativas: Servicio Agrícola y Ganadero (fauna terrestre y flora no forestal); Corporación Nacional Forestal (flora forestal) y Servicio Nacional de Pesca (especies hidrobiológicas) y Ministerio de Relaciones Exteriores (coordinación general con la Secretaría de la Convención y preside el Comité Nacional CITES).

2.- Autoridades Científicas: Museo Nacional de Historia Natural (fauna terrestre y flora no forestal); Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (especies hidrobiológicas) e Instituto Forestal (flora forestal).

3.- Autoridades de Observancia: Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones (ambos en fauna terrestre y flora no forestal, flora forestal y especies hidrobiológicas).

No obstante lo anterior, señala, la Secretaría de CITES, en materia de cumplimiento, ha calificado a Chile en la categoría 2, dado que no cumple con todos los requerimientos legales de la aplicación nacional de dicho instrumento. Precisa que para alcanzar la categoría 1, se deben observar los siguientes compromisos:

a) Incluir en nuestra legislación todas las especies que estén listadas en los Apéndices de CITES, de modo tal que las actualizaciones sean incorporadas en la legislación nacional de la forma más expedita posible;

b) Incluir las definiciones de las distintas modalidades de comercio, exportación, importación, re-exportación e introducción procedente del mar (tránsito y transbordo);

c) Penalizar el comercio ilegal mediante la tipificación del delito de comercio ilegal de los especímenes, partes o productos derivados de las especímenes de especies CITES, con una pena que tenga por consecuencia una efectiva disuasión del delito, sin perjuicio de las sanciones administrativas. En especial, se debe penalizar el comercio ilegal de especímenes de especies CITES de flora e hidrobiológica, y 

d) Regular el comiso de los especímenes, partes o productos derivados de los especímenes de especies objeto de comercio ilegal.

En efecto, considera que el presente proyecto de ley mejorará la aplicación de la Convención CITES en nuestro país, permitiendo, por una parte, disminuir los factores que amenazan a nuestra biodiversidad, pero también subsanando una serie de vacíos existentes.

Señala además que este proyecto comprende las siguientes adecuaciones a la legislación nacional para dar cumplimiento a la normativa CITES:

1.- Establece las funciones y atribuciones que tendrán las autoridades administrativas, científicas y las de observancia. 

2.- Establece la regla estricta que sólo se permitirá el comercio de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres cuando se cumplan las condiciones establecidas en la Convención en relación con cada uno de sus Apéndices.

3.- Consagra la obligación del poseedor o tenedor de especímenes CITES de acreditar su legítimo origen y/o procedencia. 

4.- Determina el procedimiento administrativo y las sanciones en caso de infracciones a lo dispuesto en la Convención y la ley.

5.- Prevé el destino de los distintos especímenes, partes o productos derivados de las especies CITES en caso de incautación o comiso.

6.- Tipifica el delito de comercio ilegal de especímenes, partes, productos o derivados de las especies o subespecies listadas en los Apéndices I, II y III.

2.2. Oficio N° 11.927, de fecha 2 de junio de 2015, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de quince artículos permanentes y de dos disposiciones transitorias. 

Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados por las Comisiones de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural y de Hacienda. Fue aprobada en la Sala de esa Corporación por 102 votos, no hubo votos en contra, ni abstenciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de esta iniciativa el Ministro de Agricultura (S), señor Claudio Ternicier, resaltó la importancia de este proyecto de ley que busca  cumplir con exigencias internacionales asumidas por Chile como Estado Parte de la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres CITES, de manera de situar a nuestro país en el más alto estatus a nivel internacional, en que ya está un sinnúmero de Estados Partes que integran la categoría 1, que implica  contar con todas las regulaciones internas en materia de comercio y de movimiento de fauna silvestre, que impide cualquier transgresión al comercio internacional de especies protegidas. 

Observó que nuestra legislación está catalogada en una categoría 2, lo que significa que Chile no cumple el cien por ciento de las obligaciones derivadas de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (CITES). Por este motivo, enfatizó, el proyecto de ley pretende elevar esta normativa a la categoría más alta de cumplimiento.

De esta forma, indicó, el objetivo específico de esta iniciativa consiste en incorporar a la legislación nacional las obligaciones asumidas por el Estado de Chile como parte de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre respecto de la prevención, fiscalización y sanciones de las conductas que contravengan las normas establecidas en dicha Convención. 

Explicó que lo anterior, implica incorporar los Apéndices I, II y III de la Convención en nuestra normativa y establecer claramente las competencias de las distintas autoridades que sean responsables de la aplicación de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre en Chile, es decir, el Servicio Agrícola y Ganadero, el Ministerio de Agricultura, y el Servicio Nacional de Pesca en el área acuícola.

Asimismo, consignó que se considera la actuación del Servicio Nacional de Aduanas en materia de comercio internacional.

Informó que esta iniciativa, también, incluye la creación de registros de comercio de los especímenes de las especies de la Convención y recordó que hoy el Ministerio de Agricultura lleva un registro de comercio de especies.

Por último, destacó que se consagra un régimen de infracciones y sanciones para quienes introduzcan al territorio nacional o extraigan de él especímenes de especies incluidas en los Apéndices de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre. Resaltó que esta materia es uno de los temas más relevantes del proyecto, ya que es la mayor debilidad que tiene nuestra regulación actual, en consecuencia, afirmó, esta incorporación, permitirá a Chile colocarse en la categoría 1 de cumplimiento de la citada Convención. 

A continuación, el Gerente de Fiscalización Forestal y Evaluación Ambiental de la Corporación Nacional Forestal, señor Fernando Olave, señaló que existen diversos acuerdos en materia ambiental dentro de los cuales está la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (CITES) y la Conferencia Global sobre el Medio Ambiente, conocida como la Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro. 

En el caso de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre, enfatizó que tiene como principal objetivo regular el comercio internacional de especies con problemas de conservación. Refirió que la comunidad internacional comprendió que uno de los factores más relevantes a nivel planetario que incidía en la extinción de especies o en su amenaza, era el comercio internacional, el cual se reflejaba en el aumento descomunal de los volúmenes de especies amenazadas transadas. Lo anterior, motivó a los Estados a reflexionar y a concluir que se requería la cooperación internacional para detener este tipo de comercio, ya que las medidas y restricciones locales eran insuficientes.

Indicó que la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre nace a partir de una reflexión de la Asamblea General de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza en el año 1960, que se materializó en el año 1973 en la Conferencia de Naciones Unidas para el Desarrollo Humano de Estocolmo, que motivó la suscripción de esta Convención, en que Chile concurre como uno de los países signatarios.

En seguida, explicó que la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre trabajó sobre las siguientes premisas generales: la necesidad de proteger los recursos silvestres para las generaciones actuales y futuras;  los pueblos y los Estados son los principales garantes y mejores protectores de la flora y fauna silvestres, y que la cooperación internacional es esencial para la protección contra la sobreexplotación y el comercio de vida silvestre.

Informó que en el año 1973, en Washington, se suscribió la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre. Entró en vigencia en nuestro país en el año 1975 y fue promulgado mediante decreto supremo N° 141, de 1975, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

En términos generales, dijo, la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre cuenta con una normativa de aplicación global vinculante para los Estados signatarios; regula el comercio internacional de especímenes de especies de fauna y flora silvestres con problemas de conservación que estén listadas en sus Apéndices, y se basa en un sistema de permisos y certificados para exportaciones, importaciones o re-exportaciones, que da trazabilidad a todas las especies con problemas de conservación en el planeta.

Hizo presente que las leyes nacionales permiten que las disposiciones de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre sean aplicables y controladas internacionalmente, ya que los Estados Partes se obligan a tener un correlato de la Convención en su legislación interna.

Luego, presentó una serie de definiciones que incluye la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre. Al efecto, mencionó los siguientes conceptos: espécimen: todo animal o planta, vivo o muerto, incluyendo cualquier parte o derivado que ella pueda tener; comercio: exportación, importación, la reexportación o la introducción procedente del mar, es decir, el traspaso de una especie o de una parte de ella de un país a otro, aunque no sea con fines comerciales; la reexportación de especímenes exportados: que previamente han sido importados a un país; la introducción procedente del mar: traslado a un Estado de especímenes de una especie capturada en el medio marino fuera de la jurisdicción de cualquier Estado.

Posteriormente, explicó que la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre contiene tres Apéndices, a saber: Apéndice I, incluye las especies en peligro de extinción respecto de las cuales se exige el máximo control y regulación; el Apéndice II, considera las especies que no necesariamente se encuentran en peligro de extinción pero que podrían estarlo si su comercio no se restringe, y el Apéndice III, contiene las especies que no se encuentran en peligro de extinción, pero que están sometidas a regulaciones nacionales especiales y, como tal, necesitan de la cooperación de las otras Partes para su protección.

En cuanto a la inclusión de las especies en los Apéndices, comentó, que cualquiera de los Estados Partes puede proponer incluir una especie silvestre en los Apéndices de la CITES, aunque se trate de un espécimen que se encuentra en otro país, como ocurrió con el caso del alerce en las Regiones de Los Lagos y de Los Ríos, que corresponde a una propuesta presentada por Argentina. En consecuencia, subrayó, se trata de una competencia global sobre todo el patrimonio mundial y quien resuelve es la Conferencia de las Partes, para lo cual se requiere mayoría de los dos tercios de los votos de los países signatarios.

Reseñó que la estructura de funcionamiento de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre se basa en la Conferencia de las Partes, apuntó que cada tres años se reúnen todos los países; tienen un Comité Permanente de carácter político, además de los Comités Científicos de Flora y Fauna, y una Secretaría.

Respecto a nuestro país, precisó que en Chile el Servicio Agrícola y Ganadero, la Corporación Nacional Forestal y el Servicio Nacional de Pesca son las Autoridades Administrativas que autorizan el movimiento de especies dentro y fuera del país, y que además ejercen las siguientes funciones: interactúan con otras Partes y la Secretaría; emiten los permisos y certificados; elaboran y emiten informes; proponen adecuaciones a la legislación nacional; capacitan e informan, y fiscalizan.

También, indicó, se cuenta con Autoridades Científicas que actualmente son: el Instituto Forestal, el Museo Nacional de Historia Natural y la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.

Las Autoridades de Observancia, continuó, son Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile.

Adicionalmente, dijo, funcionan las aduanas que si bien no son parte estricta de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre, sí cumplen una labor fundamental, porque las especies transadas deben transitar por las fronteras.

A su vez, informó que existe en nuestro país un Comité Nacional de CITES, dirigido por el Ministerio de Relaciones Exteriores, en particular por su Dirección de Medio Ambiente, que incluye a todas las Autoridades Administrativas, Científicas y de Observancia.

Resaltó que se ha estudiado la existencia de una ruta del mundial del comercio ilegal de estas especies, en que Chile no forma parte, porque se ha reconocido que nuestro país tiene un control adecuado sobre este tipo de comercio.

Asimismo, dio cuenta que en Chile se incluyen en la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre todas las especies de flora y de fauna icónicas.

A nivel global, detalló que en el Apéndice I existen un total de 178 especies inscritas; en el Apéndice II, 34.000, y en el Apéndice III,  160. A nivel de Chile, informó que en el Apéndice I, hay 34 especies; en el Apéndice II, 292 y  ninguna especie en el Apéndice III. 

Por último, remarcó que la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre es la única convención internacional de carácter global, que combina la protección de la vida silvestre y los controles al comercio internacional con instrumentos legales, que permiten efectivamente alcanzar los objetivos de conservación y uso sustentable de la biodiversidad. Al efecto, destacó que se trata de una poderosa herramienta para alcanzar el control sobre el comercio sustentable y la conservación de especies.

Por su parte, el señor Ministro de Agricultura (S) informó que la próxima Conferencia de las Partes se realizará en Sudáfrica, en el mes de enero de 2016, y que la aspiración de Su Excelencia la Presidenta de la República es que antes de esta fecha se apruebe este  proyecto de ley, por lo que pidió a Sus Señorías la mayor celeridad posible en la tramitación de esta iniciativa.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente la observación que hiciera un abogado de la Unidad Especializada de Crimen Organizado y Lavado de Dinero del Ministerio Público, respecto a la necesidad de tipificar el delito de comercio ilegal de especies, ya que actualmente existe un vacío legal y deben utilizar las normas de la Ley de Caza, de la Ley General de Pesca y otras contenidas en el Código Penal. Consignó que las penas consideradas en estas normas son menores, por lo que sugirió abordar esta materia mediante la formulación de indicaciones y subsanar este vacío. 

En sintonía con lo anterior, el Honorable Senador señor Harboe sugirió, en atención a que este proyecto de ley tuvo una amplia aceptación en la Cámara de Diputados, aprobarlo en general en esta sesión y, luego, al iniciar la discusión particular, invitar a exponer sus puntos de vistas a la Dirección de Medio Ambiente del Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Medio Ambiente, a la Corporación Nacional Forestal, al Servicio Agrícola y Ganadero, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio Nacional de Pesca, al Ministerio Público, a las unidades especializadas de la Policía de Investigaciones y Carabineros de Chile, a algunas organizaciones de la sociedad civil y a un abogado penalista.

Respecto a la observación del Honorable Senador señor Moreira, señaló que los artículos 11 y siguientes del proyecto de ley consideran un régimen de infracciones y de sanciones e incorpora tipos penales con el objeto de evitar este tipo de comercio. Lo anterior, argumentó, fue precisamente lo que motivó su propuesta de escuchar a un abogado penalista y al Ministerio Público para mejorar los tipos penales que se regulan y la competencia de este tipo de infracciones.

El señor Ministro (S) sin perjuicio de valorar el que puedan participar todos los actores involucrados en esta discusión, hizo notar que a la fecha han tenido un sinnúmero de reuniones entre los distintos servicios y existe pleno consenso en cuanto al texto de la indicación sustitutiva que se presentó en la Cámara de Diputados, por lo que habrá un discurso común de todas las autoridades.

El Asesor del Ministerio de Agricultura, señor Jaime Naranjo, recordó que este proyecto de ley que ingresó a fines del primer Gobierno de la Presidenta de la República y que durante el mandato del ex Presidente, señor Piñera, el CITES Nacional trabajó en la elaboración de una indicación sustitutiva que se presentó en el mes de septiembre de 2014, la que consideraba la opinión de todos los actores involucrados. Resaltó que se trató de un arduo trabajo de más de cinco años, que permitió coordinar a las distintas instituciones, lo que se materializó en el texto de la mentada indicación sustitutiva.

El Honorable Senador señor Harboe coincidió en que ya se conocieron las presentaciones del Ministerio de Agricultura y de la Corporación Nacional Forestal Conaf, en consecuencia, dijo, se continuará la ronda de audiencia con los demás sectores mencionados. Sobre el particular, comentó que desde el Ministerio de Medio Ambiente ha recibido algunas observaciones respecto de este proyecto de ley.

- Puesto en votación el presente proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Harboe, Moreira y Quinteros.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que envió una solicitud al Gobierno sobre el uso del alerce para la fabricación de artesanía, dado que no se puede comerciar esta especie y que existen varios artesanos que trabajan con esta madera, por lo que preguntó al Ejecutivo cómo se podría resolver esta situación.

El Gerente de Fiscalización Forestal y Evaluación Ambiental, señor Olave, informó que tomaron conocimiento de la presentación de Su Señoría y que fue tratado con otras autoridades. Al respecto, expresó que la próxima semana realizarán un trabajo en la Región con los funcionarios de la Corporación Nacional Forestal y con los artesanos, para estudiar cómo se puede viabilizar una solución para el problema planteado. Con todo, dejó en claro que no está prohibido su trabajo, sino que se deben definir las obligaciones que estos artesanos deberían asumir.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones generales

Artículo 1°.- El objeto de la presente ley es regular las obligaciones asumidas por Chile como Estado Parte de la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), aprobada por decreto ley N°873, publicado en el Diario Oficial con fecha 28 de enero de 1975.
Sin perjuicio de lo prescrito en el inciso anterior, los aspectos de sanidad vegetal o salud animal se regirán por la legislación especial existente, la que prevalece sobre la presente ley.
Se permitirá el comercio de los especímenes, partes, productos o derivados de las especies listadas en los Apéndices I, II y III de la Convención, en las condiciones establecidas en la misma y de acuerdo con la normativa legal vigente, pudiendo el Estado de Chile adoptar medidas más estrictas que las establecidas en la Convención.
Forman parte integrante de la Convención sus Apéndices I, II y III, tal como los define su artículo II.
En el Apéndice I se incluyen todas las especies en peligro de extinción que son o pueden ser afectadas por el comercio internacional.
En el Apéndice II se incluyen especies que, si bien en la actualidad no se encuentran necesariamente en peligro de extinción, podrían llegar a esa situación a menos que el comercio de especímenes de dichas especies esté sujeto a una reglamentación estricta a fin de evitar una utilización incompatible con su supervivencia, y aquellas otras especies no afectadas por el comercio que también deberán sujetarse a reglamentación, con el fin de permitir un eficaz control del comercio de las especies referidas en el presente inciso.
En el Apéndice III se incluyen todas las especies que cualquiera de los Estados Parte de la Convención manifiestan que se hallan sometidas a reglamentación dentro de su jurisdicción con el objeto de prevenir o restringir su explotación, y que necesitan la cooperación de otros Estados Parte en el control de su comercio.
Un decreto supremo emitido por el Ministerio del Medio Ambiente establecerá las actualizaciones de los Apéndices de la Convención.
Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley y de conformidad con lo establecido en la Convención, se entenderá por:
a) Especie: toda especie, subespecie o población geográficamente aislada de una u otra.
b) Espécimen:
i) todo animal o planta, vivo o muerto;
ii) en el caso de un animal de una especie incluida en los Apéndices I y II, cualquier parte o derivado fácilmente identificable; en el caso de un animal de una especie incluida en el Apéndice III, cualquier parte o derivado fácilmente identificable que haya sido especificado en el Apéndice III en relación a dicha especie, y
iii) en el caso de una planta, para especies incluidas en el Apéndice I, cualquier parte o derivado fácilmente identificable, y para especies incluidas en los Apéndices II y III, cualquier parte o derivado fácilmente identificable especificado en dichos Apéndices en relación con dicha especie.
c) Comercio: exportación, reexportación, importación o introducción procedente del mar.
d) Reexportación: exportación de todo espécimen que haya sido previamente importado.
e) Introducción procedente del mar: traslado a un Estado de especímenes de cualquier especie capturados en el medio marino fuera de la jurisdicción de cualquier Estado.

Título II

Autoridades Administrativas, Científicas y de Observancia

Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley, tendrán la calidad de Autoridades Administrativas a que se refiere el artículo IX de la Convención, las siguientes entidades:
a) El Ministerio de Agricultura, en el ámbito de flora terrestre, el que podrá encomendar las funciones que señala el artículo 4° de esta ley, conforme al artículo 37 de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
b) El Servicio Agrícola y Ganadero, en el ámbito de las especies de fauna terrestre.
c) El Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, en el ámbito de las especies hidrobiológicas.
d) La Dirección de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos, del Ministerio de Relaciones Exteriores, para la coordinación de los organismos nacionales e internacionales en la aplicación de CITES en Chile.
Artículo 4°.- A las Autoridades Administrativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, y sin perjuicio de las facultades conferidas al Servicio Nacional de Aduanas, les corresponderá:
a) Emitir los permisos y certificados requeridos por CITES para el comercio de especímenes de las especies incluidas en sus Apéndices I, II y III, conforme a los requisitos establecidos en la Convención.
b) Efectuar el control y verificación, en su caso, de los permisos y certificados de los especímenes, en el momento de su internación al país.
c) Evaluar la legítima procedencia u origen de los especímenes.
d) Determinar la aplicabilidad de las exenciones de acuerdo a los criterios establecidos en la Convención.
e) Fiscalizar las disposiciones de la presente ley.
f) Incautar los especímenes que, fundada y razonablemente, constituyan objeto de infracción a la presente ley, cuando la persona en cuyo poder se encontraren no los entregare voluntariamente, y remitir los antecedentes al tribunal competente para que este determine su destino. Tratándose de la comisión de una infracción, determinada por decisión fundada de la autoridad administrativa competente, en su calidad de ministro de fe, podrá remitir las especies a la autoridad oficial del país de procedencia del espécimen, conforme a la normativa CITES vigente y las Resoluciones que la complementan. En los casos indicados en el inciso final del artículo 14 de esta ley, una vez recibida la información de parte del Ministerio Público o del respectivo tribunal, tendrá la facultad de retener los especímenes y determinar su destino.
g) Mantener registros del comercio de los especímenes de las especies incluidas en los Apéndices I, II y III de la Convención.
h) Establecer comunicación con la Secretaría CITES y otros Estados Parte de la Convención.
i) Participar en las reuniones de la Conferencia de las Partes, Comités de Fauna y de Flora, en el Comité Permanente y en otros órganos de la Convención.
j) Elaborar con la colaboración de la Autoridad Científica las propuestas de enmienda a la Convención y la inclusión de especies a sus Apéndices, como asimismo evaluar las propuestas de enmienda presentadas por otros Estados a la Conferencia de las Partes.
k) Elaborar los informes que la Convención exige.
l) Realizar capacitación y difusión sobre materias propias de la Convención.
m) Informar a los Tribunales de Justicia y al Ministerio Público sobre materias de su competencia.
n) Desempeñar las demás atribuciones que les confiera esta ley y la Convención.
Artículo 5°.- Corresponderá a las Autoridades Científicas asesorar a las Autoridades Administrativas y de Observancia en materias propias de la Convención, y en especial:
a) Colaborar en la identificación de especímenes interceptados, retenidos, incautados o decomisados.
b) Pronunciarse sobre aspectos científico-técnicos que son necesarios para la emisión de permisos o certificados CITES.
c) Asesorar a la Autoridad Administrativa en la adopción de medidas pertinentes para limitar la expedición de permisos de exportación cuando la situación de la población de una especie así lo requiera. 

d) Emitir informes sobre la elaboración y revisión de las propuestas de enmienda de la Convención y de la inclusión de especies a sus Apéndices.
e) Participar en las reuniones de la Conferencia de las Partes, Comités de Fauna y de Flora, en el Comité Permanente y en otros órganos de la Convención.
f) Desempeñar las demás tareas que les confiera la ley o la Convención.
Las Autoridades Científicas serán designadas por decreto supremo expedido por los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo, o de Agricultura, según corresponda, de acuerdo a sus competencias, en conjunto con el Ministerio del Medio Ambiente. Para dicho efecto, un reglamento establecerá las condiciones que se requieren para tal nombramiento y el procedimiento para su selección.
Artículo 6°.- Tendrán la calidad de Autoridades de Observancia: Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones y el Servicio Nacional de Aduanas; instituciones que ejercerán sus funciones y atribuciones conforme a los preceptos de este cuerpo legal y de sus respectivas leyes orgánicas.
Las Autoridades Administrativas y de Observancia fiscalizarán el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y colaborarán con los organismos competentes en la investigación de las infracciones y delitos previstos en esta ley, sin perjuicio de las demás atribuciones que les confiera la legislación vigente.
Los funcionarios de las autoridades de observancia y de las autoridades administrativas que desempeñan labores fiscalizadoras tendrán el carácter de ministros de fe.
Las personas, naturales o jurídicas, técnicamente competentes, los centros de rescate, de reproducción, los centros de cría y exhibición, las instituciones académicas y,o de investigación, públicos o privados, que desarrollen proyectos, emprendan acciones, impulsen iniciativas o propuestas tendientes a mejorar la adecuada implementación de la Convención CITES, deberán ser oídas por las autoridades competentes de CITES en Chile, las cuales darán respuesta fundada a los requerimientos planteados.
Asimismo, tratándose de la adecuada mantención y destinación de los especímenes vivos incautados o decomisados por la autoridad competente, las personas o instituciones privadas que, sin adquirir la propiedad de estos, en su calidad de custodios o colaboradores de la autoridad, sean responsables de su cuidado o mantención, tienen derecho a solicitar y a recibir ayuda de los órganos de la Administración del Estado, los que, a su vez, dentro de la esfera de sus atribuciones, para cumplir con los objetivos y disposiciones de la Convención, podrán otorgarla en orden a mantener a dichos especímenes en condiciones adecuadas por el tiempo necesario.
Título III

De los Registros de comercio de los especímenes de las especies de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres

Artículo 7º.- Créanse registros de comercio de los especímenes de las especies incluidas en los Apéndices I, II y III de la Convención a cargo de las Autoridades Administrativas, en el ámbito de sus respectivas competencias.
Un reglamento establecerá el procedimiento para la inscripción de los especímenes y la permanencia de ellos en el respectivo Registro.
Cumplidos los requisitos establecidos en el reglamento y no concurriendo causales de inhabilidad, las Autoridades Administrativas procederán a una expedita inscripción del requirente en los registros de comercio, con estricto apego a los principios y disposiciones de la Convención.
Son causales de inhabilidad el haber sido:
a) condenado por los delitos contemplados en el artículo 11 de la ley.
b) condenado por delitos aduaneros.
c) condenado por maltrato animal.
d) sancionado por la infracción contemplada en el artículo 8° de la ley.
e) sancionado por caza y captura ilegal de fauna silvestre.
Título IV

Infracciones y sanciones

Artículo 8°.- Los poseedores o tenedores de especímenes, partes, productos o derivados de las especies, subespecies listadas en los Apéndices de la Convención que, a requerimiento de autoridad competente, no acrediten su legítimo origen, procedencia u obtención de conformidad a las disposiciones de la Convención y la ley, serán sancionados con el comiso de aquellos y multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales.
Una vez pronunciada la sentencia, el tribunal competente comunicará su resolución, mediante oficio, a la autoridad administrativa correspondiente.
Artículo 9°.- Será competente para conocer y sancionar las infracciones al artículo anterior el juez de policía local correspondiente, de acuerdo al procedimiento señalado en la ley N° 18.287, que establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.
Para la determinación de la sanción a que se refiere el artículo precedente, el juez de policía local competente deberá considerar especialmente la conducta anterior del infractor, la cantidad de especímenes objeto de la infracción y la capacidad económica del infractor.
Se considerará circunstancia agravante de la infracción el hecho de que los especímenes objeto de la misma pertenezcan al Apéndice I de la Convención.
Artículo 10.- Tratándose del comiso de los especímenes de las especies o subespecies listadas en los Apéndices de la Convención, el juez de policía local competente podrá ordenar de oficio su custodia a la Autoridad Administrativa respectiva, o disponer, de acuerdo a los procedimientos previstos en la Convención, la devolución del espécimen al país de procedencia, su entrega a centros de rescate u otras instituciones habilitadas o determinar cualquier otro destino que se considere apropiado y compatible con los objetivos de la Convención.
En el caso de especímenes muertos podrán ser entregados a instituciones de investigación, educación o museos, ser exhibidos con fines educativos, o destruidos.
Además, el organismo competente podrá repetir en contra del infractor por los costos en que se incurra por la destinación y mantención del espécimen. El juez de policía local, al momento de dictar sentencia, podrá decretar que aquel que hubiere recibido el espécimen conforme a los incisos primero y segundo, adquirirá su dominio, el que deberá ejercerse respetando los límites que la Convención y sus resoluciones establecen. No obstante, si con anterioridad a la sentencia, el espécimen hubiere sido adquirido conforme a las reglas de la presente ley, el dueño podrá pedir la reivindicación del espécimen dentro de los cuatro años siguientes a la resolución que lo entregó en dominio. 

Los centros de rescate o establecimientos habilitados para su custodia, deberán contar con autorización de la Autoridad Administrativa correspondiente y cumplir con los requisitos establecidos en la legislación vigente.

Artículo 11.- El que introduzca a territorio nacional, o extraiga de él, los especímenes de las especies, partes, productos o derivados de las especies o subespecies incluidos en los Apéndices de la Convención, utilizando documentación falsa o adulterada, o sin los correspondientes permisos y certificados que acrediten su legítimo origen, procedencia u obtención, de conformidad a las disposiciones de la Convención y la ley, será sancionado de la siguiente manera:
a) Con presidio menor en su grado medio, con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, partes o productos, cuando se trate de especímenes de especies incluidas en el Apéndice I.
b) Con presidio menor en su grado mínimo, con una multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, partes o productos, cuando se trate de especímenes de especies incluidas en el Apéndice II.
c) Con prisión en su grado máximo, con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, partes o productos, cuando se trate de especímenes de especies incluidas en el Apéndice III.
El que venda, ofrezca para la venta, exponga o exhiba al público con fines comerciales, especímenes, partes, productos o derivados de las especies o subespecies incluidos en los Apéndices de la Convención, y que siendo requerido por la autoridad competente no acredite su obtención legal o legítima procedencia, de conformidad a las disposiciones de la Convención y la ley, será castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio, más una multa de 10 a 200 unidades tributarias mensuales y comiso de aquellos.
Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 8°, se castigará con las penas previstas en el inciso segundo del artículo 11 al que, con fines comerciales, almacene, custodie, transporte o distribuya especímenes, partes, productos o derivados de las especies o subespecies incluidos en los Apéndices de la Convención y que, a requerimiento de la autoridad competente, no acredite su obtención legal o legítima procedencia, de conformidad a las disposiciones de la Convención y la ley.
Artículo 12.- Tratándose del delito previsto en el artículo anterior, la pena correspondiente aumentará en un grado si el responsable formare parte de una agrupación o reunión de personas para cometer dicho delito, sin incurrir en el delito de asociación ilícita.
Asimismo, tratándose del delito previsto en el artículo anterior, la pena correspondiente aumentará en un grado en caso de reincidencia.
En el caso del artículo 293 del Código Penal se aplicará además una multa de 100 a 1000 unidades tributarias mensuales; y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales, en el caso del artículo 294 del mismo Código.
Artículo 13.- El Ministerio Público, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, podrá requerir y otorgar cooperación y asistencia internacional mediante los canales dispuestos por la Convención CITES, destinada al éxito de las investigaciones sobre los delitos materia de esta ley, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal.
Igualmente, a solicitud de las entidades de países extranjeros que correspondan, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva legal a las que haya tenido acceso en conformidad con la legislación nacional aplicable, con el fin de ser utilizada en la investigación de aquellos delitos, háyanse cometido en Chile o en el extranjero.
La entrega de la información solicitada deberá condicionarse a su no utilización con fines diferentes de los señalados anteriormente y a que ella mantendrá su carácter confidencial.
Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos según este artículo y lo pactado en convenciones o tratados internacionales se entenderán producidos conforme a la ley, independientemente de lo que se resuelva con posterioridad sobre su incorporación al procedimiento criminal, o el mérito probatorio que el tribunal le asigne.
Artículo 14.- En la investigación de los hechos constitutivos de delito previstos en la presente ley, se incautarán los especímenes de las especies, partes, productos o derivados de las especies o subespecies incluidos en los Apéndices de la Convención, las que a solicitud del Ministerio Público serán conservadas bajo la custodia de la Autoridad Administrativa competente, quien deberá tomar las medidas necesarias para evitar que se alteren de cualquier forma y según los procedimientos previstos en la Convención.
Por su parte, la sentencia condenatoria dispondrá también el comiso de los especímenes de las especies, partes, productos o derivados de las especies o subespecies incluidos en los Apéndices de la Convención, que hayan sido objetos del delito, ordenando a la Autoridad Administrativa correspondiente que proceda a la devolución del espécimen al país de procedencia, su entrega a centros de rescate u otras instituciones habilitadas o determinen cualquier otro destino de acuerdo a los procedimientos previstos en la Convención.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, si el juez de garantía, a solicitud del Ministerio Público, lo estimare conveniente, podrá ordenar en cualquier etapa del procedimiento a la Autoridad Administrativa correspondiente que proceda a la devolución del espécimen al país de procedencia, su entrega a centros de rescate u otras instituciones habilitadas o determine cualquier otro destino de acuerdo a los procedimientos previstos en la Convención.
En los casos en que los procedimientos penales iniciados por la comisión de alguno de los delitos previstos en la presente ley terminen por la suspensión condicional del procedimiento, al menos una de las condiciones acordadas con el imputado deberá ser la entrega voluntaria de los especímenes de las especies, partes, productos o derivados de las especies o subespecies incluidos en los Apéndices de la Convención a la Autoridad Administrativa correspondiente, la que procederá de acuerdo a lo previsto en el inciso anterior.
El Ministerio Público, en los casos en que haga uso de alguna de las atribuciones que le confieren los artículos 167, 168 y 170 del Código Procesal Penal; y el tribunal, en los casos de decretar sobreseimiento, definitivo o temporal, de la causa o dictar sentencia absolutoria por cualquier causa que no sea la posesión de los permisos y certificados requeridos según la normativa CITES, deberán informar de tales decisiones, en forma oportuna, a la autoridad administrativa para que esta adopte las medidas administrativas que correspondan, conforme la atribución establecida en el artículo 4°, letra f).
Título V

Otras normas

Artículo 15.- Modifícase la ley N°19.473, que sustituye el texto de la ley N°4.601, sobre Caza, y artículo 609 del Código Civil, en el siguiente sentido:
a) Reemplázase el inciso segundo del artículo 22 por el siguiente:
“Del mismo modo se deberá acreditar la procedencia u obtención de animales incluidos en los Anexos I y II del Convenio sobre la Conservación de Especies Migratorias de la Fauna Salvaje, promulgado por decreto supremo N°868, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.
b) Reemplázase el inciso primero del artículo 37 por el siguiente:
“Artículo 37.- La investigación y conocimiento de los delitos a que se refieren los artículos 30 y 31 corresponderá al Ministerio Público y al tribunal competente en materia penal, respectivamente.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los reglamentos referidos en los artículos 5° y 7° de esta ley deberán aprobarse a través de decreto supremo del Ministerio de Agricultura, el que deberá ser suscrito, además, por los Ministros de Medio Ambiente y de Economía, Fomento y Turismo. Dicho decreto deberá dictarse en un plazo de noventa días siguientes a la publicación de la presente ley.
Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de cada Ministerio y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes los recursos se consultarán en los presupuestos de cada institución.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día de 8 de junio de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), y señores José García Ruminot, Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara.  
Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ESTATUTO DEL PERSONAL PERTENECIENTE A LAS PLANTAS I Y II DE GENDARMERÍA DE CHILE EN MATERIA DE ASCENSOS

(10.075-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Javiera Blanco; el Jefe de la División Jurídica, señor Roberto Godoy; la Jefa del Departamento de Asesorías y Estudios, señora María Ester Torres, y la asesora legislativa, señorita Alejandra Seguel.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.
Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.
El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.
El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado. 

De la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes, ANSOG, el Presidente Nacional, señor Joe González; el Secretario Nacional, señor Carlos Fernández, y los dirigentes regionales de Valparaíso, señores Cristian Cortés y David Acuña.

De la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios, ANFUP, los dirigentes regionales de Valparaíso, señores Luis Vásquez y Mario Brito.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Establecer un mecanismo de ascenso que permita su aplicación práctica y supere las dificultades de aquel contemplado en la ley N° 20.426 (relativas a la falta total o parcial de información acerca del promedio de notas obtenidas en los cursos de formación) considerando nuevos factores para ello, cuyas ponderaciones serán materias de un decreto con fuerza de ley.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.426, que moderniza Gendarmería de Chile incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria.
- El decreto con fuerza de ley Nº 1.791, del Ministerio de Justicia, de 1979, que fija el Estatuto de Personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile.
- El decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Justicia, de 2011, que fija normas para la promoción de cargos en las plantas de oficiales penitenciarios y de suboficiales y gendarmes.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que se aprobó en el año 2010, la ley Nº 20.426, que moderniza Gendarmería de Chile incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria. 
Agrega que dicha normativa refleja la preocupación por resguardar la carrera funcionaria en una institución fundada en principios jerárquicos, profesionales y técnicos, todo lo cual garantiza la dignidad de la función pública, la capacitación y el ascenso, la estabilidad en el empleo, y la objetividad en las calificaciones, en función del mérito y de la antigüedad. 
La precitada ley, junto con efectuar diversas modificaciones al estatuto de personal de la institución, dio inicio a un proceso de encasillamiento del mismo en las nuevas plantas que se fijarían. Adicionalmente, prescribió que mediante decreto con fuerza de ley se establecería la ponderación de los factores que ella misma fijó como indispensables para determinar el orden en que ascenderían los funcionarios: el promedio de notas de los cursos de formación de la Escuela de Gendarmería, la clasificación en lista 1 ó 2, el tiempo que se había permanecido en el grado y -para los subescalafones en que se exigió- los resultados de los cursos de perfeccionamiento o exámenes habilitantes. 

Indica que mediante el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Justicia, de 2011, se fijaron los respectivos valores de los factores y se asignaron sus ponderaciones. Asimismo, a inicios del año 2011 se terminó el proceso de encasillamiento del personal que se desencadenara con la ley Nº 20.426. Añade que el año 2013, antes de producirse los primeros ascensos mediante las reglas de promoción fijadas en la referida ley, se promulgó la ley N° 20.674, que otorgó temporalmente al Director Nacional de Gendarmería la facultad para ascender a los funcionarios de la institución que no contaran con el requisito de tiempo mínimo de permanencia en el grado, debiendo, sin embargo, respetar estrictamente el orden del escalafón de antigüedad dentro del respectivo grado. Esta potestad del Director significó, en los hechos, la postergación, hasta finales del año 2014, de la entrada en régimen del sistema de promoción diseñado en la ley Nº 20.426.  

Sin perjuicio de lo anterior, durante el año 2014, al momento de planificar los primeros ascensos que se llevarían a cabo mediante la ponderación de factores que exige la ley Nº 20.426, se pudo constatar la imposibilidad de considerar uno de dichos factores, a saber, el promedio de notas obtenidas en los cursos de formación, por cuanto la institución carecía de los registros correspondientes a dichas notas o, en algunas generaciones, se encontraba incompleto. A consecuencia de esta situación, Gendarmería de Chile efectuó una consulta a la Contraloría General de la República respecto a la procedencia de prescindir de las notas de egreso de la Escuela como factor a ponderar para los ascensos de los funcionarios de las plantas I y II. Mediante Dictamen Nº 73.890, de 2014, la Contraloría estimó que los motivos aducidos por Gendarmería de Chile constituían fuerza mayor y, por ende, correspondía que se abstuviera, según corresponda, de ponderar el mencionado factor y, además, ordenó recurrir a los criterios establecidos en el aludido decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2011, añade el Mensaje.

Explica que la omisión de la ponderación correspondiente a los cursos de formación entre los otros factores que determinan el orden de los ascensos implica, en la práctica, una sobrevaloración de los otros factores que altera profundamente el diseño institucional fijado por la ley Nº 20.426 y las definiciones plasmadas en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2011. Por ejemplo, el puntaje de calificación del funcionario en el último período ejecutoriado pasa de considerarse en un 60% para efectos del ascenso, a un 75%, en relación con el tiempo de permanencia en el grado.

De igual manera, la consideración que se hizo de las calificaciones y del tiempo de permanencia en el grado en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2011, conlleva que, con la aplicación de los valores y ponderaciones fijadas, se produzca una dispersión de resultados en que pequeñas diferencias de puntajes producen graves perjuicios en las carreras de funcionarios de manera permanente. Sin duda, señala, ello no se condice con la voluntad del Gobierno en orden a que Gendarmería de Chile cuente con una carrera funcionaria moderna, digna, justa y adecuada a sus importantes funciones.  

Por todo lo anterior, manifiesta que el objetivo del proyecto de ley es establecer un mecanismo de ascenso que permita su aplicación práctica considerando nuevos factores para ello, cuyas ponderaciones serán materias de un decreto con fuerza de ley. Considerando lo anterior, esta iniciativa contempla una etapa de transición en la consecución del objetivo planteado, permitiendo que durante ese período haya normas especiales para el ascenso. 
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Al comenzar la discusión, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, explicó que el origen de la iniciativa legal se encuentra en dos cuerpos normativos de los años 2010-2011. Uno de ellos, indicó, es la ley N° 20.426, que estableció un sistema de ascensos que consideraba las notas obtenidas en los cursos de formación de los gendarmes, entre otros requisitos, pero ocurrió que generaciones de egresos, como aquellas de los años 1981 y 1982, no cuentan con notas de egreso por no haberse encontrado los registros pertinentes.

Agregó que la Contraloría General de la República dictaminó que al no poder considerarse el factor nota de egreso debían sobreponderarse los otros factores considerados, lo que produjo una distorsión muy grande en los escalafones respecto de una institución jerarquizada como Gendarmería de Chile. Adicionalmente, junto a otros factores que generaron problemas, la situación expuesta ha provocado que se encuentren detenidos más de 1.500 ascensos.

Señaló que, al igual que en el Gobierno anterior, se propone omitir la exigencia de ciertos requisitos para que puedan producirse ascensos sin necesidad de cumplirlos. Además de la referida solución transitoria, se propone una solución definitiva con una evaluación que, junto a datos objetivos como la antigüedad, considere el mérito al encontrarse calificado en lista 1 ó 2 y cursos de perfeccionamiento o aprobación de exámenes habilitantes. 

El Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes, ANSOG, señor Joe González, expresó que el proyecto de ley es de justicia al solucionar un problema que tiene sin llenar vacantes que vienen desde el año 2014 y perjudica a más de 1.500 funcionarios, al aplicar parámetros que se establecieron sin escuchar a los funcionarios cuando se elaboró el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Justicia, de 2011. Sostuvo que se ha desfavorecido a funcionarios en las resoluciones de las promociones de los años 2009, 2010 y 2011, en que existen casos de gendarmes que han perdido más de 1.000 lugares, dado que no se ha considerado debidamente estar ubicado en lista 1, de excelencia, para efectos de conformar el escalafón de mérito. 
El Honorable Senador señor Coloma manifestó que el proyecto de ley propone una fórmula razonable de agilizar un proceso de ascensos que se encuentra detenido. Agregó que se contempla un sistema bastante adecuado para generar los ascensos, dado que no basta la antigüedad para subir de grado.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero N° 70, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 1 de junio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Objetivos del Proyecto de Ley
a. Establecer un mecanismo de ascenso que permita su aplicación práctica, considerando nuevos factores para ello, cuyas ponderaciones serán materia de un decreto con fuerza de ley.

b. Conforme a lo anterior, el proyecto considera una etapa de transición para su aplicación, permitiendo que durante ese periodo haya normas especiales de ascenso.

II. Efecto de la indicación sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley irroga gastos por los siguientes conceptos:











Miles $
	Concepto de gasto
	Año 2015
	Año 2016
	En Régimen

	Ascensos en la Planta de Oficiales
	85.127
	85.127
	85.127

	Ascensos en la Planta de Suboficiales
	858.434
	1.082.195
	1.082.195

	Total
	943.561
	1.167.322
	1.167.322


Conforme a lo señalado, la presente indicación irroga un mayor gasto fiscal en régimen de $ 1.167.322 miles.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de este proyecto de ley durante el año de entrada en vigencia del mismo, se financiará con cargo a la Partidas 10 Ministerio de Justicia, y en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Para los años siguientes, los recursos se proveerán en las respectivas leyes de presupuestos.”.
Con la misma data, se presentó un informe financiero sustitutivo N° 72, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Objetivos del Proyecto de Ley
a. Establecer un mecanismo de ascenso que permita su aplicación práctica considerando nuevos factores para ello, cuyas ponderaciones serán materia de un decreto con fuerza de ley.
b. Conforme a lo anterior, el proyecto considera una etapa de transición para su aplicación, permitiendo que durante ese periodo haya normas especiales de ascenso.
II. Efecto de la indicación sobre el Presupuesto Fiscal
El proyecto de ley irroga gastos por los siguientes conceptos:











Miles $

	Concepto de gasto
	Año 2015
	Año 2016
	En Régimen

	Ascensos en la Planta de Oficiales
	85.127
	172.487
	172.487

	Ascensos en la Planta de Suboficiales
	858.434
	1.293.642
	1.293.642

	Total
	943.561
	1.466.129
	1.466.129


Conforme a lo señalado, la presente indicación irroga un mayor gasto fiscal en régimen de $ 1.466.129 miles.
El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de este proyecto de ley durante el año de entrada en vigencia del mismo, se financiará con cargo a la Partidas 10 Ministerio de Justicia, y en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Para los años siguientes, los recursos se proveerán en las respectivas leyes de presupuestos.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Reemplázase el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, que fija el Estatuto de Personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile, por el siguiente:

“Los ascensos se concederán en las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes, considerando la antigüedad en la institución, el orden de egreso de la Escuela de Gendarmería y el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3) y 4) del artículo 26 de este Estatuto y lo dispuesto en el reglamento correspondiente.”.

Artículo 2°.- El requisito de exámenes habilitantes establecido en el artículo 26, número 3, del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, será exigible a contar del 1 de enero de 2017.

Artículo 3°.- Derógase el artículo octavo transitorio de la ley N°20.426.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El reglamento a que se refiere el artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año de publicada la presente ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas que regulen los factores establecidos en el artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, modificados por el artículo 1° de la presente ley, para lo cual podrá especialmente establecer las variables y sus correspondientes ponderaciones, las cuales podrán ser distintas según escalafón y subescalafón.

Artículo tercero.- El Director Nacional de Gendarmería de Chile podrá, dentro del período comprendido entre la publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2016, a través de resolución fundada, y existiendo vacantes, ascender a los funcionarios de las Plantas I y II de Gendarmería de Chile, disminuyendo en un año los tiempos mínimos de permanencia en el grado exigidos por los artículos 33 y 34 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, y por el artículo único transitorio del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, de dicho Ministerio, respetando estrictamente el orden del escalafón de antigüedad dentro del respectivo grado.

La fecha de los ascensos del personal de las Plantas I y II de Gendarmería de Chile será la misma de la respectiva vacante, siempre que se cumplan todos los requisitos para ascender, incluido el tiempo mínimo en el grado, exigidos por los artículos 33 y 34 del decreto con fuerza de ley Nº1.791, de 1979, del Ministerio de Justicia, y por el artículo único transitorio del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, de dicho Ministerio. Sin embargo, los ascensos del personal a quienes se les aplique la disminución establecida en el inciso anterior regirán desde la fecha de la respectiva resolución.

Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto vigente de Gendarmería de Chile. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FORTALECE EL MINISTERIO PÚBLICO

(8.265-07)

HONORABLE SENADO:
La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tienen el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Expresidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “suma”.

Ingresado a segundo trámite constitucional, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó una indicación que sustituye del texto aprobado en primer trámite constitucional.
Cabe hacer presente que con fecha 6 de enero de 2015, la Sala del Senado autorizó a la Comisión para discutir en general y en particular esta iniciativa, en el trámite de primer informe.
A una o más sesiones en que se analizó este proyecto asistieron, además de los miembros de la comisión, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco; el Exministro de esta Secretaría de Estado, señor José Antonio Gómez; el Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez; el Exsubsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela; el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán; el Presidente de la Asociación de Fiscales de Chile, señor Claudio Uribe; el Presidente de la Federación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor Claudio Carvallo; el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor Freddy González, y la Presidenta de la Asociación Gremial de Abogados del Ministerio Público, señora Paula Mandiola.

También concurrió especialmente invitado a una sesión de la Comisión, el abogado constitucionalista, señor José Antonio Ramírez Arrayás.

Igualmente, concurrieron el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Roberto Godoy, la Exjefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina Vodanovic, la Jefa de gabinete de la señora Ministra de Justicia, señora Elvira Oyanguren, y los asesores de esa División señoras María Ester Torres y Alejandra Seguel y señores Gonzalo Rodríguez y Luis Gálvez. El Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, señor Jorge Abbott; la Directora de la Unidad de Asesoría Jurídica, señora Marta Herrera; la Gerente de la División de Administración y Finanzas, señora Sandra Díaz; el Gerente de la División de Estudios, Evaluación, Control y Desarrollo de la Gestión, señor Claudio Ramírez; el Gerente de la División de Recursos Humanos, señor Rodrigo Capelli; el Director de la Unidad de Comunicaciones, señor Christian Fuenzalida Tapia, la profesional de esta unidad, señora Leslie Trollund y el abogado de la Unidad de Asesoría Jurídica, señor Ricardo Mestre. El Vicepresidente de la Asociación de Fiscales de Chile, señor Marcelo Leiva; la Secretaria General, señora Teresa Muñoz; los Directores señora Trinidad Steinert y señores Ernesto Navarro y Jaime Pino, y el Jefe de Gabinete del Presidente, señor José Fuentes. El Primer Vicepresidente de la Federación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor Hugo Olea; el Segundo Vicepresidente, señor Fabio Trujillo; la Secretaria General, señora Natalia Césped; las Directoras Nacionales, señoras Miriam Cruz y Pamela Arancibia; los Dirigentes Nacionales, señores Cristián Vivallos y Gonzalo Gómez; el Director encargado de comunicaciones, señor Waldo Bernales; el periodista, señor Maximiliano Sepúlveda y la Presidenta Nacional de la Agrupación de Funcionarios de la Fiscalía Sur, señora Paulina Ruiz. El Vicepresidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor José Miguel Cáceres; la Vicepresidenta, señora Carola Díaz; el Tesorero, señor Francisco Bozo; el Director, señor Manuel Alburquenque; la Presidenta Regional Oriente, señora Gricel Clavelle Martínez; la Directora Regional Oriente, señora María Carolina Gómez; el Director de la Región Metropolitana, señor José Miguel Cáceres, y la Directora Regional, señora Luz María Fernández. La Tesorera de la Asociación Gremial de Abogados del Ministerio Público, señora Karin Naranjo, la Directora de esta entidad, señora Tania Sánchez; el Director señor Cristián Soto, y las abogadas señoras María José Paredes y Ximena Pino. El abogado de la Defensoría Penal Pública, señor Francisco Geisse.
Finalmente, dejamos constancia que también estuvieron presentes los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Julia Urquieta y señores Diego Calderón, Sergio Herrera, Nicolás Mena y Hermes Ortega. Las asesoras de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señoras Elsa Bueno y María Soledad Torrents. Los asesores de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y señora Annette Hafner. La asesora del Instituto de Derechos Humanos, señora Diana Maquilón. Las asesoras del Honorable Senador señor De Urresti, señoras Melisa Mallega y Rocío Sánchez; los asesores del Honorable Senador señor Espina, señora Andrea Balladares y los señores Pablo Urquízar y Leonardo Contreras; los asesores del Honorable Senador señor Larraín, la periodista señora Daniela Lazo y el abogado señor Héctor Mery; el asesor del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck, el asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca, el Coordinador del Comité PS, señor David Henríquez, y el asesor del Comité Partido Comunista de la Cámara de Diputados, señor Alejandro Fuentes.
OBJETIVO DEL PROYECTO
Modernizar al Ministerio Público con el fin de elevar su nivel de persecución penal, incrementar la atención de los usuarios del sistema de justicia penal y mejorar las condiciones laborales de los funcionarios que se desempeñan en el referido servicio. 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe dejar constancia que las normas de este proyecto -con excepción de las que se señalarán a continuación- deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, pues tienen rango orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República.

Se exceptúan de dicha condición los números 11); 12) y 14) del artículo único y los artículos tercero, cuarto y quinto transitorios, que tienen el rango de ley común, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66, inciso cuarto, de la Ley Fundamental.

- - -

Finalmente, cabe informar que durante el trámite de discusión en particular, esta iniciativa deberá ser conocida por la Comisión de Hacienda en aquellos aspectos propios de la competencia de esa Comisión.
- - -
ANTECEDENTES

A.- JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República. 

Su artículo 83 dispone que un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley. Agrega que le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.

Puntualiza que este Servicio podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura, o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.

En su artículo 84 señala que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.

Asimismo, indica que la referida ley establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo.
Agrega el artículo 85 que el Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.
A continuación, el artículo 86 señala que existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno.
Finalmente, y en lo que interesa a este informe, el artículo 88 dispone que existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.

b) Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional  del Ministerio Público. Este cuerpo legal preceptúa que el Ministerio Público es un organismo autónomo y jerarquizado, cuya función es dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. No podrá ejercer funciones jurisdiccionales.

Igualmente determina las funciones y principios que orientan la actuación de este Servicio; precisa su organización y atribuciones (El Ministerio Público se organiza en una Fiscalía Nacional y en Fiscalías Regionales. Las Fiscalías Regionales estructuran su trabajo a través de fiscalías locales. Existe, además, un Consejo General, que actúa como órgano asesor y de colaboración del Fiscal Nacional.); señala  las responsabilidades, inhabilidades, incapacidades, incompatibilidades y  prohibiciones a las que están sujetos los fiscales del Ministerio Público, y las normas de personal que se aplican a sus funcionarios.

B.- DE HECHO

1.- Mensaje




El aludido documento recuerda que la reforma del sistema de justicia criminal en Chile constituyó uno de los hitos más relevantes del proceso de modernización de la justicia del país.
Agrega que no obstante los logros de esa reforma, existen ámbitos que requieren nuevas estrategias y ajustes institucionales.
Explica que el aumento de causas y surgimiento de nuevas formas de criminalidad requiere introducir cambios en la estructura y forma de operación del Ministerio Público.
A la luz de estos antecedentes, hace presente que dicho Servicio elaboró un documento que se entregó al Gobierno y que se tituló “proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público”, con el fin de mejorar la eficiencia en la persecución penal pública.

Entre las materias que se contemplaba originalmente esta iniciativa cabe destacar la creación de una unidad para la investigación de asuntos de alta complejidad.

Junto con lo anterior, agregaba que se tuvo a la vista un estudio realizado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Fundación Paz Ciudadana, que recomendaron realizar una serie de reformas institucionales al Ministerio Público que permitieran reforzar el Plan de Seguridad Pública, denominado “Chile Seguro”.

Seguidamente, explica que se constituyó una Mesa de trabajo conformada por los Ministerios de Justicia y de Hacienda y el Ministerio Público para realizar los ajustes de dotación necesarios para mejorar la gestión del Servicio.

 A partir de lo anterior, se propuso un conjunto de enmiendas a la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público. Ellas tratan de los siguientes asuntos:
1.- Se modifican diversos artículos de la mencionada ley para consignar la creación de la referida Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad y  el cargo de Fiscal Jefe Especial.

2.-  Se impone al Fiscal Nacional la obligación de informar al Consejo General de las dificultades que se hubieren suscitado entre una fiscalía regional  y la fiscalía especial de investigaciones de alta complejidad.

3.- Se agrega un párrafo 4 bis nuevo (artículos 37 A a 37 G) para determinar las funciones de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.

4.- Se permite que el fiscal regional pudiera, en circunstancias excepcionales, nombrar en calidad de fiscal adjunto subrogante a un ayudante de fiscal adjunto perteneciente a una fiscalía regional. 

5.- Se establece la posibilidad de que el Fiscal Nacional pudiera convocar a concurso de promoción interna de fiscales adjuntos, que se regirán por las reglas generales  y bases que fije el referido fiscal.

2.- Trámite en la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados estudió esta iniciativa y la aprobó con diversas enmiendas:

1.- No acogió la idea de crear la Fiscalía Especial de Investigación de Alta Complejidad;
2.- Rechazó la idea de dotar de más atribuciones al Fiscal Nacional del Ministerio Público;
3.- Disminuyó de 10 a 8 años la duración del cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público y de los Fiscales Regionales, con el fin de adaptar esta normativa a las disposiciones constitucionales vigente,  y
4.- Modificó la planta del Ministerio Público en el siguiente sentido:
a) Acordó aumentar el número de fiscales adjuntos de 647 a 740 (93 cargos, nuevos);

b) Igualmente, incrementó el número de profesionales de 975 a 1036 (61 cargos, nuevos);

c) Elevó los cargos técnicos de 529 a 680 (151 cargos, nuevos), y

d) Finalmente, elevó los cargos administrativos de 1136 a 1204 (68 cargos, nuevos).

Asimismo, se estableció que el Fiscal Nacional podrá destinar 24 cargos de fiscales adjuntos y 24 profesionales escogidos para el conocimiento de causas de alta complejidad.

Finalmente, en las normas transitorias se creaba, por tres años, las denominadas unidades de análisis criminal y focos investigativos. En todo caso, se precisaba que para su implementación se destinarán 22 fiscales adjuntos para desempeñarse en el mencionado programa piloto. De ellos, 16 cargos para fiscalías regionales de mayor tamaño, 5 para las medianas y 1 para las pequeñas.

Agrega que se fijarían metas anuales y los respectivos indicadores que permitan medir objetivamente su grado de cumplimiento asociadas al programa “Unidades de Análisis criminal y Focos Investigativo”.

Con fecha 23 de diciembre de 2013, esta iniciativa ingresó al Senado.
En el mes de enero del año 2014, el anterior Gobierno dio cuenta del contenido de esta iniciativa y explicó sus principales características.
Posteriormente, una vez que asumió el actual Gobierno, el Exministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, anunció que el Ejecutivo se encontraba estudiando una reformulación de este proyecto. En concordancia con dicho planteamiento, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva de esta iniciativa, de la cual se dio cuenta el día 6 de enero del presente año.

En esa fecha, la Sala del Senado autorizó a la Comisión para discutir en general y en particular esta iniciativa, en el trámite de primer informe.
3.- INDICACIÓN SUSTITUTIVA
Como se ha indicado en un acápite precedente, el actual Gobierno presentó una indicación que sustituye el texto aprobado en el trámite constitucional.

En sus antecedentes, se precisa que esta nueva propuesta tiene por objeto abocarse al desarrollo de tres ejes que son fundamentales para obtener el  fortalecimiento integral y modernización del Ministerio Público. 

Las áreas que se potenciarán serán: 1) el desarrollo institucional; 2) la investigación y tramitación de causas menos complejas y complejas; 3) la atención de víctimas y testigos. 

Para dar cumplimiento a los objetivos previamente señalados, esta indicación sustitutiva introduce un conjunto de enmiendas al texto de la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en las materias que se individualizan a continuación:

1.
Medidas de desarrollo institucional.

a.
Reconocimiento del rol del abogado asistente de fiscal.

En esta materia hace presente que actualmente los abogados asistentes de fiscal en muchos casos cumplen funciones y asumen responsabilidades similares a las de un fiscal adjunto. Para reflejar esta realidad, se hace necesaria la modificación legal en dos sentidos:

i.
Se agrega un inciso tercero en el artículo 2°, mediante el cual se asegura que las actuaciones procesales que el abogado asistente realice no sean cuestionadas y, de ese modo, se pueda superar de mejor manera la carga de trabajo de los fiscales.

ii.
Además, se modifican los grados asociados al profesional abogado asistente de fiscal, asignándoles grados entre el VIII y el XI. Se agrega un inciso segundo nuevo en el artículo 72, para hacer mención expresa a esta enmienda. 

b.
Subrogancia y suplencia de fiscales. 

Se establece para el Ministerio Público un nuevo régimen de subrogancia y suplencia de fiscales adjuntos, permitiendo la continuidad de sus funciones. 

Específicamente, se modifica el artículo 40 de la ley, para establecer un sistema de subrogancia, para que el fiscal que se encuentre impedido de ejercer sus funciones sea subrogado, por el solo ministerio de la ley, por el abogado asistente de fiscal que designe el Fiscal Regional. Ahora bien, si el impedimento para el ejercicio de las funciones del fiscal se extendiera por más de 30 días, el Fiscal Regional tiene la facultad para nombrar como suplente a un abogado asistente, quien tiene derecho a percibir la remuneración del fiscal que suple y, asimismo, el Fiscal Regional puede contratar a un abogado para que realice las labores de abogado asistente. 

Tratándose de cargos que se encuentren vacantes, la suplencia puede tener una duración máxima de 6 meses.

c.
Carrera funcionaria para fiscales.

i.
Ajuste de grados.

En esta materia, explica que actualmente, los fiscales adjuntos ocupan cargos con grados que van desde el IX al VI. Este proyecto modifica el artículo 72, de manera que el nuevo grado de inicio para los fiscales adjuntos será el grado VIII. Por otra parte, los fiscales adjuntos, en virtud de la carrera funcionaria que se establece en el artículo 75 bis nuevo, podrán llegar hasta el grado V.

ii.
Ascenso.

Hace presente que se ha introducido un nuevo artículo 75 bis, mediante el cual se crea un sistema de ascenso cada dos años, de carácter técnico y reglado, mediante el cual podrán ascender hasta el 15% de la planta de fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI y siempre que cumplan con los requisitos legales. 

La primera aplicación de este sistema deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de esta ley y el porcentaje de fiscales que podrán ascender en ese primer proceso será del 20%.

iii.
Concursos internos para vacantes de Fiscales Adjuntos. 

Se faculta al Fiscal Nacional para autorizar la realización de concursos internos para proveer vacantes de fiscal adjunto. En dichos concursos podrán participar todos los fiscales y abogados asistentes que hayan ingresado a la institución por concurso público.  

Estos concursos se regirán por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional.

Sin perjuicio de lo anterior, la nueva norma establece que al menos el 30% de los concursos que se realicen anualmente debe ser de carácter público.

d.
Carrera funcionaria para funcionarios.

La presente indicación sustitutiva, a diferencia del proyecto iniciado por la pasada administración, ha incorporado las bases de una carrera funcionaria para todos los funcionarios del Ministerio Público. Lo anterior, se ve reflejado en las siguientes medidas: 

i.
Ascenso.


Se incorpora un artículo 75 ter nuevo, mediante el cual se establece un sistema de ascenso de carácter técnico y reglado, que se aplicará cada dos años. Este sistema permitirá a todos los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, que no sean de exclusiva confianza, acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores del nivel de cargo correspondiente. 

ii.
Concursos internos para vacantes de funcionarios.

Al igual que en el caso de los fiscales adjuntos, se faculta al Fiscal Nacional para realizar concursos internos para proveer un cargo vacante de cualquier estamento funcionario y grado. Este concurso se regirá por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional. Con todo, al menos, el 30% de los concursos que se realicen deberán ser de carácter público.

iii.
Ajuste de grado del nivel de cargos auxiliares.


La presente indicación ajusta el grado máximo que puede alcanzar quien ocupa un cargo del nivel auxiliar, modificándose el grado máximo que antes correspondía al XVIII por el XVII. 

2.
Aumento de la dotación del Ministerio Público.

La planta del Ministerio Público será aumentada en  577 cargos distribuidos de la siguiente forma entre los diferentes cargos: 122 fiscales adjuntos,  203 profesionales, 82 técnicos y 170 administrativos.

Este aumento de dotación se proyecta implementar dentro de un período de tres años, considerándose para el primer año un 40% de éste y se distribuirá entre las distintas iniciativas que se indican a continuación:

i.
Tramitación de causas menos complejas (TCMC).

ii.
Creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Delictivos.

iii.
Reforzamiento del modelo de atención a víctimas y testigos.

iv.
Traspaso de funcionarios a honorarios en materia de Justicia Militar.

3.
Plan institucional Anual.

Finalmente, se impone al Ministerio Público el deber de publicar en su sitio electrónico institucional un Plan Institucional Anual mediante el cual se informe, entre otras materias, sobre su misión, sus principales líneas de acción, objetivos estratégicos, indicadores de desempeño y otros elementos que permitan medir el grado de cumplimiento de tales líneas de acción y objetivos, por región.
DISCUSIÓN EN GENERAL
En la primera sesión en que la Comisión consideró este asunto, se recibió y escuchó a representantes del Gobierno del Expresidente, señor Sebastián Piñera, a funcionarios del Ministerio Público, a representantes de los empleados públicos, y al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público.


En esa ocasión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Patricio Walker, ofreció, en primer lugar, el uso de la palabra a la señora Carola Díaz, quien intervino a nombre de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público. Comenzó su intervención señalando que hay preocupación respecto a la actual redacción del proyecto de ley en estudio, ya que no se han subsanado las deficiencias que éste presenta. 

Precisó que actualmente están trabajando junto al Ministerio de Justicia y al Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, para avanzar en una propuesta que incorpore las demandas de los funcionarios. Explicó que hasta esta fecha, enero de 2014, no existe la certeza que de dicha Mesa de trabajo surja una indicación sustitutiva al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.
Destacó que la intención de la asociación que ella representa, no es que solo se acojan las demandas de los funcionarios, sino también que se resuelvan  los otros temas que no han sido abordados. 

Ejemplificó señalando que el actual proyecto no considera la propuesta presentada por los informes técnicos del Banco Interamericano de Desarrollo y de la Fundación Paz Ciudadana, ya que contiene un número menor de cargos a los requeridos por el Servicio.

Sostuvo que cuando se señala que el Ministerio Público será fortalecido con 280 funcionarios y 93 fiscales, 22 de estos últimos van a formar parte de un proyecto piloto que tendrá una duración de solo tres años.

Señaló que actualmente se están tramitando 1.400.000 causas, lo que da un promedio de 2.050 casos por fiscal. Agregó que con las modificaciones que propone el proyecto de ley en estudio, se rebajaría solo a 1.890 las causas por fiscal. Dicha disminución corresponde a un 7,7%, es decir, no significa una baja relevante en la carga de trabajo.

Enfatizó que el proyecto de ley en discusión requiere de una revisión más profunda que está apoyada por los informes técnicos ya señalados. Solicitó se incluya dentro del proyecto aquellos temas que han quedado postergados, como es el de la carrera funcionaria.

Manifestó que si hoy en día se produce un conflicto laboral entre un funcionario y el Ministerio Público, tanto los tribunales laborales como la Contraloría son incompetentes para conocer de dicho asunto. Lo anterior, explicó, lleva a que los funcionarios carezcan de la protección laboral correspondiente.    

El Honorable Senador Larraín, don Hernán expresó que la señora Díaz hizo mención a estudios del BID y de Paz Ciudadana. Preguntó si dichos informes son anteriores a la presentación del proyecto de ley en discusión. Solicitó que se le envíen a la Comisión dichos antecedentes. 

La señora Díaz consignó que el informe elaborado por el Banco Interamericano de Desarrollo data del año 2011 y fue entregado a las autoridades correspondientes. 

El Exsenador Larraín, don Carlos consultó si la distribución de causas entre los fiscales es homogénea. Inquirió si los fiscales con menos causas pueden estar sujeto a trasladado.

La señora Díaz manifestó que la realidad de los fiscales es disímil, porque cada fiscal regional distribuye las causas de acuerdo a su criterio. Agregó que cada fiscalía tiene distinto número de causas e ingresos.

Precisó que el proyecto señala claramente dónde irán distribuidos los fiscales que se incorporarían.

El Exsenador, señor Gómez indicó que era relevante que la Comisión tome conocimiento del informe antes mencionado. Preguntó por el costo de la propuesta.

Seguidamente, intervino el Presidente (s) de la Federación Nacional de Trabajadores del Ministerio Público, señor Mario Gutiérrez , quien agradeció la invitación de la Comisión y manifestó que el plan de fortalecimiento del Ministerio Público necesita 181 fiscales; 141 abogados; 134 profesionales; 259 técnicos; 157 administrativos y 3 auxiliares. Lo anterior asciende a 875 funcionarios.

Recalcó que solo el 0,5% será distribuido en regiones. El mayor porcentaje se distribuirá entre las fiscalías más grandes, es decir, las que corresponden a la Región Metropolitana.

Estimó que el Plan de Fortalecimiento debe ser mejorado y no postergado.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció el uso de la palabra al Presidente de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, señor Raúl De La Puente, quien también agradeció la invitación cursada por la Comisión. Ratificó que actualmente existe una Mesa de trabajo con el Ministerio de Justicia para estudiar los temas que se han planteado previamente.
Recalcó que en el proyecto de ley en discusión solo se considera que los fiscales puedan desarrollar carrera funcionaria, por lo tanto, el 82% de los funcionarios queda excluido de ella. 

Enfatizó que el proyecto de ley presenta un desequilibrio en su origen y por eso la Cámara de Diputados rechazó los artículos que decían relación con la carrera funcionaria. A raíz de ello, añadió, se formó una Mesa de negociación para poder solucionar lo planteado.

Solicitó que no siga adelante la discusión del mismo mientras no concluya un nuevo acuerdo en la mencionada Mesa de trabajo constituida por el Ministerio Público, el Ministerio de Justicia, la Anef, la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público y la Federación Nacional de Trabajadores del Ministerio Público.

Luego, intervino el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán, quien agradeció la invitación y pidió a la Comisión que también se escuche a la Asociación de Fiscales, presidida por el señor Claudio Uribe.
Valoró la presentación del presente proyecto, sin embargo, advirtió que su contenido les parece insuficiente. 

Agregó que una indicación que fue rechazada por la Cámara de Diputados establecía una carrera funcionaria para los fiscales, producto de dicho rechazo, la actual iniciativa queda aún más incompleta.

Seguidamente, hizo uso de la palabra el Exsubsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, quien explicó a la Comisión que este proyecto persigue los siguientes objetivos:

1.- Aumento de personal en el tratamiento de causas de menor y mediana complejidad (TCMC).   

Expresó que se busca potenciar el trabajo de las actuales unidades del Ministerio Público dedicadas a la tramitación de causas de menor y mediana complejidad, fortaleciendo su capacidad operativa, con el fin de mejorar la calidad de la evaluación inicial de los antecedentes, identificando aquellos casos en que es posible una salida de mejor calidad para las víctimas. Asimismo, se pretende mejorar la calidad de la gestión de las actuaciones administrativas inmersas en estos casos y precisar los criterios de asignación específica en equipos de trabajo.

Agregó que implica incorporar 47 fiscales adjuntos; 37 profesionales; 47 técnicos y 68 administrativos.

2.- Creación de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos (UAC-FOCOS).

Enfatizó que el objetivo consiste en incorporar, a nivel regional, unidades de análisis y métodos sobre mercados delictuales específicos y equipos de trabajo focalizados, para el diseño de planes de persecución penal estratégica según redes delictuales, superando la lógica del caso a caso.

Consignó que se propone la creación de cuatro proyectos piloto, con duración de tres años: dos en Regiones grandes, otro en una Región mediana y la última en una Región de menor tamaño, siendo el porcentaje de delitos de mayor connotación social que se produzcan en cada  región el que definirá su “tamaño” para esta finalidad.

Detalló que lo anterior significa incorporar 22 fiscales adjuntos, distribuidos de la siguiente forma: 8 fiscales para cada una de las dos regiones grandes en que se aplique el piloto; 5 fiscales para la región mediana que resulte elegida; y 1 fiscal para la región pequeña en que se aplique el piloto.

3.- Fortalecimiento de la Atención a Víctimas y Testigos.

Remarcó que busca reforzar la dotación necesaria para implementar un modelo orientado a una atención oportuna y generadora de canales de comunicación recíproca con sus usuarios, especialmente víctimas y testigos.

Manifestó que se prevé una especial atención en la intervención inmediata para víctimas de Violencia Intrafamiliar mayores de edad; la atención especializada para mayores de edad víctimas de delitos sexuales; atención especializada para  niños y adolescentes víctimas de delitos sexuales o en contexto de Violencia Intrafamiliar; orientación y protección a víctimas y testigos que declaran en Fiscalía; y por último, orientación y protección a víctimas y testigos que participan en juicio oral.

Lo anterior implica incorporar 104 técnicos.

4.- Reforzamiento de personal con dedicación preferente a causas de alta complejidad.

Seguidamente, expresó que tiene por finalidad aumentar  personal con fiscales y profesionales con dedicación preferente para causas de alta complejidad.

Aseveró que deberán destinarse prioritariamente, de acuerdo a las instrucciones que imparta el Fiscal Nacional, al conocimiento de causas de alta complejidad, 24 cargos de fiscales adjuntos y 24 de profesionales, velando por asegurar la presencia de dichos funcionarios en todas las regiones del país.

5.- Adecuaciones formales a la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

Señaló que se adecúa la terminología de “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por la frase “Superintendencia de Pensiones”, y la frase “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por la expresión “Superintendencia de Salud”.

Luego, agregó que reduce de 10 a 8 años el período de duración del cargo de Fiscal Regional, tal como lo hizo nuestra Carta Fundamental en la reforma de 2005 y reduce el período de duración del cargo de Fiscal Nacional de 10 a 8 años, armonizando su texto con la reforma constitucional de 2005.

A continuación, se refirió a los aspectos que fueron modificados en el primer trámite constitucional.

En primer lugar, explicó la situación la Fiscalía especial de Investigación de Alta Complejidad (FIAC). Añadió que incorporaba 1 fiscal jefe (asimilado a Fiscal Regional); 24 fiscales adjuntos; 30 profesionales; 23 técnicos; 2 administrativos y 3 auxiliares. 

Destacó que mediante indicación del Ejecutivo y a petición de la Comisión de Constitución de la Cámara, se suprimió FIAC y se redistribuyó su personal en 48 fiscales adjuntos y 38 profesionales. 24 fiscales y 24 profesionales se dedicarán prioritariamente a investigaciones de alta complejidad; el resto, esto es, 24 fiscales y 14 profesionales, se dedicará netamente a tratamientos de causas de menor y mediana complejidad.

En relación, con el régimen general de subrogación de los fiscales adjuntos por asistentes de fiscal en cualquier fiscalía (ya no sólo en fiscalías unipersonales). Explicó que la Sala de la Cámara rechazó en primer trámite esta idea.

En cuanto, a la facultad del Fiscal Nacional para cubrir cargos de fiscales adjuntos por concursos internos, explicó que  el proyecto preveía hasta un 30% (que se aumentó a un 50% con la indicación del Ejecutivo) de los cargos vacantes anuales de fiscales a ser llenados por concurso interno si el fiscal nacional así lo decidía.  Añadió que se rechazó esta idea por la Sala de la Cámara en primer trámite.

Respecto a la idea de crear un sistema de ascensos para fiscales, puntualizó que la indicación del Ejecutivo propuso un sistema de ascenso para los fiscales adjuntos que permitiera generar estímulos para la permanencia de aquéllos, con parámetros objetivos y armónicos con el diseño de la referida institución. Indicó que esta idea fue rechazada por la Sala de la Cámara en primer trámite.

Seguidamente, resaltó que a consecuencia del rechazo de los aspectos reseñados, el Ministerio de Justicia ha constituido una Mesa de trabajo con las asociaciones que agrupan a los funcionarios del Ministerio Público así como a representantes del propio Fiscal Nacional, donde se tratan temas relativos a carrera funcionaria y condiciones laborales.
Finalmente, presentó el aumento de dotación de personal que considera el proyecto.


AUMENTO DOTACIONAL GENERAL DEL PROYECTO

1.- FISCAL ADJUNTO                           93 (de 647 se pasa a 740)

2.- PROFESIONALES                           61 (de 975 se pasa a 1036)

3.- TÉCNICOS                                         151 (de 529 se pasa a 680)

4.- ADMINISTRATIVOS                        68 (de 1136 se pasa a 1204)

5.- AUMENTO TOTAL DOTACIÓN    373 (de 3787 se pasa a 4160)

A continuación, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán señaló que era imprescindible que en esta iniciativa se considere la situación de las suplencias y subrogancias.

El Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, señor Pedro Bueno valoró la importancia de la presentación del proyecto de ley en discusión, sin embargo, precisó que aún perduran dificultades que hay que superar.
Agregó que el informe elaborado por el BID, hacía un planteamiento que se ajustaba a las necesidades del momento en que fue solicitado, es decir, en el año 2010. Hizo presente que éste se confeccionó tomando en consideración 1.000.000 de causas anuales aproximadamente, y hoy en día hay aproximadamente 1.400.000.

Remarcó que el proyecto de ley contempla 104 funcionarios para la atención de usuarios, y el documento del Banco Interamericano de Desarrollo habla de 224. Precisó que las unidades de análisis criminal tenían contemplado 286 funcionarios y fiscales, y el proyecto consigna 22 fiscales y 100 funcionarios.

Manifestó que es de dudosa legalidad la regulación que hoy existe de nombrar a 22 fiscales para unidades de análisis por un plazo de tres años asignándoles grado y lugar de desempeño de las funciones. El proyecto no aclara la situación de dichos fiscales una vez que se cumple dicho plazo. Advirtió que el régimen orgánico de los fiscales es hasta los 75 años desde el nombramiento.

Destacó que también hay normas de dudosa constitucionalidad en lo que respecta a la Fiscalía de Alta Complejidad, toda vez que inhiben al señor Fiscal Nacional de ejercer la facultad de designar fiscales en los lugares donde van a desempeñar sus funciones.

Sostuvo que no se desprende del informe financiero la gradualidad de la entrada en vigencia del presente proyecto.

Finalizó su intervención señalando que la carencia de la carrera funcionaria para fiscales; la subrogancia; la promoción interna, entre otros, hacen que el proyecto de ley sea incompleto.

A continuación, el Honorable Senador señor Espina consultó de qué manera estas modificaciones que se están proponiendo pueden contribuir a mejorar la persecución penal, específicamente lo que dice relación con la investigación de los delitos.

Agregó que esta iniciativa debería buscar que la acción de la Fiscalía sea más eficaz. 

Indicó que la Comisión debiera estar siempre mirando qué es lo que se tiene que hacer para que funcione mejor el sistema de persecución penal.
Luego, inquirió acerca de cómo está estructurado el funcionamiento de una fiscalía regional en la actualidad.

Además, preguntó cómo opera el tratamiento de causas de menor y mediana complejidad (TCMC) y la Unidad de Análisis Criminal. Consultó que se va entender por delitos de mayor complejidad. 

Mostró su preocupación por la falta de protección adecuada a los testigos.

Asimismo, constató que hoy en día existen gravísimas deficiencias dentro del sistema. 

Finalmente, señaló que no entiende la lógica de tener planes piloto en las fiscalías de alta complejidad. Preguntó cuál es la situación en regiones respecto a dicho punto.

Seguidamente, el Exsenador señor Gómez sostuvo que participó en la reforma procesal penal desde el año 1995. Estimó que las modificaciones que se realicen deben afectar favorablemente a la opinión pública y a la comunidad.

Manifestó que la Comisión debe celebrar una sesión especial con el Fiscal Nacional para que presente un informe detallado que incluya cifras y datos estadísticos.

Añadió que en una sesión pasada el Ministro señor Aránguiz señaló que uno de los topes de la investigación criminal son los Carabineros, quienes no se han adecuado al nuevo sistema habiendo transcurrido trece años desde su implementación. Ello debe ser solucionado.

El Honorable Senador señor Hernán Larraín adhirió a lo expresado por los Honorables Senadores que le antecedieron en el uso de la palabra.

Agregó que lo deseable es que lo que se ha venido debatiendo respecto del funcionamiento del Ministerio Público se resuelva de la mejor manera. Precisó que la sensación latente es que se trata de un proyecto a medias, es decir, que va mejorar la situación actual, pero no constituye la solución definitiva.

Destacó que la ciudadanía valora positivamente la reforma procesal penal, pero no sienten que estén satisfechas sus necesidades de justicia. 

Remarcó que el aumento de personal que se propone en el proyecto asciende a un 10% aproximadamente. Hizo presente que en otras instituciones el incremento en ese ítem ha sido mayor. Manifestó su preocupación por la existencia de más defensores que fiscales. 

Expresó que se ha creado un sistema garantista donde se favorece más la defensa de los imputados que la atención a las víctimas.   

Finalmente, añadió que a lo anterior se suman temas internos de funcionamiento del servicio. Subrayó que debe incluirse en la carrera funcionaria no solo a los fiscales. Remarcó que este es el momento de implementar todos los cambios necesarios para mejorar de una vez y para siempre el sistema que comenzó a aplicarse el año 2000.

Luego, el Exsenador señor Carlos Larraín manifestó que los dirigentes de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público señalaron que existía una situación de desamparo respecto a los funcionarios no abogados, ya que en caso de conflictos laborales no existía tribunal competente para conocer de dicha situación.

Preguntó si es efectivo que existe un conflicto entre la carrera funcionaria y la flexibilidad que otorga la contratación periódica de funcionarios.

Consultó si era efectivo que se había duplicado el número de causas. Si ello fuese así, no se condice con el aumento que se propone de funcionarios.

El Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán, manifestó que asumió su cargo el 1° de diciembre de 2007 y en febrero de 2008, la asociación de fiscales correspondiente señaló que era imprescindible contar con 300 fiscales adicionales. Para analizar dicha petición se encargó el estudio al Banco Interamericano de Desarrollo. 

Sostuvo que cuando asumió existían 950.000 causas. Precisó que gracias a la reforma de gestión se persigue que el 70% de las causas ingresen al TCMC (tratamiento de causas de menor y mediana complejidad) y solo el 30% quede en manos de fiscales especializados.

Agregó que la tasa de archivos ha ido disminuyendo, pero no así respecto a los delitos contra la propiedad, donde hay un archivo cercano al 75%. Es ahí donde debe mejorar la actividad policial, porque, entre otras cosas, no se trabaja bien en el sitio del suceso.

Subrayó que para avanzar como institución requieren de aumento de dotación. 

Hizo presente que respecto a posibles conflictos laborales, los tribunales del trabajo son los encargados de conocer de dichos asuntos. Precisó que no están sujetos a la Contraloría General de la República.

El Exsubsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela expuso que uno de los aspectos abordados es el que dice relación con la carrera funcionaria. Expresó que el propio Fiscal Nacional reconocía la importancia de regular la subrogancia. Lo anterior lo propuso el Poder Ejecutivo, pero fue rechazado por la Cámara de Diputados. 

Explicó que en diciembre del año 2013 el Poder Ejecutivo recibió un oficio del Ministerio Público a raíz de una petición de las asociaciones de funcionarios donde pedían que se regulara la carrera funcionaria. 

El señor Fiscal Nacional expresó que la petición que le hicieron llegar al Ejecutivo no alteraba la tramitación del proyecto en discusión.

El Exsubsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela reiteró que en diciembre se le solicitó al Ministerio de Justicia que se incorporara al proyecto de ley la carrera funcionaria a los funcionarios, cuestión que no comprendía dicha iniciativa.

Precisó que en relación a la política de promoción y ascenso de fiscales se propone hacerla cada 2 años y respecto a los demás funcionarios, año tras año. Enfatizó que en la Mesa de trabajo a la que se ha hecho alusión anteriormente, se está tratando el tema de la carrera funcionaria y su financiamiento.

Remarcó que en cuanto a la Unidad de Análisis Criminal, los 22 fiscales que se incorporan ingresan a la planta de manera definitiva, no hay ninguna norma en el proyecto que condicione la ampliación de la planta de fiscales. Agregó que lo que está sujeto a condición es la evaluación del proyecto de la Unidad ya señalada.

Sostuvo que el aumento de fiscales en el proyecto es de un 14%.

Luego, el Honorable Senador señor Espina preguntó a cuánto asciende el número de fiscales que se necesitan.

El Exsubsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, hizo presente que las metas de la Unidad de Análisis Criminal serán fijadas por tres actores independientes, a saber, el Ministerio de Hacienda, el del Interior y el Ministerio Público.

Señaló que por expresa solicitud del Ministerio Público se eliminaron los bonos a los fiscales sujetos a cumplimiento de metas.    

Connotó que no es correcto dividir el número de causas por el número de fiscales, porque existen varios factores a considerar. Tampoco se puede comparar el número de defensores con el número de fiscales, ya que cumplen funciones distintas.

Remarcó que el proyecto de ley en estudio es importante ya que por primera vez se está destinando más de un 14% de fiscales.

El Honorable Senador señor Larraín consultó si el Poder Ejecutivo tiene un estudio sobre lo que se necesitaría para financiar lo que falta implementar. Propuso que se elabore un plan a dos o tres años para alcanzar el óptimo. 

Preguntó cuáles son las necesidades reales de toda la pirámide que forma parte del sistema.

El Exsubsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, señaló que cuentan con el informe del BID y un estudio que efectuó Paz Ciudadana. Consignó que hay ciertos aspectos que no tienen respuesta actualmente, lo que justifica que la Unidad de Análisis Criminal se presente como proyecto piloto y no como definitivo.

El Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán insistió que cada una de las peticiones que hizo el Ministerio Público, sobre la base del informe del Banco antes citado, están avaladas.

El Exsenador señor Gómez manifestó que no hay nadie que sepa más de cómo resolver los problemas que los operadores del sistema.

Al finalizar esta sesión, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán hizo presente que con el referido plan inicial se lograron metas relevantes como, por ejemplo, la reducción del porcentaje del archivo de causas.
-.-.-





Posteriormente, y tal como se ha indicado precedentemente, el actual Gobierno, el día 30 de diciembre de 2014, presentó una indicación sustitutiva para esta iniciativa, de la cual se dio cuenta en esta Corporación el día 6 de enero del año 2015.





A continuación, se realiza una síntesis del debate que generó esta iniciativa y de las proposiciones contenidas en ella.

-.-.-
Al iniciarse el estudio de este proyecto, el Expresidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, otorgó el uso de la palabra al Exministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, quien en nombre del Gobierno agradeció la invitación a participar en la discusión de esta iniciativa.

Comenzó su exposición recordando que este proyecto fue presentado el 2 de mayo del año 2012 por la Administración del Expresidente de la República señor Sebastián Piñera. Manifestó que esa primera formulación fue muy resistida al interior del Ministerio Público, tanto por sus jefaturas como por las asociaciones gremiales que agrupan a los fiscales y funcionarios. 

Expresó que para superar esta situación, el actual Gobierno constituyó una Mesa de trabajo con el Ministerio Público. A ella concurrieron, en primer lugar, la Fiscalía Nacional del Ministerio Público con sus asociaciones gremiales, quienes acordaron una propuesta común. Ese primer bosquejo fue discutido con el Ministerio de Justicia y luego con el Ministerio de Hacienda. A partir de este antecedente, explicó, se elaboró la indicación sustitutiva que presentó el actual Ejecutivo.

Manifestó que ella se enmarca dentro de un continuo de políticas públicas dispuestas por S.E la Presidenta de la República, que tienen la temática de la seguridad pública como eje central de su gobierno. Señaló que los distintos actores involucrados en este tema tienen enfoques propios para afrontar el problema, y han presentado a la opinión pública planes de mejoramiento de la gestión interna que no generan ningún resultado en la percepción de la ciudadanía. Por ello, destacó, es necesario realizar una aproximación más sistémica para la regulación de esta materia.

Explicó que la indicación que ahora se presenta se centra en otorgar todas las capacidades necesarias al Ministerio Público, tanto desde el punto de vista humano, de recursos y de regulación interna. Subrayó que este asunto es crucial, porque en el diseño de la reforma se definió al Ministerio Público como uno de los actores críticos para el buen desempeño de la misma.

Manifestó que habiéndose dado el paso anterior, es menester introducir, por la vía de la ley, mejores prácticas para la tramitación masiva de causas menos complejas, que son las que representan el porcentaje mayor de ingresos y afectan directamente los derechos del común de los ciudadanos. Observó que para abocarse a esta tarea es necesario centrar la atención en el reforzamiento de toda la planta del Ministerio Público. 
Seguidamente, recordó que el proyecto original consideraba únicamente un aumento de plazas para fiscales, y no se preocupaba del personal de apoyo necesario ni de las reformas funcionarias internas para que operen los sistemas de subrogación y suplencia que requiere un esfuerzo permanente de persecución penal. Todas estas materias, explicó, han sido abordadas en la indicación sustitutiva.

En esta área, expresó, la ciudadanía observa con preocupación el alto índice de archivos provisionales que se producen por falta de antecedentes necesarios para afirmar un caso ante la justicia. Para frenar esta situación, manifestó que la indicación sustitutiva propone un sistema nuevo de análisis criminal y focos investigativos, que permita identificar patrones y modus operandi habitual de los delincuentes. Estos datos, añadió, permitirán concentrar el esfuerzo investigativo en ciertos nudos delictuales críticos. Precisó que lo anterior requiere, necesariamente, acercar la labor de la fiscalía a la de los policías que trabajan en terreno, y por ello se consideró establecer una presencia permanente de los fiscales en las comisarías. En la misma línea, hizo presente que el proyecto también considera reforzar el vínculo entre el órgano prosecutor y la ciudadanía a la cual sirve.

Respecto del aspecto financiero de esta iniciativa, planteó que la indicación sustitutiva eleva el gasto fiscal a cerca de 38 mil millones de pesos, de los cuales 21,5 miles de millones se destinan a la operación en régimen, y 16 mil millones para la implementación y puesta en marcha del sistema. Ello, arguyó, implica 577 nuevos funcionarios, a los cuales 80 puestos extras están destinados a la nueva fiscalía de alta complejidad, lo que hace un total de 657 nuevas vacantes, lo que para un institución de 3500 funcionarios es un cambio mayor. Al respecto, notó que esta es la primera revisión masiva del Ministerio Público que se hace desde su fundación.

Indicó que en la nueva indicación se consideran medios y herramientas para aumentar el actual nivel de coordinación entre la fiscalía y las policías, situación que en la actualidad es muy deficiente. Añadió que la potenciación de la capacidad operativa que se pretende hacer con el Ministerio Público necesariamente tendrá un correlato en los tribunales de justicia, pues más fiscales implicarán más audiencias. Por ello, sostuvo, una mejora en la optimización del uso de los recursos destinados a la justicia criminal, donde aún hay cierta capacidad no utilizada que se puede emplear para estos efectos.

Finalmente, señaló que esta reformulación del proyecto ha sido muy discutida con los gremios del Ministerio Público, y por ello, salvo pequeñas discrepancias, el Gobierno espera que la propuesta avance con el apoyo decidido de todos los actores del sistema.
En una sesión posterior, se concedió el uso de la palabra al Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabás Chahuán, quien en nombre de su institución agradeció la nueva invitación de la Comisión para participar en la discusión de esta iniciativa. Inició su presentación manifestando que la indicación sustitutiva del Ejecutivo aborda de mejor manera los problemas que enfrenta el Servicio y, en paralelo, da una solución más efectiva a las áreas que enfrentan mayores dificultades en su funcionamiento.

Explicó que el proyecto y la indicación buscan el desarrollo de la institución por la vía de fortalecer su dotación de personal, se preocupa especialmente de la persecución menos compleja, y mejora la oferta disponible de atención a víctimas y testigos.

Añadió que la iniciativa también recoge aspiraciones planteadas por los gremios del Ministerio Público, como la subrogancia y suplencia entre funcionarios, y la carrera funcionaria. 

Expresó que hay un énfasis especial en mejorar la trasparencia en la gestión interna.  Al respecto, destacó el sistema de metas para las unidades de análisis criminal, en base a un plan bianual elaborado por la Fiscalía Nacional, cuyos resultados se miden anualmente. Este sistema considera establecer indicadores comunes que también se aplicarán a la labor policial, lo que impondrá la necesidad de coordinación interinstitucional.

Luego, señaló que también se ha planteado la necesidad de implementar una fiscalía especial de alta complejidad, pero ello puede quedar para un segundo momento, una vez que se despache la reforma constitucional correspondiente, y sobre todo cuando ya se hayan resuelto los urgentes asuntos que trata el presente proyecto.

Seguidamente, se concedió el uso de la palabra al Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público, señor Jorge Abbott, quien recordó que la indicación sustitutiva, que ahora se somete a consideración de los señores Senadores, nació como una proposición elaborada en una Mesa de trabajo en la que participaron las distintas asociaciones de funcionarios del Ministerio Público con la Fiscalía Nacional. Esa proposición, añadió, recogió las carencias, inquietudes y necesidades de la institución. Señaló que posteriormente ese documento fue presentado al Ministerio de Justicia. Ella, contempla una buena parte de las inquietudes originales del Servicio y de los funcionarios.
Explicó que el análisis de la indicación sustitutiva puede dividirse en dos áreas. Por un lado, el fortalecimiento institucional, y por otro, una forma de hacerse cargo de las duras críticas de la gestión del Servicio. 

Señaló que en la actualidad el Ministerio Público centra casi toda su energía en tramitar y finiquitar las causas pendientes, y el cambio de paradigma consiste en que el foco de la actividad se mueve, de forma tal que en el futuro la tramitación se centrará en esclarecer los hechos puestos en conocimiento de la fiscalía mediante denuncias.

Para cumplir estas finalidades, arguyó, el proyecto contempla tres áreas: la creación de la unidad de análisis criminal y focos, el reforzamiento de la tramitación de casos menos complejos, e introducir mejoras sustanciales en la atención a usuarios.

Señaló que la ausencia de análisis criminal para detectar, por ejemplo, focos delictuales o cadenas delictivas, ha instaurado la lógica de la salida administrativa rápida, que se ejemplifica en el siguiente flujo de trabajo:

“Hecho delictual -> denuncia -> ingreso a la fiscalía -> análisis -> eventual orden de investigar -> si no hay resultados en el paso anterior procede el archivo provisional.”.
Indicó que esta es la situación de la generalidad de los casos sin imputado conocido; es la parte más carente de la gestión interna, y es el centro de la crítica pública a la institución.

Recordó que originalmente el plan de fortalecimiento partió con un estudio encargado por el Gobierno al Banco Interamericano de Desarrollo, entidad que elaboró un informe que requería reforzar en el Ministerio Público el análisis de la información que llega a la institución, que es la base para la toma de decisiones por parte de los fiscales. 

Expresó que el análisis de esa información supone detectar patrones que revelen cadenas delictuales, y de esa forma centrar el esfuerzo persecutorio donde se produzca el mayor efecto. Lo anterior, puntualizó, redunda en una mejora de la percepción por parte de la ciudadanía, pues una mayor dotación de personal permitirá una mayor atención a la información que proveen las propias víctimas.

Indicó que el Ministerio Público ya cuenta con una gran cantidad de registros al interior de sus sistemas internos de información, pero en la actualidad no hay capacidad para procesarlos. Tales antecedentes, explicó, se encuentran en el sistema SAF y en la Banco Unificado de Datos que se lleva en conjunto con las policías.

Manifestó que la idea es que las unidades de focos, a cargo de fiscales, emprendan tareas específicas de investigación a partir de la información analizada por las unidades de análisis criminal, que hacen la labor previa de levantamiento y procesamiento de la información.

En contraste a lo anterior, observó que en la actualidad no hay análisis ni diseminación interna de la información, y los datos que cada fiscal maneja sobre sus causas difícilmente son conocidos por sus demás compañeros de trabajo. Expresó que a lo más cada fiscal tiene la posibilidad de acceder es a las bases de datos institucionales, y proveerse de lo que buenamente pueda, pues la institución no pone a disposición de los persecutores algún nivel de análisis o integración de esa información. 

Hizo presente que el estudio de esta información, permitirá forjar las estrategias generales de la Fiscalía Nacional para focalizar el uso de los recursos en la persecución de determinados delitos. En el fondo, agregó, esta información hará posible que la máxima autoridad de la institución fije una política nacional de persecución, lo que se materializará a través del Plan Institucional Bianual, que será el compromiso que el Ministerio Público va a asumir con la ciudadanía respecto del quehacer de la institución, sobre todo en lo relativo a la eficacia de la persecución penal.

Relató que para estos efectos el informe del BID consideraba un aumento de 113 fiscales para la tramitación de asuntos ordinarios. A partir de ese dato, explicó que el proyecto en estudio consideraba originalmente 92 fiscales, 53 profesionales, sin técnicos extras, y 43 administrativos, con un total de 188 personas. 

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín consultó qué criterios se emplearon para ajustar la dotación que señalaba el BID.

El señor Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público explicó que el BID observó que a principios de la década se observaba un nivel creciente de denuncias y, en base a ello, se propuso un aumento de dotación. Pero ese dato varió, y en la actualidad los requerimientos de la ciudadanía se han mantenido en un nivel similar que en los años anteriores (1.300.000 denuncias al año, aproximadamente). Esa fue la principal razón de la rectificación del proyecto del BID.

Por su parte, el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público manifestó que ese ajuste fue por cada uno de los pilares del plan de fortalecimiento. Explicó que actualmente el plan contempla un total de 122 nuevos puestos de fiscal, pero para la tramitación de causas menos complejas se destinan 92 fiscales. Señaló que hay otros puestos de fiscal y funcionarios que se destinan a análisis criminal, a persecución de focos delictuales y a otras áreas fortalecidas.

A su turno, el Exministro de Justicia, señor Gómez reiteró que la dotación total de fiscales que contempla el proyecto es de 122. Ellos se distribuyen en las distintas áreas que requieren ser fortalecidas al interior de la institución.

Por su parte, el señor Director Ejecutivo Nacional del Ministerio Público señaló que en la tramitación de casos menos complejos la cantidad extra de fiscales destinada es de 30, y para la unidad de análisis criminal y persecución de focos delictivos se asignan 92 nuevas plazas de persecutores. Entre ambos da la suma de 122 fiscales extras que el proyecto contempla.

En el caso de los profesionales se asignan 32 para la tramitación de casos menos complejos, y 53 para la unidad de análisis criminal y focos delictivos. Respecto a los técnicos, al primer ítem se consideran 55 y para el segundo no se prospectan cambios. Finalmente, precisó que los nuevos puestos de administrativos se distribuyen de la siguiente manera: 85 para la unidad de casos menos complejos y 43 para la unidad de análisis criminal y focos delictivos. 

Señaló que eso da un total 202 personas para la tramitación de casos menos complejos y 188 funcionarios para la unidad de análisis criminal y persecución de focos delictivos. Además, indicó que se consideran 47 profesionales, 68 técnicos y 44 administrativos extras destinadas a la atención de usuarios, lo que totaliza 159 funcionarios adicionales.

Finalmente, se establece la posibilidad de incorporar en términos permanentes a la dotación del Ministerio Público los 28 abogados que fueron contratados con cargo a la modificación del Código de Justicia Militar.

Los números anteriores totalizan a los funcionarios que establece la indicación sustitutiva.
En relación con la tramitación de casos menos complejos, el Director Nacional explicó que la idea es mejorar el análisis de la información que por esta vía llega al Ministerio Público. Manifestó que en contraste hoy se hace un análisis preliminar con la sola información contenida en el parte policial -que generalmente es fragmentaria e incompleta- y, en base a ello, se toma una decisión administrativa sobre el destino de la causa. Con la mayor dotación, sostuvo, se podría tener contacto con las víctimas y por esa vía levantar más información. Lo anterior, arguyó, generará en las víctimas la adecuada percepción que son tomadas en cuenta, y por otra parte se proveerá el insumo necesario a las unidades de análisis para requerir que puedan requerir más investigación policial y decidir la política persecutoria más adecuada.

Por su parte, las unidades de análisis y focos delictivos se harán cargo del análisis de la información que proviene de los partes policiales, de los datos captados de las víctimas y de las diligencias investigativas subsecuentes. La idea es determinar patrones de conducta e identificar mercados delictuales. 

Luego, aseveró que en la actualidad mucha de esa información está presente en las bases de datos de las policías y del propio Ministerio Público, pero no hay capacidad para analizarla y generar productos útiles que identifiquen patrones de conducta, a través de los cuales se pueda identificar a imputados no conocidos.

Señaló que la idea es que los fiscales asignados a combatir los focos delictuales tengan un contacto permanente con la comunidad, y participen en los comités de seguridad ciudadana que se establecerán en cada comuna. Indicó que esa instancia también será una fuente de información para las unidades de análisis.

En tercer lugar, se refirió al tema de la atención de usuarios. Ello considera el cumplimiento de la obligación de protección a víctimas y testigos, y la atención de otros sujetos del sistema, como los abogados defensores o querellantes. Señaló que hoy no existe la capacidad humana para proveer este servicio a cabalidad, pues la mayor parte del tiempo de los fiscales está destinado a atender las audiencias judiciales. 

Expresó que en las oportunidades en que el Ministerio Público ha estado en condiciones de brindar un buen servicio a las víctimas, la respuesta de los involucrados ha sido extraordinaria. En este ámbito, destacó la ejecución del proyecto de atención a víctimas de violencia intrafamiliar, instancia en la que se desarrolló una encuesta de satisfacción, encargada a la consultora Adimark. Esa encuesta demostró el funcionamiento de un estándar que es considerado como muy satisfactorio por la mayoría de los usuarios: un 88,7% de las víctimas así lo consideran. Y esta apreciación se ha mantenido a lo largo del tiempo.

Al concluir su intervención, manifestó que la institución está consciente del relevante esfuerzo que implica este proyecto para el erario público, y por ello, proveerá a la ciudadanía, como baremo de la eficacia en el uso de esos nuevos recursos, indicadores de cumplimiento del plan institucional bianual, y los compromisos de gestión institucional que año a año se acuerdan con el Ministerio de Hacienda. Ambas metas deberían ser evaluadas por entes externos, tal como hoy se hace con el compromiso de gestión institucional.

A continuación, hizo uso de la palabra el Vicepresidente de la Asociación de Fiscales de Chile, señor Marcelo Leiva, quien en nombre de su entidad gremial agradeció la invitación a participar en la discusión del proyecto, e inició su presentación manifestando que sus asociados son los principales interesados en el trámite de la iniciativa, pero parten de la base que el proyecto no está dirigido a beneficiar a los fiscales o al Ministerio Público, sino a la ciudadanía.

Expresó que el esfuerzo inicial que hizo el Estado de Chile por modificar la justicia penal fue notable, pues el sistema procesal penal del Código de 1906 no se colegía con un Estado Democrático de Derecho.

Observó que la primera falencia que arrojó el nuevo sistema fue justamente el diseño del Ministerio Público. Expresó que ello generó los actuales problemas que enfrenta la labor de la institución. Desde la perspectiva de su organización esas dificultades se agrupan de la siguiente forma:

1.- Sobrecarga laboral y falta de apoyo administrativo.

Al respecto, recordó que el diseño original con que partió la institución fue una dotación de 625 fiscales, sobre la base de un máximo de causas por fiscal equivalente a 1000 al año. 

Recordó que con posterioridad a la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal se han aprobado infinidad de leyes que crearon o modificaron tipos penales, lo que evidentemente impuso más carga al sistema. Pero ninguna de esas reformas estableció más puestos para la labor de fiscal, con la excepción de la ley de responsabilidad penal adolescentes, que estableció 22 nuevas plazas, pero sin ningún tipo de apoyo profesional o administrativo. En este escenario la institución llegó al año 2014 con 647 fiscales que tenían que hacer frente a 1.348.000 ingresos anuales, lo que implica más de 2.000 causas por fiscal, o sea, el doble del diseño original.

Por su parte, esa cifra total de fiscales implica un persecutor por cada 25.614 habitantes de Chile, lo que, subrayó, es evidentemente insuficiente para atender las necesidades de los ciudadanos.

Luego, explicó que esta situación de sobrecarga tiene amplias implicancias para todo el sistema, pues afecta a los tribunales. Ella limita el tiempo disponible para preparar y acudir a cada una de las audiencias; afecta a los abogados defensores, pues no permite que se hagan las diligencias investigativas de descargo solicitadas en cumplimiento del principio de objetividad que establece el artículo 12 de la ley orgánica de la institución; y afecta a las víctimas y querellantes, pues hay menos disponibilidad para entrevistas y realización de las diligencias investigativas solicitadas por esas partes. 

En relación a la falta de apoyo administrativo, manifestó que el consabido diseño original proyectaba que las 1000 causas consideradas por fiscal al año serían procesadas con la ayuda de un abogado ayudante y tres funcionarios administrativos. Pero en la actualidad la realidad dista de eso, pues para enfrentar las 2000 causas con las que cada fiscal debe lidiar a cada año solo cuando con un abogado ayudante compartido con otro fiscal y dos funcionarios administrativos.

Seguidamente, se refirió a la imposibilidad de dar continuidad a las funciones que la Constitución Política exige que debe cumplir el Ministerio Público.

Explicó que la falta de reglas de suplencia y subrogancia impide la continuidad de atención de las causas cuando los fiscales hacen uso de su feriado legal, deben hacer uso de una licencia médica o un permiso maternal, o son trasladados o ascendidos a otro cargo, dejando vacante su posición.

En tercer lugar, se refirió a la renuncia masiva de fiscales.
Expresó que desde que se creó la institución han renunciado más de 190 fiscales a sus cargos, abrumados por las pobres condiciones de trabajo que ofrece la institución.

Indicó que ello tiene un impacto claro en las investigaciones, porque todas las causas asignadas al renunciado quedan sin un funcionario a cargo que se haga responsable del avance de las distintas etapas de cada carpeta. Indicó que ese avance se ve complicado por el simple hecho de que el nuevo fiscal que asuma tiene que recomenzar desde cero. A su vez, añadió que por regla general cada causa tiene equipos policiales asignados, que deben esperar que asuma otro fiscal que retome las coordinaciones.

Señaló que este fenómeno también impacta en las víctimas, pues la renuncia de un fiscal significa la pérdida de los lazos de cercanía y confianza forjados en la investigación, lo que causa daño a los testigos y a la causa.

Por su parte, anotó que el Estado de Chile ha invertido aproximadamente treinta millones de pesos en formar y capacitar a cada fiscal, esfuerzo que se pierde cada vez que uno de ellos renuncia. Indicó que también hay que considerar que esos fondos públicos y el paso de los años por la institución permitieron formar en el fiscal que renunció habilidades investigativas y eficacia en la persecución penal que serán trasladadas al sector privado.

Puntualizó que todos los fenómenos anteriores inciden en la eficacia global de la institución. Explicó que a contar del año 2005 hubo un crecimiento sostenido de las sentencias condenatorias, partiendo ese año con 73.202 resoluciones judiciales, hasta llegar en el año 2009 a 248.140 sentencias de ese tipo. Señaló que el año 2009 se llegó al máximo histórico de fallos condenatorios, y desde ese punto este índice ha bajado de forma lenta y sostenida en el tiempo. Expresó que en el año 2014 sólo se obtuvieron 228.357 sentencias condenatorias. Indicó que en el año 2009 emanaron de los tribunales un total de 5.319 sentencias absolutorias, cifra que paulatinamente ha aumentado hasta llegar a 13.557 absoluciones en el año 2014.

Luego, precisó que los problemas antes mencionados tienen solución. Al respecto, sugirió las siguientes medidas:

1.- Para enfrentar la sobrecarga laboral y la falta de apoyo administrativo: aumentar la planta de fiscales y funcionarios.

2.- Para dar continuidad a las funciones de la fiscalía: permitir la suplencia y subrogancia de todos los fiscales.

3.- Para evitar la renuncia masiva de fiscales: crear una carrera funcionaria que incentive a los mejores a mantenerse en el cargo.

A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Federación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor Claudio Carvallo, quien en nombre de la entidad gremial que representa agradeció la invitación a participar en la discusión de este proyecto, e inició su exposición manifestando que la situación planteada por el Director Ejecutivo Nacional y la Asociación de Fiscales afecta a todos los funcionarios del Servicio. 

Indicó que la sobrecarga de trabajo incide en todos los funcionarios y los obliga a asumir una creciente polifuncionalidad, afectando a muchos trabajadores que no tienen el perfil, la capacitación ni las remuneraciones proporcionales a las responsabilidades que muchas veces se les asignan en este marco de funcionamiento. Puntualizó que si se sigue por este camino hay una gran posibilidad de que se termine replicando el principal vicio del sistema judicial antiguo. Es decir, que un conjunto de actuarios (ahora funcionarios técnicos y administrativos) terminen asumiendo la labor de persecución penal, con los problemas de discrecionalidad que ello puede generar.

Señaló que la sobrecarga de trabajo también tiene un lado humano, que se expresa en el desánimo y agotamiento generalizado, que solo puede ser sobrellevado con un compromiso profesional excepcional. Señaló que los funcionarios administrativos prestan un servicio insustituible, al proveer para el cumplimiento de una de las funciones constitucionales críticas del Ministerio Público: dar protección a las víctimas y testigos, y facilitar su comparecencia en juicio.

Explicó que las demandas de su entidad se centran en cuatro puntos:

1.- Establecimiento de una asignación profesional para los estamentos administrativos y auxiliares.

Sobre este punto, el dirigente gremial recordó que el artículo 3º del decreto ley Nº 479, de 1974, estableció la asignación profesional, definiéndola como un estipendio que se otorga a los funcionarios que cumplan una jornada completa en una de las instituciones mencionadas en los artículo 1º y 2º del decreto ley Nº 249, de 1979, y que tengan un título profesional otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste. Indicó que el dictamen Nº 33.377, de 2011, de la Contraloría General de la República, sentó la jurisprudencia respecto que la asignación profesional antes descrita no establece como exigencia para percibirla que el funcionario desempeñe un cargo en el estamento profesional, pudiendo extenderse también a quienes se desempeñen en las plantas administrativas.

Por su parte, recordó que el artículo 76 de la ley orgánica constitucional del Ministerio Pública establece la equiparidad de remuneraciones con el Poder Judicial, pues desde su inicio la Fiscalía asumió una de las funciones que hasta ese momento detentaban los tribunales con competencia criminal: la investigación de hechos que revistan caracteres de delito. Expresó que los funcionarios administrativos del Poder Judicial sí tienen esta asignación, la que debería, por tanto, extenderse también a sus representados.

Indicó que el Ministerio Público opera en la actualidad con una planta de 3.787 funcionarios. La mayor parte de ellos están destinados a las unidades de tramitación de casos menos complejos, que son la mayor parte del volumen de ingresos. Explicó que toda la labor extrajudicial de estas causas es asumida por sus representados, los que se han visto forzados por las circunstancias a profesionalizar sus servicios para hacer frente a la notoria polifuncionalidad que impone esta responsabilidad. Señaló que los perfiles de cargo originales de los administrativos no consideraron estos criterios de formación.

Manifestó que buena parte de los asuntos más delicados son tratados por estas unidades y, por tal razón, sus representados tienen que enfrentarse habitualmente con la protección de víctimas y testigos, y con los imputados a quienes se les aplica la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Señaló que buena parte del prestigio de la institución frente a la ciudadanía proviene de la forma profesional con la que los funcionarios administrativos enfrentan sus labores habituales en estas unidades, y por ello está plenamente justificado que su capacitación profesional sea remunerada, de la misma forma que lo es en otras reparticiones públicas análogas, como son los tribunales de justicia.

Indicó que el costo total de esta asignación ascendería a mil millones de pesos al año, lo que implica un aumento de solo un 2,5% del costo total del proyecto.

A continuación, se refirió a la rebajas en los años de sanción para efectos de ascenso.
El dirigente gremial indicó que el Nº 2) del artículo 75 ter, que se propone introducir por la indicación sustitutiva, dispone que solo accederán al ascenso los funcionarios que no hayan sido sancionados durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa. Al respecto, observó que la idea de "medida disciplinaria o administrativa" es muy amplia y queda sujeta a interpretaciones, pues hay una amplia variedad de medidas de ese tipo. Expresó que ello debería precisarse, y propuso especificar que se trata de sanciones iguales o superiores a la censura por escrito, lo que da un margen de aplicación más específico a la norma. Recordó que quien es sancionado de cualquier forma pierde, de manera automática, el bono de desempeño, y añadir a lo anterior la imposibilidad de ascender importa duplicar la sanción, por lo que es menester restringir este castigo excepcional a circunstancias que realmente lo ameriten.

Seguidamente, se refirió al tema de la disminución de los años requeridos para ascender en los estamentos auxiliares y administrativos.
El representante de los funcionarios expresó que el artículo 75 ter propuesto en la indicación sustitutiva establece una tabla de permanencia mínima en cada cargo para poder acceder a una promoción interna. Los requisitos son los siguientes:

Profesional

Grado/Antigüedad en el cargo

VII     /                   7

VIII    /                   7

IX      /                   6

X       /                   5

XI      /                   4

Técnico

Grado/Antigüedad en el cargo

X       /           
       7

XI      /                   7

XII     /                   6

XIII    /                   5

XIV   /                    4

Administrativo

Grado/Antigüedad en el cargo

XII     /                  7

XIII    /                  7

XIV   /                   7

XV    /                   6

XVI   /                   5

XVII  /                   4

XVIII /                   7

XIX   /                   6

Auxiliar
Grado/Antigüedad en el cargo

XVIII   /                  7

XIX     /                  6

Indicó que estos requisitos son excesivos si se tiene en cuenta que hay que agregar un año más pues la mayor parte de los funcionarios cumplen el plazo en un momento intermedio del periodo de calificación, y que los procesos de ascensos tienen lugar cada dos años. Expresó que la norma que se propone puede incluso perjudicar al funcionario ascendido, pues al acceder a la promoción pierde los bienios adquiridos durante su permanencia en el grado anterior, y esa pérdida puede ser mayor a la diferencia de sueldo entre un grado y otro.

Añadió que la concreción de una carrera funcionaria al interior del Ministerio Público impone una política de ascensos permanente y estable en el tiempo, y acceso a la asignación profesional y técnica para los estamentos auxiliares y administrativos. Recordó que el Ministerio Público está sujeto a un sistema de cumplimiento de metas estricto y fiscalizado por el Ministerio de Hacienda, lo que merece, como contrapartida, un sistema de incentivos acorde y similar al del resto de los funcionarios públicos. Por ello, y en reemplazo de la tabla anterior, el dirigente propuso el siguiente cuadro:

Técnico

Grado/Antigüedad en el cargo

X        /      6

XI       /      5

XII      /      5

XIII     /      4

XIV     /      4

Administrativo

Grado/Antigüedad en el cargo

XII     /       6

XIII    /       6

XIV    /       5

XV     /       5

XVI    /       4

XVII   /       4

Auxiliar

Grado/Antigüedad en el cargo.
XVII  /  5 (se propone la incorporación de este grado en este escalafón)

XVIII   /    4

XIX     /    3

Seguidamente, se refirió a la fiscalización laboral externa y otras materias no abordadas en el proyecto:

a) fiscalización laboral. El dirigente gremial sostuvo que la institución no está sujeta a la inspección de la Contraloría General de la República o la Inspección del Trabajo a la hora de fiscalizar, investigar y dirimir asuntos internos relativos al acoso laboral, el maltrato en el puesto de trabajo, las desvinculaciones administrativas, las prácticas antisindicales y la interpretación de los contratos laborales. Lo anterior implica un alto nivel de desprotección en materia laboral, lo que resulta paradójico para funcionarios de un órgano encargado precisamente de fiscalizar el comportamiento de otros.

b) homologación de prácticas profesionales de funcionarios y funcionarias que han egresado de la carrera de Derecho, en forma similar a lo que ocurre en el Poder Judicial.

c) modificación del artículo 81 b de la ley orgánica, que faculta al Fiscal Nacional para despedir a funcionarios y funcionarias con salud incompatible con el cargo, o con enfermedad irrecuperable, de acuerdo a lo establecido en reglamento. Agregó que debiera existir una instancia externa al Ministerio Público que determinara la salud incompatible, emitiéndose los informes médicos que así lo determinen.

d) Regulación del artículo 81 k de la ley orgánica que faculta al Fiscal Nacional para despedir a funcionarios y funcionarias por necesidades de la Fiscalía Nacional, o Regional en su caso, que determinará el Fiscal Nacional una vez al año, previo informe del Consejo General, tales como las derivadas de la dotación anual que se fije para el personal, de la racionalización o modernización y de] cambio de naturaleza de las funciones que haga necesaria la separación de uno o más funcionarios. Esta disposición legal se ha utilizado en innumerables oportunidades como medida represiva.

e) modificación de la ley Nº 20.240, que establece montos del bono de gestión institucional de 10.7%, con un componente base de un 5% y uno variable de hasta un 2.3%, lo que deja a los funcionarios de la institución en desventaja frente a lo que perciben otros servicios por el mismo concepto.

Indicó que los funcionarios valoran que se incorpore el concepto de carrera funcionaria a través del financiamiento de los procesos de ascenso, pero se estima que debiera quedar mejor definido el alcance de la misma. Manifestó que su asociación entiende la carrera funcionaria cómo un sistema integral de regulación del empleo, de carácter técnico, profesional y jerarquizado, aplicable a los funcionarios, y que se funda en el mérito, la experiencia y la idoneidad, que garantiza la igualdad de oportunidades para el ingreso y promoción del ascenso o del concurso, y la dignidad de la función y la estabilidad del empleo. Adujo que el Ministerio Público es una institución nueva, en construcción, y por ello este concepto de carrera funcionaria aún no está asentado, pero es la definición que se requiere.

Finalizó su intervención agradeciendo la posibilidad de exponer las demandas de la asociación que representa, y queda a la espera que sean acogidas en el trámite legislativo y que el Ejecutivo se abra a la posibilidad de financiar la asignación por título profesional a los estamentos administrativos y auxiliares. 

A continuación, se ofreció el uso de la palabra a la Vicepresidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señora Carola Díaz, quien en nombre de su institución agradeció la invitación a participar en la discusión del proyecto, e inició su presentación manifestando que el principal foco de esta iniciativa es la demanda insatisfecha de la ciudadanía por persecución penal oportuna y protección a las víctimas de hechos delictivos.

Recordó que los funcionarios de la fiscalía deben tratar habitualmente con las personas marginadas de la sociedad, grupo al que habitualmente pertenecen los imputados, y a la vez lidiar con la destrucción personal y familiar que provocaron los hechos violentos en las víctimas. Señaló que para estas dos monumentales tareas se creó el Ministerio Público, institución que en la actualidad está colapsada por el peso de sus responsabilidades.

Expresó que los funcionarios que laboran en el Ministerio Público están, en general, muy motivados con su función, e invierten su mejor esfuerzo personal para llevarla a cabo, pero a la vez sienten que son el blanco principal de la crítica que la ciudadanía, pues a ellos les toca dar la cara a la hora de explicar a las víctimas los escasos resultados de las pesquisas. Al respecto, indicó que la actual organización interna y la carencia de medios ha convertido al Ministerio Público en una verdadera máquina procesadora de archivos, pues esta la única forma de lidiar con el creciente nivel de ingresos.

Manifestó que ellos son los principales interesados en mejorar los estándares de atención a las víctimas, porque a ellos es a quienes toca amparar personalmente a esos afectados. Indicó que están plenamente conscientes de la urgencia del trato oportuno a los afectados, sobre todos cuando ocurren hechos delictivos graves y violentos, o que involucran a niños. Subrayó que la situación anterior es la causa de porqué año a año los funcionarios del Ministerio Público aparecen cumpliendo todas las metas de gestión interna, pese a la grave precariedad de las condiciones laborales y la situación de virtual colapso de la institución. Manifestó que ese cumplimiento se obtiene como consecuencia de jornadas laborales extendidas y horas extras no compensadas, prestadas por trabajadores altamente calificados y con mucha experiencia.

Expresó que se observa un efecto perverso con la mentada autonomía del Ministerio Público, pues ello a la postre implica un virtual abandono de la función que esta institución cumple por parte del Estado central, lo que se traduce en una crónica insuficiencia a la hora de asignar recursos. Señaló que lo anterior tiene infinidad de manifestaciones. Entre ellas destaca la situación de los funcionarios: al respecto explicó  que muchos servicios de la Administración requieren, tal como lo hace el Ministerio Público, la dedicación laboral exclusiva de sus funcionarios para evitar cualquier tipo de conflicto de interés, pero a renglón seguido, y a diferencia de lo que sucede en el Ministerio Público, establecen una asignación especial para compensar a esos trabajadores la prohibición de desempeñarse profesionalmente para terceros.

Indicó que algunos han señalado que los funcionarios del Ministerio Público deben permanecer un tiempo definido en sus funciones y después migrar a otros puestos de trabajo. Expresó que su asociación discrepa de esta concepción, y está en contra de la idea de que pueda haber "funcionarios desechables". Por el contrario, manifestó que hoy más que nunca está plenamente justificada la necesidad de un plan de fortalecimiento del Ministerio Público, centrado en el desarrollo institucional, porque en cualquier repartición pública las personas que cumplen habitualmente sus funciones son el recurso principal y, por tanto, ese personal debe estar protegido por el Estado.

Luego, afirmó que al igual que quien le antecedió en el uso de la palabra, le preocupa de sobre manera el nivel de desprotección laboral a que están sometidos los funcionarios que representa. Recordó que recientemente la Corte Suprema ha establecido el derecho de los trabajadores del Ministerio Público de recurrir a los tribunales laborales ordinarios para obtener tutela laboral. Indicó que esta es la única señal institucional al respecto, y aún subsisten profusas dudas respecto de donde debe recurrirse ante situaciones tan graves como el acoso laboral o sexual. Expresó que una situación de desprotección similar, consistente en no otorgar el bono de desempeño a las trabajadoras con permiso maternal, está casi institucionalizada en el Ministerio Público, y ello no debe continuar.

Señaló que agradecen a la Comisión y al Ministerio de Justicia el impulso a esta iniciativa, y expresó que ante el proyecto de modernización las principales demandas de sus asociados se resumen en cinco puntos:

1.- Otorgar asignación profesional a los funcionarios y auxiliares administrativos que cumplen con los requisitos respectivos. Recordó que la polifuncionalidad a la que están sometidos todos los integrantes de los escalafones que representa hace casi obligatorio adquirir una calificación mayor que la que originalmente se consideró para los perfiles de cada cargo, sin que ello tenga ninguna contrapartida remuneracional.

2.- Eliminar el escalafón de auxiliares y encasillar a esos funcionarios en la categoría de administrativos, partiendo su ubicación en el grado XIX. Lo anterior, explicó, se justifica porque la inmensa mayoría de las personas que están adscritas al escalafón auxiliar no realizan labores de ese tipo - como estafetas -, sino de mayor calificación, propias de los administrativos.

3.- Que los cargos actualmente a honorarios destinados a la Justicia Militar, que se prevé que pasen a la planta, sean concursados de manera interna, y no que automáticamente quienes desempeñan esas funciones a honorarios pasen a la planta. Indicó que ello permite que los funcionarios internos de la institución, que durante años no han tenido acceso a ascenso, puedan postular a puestos respecto de los cuales están calificados.

4.- Se estima que la cantidad de años para optar al ascenso es exorbitante en algunos casos, especialmente para los grados más bajos de cada estamento, quienes perciben menor remuneración.

5.- Manifestó que el proyecto contempla una preferencia para acceder a los nuevos cargos de fiscal adjunto a los abogados asistentes que ingresaron a la institución mediante concurso público. Observó que en esa regla no se considera a los abogados asesores, que si tienen las competencias necesarias para asumir esas responsabilidades.

En una sesión posterior, hizo uso de la palabra el Exministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, quien manifestó que han sostenido reuniones con los dirigentes de las  distintas agrupaciones de funcionarios para tratar el tema de la supuesta postergación del proyecto. Señaló que ello no es así, el proyecto tiene las urgencias pertinentes, y debe tramitarse según su mérito y considerando las complejidades del asunto.

Manifestó que en sesiones anteriores se han hecho algunos planteamientos respecto del proyecto, y el Ministerio está estudiando la forma de abordar esos puntos. Expresó que se preocupa especialmente por los temas que dicen relación con la celeridad del sistema y la forma de medir el rendimiento del Ministerio Público. Explicó que en esas reuniones se ha discutido también la distribución de los funcionarios a nivel regional.

En otro orden de materias, aclaró que la estructura de la fiscalía de alta complejidad se discutirá en su momento, pues requiere que previamente se apruebe la respectiva reforma constitucional. Señaló que eso se considerará previamente con el fiscal nacional.

A continuación, hizo uso de la palabra el señor Fiscal Nacional quien recordó que su oficina encabezó una Mesa interna de trabajo con las distintas asociaciones de funcionarios, y se logró concordar un proyecto de consenso. Explicó que evidentemente esa formulación no satisfacía la totalidad de las pretensiones de cada una de las partes, pero se entendió que era un mínimo común denominador aceptable, que permitía contar con el apoyo de todos los estamentos. Explicó que los fiscales y funcionarios tienen legítimas aspiraciones adicionales, las que podía ser libremente emprendida si ello no implicaba menoscabar el proyecto común, o entorpecer o dilatar su tramitación en el Congreso. Expresó que en esta iniciativa todos debieron ceder a sus pretensiones iniciales.

En relación con la preocupación por la transparencia y control que se requiere respecto del Ministerio Público,  recordó que tampoco la Contraloría General, el Tribunal Constitucional, el Banco Central o el Poder Judicial son controlados por ningún ente externo. Señaló que su institución no se niega a que existan indicadores para medir el cumplimiento de metas, ni menos a que haya transparencia total, pero siempre en la medida de que no se afecte la persecución penal o la autonomía institucional.

Respecto a la distribución territorial de los nuevos funcionarios, observó que este es el momento de asegurar que esos nuevos puestos efectivamente sean aprobados por el Parlamento. Una vez que eso se consigna, será menester discutir la distribución regional de los nuevos cargos, pero no tiene sentido invertir el orden de esas discusiones.

Expresó que en el informe original del BID y Paz Ciudadana había un primer bosquejo de distribución territorial de las nuevas dotaciones, y posteriormente una comisión interna de fiscales regionales actualizó esa información.

 Puntualizó que en otros proyectos de fortalecimiento institucional de reparticiones con presencia nacional no se ha establecido, desde un principio, la forma como debían ser distribuidos los nuevos puestos. En cambio, se observa el establecimiento de criterios generales en la ley, y la facultad para que las jefaturas respectivas decidan según las necesidades internas.

Señaló que la oficina que encabeza propone que se establezcan parámetros objetivos de distribución y se prevean mecanismos externos de control para la decisión que se adopte.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien manifestó que el Ministerio Público goza del respaldo permanente de la Comisión de Constitución. Expresó que todos sus miembros apoyan de forma decidida esta iniciativa, ya que están conscientes de las falencias de la institución. Señaló que lo anterior no impide que surjan legítimas discrepancias que serán resueltas por los cauces democráticos habituales.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó que era necesario tramitar con celeridad este proyecto para dar una respuesta al notorio déficit de rendimiento que actualmente se observa en la persecución criminal de los robos violentos. Señaló que este problema, que afecta gravemente a la ciudadanía, ha sido reconocido inclusive por el propios Fiscal Nacional en su última cuenta pública.

Expresó que no hay forma de mejorar la persecución penal si no se mejora el número y atribuciones de los fiscales.

Manifestó que otro asunto que hay que resolver se refiere a la necesidad de mejorar el grado de coordinación entre policías, fiscales y jueces. Indicó que esa coordinación actualmente es muy deficiente.

Añadió que la creación de una unidad de análisis delictual, representa un avance gigantesco para la persecución penal.

Indicó que los Senadores de regiones tienen legítimo interés en saber qué fiscalías serán reforzadas. Expresó, a modo de ejemplo, que los habitantes de La Araucanía conviven con el flagelo de la violencia, y los fiscales que enfrentan esa situación están sobrepasados.

Finalmente, manifestó que es necesario establecer un conjunto de indicadores que permitan medir de forma objetiva y externa el desempeño del Ministerio Público.
IDEA DE LEGISLAR
Concluidas las intervenciones precedentes, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, declaró cerrada la discusión en general y puso en votación la idea de legislar acerca de esta iniciativa.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la idea de legislar.

Durante la votación en general, el Honorable Senador señor Espina solicitó que se dejara constancia que el proyecto debe perfeccionarse en la discusión en particular, pero siempre teniendo en vista la necesidad de dar una tramitación expedita a esta iniciativa.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

En una sesión posterior, los miembros de la Comisión tomaron conocimiento del cambio de Ministro en la Secretaría de Estado de Justicia y dieron la cordial bienvenida a su nueva Titular, la señora Javiera Blanco. Asimismo, le desearon éxito en el desempeño de su cometido. 

La señora Ministra de Justicia agradeció las palabras de la Comisión y concordó con sus integrantes en la idea de trabajar por una pronta aprobación de este proyecto.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, puso en discusión el primer número de la indicación sustitutiva propuesta por el actual Gobierno. 

Nº 1)
De la indicación sustitutiva del Ejecutivo

Recae en el artículo 2º de la ley.

Dicha disposición establece que el Ministerio Público realizará sus actuaciones procesales a través de cualquiera de los fiscales que, con sujeción a lo dispuesto en la ley, intervenga en ellas.

Agrega que los fiscales, en los casos que tengan a su cargo, dirigirán la investigación y ejercerán la acción penal pública con el grado de independencia, autonomía y responsabilidad que establece esta ley.
El número 1) de la indicación sustitutiva  propone agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:
“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa, por parte de cualquier fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales.”.





Al iniciarse el estudio de esta proposición, la Comisión tuvo presente que el Tribunal Constitucional ya se había pronunciado sobre la figura de los abogados asistentes de fiscal.

En efecto, se analizó la sentencia del Tribunal Constitucional, rol Nº 458, del 27 de octubre de 2005. Esta resolución corresponde al control de constitucionalidad de la ley Nº 20.074, en particular se trató lo señalado en el Nº 13 de su artículo 1º, que reemplazó el inciso primero del artículo 132 del Código Procesal Penal por el siguiente: 

"Artículo 132.- Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.". 

Esta norma introdujo, por primera vez en el Código de Procesal Penal, la figura del abogado asistente del fiscal, facultándole para realizar la actuación procesal antes señalada. 

A su respecto, el considerando número 15º del voto de mayoría del aludido fallo estableció que esta disposición era constitucional siempre y cuando se cumplieran, de forma copulativa, los siguientes requisitos: 

- que el abogado asistente del fiscal sea designado o contratado como funcionario del Ministerio Público. 

- que no pueda realizar ante los tribunales de justicia otras gestiones o actuaciones que las expresamente establecidas en la ley. 

Al respecto, los miembros de la Comisión notaron que la disposición que ahora se discute cumple con la primera condición, porque los abogados asistentes del fiscal son parte de la planta de la institución, pero plantearon sus dudas respecto a que se cumpla con la segunda exigencia que impone el Tribunal Constitucional, pues la proposición no precisa la atribuciones procesales que podría asumir el abogado asistente. 

A su respecto, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, manifestó que la objeción se salva si se indica que la delegación debe estatuirse en términos explícitos y específicos. 

Por su parte, el señor Fiscal Nacional expresó que el propio texto de la proposición resuelve el inconveniente, pues el fallo establece que las funciones deben estar establecidas por ley, y en este caso se hace por ley la delegación. 
Explicó que la idea es que los abogados asistentes puedan concurrir en nombre de la institución a las audiencias de mero trámite ante los tribunales de garantía. Añadió que también debe tenerse en vista que el artículo 83 de la Carta Fundamental establece que es el Ministerio Público como institución quien ejerce la acción penal pública, y los abogados asistentes del fiscal pertenecen a la institución, por lo que se da estricto cumplimiento al mandato constitucional cuando la ley permite que esos abogados asistan a las audiencias judiciales necesarias para coadyuvar al impulso de la acción penal emprendida contra el imputado. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe observó que el Código Procesal Penal no tiene reglas sobre actuaciones procesales, por lo que en virtud de las reglas generales hay que recurrir al texto supletorio, que es el Código de Procedimiento Civil. A su respecto, recordó que ese cuerpo legal regula el punto en el Título VII del libro I, mediante una definición pormenorizada de las formas mínimas de esas actuaciones, a fin de asegurar su validez. Con todo, dicha regulación siempre se refiere a actos que tienen lugar ante los estrados, y no los generales del procedimiento penal que, según el inciso segundo del artículo 7º del Código de Enjuiciamiento Criminal, consisten en cualquiera diligencia o gestión, sea de investigación, de carácter cautelar o de otra especie, que se realizare por o ante un tribunal con competencia en lo criminal, el ministerio público o la policía, en la que se atribuyere a una persona responsabilidad en un hecho punible. 

Manifestó que, de las normas antes señaladas, se observa una diferencia entre lo que se puede entender por actuación procesal en el ámbito civil y penal y, por ello, solicitó que se especificara, qué se persigue cuando la disposición propuesta habla de "actuaciones procesales". 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín expresó que en este caso se requiere una precisión mayor incluso a la que estima la Ministra de Justicia, y por ello planteó que debe explorarse la vía de establecer una descripción directa en la ley de cuáles serían las actuaciones que puede efectuar el abogado asistente. 

A su turno, el Honorable Senador señor Araya expresó que hay que tener en vista que el fallo antes citado del Tribunal Constitucional que intentó, en su voto de mayoría, dar alguna plausibilidad constitucional mínima al texto de la ley comentada, en cumplimiento del principio de deferencia legislativa, pero si el asunto se analiza en términos objetivos, el voto de minoría sostenido por los ministros señores Colombo y Figueroa es más contundente y lapidario, al observar que la Constitución prevé que el ejercicio de la acción penal pública está en manos del fiscal nacional, los fiscales regionales y los adjuntos, y que evidentemente el abogado asistente no es un fiscal y,  por tanto, no le corresponde ejercer ante los tribunales atribuciones que la Constitución entrega a determinadas autoridades. 

Añadió que tanto la Carta Fundamental como la ley orgánica especifica un estatuto de responsabilidad  para el caso en que los fiscales hagan mal uso de la atribución constitucional de dirigir, en forma exclusiva, la investigación de hechos constitutivos de delitos y dirigir, cuando corresponda, la acción penal contra los imputados, y ese estatuto no es aplicable a los abogados asistentes que actúan por delegación, ya que la responsabilidad administrativa funcionaria siempre es personal. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que los artículos 85 a 88 de la Carta Fundamental señalan un procedimiento de nombramiento del Fiscal Nacional, y de los fiscales regionales y adjuntos, con el propósito de dar máxima transparencia y garantías respecto de la imparcialidad de esos funcionarios. Observó que no hay reglas de ese tipo para el nombramiento o remoción de los abogados asistentes. 

Seguidamente, consultó al Fiscal Nacional sí para estos efectos se consideran actuaciones procesales las órdenes investigativas destinadas a las policías. 

El señor Fiscal Nacional respondió que sí, pues dar órdenes relativas a las diligencias investigativas a las policías también es una actuación procesal en el contexto de la norma propuesta. Indicó que esto está actualmente considerado en el artículo 2º de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. 

En relación con lo sostenido por el Honorable Senador señor Araya, expresó que la ley orgánica constitucional de la repartición tiene mecanismos para controlar y remover a los abogados asistentes. Añadió que la jurisprudencia administrativa y judicial de nuestro país ha considerado que el fiscal nacional ostenta una superintendencia disciplinaria respecto de todos los funcionarios de la institución, similar a la que tiene la Excma. Corte Suprema respecto a todos los tribunales del país. 

Recordó también que en la ley Nº 20.074, conjuntamente con la incorporación del nuevo inciso primero del artículo 132 del Código Procesal Penal, se añadió al Código Penal el párrafo 2 bis al título VI del Libro II del Código Penal, que estableció tipos penales específicos contra el fiscal del Ministerio Público, o el abogado asistente del fiscal, en su caso, que a sabiendas ocultare, alterare o destruyere cualquier antecedente, objeto o documento que permita establecer la existencia o inexistencia de un delito, la participación punible en él de alguna persona o su inocencia, o que pueda servir para la determinación de la pena. Por tanto, explicó, existe una clara responsabilidad penal en esta materia.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina indicó que la norma propuesta es constitucional, teniendo en vista el tenor literal del artículo 83 de la Carta Fundamental, que establece que la dirección de la investigación de hechos que constitutivos de delitos y el ejercicio de la acción penal pública, le corresponde al Ministerio Público como institución y no a funcionarios particulares de esa repartición. Añadió que también se cumple a cabalidad con los requerimientos del Tribunal Constitucional a este respecto, pues sin duda alguna las plazas extras de abogados asistentes del fiscal están consideradas en el aumento de dotación de la planta que considera esta iniciativa, y porque las atribuciones procesales que en este caso se delegan se hacen mediante una autorización legal.  

Indicó que esta disposición es crucial para el cumplimiento del objetivo central del proyecto: mejorar la celeridad y eficacia de los procesos judiciales llevados a cabo por el Ministerio Público y, es en este marco, que puede ser contraproducente entrar a especificar autorizaciones para diligencias determinadas, porque es casi seguro que quedarán fuera de la enumeración más de alguna  que el día de mañana sea fundamental para la buena tramitación de los casos. Por tal razón, llamó a los miembros de la Comisión a aprobarla tal cual. 

A su vez, el Honorable Senador señor Larraín expresó que esta disposición es importante porque abre espacios a los abogados asistentes, y permite que los equipos de la fiscalía funcionen mejor. Con todo, observó que también debe evitarse los riesgos de inconstitucionalidad, pues esta es una disposición que irá a control preventivo de constitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. Por ello, aseveró, parece prudente hacer una enumeración amplia pero taxativa de las actuaciones que el abogado asistente del fiscal pueda hacer ante los tribunales.  

Añadió que en esta individualización debería incorporarse, si se estima pertinente, actuaciones ante los tribunales del juicio oral en lo penal. 

Finalmente, el Honorable Senador señor De Urresti indicó que esta disposición requería un mayor estudio.

En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó una indicación, contenida en el Mensaje Nº 385-363, de 20 de mayo de 2015, mediante la cual propuso una nueva redacción para el inciso tercero, nuevo, que se pretende agregar al artículo segundo de la ley. Su texto es el siguiente: 

"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la presentación de la acusación y la comparecencia a la audiencia de preparación de juicio oral. Para la realización de tales actuaciones procesales, con las excepciones antedichas, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de cualquier fiscal del Ministerio Público a dichos profesionales.". 

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, ofreció el uso de la palabra a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, quien explicó que la nueva formulación se hace cargo de las distintas observaciones planteadas en una sesión anterior. Indicó que en ella se establece que la delegación a los abogados asistentes del fiscal deberá hacerse de manera expresa y específica. Puntualizó que hay áreas completas que quedan vedadas para la actuación de estos funcionarios.

Al respecto, el Honorable Senador señor Harboe agradeció al Gobierno que acogiera las inquietudes antes planteadas por los miembros de la Comisión. Con todo, observó que aún queda pendiente la situación de responsabilidad que le afectaría a estos funcionarios en caso que su actuación procesal genere perjuicios o sea arbitraria. 

La señora Ministra de Justicia explicó que ese asunto está considerado en una modificación especial, que será analizada a propósito de una enmienda que se sugiere hacer al artículo 48 de la ley orgánica del Ministerio Público. 

Por su parte, los Honorables Senadores señores De Urresti y Larraín observaron que la nueva disposición repite, al igual que la presentación anterior del Ejecutivo, que la delegación puede hacerse por cualquier fiscal, y no necesariamente por el que conoce la causa, e incluso uno que trabaje en la misma fiscalía regional que el abogado asistente delegado. 

A su turno, el señor Fiscal Nacional puntualizó que la indicación busca superar las dudas planteadas en la sesión anterior. Explicó que la modificación que se impulsa refuerza el principio de unidad de acción del Ministerio Público, que importa que la actuación realizada por cualquiera de sus funcionarios, dentro del ámbito de sus atribuciones, sea una actuación de toda la institución. 

En relación con la observación planteada por los Honorables Senadores señores De Urresti y Larraín, aseveró que es mejor mantener la nueva formulación propuesta por el Ejecutivo, pues ello permite que el asunto sea regulado mediante una instrucción general del Fiscal Nacional. Señaló que si en cambio se establece que el delegante debe ser un fiscal de la misma fiscalía regional del delegado, la regulación del asunto queda entregada al fiscal regional correspondiente, lo que al fin del día puede importar que haya 18 criterios distintos para regular esta materia. 
Luego, el Honorable Senador señor Harboe recordó que tanto el Fiscal Nacional, como los Fiscales Regionales y los Adjuntos tienen la obligación de hacer una declaración de intereses, otra de patrimonio y una jurada que acredite que no son dependientes a sustancias sicotrópicas ilegales. Observó que si se considera que los abogados asistentes del fiscal que actúan por medio de una delegación ejercen la misma función de los fiscales ante los tribunales, esos funcionarios también deberían estar sometidos a las obligaciones antes señaladas. Ahondando en el punto, recordó también que el número 9) del artículo 57 de la Carta Fundamental especifica que ni el Fiscal Nacional, ni los fiscales regionales ni los adjuntos pueden ser candidatos a Diputado o Senador, dentro de los dos años siguientes a que cesaron en el ejercicio de su cargo 

Añadió que si por el contrario se sostiene que aquí habría un ámbito de excepción de responsabilidad a favor de los abogados asistentes, se requiere algún tipo de argumentación especial para que ello pueda ser sostenido de forma plausible. 

Seguidamente, connotó que la formulación que ahora se discute excluye a los abogados asistentes del fiscal de la participación en el juicio oral y en su preparación, lo que tiene pleno sentido si se tiene presente la gravedad de las sanciones que se ventilan en esa sede, pero no considera que la mayor parte de los procesos penales que tienen lugar en nuestro país son los juicios abreviados y simplificados, que se tramitan íntegramente ante el juez de garantía. Señaló que en esos procesos la acción penal se ejerce mediante la presentación de un "requerimiento", que es el equivalente de la acusación, y con la formulación que acá se discute es perfectamente posible que, en virtud de la delegación, el abogado asistente del fiscal lleve todo el proceso, desde la formalización hasta la sentencia, en la mayor parte de los casos, y sin que ello le imponga el amplio régimen de responsabilidad que se le aplica los fiscales. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó que buena parte de las observaciones anteriores pueden salvarse sí se establece que el Fiscal Nacional, en uso de sus atribuciones, podrá regular la delegación mediante una instrucción general. 

A continuación, hizo uso de la palabra el señor Fiscal Nacional, quien señaló que en los procedimientos abreviados hay una acusación, y la disposición que acá se discute expresamente excluye la presentación de la acusación de entre las materias delegables, por lo que esa actuación siempre deberá ser llevada a cabo por un fiscal titular. En relación con los procedimientos simplificados y monitorios, expresó que resulta esencial que ellos puedan ser tramitados por los abogados asistentes, pues se trata de asuntos simples, que se tramitan en base a la carpeta investigativa, y donde no hay un juicio oral propiamente tal sino algo que se parece más a un procedimiento formalizado. Añadió que, salvo contadas excepciones, en esos procedimientos menores no existe la posibilidad de imponer medidas cautelares restrictivas, y las penas que se discuten se cumplen en general en el medio libre. 

Subrayó que en este tipo de procedimientos menores, de tramitación masiva, se concentra la principal sobrecarga de trabajo de los fiscales, y es lo que les resta la mayor parte del tiempo disponible para supervisar las investigaciones policiales y concentrarse en los asuntos de mayor preocupación ciudadana, por lo que resulta imprescindible que los abogados asistentes pueden abocarse a estos casos. 
El Honorable Senador señor Harboe expresó que si el propósito es que los abogados asistentes del fiscal tramiten íntegramente los procedimientos simplificados y monitorios, que son corresponden a la mayor proporción del total de los procesos judiciales que lleva adelante el Ministerio Público, es importante que tal circunstancia se sincere en el texto de la ley. Por lo mismo, explicó, se requiere establecer un régimen de responsabilidad estricto similar al de los fiscales. Indicó que también podría estudiarse la posibilidad de aumentar directamente el número de fiscales, en vista y considerando que son esos los funcionarios a los que el constituyente ha asignado la facultad y la responsabilidad de ejercer la acción penal pública. 

Por su parte, el señor Fiscal Nacional volvió a recordar que el artículo 269 ter del Código Penal expresamente sanciona al abogado asistente del fiscal que se extralimita en su cometido, faltando a la verdad en sus declaraciones en el proceso. Manifestó que la responsabilidad administrativa también será aplicable de la misma forma que al resto de los fiscales, en virtud de la modificación que señaló la Ministra de Justicia. Lo único que no se les aplicaría a los abogados asistentes es la declaración de patrimonio, de intereses, y la inhabilidad para postular a cargos de elección popular. 
Concluido el debate acerca de la nueva indicación del Ejecutivo para este artículo, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador De Urresti, la puso en votación.
La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación del Ejecutivo.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció el uso de la palabra al señor Fiscal Nacional, quien manifestó que la norma recién aprobada no incluye a los abogados asistentes del fiscal en el variado rango de inhabilidades que la ley orgánica contempla para los fiscales, pero ello podría ser salvado con una enmienda que hiciera extensiva a los abogados asistentes de fiscal las inhabilidades de los fiscales cuando actúan en su lugar en virtud de la delegación. 

El Honorable Senador Harboe propuso salvar el punto con la siguiente redacción tentativa: "A los asistentes de fiscal les será aplicables lo dispuesto en los artículos 9º y 9º ter de esta ley, y las inhabilidades de que tratan el título IV de la misma. Las normas sobre responsabilidad de los fiscales serán también aplicables a los abogados asistentes de fiscal, cuando corresponda.". 

Los demás miembros de la Comisión consideraron que, en principio, la redacción sugerida apunta a la solución del problema planteado. Con todo, se hizo presente que podría levantarse el reparo que ella invade el ámbito de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo al establecer un régimen especial de obligaciones de los funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo. 

En relación a este punto, el señor Fiscal Nacional expresó que la extensión del ámbito de aplicación de las normas a que hace mención la redacción presentada por el Honorable Senador señor Harboe debería ser una regla que opere cuando el asistente de fiscal respectivo actúe como fiscal en una causa, en virtud de una delegación expresa y específica, y no en los demás casos. Manifestó que aunque lo anterior parece obvio, presenta el problema práctico cual es que ante cada nueva delegación el abogado asistente tendrá que hacer las declaraciones de los artículos 9 y 9º ter de la ley. Para solucionar el punto sería mejor que los aludidos funcionarios hicieran las respectivas declaraciones en los mismos términos y ocasiones que los fiscales. 

Por su parte, la señora Ministra de Justicia observó que acá parece tenerse solo en vista la situación de las delegaciones generales, donde cobra pleno sentido que el abogado asistente haga una declaración de intereses y de patrimonio. Pero si se trata de una delegación puntual para una única gestión, el asunto se torna en completamente engorroso, porque las declaraciones de intereses y patrimonio tienen formalidades que son ineludibles. 

Luego, el Honorable Senador señor Larraín indicó que habiéndose salvado, de forma expresa, la situación de la responsabilidad administrativa y penal del abogado asistente del fiscal a causa de su  desempeño en el proceso judicial, imponerles la obligación de hacer declaración de intereses y patrimonio es inoficiosa.

Al respecto, el Honorable Senador Espina recordó que los abogados asistentes del fiscal pueden ir a las audiencias de formalización desde hace varios años. Indicó que si se plantea la posibilidad de una delegación para otras funciones, y en vista de la actual sobrecarga de trabajo de los fiscales, lo más probable es que se presenten delegaciones permanentes, pues ello parece ser la única forma de solucionar la situación práctica que antes planteó el señor Fiscal Nacional. 

Observó que si este va a ser el esquema de funcionamiento, parece evidente que el abogado asistente del fiscal debe cargar con el mismo régimen de responsabilidad que los fiscales en el ejercicio de su cargo, tal como lo plantea la redacción del Honorable Senador señor Harboe. Añadió que no le parece que haya un problema con las declaraciones de intereses y patrimonio, pues en paralelo con la discusión de este proyecto, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización está tramitando una iniciativa que incorpora profundas modificaciones al régimen de declaración de intereses y patrimonio, incluyendo a una amplia gama de funcionarios y sus cónyuges. 

El Honorable Senador Araya expresó que si el asunto se plantea en estos términos podría ser mejor que esta regulación quede en el proyecto al que hizo referencia quien le antecedió en el uso de la palabra. 

El señor Fiscal Nacional recordó que lo que ahora se discute es el ámbito de responsabilidad de quien, por definición, no es un fiscal, sino un funcionario sometido a su cargo. Señaló que de ninguna forma se considera que la delegación que aquí se plantea sea completa y permanente, pues ello implicaría transformar en fiscal a quien no lo es. Por tal razón, este asunto debiera ser materia de regulación de una instrucción general proveniente de la Fiscalía Nacional. 

Añadió que sin considerar el asunto de la iniciativa legislativa antes señalado, es perfectamente plausible que los abogados asistentes del fiscal deban hacer las mismas declaraciones de intereses y patrimonio que el resto de los fiscales, sobre todo si esto se hará extensivo por otro proyecto a otros funcionarios de la misma jerarquía. 

A continuación el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, declaró cerrado el debate y puso, en primer lugar, en votación la proposición del Honorable Senador señor Espina para agregar al artículo segundo el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará  la forma en que se delegará esta facultad.”
Antes de resolver sobre esta materia, la Comisión consideró que mediante esta disposición no se estaba otorgando una nueva facultad al Fiscal Nacional sino que simplemente se explicitan la forma en que ella se ejercerá. Además, se tuvo en cuenta lo que dispone la letra d) del artículo 17.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la incorporación de este inciso. 

A continuación, se puso en votación la indicación planteada por el Honorable Senador señor Harboe. 
Su texto es el siguiente:

“A los  abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad  aplicables a los fiscales.”.
La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación.

Estimó que hacer aplicable a los abogados asistentes de fiscal el régimen de responsabilidad e inhabilidad que rige para los fiscales no es una materia que corresponda a la iniciativa del Ejecutivo, pues mediante esta norma no se está otorgando funciones o atribuciones a estos funcionarios. Asimismo, se tuvo presente que el inciso segundo del artículo 48 de la ley del Ministerio Público y el artículo 269 ter del Código Penal ya hace extensiva inhabilidades y reglas de responsabilidad a abogados asistentes de fiscal.

En una sesión posterior, la señora Ministra de Justicia pidió a la Comisión volver a considerar la regla contenida el nuevo inciso tercero del artículo 2º. Al respecto, se observó que es necesario precisar que los abogados asistentes del fiscal, debidamente autorizados por una delegación expresa y específica, puedan realizar diversas actuaciones procesales ante los jueces de garantía. Con todo, a esos funcionarios les quedará vedada la comparecencia al juicio oral. Explicó que esta nueva redacción es respaldada por el Ministerio Público y los Fiscales del servicio.

Para tal fin, y acogiendo esa inquietud el Ejecutivo presentó la siguiente indicación.

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de cualquier fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales”.

 El Subsecretario de Justicia, señor Sánchez, expresó que el texto que ahora se presenta fue trabajado en conjunto con el Ministerio Público en base a lo discutido por la Comisión en sesiones anteriores. 
Al respecto, el Honorable Senador señor Espina indicó que la proposición va en la línea correcta, porque potencia el plan de fortalecimiento al permitir que la presentación judicial del Ministerio Público pueda ser sostenida por más abogados de la repartición, lo que sin duda alguna impactará positivamente en los resultados de la persecución penal. 
Sobre el particular, el Honorable Senador señor Larraín manifestó que la nueva formulación insiste en ocupar el adjetivo "cualquier" en vez del artículo "un" para referirse al fiscal que debe extender la delegación mediante la cual obrará el abogado asistente en el proceso, asunto . Por lo anterior, solicitó la razón por la cual se insiste en ese término. 

El señor Fiscal Nacional explicó que la idea es precisar que la delegación puede venir de toda clase de fiscales: adjuntos, locales jefes, regionales o incluso el nacional. Con todo, indicó que se trata, más bien, de un asunto de estilo, y es perfectamente posible ocupar el artículo que indica Su Señoría si queda constancia en la historia de la ley del propósito antes señalado. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina prefirió el uso del artículo "un", pues ello permite especificar la responsabilidad del fiscal delegante. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta nueva redacción del inciso tercero, nuevo, del artículo 2º, con la única enmienda se sustituir la expresión “de cualquier fiscal”  por “de un fiscal”.

Finalmente, dejamos constancia que en la última sesión en que la Comisión trató este precepto, se recibió un documento suscrito por el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, señor Freddy González Galleguillos, y por el señor Presidente de la Federación Nacional del Ministerio Público en el que se expresan diversos comentarios al contenido del proyecto. Al final del mencionado documento, se presentan las principales peticiones que dichas organizaciones tienen respecto de esta iniciativa. Ellas son las siguientes.

- Que se corrija la situación generada por la modificación al artículo 2º de la ley orgánica, cuestión que fue fraguada sin la venia de los trabajadores del Ministerio Público, a nuestra espalda, y que por experiencia, podemos afirmar, traerá una serie de inconvenientes a la institución y a la ciudadanía, pues la persecución penal y sus actuaciones deben ser de exclusiva responsabilidad de los Fiscales del Ministerio Público. 

- Que se incorpore al proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público el pago de la asignación profesional a los estamentos administrativos y auxiliares de la fiscalía de Chile. 

- Que se considere un sistema efectivo de fiscalización laboral para proteger a los trabajadores de la institución. 

En relación con estas inquietudes, el señor Fiscal del Ministerio Público, hizo llegar a la Comisión el siguiente documento que se transcribe a continuación:

"EN RELACIÓN CON LOS OFICIOS DE ANFUMIP Y FENAMIP FORMULANDO CRÍTICAS AL PROYECTO DE LEY DE FORTALECIMIENTO DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

 

Dos asociaciones de funcionarios del Ministerio Público se han dirigido al Sr. Presidente de la Comisión de Constitución del Senado, y a la Sra. Ministro de Justicia, formulando graves críticas al proyecto de ley sobre fortalecimiento del Ministerio Público.

La presentación referida adolece de errores e imprecisiones que es necesario evidenciar.

1.- No es efectivo que, en el documento final de la mesa de trabajo institucional, en la que participaron esas organizaciones, estuvieran contenidas todas las demandas que ahora, en un párrafo anterior, califican de irrenunciable. En efecto, no fue materia del acuerdo ni del documento final, la demanda referida a la tutela laboral.

 

2.- Sí fue materia de acuerdo, y se incluyó en la propuesta institucional, el pago de asignación profesional para los funcionarios de los estamentos administrativos y auxiliares que cumplan los requisitos para ello. Propuesta que la Fiscalía Nacional siempre ha apoyado, pero en el entendido que no podía ni puede constituirse en un obstáculo para la tramitación del proyecto de ley. Sin embargo, tal aspiración fue desestimada por la Dirección de Presupuestos.

 

3.- Respecto de la aprobación del inciso segundo del artículo 2°, sancionado por la Comisión de Constitución del Senado, las asociaciones efectúan diversas apreciaciones, algunas carentes de fundamento y otras derechamente erróneas. Desde ya, el proyecto no considera una delegación “por el solo ministerio de la Ley”, como pretenden entenderlo las asociaciones.

Cabe agregar que el texto aprobado el día de hoy, 9 de junio, y en sus redacciones anteriores, establece la ineludible necesidad de dictar un reglamento por el Fiscal Nacional que regule las condiciones y formalidades de la delegación aprobada, materia que aparentemente es lo que preocuparía a esas organizaciones (lo que este Fiscal Nacional señaló verbalmente en la sesión de hoy de la H. Comisión).

A continuación, las asociaciones transcriben párrafos de las prevenciones o votos disidentes de sentencias del Tribunal Constitucional, pronunciándose sobre normas que modificaban el Código Procesal Penal.

No es el momento de hacerse cargo de las alegaciones de constitucionalidad, sin embargo, es conveniente destacar que, desde el año 2002, cuando se incorporó en el artículo 40 de la Ley orgánica la figura de la subrogación en las fiscalías que cuentan con sólo un fiscal adjunto (en virtud de la Ley N° 19.806), los abogados asistentes han intervenido en audiencias actuando como fiscal subrogante, o, conforme con las modificaciones hechas al Código Procesal Penal, en calidad de abogados asistentes facultados para ello.

Agregan, a continuación, críticas a las facultades que la ley otorga a los fiscales para dar instrucciones a las policías y que a su juicio, el nuevo inciso segundo del artículo 2° afectaría, confundiendo absolutamente el contenido de la norma que pretenden impugnar, pues ella sólo faculta a los abogados asistentes a comparecer ante Juzgados de Garantía.

Sin perjuicio de lo señalado, el más grave error de las asociaciones en estas presentaciones, se expresa en sus párrafos finales, cuando solicitan: “Corrija la situación, generada por la aprobación del artículo N° 2, cuestión que fue fraguada, sin la venia de los trabajadores del Ministerio Público, a nuestra espalda, y que por experiencia, podemos afirmar, traerá una serie de inconvenientes a nuestra institución y a la ciudadanía, pues la persecución penal y sus actuaciones son de exclusiva responsabilidad de los Fiscales del Ministerio Público.”.

Es necesario afirmar categóricamente que las asociaciones de funcionarios, y todos los fiscales y funcionarios del Ministerio público han conocido, desde el primer momento el contenido y alcance del proyecto de ley de fortalecimiento, incluyendo la disposición del inciso segundo del artículo 2°.

Las asociaciones que suscriben estas presentaciones, nunca manifestaron oposición a ella. Sus observaciones se limitaron a aspectos formales y operativos de la norma (formalidad, voluntariedad de los asistentes, y otros). Para ilustrar lo dicho, puede agregarse que:

El Fiscal Nacional comunicó a todos los funcionarios y fiscales el contenido del proyecto el 18 de diciembre de 2014. Asimismo, a todos los servidores del Ministerio Público, el 30 de diciembre remitió un resumen del plan de fortalecimiento.

Adicionalmente, el 2 de enero de 2015, FENAMIP se reunió con el Fiscal Nacional y manifestó que valoraban el proyecto. En la oportunidad plantearon reproches sólo sobre el tema de la asignación profesional, los tiempos de permanencia exigidos para ascensos, la falta de grados para el estamento auxiliar, los requisitos de ascenso para funcionarios técnicos, administrativos y auxiliares, y que no se haya considerado la práctica profesional para abogado de funcionarios.

El 23 de febrero, FENAMIP remite un correo en que expone los aspectos mínimos que quiere plantear ante el Poder Legislativo. No dice una palabra sobre los ayudantes o asistentes de fiscal.

El 26 de febrero, en una nueva reunión, se discuten mejoras al Plan de Fortalecimiento en tramitación. Nada se dice sobre el artículo 2°. Las asociaciones, sólo se refieren a aspectos relativos a la eventual implementación del proyecto, una eventual modificación en uno de los requisitos de ascenso, y reiteran que insistirán en obtener la asignación profesional para administrativos y auxiliares.

De acuerdo con lo anterior, es evidente que la norma del artículo 2° inciso segundo no fue de interés de las asociaciones. Sólo hasta ahora, al parecer, cuando se ha constituido una nueva organización que agrupa a abogados asistentes y asesores que manifestaron su conformidad con la modificación, y han asistido a sesiones de la H. Comisión ha surgido la argumentación que refieren.

En consecuencia, puede admitirse un cambio en la opinión de esas organizaciones, pero no se puede dejar de evidenciar que no es efectivo que ello se haya “fraguado” “sin su venia o a sus espaldas”."

Número 1.

Del texto aprobado  por la Cámara de Diputados

Números 2) y 3)

De la indicación sustitutiva del Ejecutivo

Sustituye en los incisos primero del artículo 16 y 30 de la ley del Ministerio Público el guarismo diez por ocho. 

Cabe recordar que el artículo 16 establece que el Fiscal Nacional durará diez años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente. Por su parte, el artículo 30 prescribe que los fiscales regionales durarán diez años en el ejercicio de sus funciones.

La norma aprobada por la Cámara de Diputados sustitúyese, en el inciso primero de los mencionados artículos 1, la palabra “diez” por el vocablo “ocho”.

En relación con esta modificación, el Ejecutivo presentó las enmiendas consignadas en los números 2) y 3) de la indicación sustitutiva. En ambas propone modificaciones que persiguen el mismo objetivo del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión los números 2) y 3) de la indicación sustitutiva.

A su respecto, los miembros de la Comisión consideraron que estos números adecuan los artículos 16 y 30 de la ley orgánica del Ministerio Público a lo que respectivamente disponen los artículos 85 y 86 del texto constitucional. 

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, De Urresti, Harboe y Larraín, aprobó estas enmiendas.

Ellas se incorporan en el nuevo número 2) del artículo único de esta iniciativa.

A continuación, el Honorable Senador señor De Urresti indicó que hay un tema que preocupa a la opinión pública y que dice relación con el nombramiento de algunos fiscales regionales, que ya ejercieron el cargo, para desempeñar la misma función en otra región. Manifestó que el inciso tercero del artículo 86 de la Carta Fundamental prevé que los fiscales regionales durarán 8 años en sus cargos, "y no podrán ser designados como fiscales regionales para el período siguiente". Observó que cuando se introdujo esta disposición, la intención del constituyente fue que las personas que desempeñaran el cargo de fiscal regional solo estuvieran un período en el ejercicio de sus cargos, pues esa función importaba una concentración relevante de poder no sometido al control de la ciudadanía, por lo que correspondía imponer un límite al ejercicio de sus facultades.

Recordó que con posterioridad a dicha reforma, a lo menos en tres ocasiones, se ha procedido a la reelección de fiscales regionales, lo que importa un quebrantamiento abierto de la norma constitucional. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Araya indicó que la forma como se ha procedido en la nominación de los fiscales regionales ha coartado la posibilidad de ascenso de muchos funcionarios, pues al existir esta suerte de rotación de los fiscales regionales entre las distintas regiones del país, se impide que otras personas puedan optar a este cargo. Con todo, planteó que tampoco hay que perder de vista que quien ha ocupado el cargo de fiscal regional posee una amplia experiencia en la tramitación de causas criminales, que podría perderse si no existe la posibilidad de que quien haya dejado de ocupar ese puesto pueda seguir trabajando en otro cargo en el Ministerio Público.

En relación al tema, el señor Fiscal Nacional planteó que, para comprender este punto, la Comisión requiere considerar los siguientes antecedentes. Indicó que en el período que dirigió el Servicio el Fiscal Nacional señor Piedrabuena se recurrió a este predicamento en tres ocasiones, que tienen en común el hecho que se trató de las fiscalías regionales creadas en las tres nuevas regiones que estableció el Congreso Nacional la década pasada. Por tanto, explicó, en principio no se ha producido la situación planteada por el Honorable Araya,  pues esos fiscales regionales no ocuparon puestos que anteriormente estaban disponibles para el ascenso. 

Añadió que en su período la Fiscalía Nacional ha implementado la política de ascender al cargo de fiscal regional a los fiscales locales mejor evaluados, y solo, en un único caso, ha nombrado como fiscal regional a quien había ocupado previamente ese puesto. 

Expresó que la idea original del legislador orgánico fue establecer que la posición de exfiscal regional era compatible con otro cargo en el Ministerio Público, pero ese propósito, sostuvo, es programático porque en la práctica no hay cargos disponibles en la planta de la institución. Señaló que no hay jubilación para los exfiscales regionales y, por ello, que en algunas ocasiones ha tenido que enfrentarse con la enojosa situación de que algunos exfiscales son contratados por los estudios que llevan la defensa de casos en los que anteriormente ellos litigaron. 

Finalmente, observó que el fiscal nacional no decide arbitrariamente quien ocupará el puesto de fiscal regional sino que únicamente le toca decidir entre una terna que confecciona la Corte de Apelaciones tras un arduo proceso de oposición de antecedentes, en el que participan quienes hayan ejercido el cargo de fiscal  y cualquier otro abogado que tenga los méritos suficientes para concursar. 

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien indicó que esta discusión tiene ciertas similitudes con la situación de la reelección de los parlamentarios, pues en ambos casos entran el conflicto la necesidad de preservar la experiencia con los requerimientos de renovación. Señaló que tal como se ha planteado en esos casos, la solución podría ser una limitación a una reelección, pero esa fórmula requeriría una modificación constitucional. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe expresó que esta discusión plantea un desafío para la política pública. Por una parte, señaló que cada vez se valora más la experiencia y capacidad de los funcionarios públicos que han sido capacitados por el Estado y han ejercido sus funciones por largos períodos de tiempo. Recordó que cuando ocupaba el cargo de Subsecretario de Carabineros debía motivar  a los suboficiales mayores y oficiales que llegaban al término de su carrera para que permanecieran algunos años más en las filas y no se acogieran a retiro apenas tuvieran la posibilidad de hacerlo, pues  de lo contrario se perdía mucha capacidad profesional.

Expresó que una situación similar ocurre con los fiscales regionales, quienes la mayor parte de las veces iniciaron su carrera como fiscales adjuntos en lugares pequeños, luego fueron promovidos a fiscales locales jefes en sitios con mucho trabajo, y finalmente accedieron al puesto de fiscal regional. Señaló que esta experiencia profesional genera una gran capacidad de litigación  a favor de los intereses de la sociedad que no está disponible en el mercado y que, lamentablemente, se pierde cuando el fiscal regional en cuestión llega al término de su período. 

Indicó que otro asunto que hay que resolver es cómo se entiende la carrera profesional de los fiscales. Recordó que, por ejemplo, en Carabineros de Chile este asunto está claro de antemano, pues todos los oficiales saben que su carrera terminará en el grado de coronel, y que de forma excepcional sólo un puñado de ellos ascenderá a general. Observó que en el Ministerio Público este asunto no está claro, pues no se sabe de antemano si la carrera de los abogados litigantes de la institución termina en el cargo de fiscal local jefe o en la posición de fiscal regional. Esta definición es importante, pues si se estima lo segundo hay un evidente perjuicio para la carrera cuando los fiscales regionales rotan entre sus puestos. 

A su vez, el Honorable Senador señor Araya recordó que cuando se discutió en el Congreso la creación del Ministerio Público no se tuvo en cuenta la necesidad de una carrera funcionaria. En relación a la situación laboral de quienes dejan la posición de fiscales regionales, observó que es indudable que se trata de profesionales calificados que pueden seguir prestando valiosos servicios al Ministerio Público en labores de asesoría. 

Por su parte, el señor Fiscal Nacional expresó que en principio se consideró una alta rotación de fiscales para que el Ministerio Público no se transformara en una suerte de símil del Poder Judicial, pero a poco andar se entendió que ello no era posible, y que era imprescindible establecer algún sistema de ascensos. Señaló que ese proceso no se consideró en los ejercicios presupuestarios sucesivos, bajo el argumento de que la ley no lo contemplada, pero la dirección nacional de todas formas implementó un sistema de promociones con recursos propios, lo que en la práctica ha implicado que casi no quedan fiscales que ocupen los últimos grados de la planta. 

Indicó que la idea de establecer puestos de asesoría para los ex fiscales regionales es buena, pero siempre y cuando ello tenga lugar en la fiscalía nacional y no a nivel regional. 

A su vez, la señora Ministra de Justicia observó que en principio la situación de la reelección de los fiscales regionales excede el contenido de la indicación sustitutiva. No obstante, explicó que este asunto debe tenerse en cuenta ya que hay una discusión nacional en materia de probidad y control del conflicto de intereses. Manifestó que las medidas que se tomen en este aspecto deben compatibilizarse con una carrera funcionaria atractiva. Por las razones antes señaladas, postuló que muchas de las circunstancias descritas por quienes la antecedieron en el uso de la palabra se pueden encarar con medidas administrativas y más transparencia. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó que esta discusión es complicada, pero hay algunos principios que pueden orientar una salida. En primer término, parece evidente que el fiscal regional que ha hecho bien su trabajo y quiere permanecer en el Ministerio Público debe tener opciones, sobre todo si ello no opera de forma automática sino por medio de un concurso público, en el que deba defender sus méritos frente a otros candidatos. 

En segundo lugar, expresó que la elección indefinida puede resultar contraproducente, y por ello parece ser recomendable establecer una cantidad máxima de designaciones sucesivas por fiscal regional. 

En tercer lugar, observó que hay que asegurar algún esquema que evite el conflicto de intereses, porque es evidente que un fiscal regional que termina su período debe seguir ganándose la vida en el ejercicio de su profesión, y es muy enojoso que ello implique que en un corto período de tiempo termine representando a quienes fueron perseguidos criminalmente por la fiscalía regional que dirigía. 

A su turno, el Honorable Senador señor De Urresti expresó que es importante reflexionar sobre la necesidad de mantener el caudal de experiencia profesional al interior del Ministerio Público, y también evitar los conflictos de interés, pero ello no puede hacerse a costa del tenor literal de la Carta Fundamental, que expresamente señala que quienes han ocupado el cargo de fiscal regional no pueden ser designados en el cargo por el período siguiente. 

En respuesta a lo anterior, el señor Fiscal Nacional expresó que en la única oportunidad en que él designó como fiscal regional a quien antes había ocupado esa posición en otra jurisdicción requirió, antes de proceder, un pronunciamiento de la Contraloría General de la República. Esa institución manifestó que el texto de la Carta Fundamental impedía que el fiscal regional que terminaba su período fuera nuevamente designado en el mismo cargo, o sea, en la misma región. Manifestó que esta interpretación autorizada faculta a designar en el cargo de fiscal regional a quién desempeñó esa misma posición en otra región. 

Observó que el problema más acuciante en este asunto es, más bien, el conflicto de intereses que se produce cuando quien está cercano al término de su mandato como fiscal regional recibe ofertas de trabajo para representar a los que mantienen procesos pendientes con la fiscalía que dirige. Por esa razón, relató que en representación de su institución propuso a la Comisión Engel que los ex fiscales regionales no pudiera ejercer su profesión en la misma región donde ocuparon su cargo en los 6 o 12 meses siguientes al término de su mandato, y que de por vida no puedan defender las causas seguidas por su ex fiscalía regional o por las fiscalías locales bajo su dependencia. Pero observó que ambas prohibiciones debería ser estudiadas en una iniciativa de ley distinta. 
En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión, mediante el Mensaje  Nº 385-363, de 20 de mayo de 2015, una norma que se propone agregar al artículo 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público que, como se ha indicado precedentemente, que fija el plazo de duración del cargo de fiscal regional. Agrega que no podrán ser designado para el período siguiente.

En relación con esta última regla, el Ejecutivo propuso agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 30. Su texto es el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, podrán ser designados como Fiscales Regionales por un solo período más, siempre que se trate de una región distinta a la que hayan servido en la primera designación.”.
En relación con lo que se plantea en esta indicación, la Comisión tuvo a la vista que el inciso tercero del artículo 86 de la Carta Fundamental prescribe que el fiscal regional durará ocho años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado como fiscal regional por el período siguiente. 
Por otra, también consideró que la Contraloría General de la República, en su dictamen Nº 37717 ha hecho una interpretación especial de esta disposición, entendiendo que la prohibición que establece la Constitución, solo se refiere al cargo de fiscal regional que el funcionario ha desempeñado. En consecuencia, no estaría impedido para volver a cumplir esta misma labor en una región distinta a la que ejerció su cometido.

Al iniciarse el debate de esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, ofreció el uso de la palabra al Fiscal Regional Metropolitano Oriente del Ministerio Público, señor Roberto Ayala, quien señaló que antes de hacerse este planteamiento se solicitó la opinión a casi la mitad de los fiscales regionales en ejercicio. Indicó que la reiteración en el ejercicio del cargo de un fiscal regional es un suceso excepcional pese a la interpretación sustentada por la Contraloría, y no se observa razón para que ello cambie ante nuevos fiscales nacionales. 

Indicó que en este escenario, y habida cuenta de que se comparte la idea de la limitación a una sola reelección, no parece sustentarse la necesidad de que la mencionada repostulación esté acotada a una región distinta. 

Seguidamente, el señor Fiscal Nacional disintió de la opinión antes expresada, ya que en su opinión siguiendo ese predicamento no se observa razón para impedir que también el Fiscal Nacional pueda repostular por una vez a su cargo, lo que importaría una infracción flagrante de la Carta Fundamental. Asimismo, aclaró que esa idea no está en el propósito de la actual jefatura nacional de la institución. 

Observó que la posibilidad de preservar la experiencia y el buen desempeño de aquellos fiscales regionales que han destacados se satisface completamente con la formulación que plantea la indicación, que sigue el criterio asentado por la Contraloría General de la República y plantea una vía de solución dentro del propósito de la Carta Fundamental. 

En relación con este planteamiento, el Honorable Senador señor Larraín manifestó que comparte el propósito de la nueva indicación del Ejecutivo. En todo caso, observó que el texto de la Constitución Política es bastante claro, en el sentido de no distinguir si se trata del mismo lugar u otro a la hora de prohibir la reelección como fiscal regional. Expresó que el problema anterior solo podría resolverse si se modifica la Carta Fundamental. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe expresó que la posibilidad de reelección de los fiscales regionales es vista como una limitación práctica a la carrera de los fiscales adjuntos, opinión que es razonable en función de donde se fije el término de la carrera funcionaria: en la jefatura de la fiscalía local o en la regional. 

Indicó que no tiene sentido privar de antemano al Estado de Chile de la capacidad profesional y la experiencia acumulada de los mejores fiscales regionales. Al respecto, se refirió a la interpretación sostenida por el máximo ente contralor, que en lo pertinente señala que: 

  

"Como puede advertirse, en la normativa en comento se impide que una persona que ha ocupado un determinado empleo de fiscal regional, sea designada en la misma plaza por el período posterior o que sigue a aquél durante el cual ella ha ejercido esa labor, de acuerdo con el significado que, a la expresión "siguiente", le confiere el Diccionario de la Lengua de la Real Academia Española, por lo que nada impide que aquélla sea designada en otro empleo de fiscal regional, ya, que, en virtud de ello, sus labores las desarrollará no sólo en otra región, sino que serán consecuencia del ejercicio de otro cargo público distinto del que ocupaba con anterioridad. 

En este sentido, resulta evidente que cuando en el aludido precepto se hace referencia al período que sigue, debe entenderse que se está considerando el mismo cargo, esto es, el empleo de fiscal regional de la misma región, puesto que no sería atendible entender que se refiere a cualquier otro cargo de fiscal regional, ya que el "período siguiente" sólo lo será respecto del mismo empleo, no de otro.". 

Expresó que esta interpretación sustenta la posición que propone la nueva indicación sustitutiva del Ejecutivo, pero de forma estricta, es decir, que la reelección del fiscal regional solo se puede hacer para una región distinta. 

A su vez, el Honorable Senador señor Larraín expresó que la interpretación sostenida por la Contraloría se aparta del texto constitucional, por lo que no puede ser extrapolada para casos distintos a los que específicamente se refirió. Expresó que para lograr el propósito de la indicación sería menester eliminar del inciso primero del artículo 30 de la ley toda referencia a la reelección de los fiscales regionales, y dejar entregado el asunto a una decisión ulterior del constituyente. 

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien manifestó estar por una posición amplia sobre el tema, ya que a su juicio el fiscal regional que ha desempeñado bien su cargo tiene la legítima aspiración de poder ejercer su mandato por otro período, en la misma región o en otra distinta. Expresó que las demás consideraciones quedan contestadas con la limitación a una sola reelección. 

Expresó que la interpretación de la Contraloría es bastante cuestionable a la luz de lo que dispone la Carta Fundamental, y si ella es adoptada en el texto de la ley, se corre el riesgo cierto de que el Tribunal Constitucional disienta del criterio del órgano contralor, y en cumplimiento de sus funciones, declare inconstitucional la norma aprobada por el Parlamento. Por ello, expresó que en esta ocasión no parece recomendable que se introduzca la modificación citada, la que podría discutirse en una futura reforma constitucional, que tendría su apoyo. 

Indicó que el problema profesional del fiscal regional que termina su labor es acuciante, pues es evidente que necesita encontrar un nuevo trabajo, lo que deja abierto el grave conflicto de interés que explicó el fiscal regional en una sesión pasada. Señaló que este asunto no debe ser evadido por el poder político, y requiere una solución.

A su vez, el Honorable Senador señor Araya indicó que también es posible considerar la propuesta del Ejecutivo como una ley interpretativa de la Constitución, en la línea señalada por la Contraloría General de la República. En este sentido, la limitación a una sola reelección es un elemento nuevo que limita las preocupaciones planteadas por otros miembros de la Comisión en sesiones pasadas. 

El señor Fiscal Nacional recordó que esta nueva proposición no fue solicitada por el Ministerio Público, y aunque plantea una salida plausible, corre el riesgo de inconstitucionalidad planteado por los Honorables Senadores señores Larraín y Espina. Añadió que este debate podría, además, entrampar la discusión del resto del articulado del proyecto. 

Por su parte, la señora Ministra de Justicia recordó que la motivación de esta indicación fue la inquietud planteada por los propios miembros de la Comisión en la sesión anterior, pues es una manera de impedir la reelección indefinida de los fiscales regionales al amparo de la interpretación de la Contraloría. 

El Honorable Senador señor Harboe indicó que la Contraloría abrió la puerta para la designación indefinida de fiscales regionales en lugares distintos a su destinación anterior. Observó que ello parece estar reñido con el texto expreso de la Carta Fundamental, pero también cabe la posibilidad de que el Tribunal Constitucional coincida con el criterio del órgano contralor. 

Finalmente, el Honorable Senador señor De Urresti manifestó que la disposición propuesta por el Ejecutivo encara un problema real: la reiteración de personas en el cargo de fiscales regionales, sustentada en una cuestionable interpretación hecha para un caso en particular. Indicó que la solución que se plantea establece una regularización a esta anómala situación, por la vía de introducir justa ponderación entre el interés de mantener para el Estado la experiencia judicial de los buenos fiscales regionales, el legítimo interés que tienen los fiscales adjuntos de ascender, y la necesidad de preservar el espíritu del constituyente en esta área. 

Manifestó que en el posible evento de que el Tribunal Constitucional rechace la indicación propuesta, será necesario que la fiscalía nacional rinda cuentas respecto de su comportamiento en este sentido, y la Contraloría lo haga respecto de su interpretación que le sirvió de fundamento. 

Concluido el análisis de esta indicación del Ejecutivo, el señor Presidente de la Comisión la puso en votación.

La Comisión, por mayoría de votos rechazó esta indicación. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Araya y De Urresti. 

Fundamentando su decisión, el Honorable Senador señor Espina expresó que considera que no debe haber limitación de ningún tipo para la reelección de los fiscales regionales que han desempeñado bien sus cargos; que la modificación propuesta es innecesaria a la luz del criterio ya adoptado por la Contraloría; y en tercer lugar que si el asunto requiere decisión ulterior debería ser resuelta en una reforma constitucional, que él está dispuesto a respaldar. 

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Larraín indicó que su voto negativo se debe a que la indicación vulnera el texto expreso de la Constitución. 

Por su parte, el Honorable Senador Harboe expresó que está de acuerdo con la reelección de los fiscales regionales, incluso en el mismo lugar donde anteriormente ejercieron su mandato, pues a su juicio el control que ejerce la Corte de Apelaciones en el proceso de selección de los candidatos asegura una adecuada resolución. Con todo, precisó que el debate de esta indicación podría poner en riesgo la aprobación y despacho del proyecto. Por lo anterior, insistió que este tema podría ser analizado en una reforma constitucional que salve cualquier objeción que se pueda hacer acerca de la idea de permitir la reelección de los fiscales regionales. 

Nº 4)
De la indicación sustitutiva del Ejecutivo




Ella propone agregar un párrafo 4 º bis, nuevo, a la Ley Orgánica del Ministerio Público que crea el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos. Su texto es el siguiente:
“Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis y métodos que identifiquen y generen iniciativas sobre aquellas dinámicas delictivas que configuren mercados delictivos específicos.

Las unidades, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Generar información mediante el análisis estratégico de los datos agregados proveniente de delitos contra la propiedad y de delitos de mayor connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;

b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad y mercados delictuales, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos y, cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y

c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión de la información. 

El área de focos investigativos del Sistema tendrá por objetivo aplicar el método investigativo propuesto por las unidades regionales del mismo, a los delitos o mercados criminales que han sido objeto de su estudio; dirigir las investigaciones penales respectivas, en coordinación con las policías y, eventualmente, con otras unidades regionales del Sistema; y, la litigación de tales causas ante los tribunales con competencia en lo penal.”. 





Al iniciarse el estudio de esta modificación, el Gerente de la División de Estudios del Ministerio Público, señor Claudio Ramírez, manifestó que la idea de las unidades de análisis criminal fue incorporada durante el estudio para el reforzamiento de la institución, análisis que llevó a cabo el Banco Interamericano de Desarrollo. 

Expresó que estas reparticiones cumplirán, esencialmente, tres objetivos. En primer lugar hacer el análisis de la información criminal disponible, tanto de fuentes internas (sistema SAF), como de las externas (Banco Unificado de Datos llevado en conjunto con las Policías). 

El segundo objetivo es reforzar el contacto con la comunidad. Para ello, esta unidad estará a cargo de tomar declaraciones a los testigos y víctimas, y mantener un vínculo habitual con la comunidad a través de los Consejos Comunales de Seguridad Pública. 

En tercer lugar, agregó, a estas unidades les corresponderá desarrollar las tareas de coordinación interinstitucional. Explicó que en la actualidad la fuente principal de la información que maneja el Ministerio Público es el parte policial, instrumento que tiene muchas deficiencias y que revela las principales discordancias institucionales en la persecución policial. 

Manifestó que la información que recojan las unidades de análisis criminal será procesada a efectos de identificar focos delictivos. Este segundo paso, sostuvo, generará como resultado el requerimiento de levantar más información en terreno, o la persecución penal focalizada a cargo de los fiscales. 

Añadió que estas nuevas divisiones serán las encargadas de llevar a cabo, a nivel de fiscalía local, el plan estratégico nacional de la institución, que tendrá adaptaciones regionales según las peculiaridades delictivas de cada lugar.
A continuación, intervino la señora Ministra de Justicia, quien observó que esta modificación es la parte más relevante de proyecto, pues permite que la institución pase de la lógica del caso a caso, a hacerse cargo de manera global de la estructura del accionar delictivo.

Expresó que la formulación que utiliza la indicación es, a propósito, poco específica, porque la idea es que cada unidad pueda adaptarse a las realidades delictivas que les corresponda enfrentar, las que varían en el tiempo y en el espacio. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín valoró la idea de incorporar estas unidades, pues ello permite que quienes están al frente de la persecución penal analicen, de manera más sistemática, el fenómeno delictivo local que deben enfrentar. 

Añadió que en el caso de los fiscales que ejercen la acción penal contra los imputados es relevante establecer en la ley una regulación taxativa, porque hay una posibilidad cierta de discrecionalidad y abuso, pero en el caso de estas nuevas unidades la norma puede ser más laxa, porque por un lado no están a cargo de procesos específicos, y por otro deben adaptarse a la realidad delictual del momento. 

Con todo, observó que se pueden levantar algunas observaciones sobre la formulación de la indicación. En primer término, hizo presente que la expresión "mercados delictivos", que emplea el inciso tercero del nuevo artículo 37 bis propuesto, es completamente ajeno a nuestra tradición jurídica, y quizás puede resultar mejor ocupar la idea de ámbitos criminales o delictivos. 

En segundo lugar, señaló que no se establece, de forma clara, que estas unidades de análisis puedan trabajar con centros académicos externos, de fundaciones o que dependan de universidades. Finalmente, manifestó que debe precisarse que las conclusiones respecto del análisis de la información no deben suponer una exigencia rígida a los fiscales que llevan las causas en los tribunales, pues esos funcionarios requieren un cierto nivel de autonomía para asegurar el buen resultado de los procesos. 

Luego, el señor Fiscal Nacional indicó que comparte plenamente la idea de asegurar la autonomía de los fiscales a carga de las causas pendientes. Añadió que de forma indirecta estas nuevas unidades también tendrán incidencia en la limitación de los archivos provisionales, pues la información fragmentaria de las causas con pocos datos -como las que tienen imputado desconocido- se agregará a los datos provenientes de otras denuncias con las mismas características, lo que permitirá focalizar y emprender en conjunto la persecución penal. 

Añadió que es bastante lógico que cada fiscalía regional tenga su propia unidad de análisis criminal, pues la realidad delictual de cada lugar de Chile es completamente distinta. Con todo, adujo que esta precisión no tiene el mismo sentido en la Región Metropolitana, donde hay cuatro fiscalías regionales, por lo que propuso que en la capital haya una única unidad de análisis criminal, cuyo fiscal local jefe sea designado por la Fiscalía Nacional. 

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Harboe, quien también valoró la importancia de esta disposición ya que, como él viene proponiendo desde hace tiempo, una disposición de este tipo constituye un buen esfuerzo para combatir la delincuencia, porque al fin existirá una instancia formal que permita cruzar los datos delictivos de distintas fuentes e identificar patrones. 

Asimismo, connotó que también debe considerarse algún tipo de coordinación entre las unidades de análisis dependientes de distintas regiones, porque algunos fenómenos delictivos, como el tráfico de drogas, abarcan varias regiones del país. 

Indicó también que en el set de datos a analizar debe incluirse los que provienen de la encuesta nacional unificada de seguridad ciudadana (ENUSC) y los que surgen de los trabajos de campo de Paz Ciudadana. Expresó que es evidente que la información con la que trabajen las unidades debe estar desagregada por denuncia, pero ante requerimientos de transparencia pasiva debe establecerse en la ley, de forma expresa, que la obligación de entregar datos a particulares tiene que presentarse a un nivel que no permita la identificación con casos concretos, porque de lo contrario, peligra la eficacia de la acción persecutoria y también se pone en riesgo el derecho a la privacidad de las víctimas y testigos. 

Añadió que la última institución mencionada apoya decididamente esta iniciativa, pero expresa que su implementación debe ser de manera gradual, y propone iniciar planes pilotos en algunas regiones.

Observó que esta nueva sección del Ministerio Público requerirá la contratación de 286 nuevos funcionarios, de los cuales 18 serán fiscales. Estos funcionarios se restan del plan de fortalecimiento, porque no estarán destinados al seguimiento judicial de las causas.  

Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina también celebró la proposición de esta disposición, pues constituye el principal aporte que el proyecto  hace para que el Estado de Chile tenga al fin una política criminal que pueda mostrar resultados concretos. 

Sostuvo que la formulación del proyecto requiere tres perfeccionamientos concretos. En primer lugar, es necesario que la letra b) del artículo 38 bis, nuevo, incorpore, como requerimiento para las unidades, la confección de un estándar único de identificación reconocimiento de imputados, pues se trata de un asunto que ha generado muchos problemas en tribunales. 

En segundo lugar, planteó la necesidad de añadir en la letra c) el calificado de "eficiente" a los procedimientos que se diseñen para la gestión de la información, pues no se cumple con el propósito de la ley si el análisis de los datos se hace de cualquier forma. 

En tercer lugar, indicó que en el inciso final de la disposición hay que eliminar la palabra "eventualmente", porque la coordinación nacional entre las distintas unidades de análisis del país debería ser un requerimiento continuo y no una mera posibilidad. 

Sostuvo que lamentablemente la experiencia indica que, lo que no está en la ley en materia de persecución penal simplemente no se hace.

Por su parte, el Honorable Senador señor Araya indicó que el inciso final de la norma propuesta otorga a estas unidades la facultad de dirigir las investigaciones penales e intervenir en procesos en curso, lo que contradice completamente el discurso anterior que priva de atribuciones operativas a estas reparticiones y afirma el criterio de autonomía de los fiscales adjuntos a cargo de los juicios. Manifestó que este asunto debe sincerarse. 

Seguidamente, el Honorable Senador De Urresti expresó que la idea de delitos de mayor connotación social, que sirve para fijar el ámbito de competencia de estas nuevas unidades, parece ser muy amplio, sobre todo teniendo en cuenta que esa definición quedaría a cargo del propio Fiscal Nacional. 

En respuesta a los planteamientos anteriores, el señor Fiscal Nacional sostuvo que las expresiones "mercados delictivos" y "delitos de mayor connotación social" son términos con un significado técnico específico que no está a disposición de la autoridad de turno, sino que vienen fijados por consensos internacionales en esta materia. 

En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar, mediante el Mensaje Nº 385-363, de 20 de mayo de 2015, una nueva redacción para el artículo 37 bis que encabeza el nuevo párrafo 4) que se agregaría a la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Su texto es el siguiente: 
“Párrafo 4 º Bis

Del sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.

Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.
El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.
Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:
a)
Generar información mediante el análisis estratégico de los datos agregados proveniente de delitos contra la propiedad y de delitos de mayor connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;
b)
Efectuar reportes de la información analizada sobre la criminalidad regional,  identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y, cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y
c)
Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.
Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos cuya su función será ejercer la acción penal, adoptar medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigir la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”.

Al iniciarse el debate de esta nueva proposición, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor de Urresti, concedió el uso de la palabra al Honorable Senador señor Araya, quien indicó que en principio tenía dudas sobre la necesidad de incorporar en la ley estas unidades de análisis criminal, pero al profundizar en la discusión del proyecto cambió de opinión, pues sin duda estas nuevas reparticiones permitirán materializar una política criminal clara por parte del Ministerio Público. Añadió que esto puede ser contrastado con el plan estratégico regional, lo que permite controlar de forma objetiva el desempeño del ente prosecutor. 

No obstante lo anterior, planteó dos inquietudes sobre el texto propuesto: 

En primer lugar, preguntó por qué se distingue en la letra a) entre delitos contra la propiedad y delitos de mayor connotación social a la hora de determinar el ámbito de atribuciones de la nueva unidad. 

En segundo lugar, qué naturaleza se prevé que tengan los informes a la hora de requerimientos de particulares por transparencia pasiva, y cómo ello se compatibiliza con la cautela de la privacidad de los intervinientes del proceso penal. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que la nueva formulación que la plantea la indicación del Ejecutivo presentada en esta oportunidad mejora el texto anterior, pues distingue mejor la función de las unidades de análisis criminal y la de focos delictivos, estableciendo para cada una atribuciones específicas. 

A su vez, el Honorable Senador señor Espina agradeció la nueva indicación del Gobierno, pues recoge las inquietudes por él planteadas en una sesión anterior. Expresó que las unidades de análisis criminal permitirán pasar de la investigación del caso a caso, al enfrentamiento de la criminalidad como un fenómeno social global. Indicó que la nueva letra a) le asigna un lugar especial dentro de las funciones de la nueva unidad a los delitos contra la propiedad, que constituyen la mayor preocupación de la ciudadanía respecto de su propia seguridad; la letra b) incorpora de forma expresa el estándar de reconocimiento de imputados, que es una de las principales causas de los fracasos del Ministerio Público en los tribunales; y la letra c) requiere que los procedimientos de gestión de la información que la unidad se dote sean eficientes, siendo entonces necesario que no se actúe en este ámbito de cualquier manera, sino de la forma que genere más resultados. 

A su turno, el Honorable Senador señor Larraín observó que la nueva formulación sigue empleando la expresión "mercados delictivos", lo que es una expresión en principio discutible, pero parece reflejar una suerte de consenso internacional en la materia, por lo que manifestó que no iba a levantar más reparos respecto al tema. 

Con todo, connotó que el inciso final del nuevo artículo 37 bis establece que los fiscales que integran la unidad de focos ejercerán la acción penal, pero su unidad será la encargada de coordinar operativamente con las fiscalías locales, lo que puede ser leído como si esa unidad queda en posición de instruir a quienes tienen la atribución exclusiva de impetrar acciones judiciales respecto de cómo proceder. 

Por su parte, el Honorable Senador señor De Urresti planteó que es complejo que la unidad de focos tenga atribuciones operativas, y no observa razón válida para distinguir entre delitos contra la propiedad y delitos de mayor connotación social. Indicó que parece bastar la última denominación. 

En respuesta a las inquietudes planteadas, el señor Fiscal Nacional observó que la idea de la nueva formulación es separar de forma clara el rol que cumple la unidad de análisis criminal y la de focos delictivos, recayendo en la segunda las labores judiciales. 

Manifestó que la idea de mercados delictivos fue acompañada por la expresión "u otra estructura de criminalidad reconocible", de forma tal de conservar la denominación técnica internacional, y a la vez ocupar un giro compatible con nuestra tradición. 

Explicó que la inclusión de delitos contra la propiedad en una categoría aparte de los delitos de mayor connotación social se debe a que los primeros generan mercados delictivos secundarios, que no son de trascendencia pública, pero financian y mantienen a quienes cometen los primeros. Expresó, además, que estas figuras secundarias producen otro tipo de ilícitos, como los de carácter tributario. Por ello, los delitos contra la propiedad, por leves que sean, requieren atención especial. 

En relación con la inquietud planteada sobre las unidades de foco, el señor Fiscal Nacional observó que el ejercicio de la acción penal pública está a cargo de los fiscales adjuntos, quienes como su nombre lo indica, están adjuntos a una fiscalía regional, al igual que la unidad de focos, y por ello la norma no supone ninguna innovación respecto al enderezamiento de acciones judiciales. Observó que si se quiere precisar a este respecto se podría especificar que la dirección de la investigación corresponderá en los casos judiciales que el análisis de información de lugar. 

Finalmente, en relación con la ley de transparencia, recordó que se trata de información asociada a una investigación en curso, que en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Código Procesal Penal, tiene el carácter de reservada para terceros extraños al proceso. 

Por su parte, la señora Ministra de Justicia recordó que la mención a los delitos de mayor connotación social se refiere a una categoría en que existe un consenso técnico desde mediados de la década de los 90. Explicó que ella ya considera los delitos contra la propiedad, por lo que eliminar esta mención no alteraría el sentido de la norma. 

Explicó que la razón por la cual se especificó la función judicial de las unidades de focos investigativos es para evitar que las unidades de análisis criminal se transformen en entes persecutores, en vez de concentrarse en el trabajo de recolección y tratamiento estadístico de la información. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Araya insistió en que hay que poner más atención en la regulación del acceso a la información, porque si bien es cierto el acceso a los antecedentes de una causa en curso está vedado por ley para los terceros ajenos al proceso, la información que no está vinculada a un juicio determinado sino que proviene de datos aislados que maneja la unidad de análisis criminal, podría ser objeto de una solicitud de transparencia pasiva. 

A su turno, el Honorable Senador señor Harboe indicó que para evitar redacciones que puedan generar discusiones interpretativas sobre si las unidades de foco tienen o no la dirección del ejercicio de la acción penal, podría señalarse, en reemplazo del inciso final, lo siguiente: 

"Las unidades de foco investigativo del sistema dependerán de cada fiscalía regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región, y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del sistema.". 

De esta forma la redacción dejaría circunscrita la posibilidad de ejercer la acción penal a los fiscales adjuntos respectivos. 

El Honorable Senador señor Espina se mostró partidario de la redacción propuesta por el Honorable Senador señor Harboe. 

En relación con la mención a los delitos contra la propiedad, el señor Fiscal Nacional puntualizó que la noción de delitos de mayor connotación social está sujeta a variaciones que en último término quedan entregados a los criterios que señale el Ministro del Interior y Seguridad Pública de turno, por tanto se corre el riesgo que en un futuro hipotético los delitos contra la propiedad dejen esta categoría, pese a que la evidencia criminológica indica que es necesario darles un tratamiento especial porque detrás de ellos hay mercados delictivos secundarios que mantienen en marcha el fenómeno delictual. 

El Honorable Senador señor Araya manifestó que la explicación dada por el Fiscal Nacional es fundamento suficiente para justificar, en la historia de la ley, que se ocupe tanto la noción de delitos de mayor connotación social como delitos contra la propiedad. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe recordó que la actual definición de delitos de mayor connotación social está estable desde el año 1997. 

A su vez, y como fórmula de acuerdo sobre el punto, el Honorable Senador señor Larraín propuso incorporar en la letra a) la expresión ", en general," antes de la frase "delitos de mayor connotación social", para aclarar en la ley que los delitos contra la propiedad son una especie de la categoría anterior. 
Seguidamente, el Honorable Senador señor De Urresti consultó si lo dispuesto en la letra b) permitirá, con los recursos técnicos y humanos que considera este proyecto, operar con las unidades de análisis criminal a nivel regional, de forma de establecer patrones delictuales regionales, y desagregar y analizar la información a ese nivel. 

Al respecto, el señor Fiscal Nacional expresó que la formulación del literal señalado por Su Señoría tiene un fuerte componente regionalista. Expresó que para ello el plan dispone que 92 fiscales adjuntos y personal de apoyo,  se distribuyan a lo largo de todo el país según el polinomio explicado en sesiones anteriores. 

El Honorable Senador señor De Urresti agradeció  la respuesta, y manifestó que criterios como el anteriormente expuesto aseguran la equidad territorial
El señor Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate y puso en votación el artículo 37 bis contenido en la nueva indicación sustitutiva del Ejecutivo, con la modificación propuesta en la letra a) por el Honorable Senador señor Larraín, y con la redacción alternativa del inciso final que anteriormente formuló el Honorable Senador señor Harboe. 

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes,  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la indicación del Ejecutivo, con las enmiendas planteadas precedentemente. 
-.-.-

En una sesión posterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador De Urresti, hizo presente que el Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez, ha entregado un documento referido al acceso a la información de los antecedentes recopilados y elaborados por las unidades de focos de análisis criminal y las unidades de focos investigativos. Su texto es el siguiente:

"MINUTA

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA VS RESERVA-

Proyecto de ley  que fortalece al Ministerio Público (Boletín N° 8265-07)

ANTECEDENTES.

Durante la discusión de la indicación sustitutiva, particularmente, al momento de ser discutido el nuevo artículo 37 bis que regula la creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos investigativos, surgió la duda de cómo se enfrentarían las solicitudes de acceso a la información pública respecto de la información que manejen las unidades de dicho Sistema.

ART. 37 BIS: RESERVA EN MATERIA DE SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS.

 

- El Ministerio Público indica que no sería necesario modificar el art. 37 bis, ya que es posible alegar la reserva o secreto de los informes y reportes emanados por las Unidades de Análisis Criminal, conforme a las siguientes normas:

a) el art. 182 del Código Procesal Penal  (secreto de las actuaciones de la investigación), en la medida que los reportes consideren actuaciones de investigación. Esta misma norma sería aplicable respecto de la información de las Unidades de Focos Investigativos.

 

b) el art. 21, N° 1, letra a) de la Ley N° 20.285 (Ley de Transparencia), cuando se solicite información relativa a la función de las Unidades de Análisis Criminal de la letra a) del art. 37 bis (Generar información mediante el análisis estratégico de los datos agregados proveniente de delitos contra la propiedad y, en general, de delitos de mayor connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada).

c) El art. 21, N° 1, letra b) de la Ley de Transparencia, cuando se solicite información relativa a la función de las Unidades de Análisis Criminal de la letra b) del arto 37 bis (Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad y mercados delictuales, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y, cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica).

- sin embargo, conforme al art. 8 inciso segundo de la Constitución Política de la República, que exige que la reserva o secreto de los actos y resoluciones de los órganos del estado sean establecidos por una ley de quórum calificado, haría necesario incluir expresamente la reserva respecto de aquellas materias no cubiertas por el art. 182 del Código Procesal Penal.

 

- para lo anterior se debería intercalar un nuevo inciso cuarto en el arto 37 bis que diga:

 

"los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.".

Al iniciarse el análisis de este documento, el Honorable Senador señor Araya connotó que la idea propuesta soluciona  el problema que se planteó durante el análisis del nuevo artículo 37 bis,  pues aunque es efectivo que el Código Procesal Penal contempla una norma expresa de reserva de la información de la investigación (artículo 182), esta solo se aplica a casos en curso ante los tribunales de justicia, y no a los datos que procesen las Unidades de Análisis Criminal, que no están necesariamente adscritos a casos particulares. Esa información, que no está cubierta por la norma de reserva procesal, podría quedar a disposición de terceros a través de solicitudes de transparencia pasiva, lo que pone en riesgo la privacidad de víctimas y testigos y perjudica la efectividad de la nueva repartición que crea el proyecto. 

A su vez, el señor Fiscal Nacional respaldó la proposición, reiterando que se trata de una buena solución al problema antes señalado. 

Finalmente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, propuso transformar la propuesta del Ejecutivo en una indicación que sea respaldada por todos los miembros de la Comisión.

La unanimidad de los integrantes de la Comisión concordó esta proposición.

Conforme a lo anterior, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la indicación para incorporar un nuevo inciso cuarto al artículo 37 bis, en los términos propuestos en el documento entregado por el señor Subsecretario de Justicia.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación. 

- - -

Número 5)

De la indicación sustitutiva del Ejecutivo

A continuación, se puso en discusión el Nº 5) de la mencionada indicación del Ejecutivo. Esta disposición incide en el artículo 40 de la ley, precepto que establece normas sobre subrogación de fiscales adjuntos al interior de las fiscalías locales. 
Este número se divide de dos literales.  

letra a)

La primera enmienda, contenida en una letra a), reemplaza el inciso segundo del artículo 40, que establece el mecanismo de reemplazo para las fiscalías locales con un solo fiscal adjunto. 
La norma propuesta es del siguiente tenor: 

"En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.". 

En primer lugar, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que la indicación no considera un plazo máximo de subrogación, y da pie para que tenga lugar algo que no es aceptable: que la subrogación se transforme en una modalidad  permanente de funcionamiento del Ministerio Público. Por otro lado,  connotó que hay reglas generales sobre subrogación para la Administración Pública que podrían ser aplicables perfectamente en este caso, y por ello  no sería necesario introducir una regla especial. 

A su vez, el Honorable Senador señor Larraín observó que la regulación especial del Ministerio Público hace que las normas  sobre subrogación del Estatuto Administrativo de los Funcionarios Públicos y la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado no se apliquen de forma automática, por lo que puede resultar útil considerar una norma sobre subrogación para estos casos. Con todo, recordó que esta regla puede entrar en conflicto con lo antes discutido en la modificación introducida al artículo 2º de la ley, pues ahí se establece que la delegación de facultades opera solo de forma expresa, explícita y restringida a las facultades que se deleguen, y sobre todo, hay materias que de forma expresa no pueden delegarse, como es el caso de la actuación de los fiscales ante los tribunales del juicio oral en lo penal.

Por su parte, el Honorable Senador señor Araya connotó que la regla que se intenta reemplazar regula una situación de excepción -la subrogancia en las fiscalías locales que cuentan con un solo local adjunto-, pero el texto propuesto establece una regla general, que se aplica a todo tipo de fiscalías locales. Añadió que tampoco se considera en este caso un régimen especial de responsabilidad para los abogados asistentes que subrogan al fiscal adjunto ausente. 

A continuación, hizo uso de la palabra la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, quien expresó que la proposición busca salvar dos importantes problemas que actualmente aquejan al personal del Ministerio Público: (i) que no exista norma expresa de subrogancia o suplencia permanente, y (ii) que no se regula la forma como deben ser remuneradas las personas que deben ejercer como subrogantes o suplentes. 

Indicó que a diferencia de lo que establece la regla del artículo 2º, en este caso el abogado asistente del fiscal que suple o subroga al fiscal adjunto ausente, ocupa jurídicamente la posición del subrogado o suplido con todas sus atribuciones. En cambio, cuando opera la delegación que establece la primera de las disposiciones citadas, el abogado asistente delegado sigue siendo abogado asistente, pero ahora tiene una autorización especial para comparecer a una actuación particular de un proceso en curso. 

Seguidamente, el señor Fiscal Nacional explicó que el artículo 40 de la ley orgánica contiene dos reglas. En primer lugar, su inciso primero dota al Fiscal Nacional de la facultad de impartir instrucciones generales para distribuir las causas de un fiscal adjunto ausente entre los demás fiscales adjuntos de la fiscalía local correspondiente. Y a continuación, en el inciso segundo, regula la situación excepcional de las fiscalías locales con un solo fiscal adjunto. 

Señaló que para el primer caso no hay una regla de subrogación propiamente tal, sino un sistema de distribución de las causas del fiscal ausente entre todo el resto de los fiscales de la oficina, y solo en el segundo caso se mantiene el número total de fiscales disponibles, pero siempre y cuando el subrogado trabaje en una oficina donde él es el único fiscal. 

Manifestó que la idea es que cualquier abogado asistente pueda subrogar o suplir al fiscal ausente, sea cual sea el tamaño de la fiscalía en la que se desempeñe, pues de esa forma se asegura que la institución contará siempre con el mismo número de fiscales operativos, tanto en la calidad de titulares como en la de suplentes. 

Indicó que ello no implica que el abogado asistente asuma de forma automática todas las causas del fiscal ausente, pues la modificación propuesta deja incólume el inciso primero, que faculta al fiscal jefe de la oficina, siguiendo las reglas que dicte el fiscal nacional en una instrucción general, para entregar las causas más complejas, o que requieran atención especial, a otro fiscal.

Por su parte, la señora Ministra de Justicia expresó que el propósito de esta indicación es doble. Por un lado, establece para el Ministerio Público la misma regla general sobre suplencia y subrogancia  que rige para la Administración Pública. Por otra parte, permite que las distintas causas sigan siendo tramitadas por el equipo que las tiene a su cargo, aunque el fiscal adjunto que las tramita esté con licencia. 

El Honorable Senador señor Araya puntualizó que es razonable que se establezca una regla de subrogación para el Ministerio Público, pero le preocupa que por esta vía los abogados asistentes del fiscal terminen siendo fiscales adjuntos suplentes en caso de vacancia. 

A su vez, el Honorable Senador señor Larraín manifestó que entiende la diferencia entre la delegación, que establece el artículo 2º, y la subrogación, que plantea esta indicación, pero no observa una razón válida para que los fiscales adjuntos siempre deban ser subrogados por abogados asistentes y no por otros fiscales de su misma oficina. 

En respuesta a las inquietudes planteadas, la señora Ministra de Justicia y el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público reiteraron que la idea básica de esta disposición es que el Ministerio Público siempre cuente con el mismo número de fiscales adjuntos operativos. Por esta razón, se prefiere que los abogados asistentes subroguen a los fiscales adjuntos, pues de esta forma el subrogante reemplaza al subrogado, y el número total se mantiene. Explicaron que ello no ocurre si otro fiscal adjunto reemplaza a un compañero ausente, pues en ese caso el subrogante tiene que asumir las causas del subrogado y las suyas propias, lo que implica una sobrecarga y una disminución total de las horas hombre disponibles para la persecución penal. 

Ambas autoridades indicaron que el plazo máximo de subrogación, según las reglas generales, es de 6 meses, luego de lo cual hay que nombrar a un fiscal titular. 

Por su parte, el Gerente de Recursos Humanos de la Fiscalía Nacional, señor Rodrigo Capelli, explicó que si un fiscal adjunto sufre una enfermedad catastrófica que implica una licencia por más de seis meses, o tiene un post natal complicado, mantiene su nombramiento, pero es necesario hacer un nombramiento especial de fiscal adjunto interino. En ningún caso este mecanismo implica que el cargo de quien está con licencia es declarado vacante. 

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador De Urresti, declaró cerrada la discusión y sometió a votación la sustitución del inciso segundo del artículo 40, contenida en la letra a) del número 5 ya descrito.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación. 

Letra b)

Mediante esta letra, el Ejecutivo propone intercalar en el artículo 40, tres incisos nuevos, pasando el actual tercero a ser sexto, del siguiente tenor:  

"Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por más de 14 días, el abogado asistente subrogante percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante. 

En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia. 

Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.". 

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Honorable Senador señor Harboe notó que la regla que se propone supone que hay recursos disponibles para pagar el sueldo del fiscal subrogado y la diferencia que le corresponderá al abogado asistente que lo reemplaza. 

A su vez, el Honorable Senador señor De Urresti consultó por qué el derecho a la asignación suplementaria se empieza a pagar tras 14 días de subrogación. 

Sobre estas inquietudes, el Gerente de Recursos Humanos de la Fiscalía Nacional, señor Capelli, explicó que la indicación sustitutiva viene con un informe financiero de la Dirección de Presupuestos, que asegura que las asignaciones complementarias para que los abogados asistentes que subroguen al fiscal adjunto ausente están financiadas. Explicó que este monto permitirá pagar 23.000 horas de fiscal adjunto al año por este concepto. 

En relación con el límite de 14 días, puntualizó que ello se debe a que el Ministerio Público ha adoptado la misma práctica del Poder Judicial: conceder a sus funcionarios las vacaciones anuales parcializadas durante el año, pero con un segmento de dos semanas seguidas. 

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, declaró cerrado el debate y puso en votación la letra b) del número 5) de la indicación sustitutiva del Ejecutivo. 

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación.
Ella se incorpora como número 4) del artículo único.

En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Harboe planteó dos preocupaciones respecto de esta norma. En primer lugar, que la norma establece un pago suplementario a favor del abogado asistente que subroga sólo a contar del día 15 de tal cometido. Expresó que como la mayor parte de esas subrogaciones serán por menos tiempo, en la práctica, el abogado asistente verá aumentada su carga de trabajo y no sus remuneraciones. 

Como segundo punto manifestó que la formulación que utiliza el inciso tercero intercalado por la modificación es confusa, porque al "abogado asistente de fiscal subrogante" da pie a interpretar que se trata del funcionario que ocupará el lugar del abogado asistente que pasó a reemplazar al fiscal adjunto ausente, y no del abogado asistente que subroga al fiscal. Por esa razón, solicitó que el punto se aclare, incorporando las adecuaciones que sean necesarias. 

Sobre el particular, el señor Fiscal Nacional coincidió con la necesidad planteada por Su Señoría.
Teniendo en cuenta esta última consideración, se propuso la siguiente redacción para nuevo inciso tercero del artículo 40.

“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, acogió esta redacción. 

Número 6)

De la indicación sustitutiva del Ejecutivo

Incide en el artículo 41 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, relativo al nombramiento de los fiscales adjuntos. En dicha disposición se establece que los fiscales adjuntos serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del Fiscal Regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público.

La indicación sustitutiva propone añadir a la disposición los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 

“Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate de proveer una vacante al cargo de fiscal adjunto, el Fiscal Nacional podrá autorizar la realización de concursos internos en los cuales podrán participar los fiscales adjuntos y los abogados asistentes que hayan ingresado por concurso público a la Institución. Dichos concursos se regirán por las reglas generales y las bases que, al efecto, dicte el Fiscal Nacional. Las bases que se dicten para el concurso interno serán incorporadas cuando este sea llamado y podrán considerar los parámetros establecidos en el artículo 75 bis de la presente ley.

Con todo, al menos el 30% de los concursos que se realicen anualmente, deberán ser públicos.”. 

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Honorable Senador señor Araya explicó que la proposición en discusión tiene un problema grave de constitucionalidad. Para fundamentar su aseveración recordó que el artículo 88 de la Carta Fundamental previene, de forma expresa, que el nombramiento de los fiscales adjuntos se hace por designación del fiscal nacional, quien elige de una terna conformada por la fiscalía regional respectiva, la que a su vez debe hacer un concurso público para ocupar los puestos en esa lista. Expresó que ni siquiera para los jueces de letras se prevé una regla tan estricta, y este mandato no se cumple si la ley orgánica permite hacer concursos internos entre funcionarios para proveer esta vacante.

En esta misma línea, señaló que la contraexcepción que plantea el inciso cuarto propuesto tiene aún menos sentido. 

Seguidamente, la señora Ministra de Justicia señaló que la Carta Fundamental, al requerir concurso público, se refiere a quienes ingresan a la institución por primera vez, pero los abogados asistentes del fiscal y los otros fiscales adjuntos que en su momento ingresaron por concurso público a la fiscalía, no necesitan volver a este procedimiento para postular a otro cargo vacante al interior de la institución. 

Luego, el Honorable Senador señor Larraín expresó que la Constitución no hace la distinción que señaló la señora  Ministra, sino que más bien parece requerir, para todos los casos, que la vacante de fiscal adjunto se provea mediante un concurso público, abierto a todos los ciudadanos que cumplan las condiciones objetivas para llenar este cargo. Explicó que si lo que se quiere es que se reconozca de algún modo la experiencia y méritos de los funcionarios que deseen acceder a estas posiciones, la Carta Fundamental permite que en las bases del respectivo concurso público se establezca una valoración especial por este concepto. 

A su vez, el Honorable Senador señor Araya indicó que no hay que olvidar que este proyecto de ley va a ir al control preventivo de constitucionalidad ante el Tribunal  Constitucional, pues se trata de una norma orgánica, y en ese proceso es muy posible que el Tribunal censure una norma de este tipo, pues se opone de forma abierta al tenor de la Carta Fundamental. Indicó que si ello no es objetado en esa instancia, se abre la posibilidad para que en el futuro cualquier actuación procesal del fiscal adjunto nominado por concurso interno pueda ser atacada de nulidad por infringir la Carta Fundamental. 

A su turno, el Honorable Senador señor Harboe expresó que como regla general le parece acertada la idea de impulsar los concursos internos, porque favorecen una carrera funcionaria sana. Con todo, afirmó que en este caso hay una norma expresa en la Carta Fundamental, que requiere que el nombramiento de fiscales adjuntos se haga por concurso público, por lo que cualquier otro procedimiento choca con el texto de la Constitución. 

Por su parte, el señor Fiscal Nacional expresó que comparte la interpretación de la señora Ministra de Justicia, pues se satisface la exigencia constitucional de que quienes postulen a estos concursos internos de promoción hayan entrado al servicio mediante concurso público.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina señaló que para despejar dudas sería preferible que antes de resolver este asunto se consulte a profesores de derecho constitucional. 

El Honorable Senador señor De Urresti secundó  esta idea, y dejó pendiente la decisión sobre el punto hasta una próxima sesión. 
En una sesión posterior, el señor Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador Harboe, hizo presente que la Comisión remitió una consulta a los abogados constitucionalistas, señores José Antonio Ramírez y Edgardo Palacios, para recibir su opinión sobre esta enmienda.

En definitiva, la Comisión recibió la opinión del profesor de derecho, señor José Antonio Ramírez, quien hizo presente que la Comisión le ha enviado una consulta acerca de la constitucionalidad de la modificación del artículo 41 y adicionalmente, la enmienda al artículo 70 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público. 

La primera norma pretende establecer un sistema de concurso interno para proveer una vacante al cargo de fiscal adjunto, y entrega al Fiscal Nacional la posibilidad de dictar un reglamento para determinar las condiciones generales que regirán ese concurso. Y a continuación, establece una norma de cierre que establece que a lo menos el 30% de las vacantes de fiscal adjunto deben ser llenadas mediante la modalidad de concurso público. 

Por su parte, en el artículo 70 se prevé una regla similar para los funcionarios del Ministerio Público. 

Señaló que en esta materia hay tres principios comprometidos. En primer lugar, el de la probidad, contenido en el artículo 8º de la Carta Fundamental. Este principio es parte del estatuto orgánico de la Constitución, y entre otras cosas prescribe una regla de transparencia en la designación de los cargos y oficios públicos. 

El segundo principio está en la parte dogmática de la Carta Fundamental: los derechos de las personas a participar con igualdad de oportunidades al acceso a los cargos públicos, tanto desde la perspectiva del artículo 19 Nº 2 como del Nº 17 de esa disposición. 

Expresó que estos dos principios deben aquilatarse a la luz de la regla de supremacía constitucional, establecida en los artículos 6º y 7º de la Constitución. Observó que lo anterior es particularmente importante en este caso, porque las modificaciones postuladas en las indicaciones propuestas a los artículos 41 y 70 de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público considera entregar al Fiscal Nacional atribuciones que no están contempladas en la Carta Fundamental. 

Desde esta perspectiva, añadió, la pregunta es si entonces es posible otorgarle al Fiscal Nacional facultades excepcionales para los casos de vacancia de funcionarios y fiscales adjuntos. Añadió que los principios de probidad y transparencia cristalizan en las reglas sobre ingreso a los cargos públicos a través del mecanismo del concurso público, sistema que a la luz de lo dispuesto en el artículo 38 de la Carta Fundamental, es parte de las Bases Generales de la Administración del Estado. 

Frente a ello, la regla propuesta para los artículos 41 y 70 de la ley orgánica en discusión infringen el principio de transparencia, el de probidad y el derecho de las personas a acceder a cargos públicos. Añadió que en este contexto el 30% que fijan los incisos finales de ambas proposiciones es arbitrario, y también tiene esa calidad el hecho de que el Fiscal Nacional determine en qué casos aplicaría esta proporción. 

Puntualizó que el mecanismo de la indicación que se analiza solo podría ser admitido si se tratara de una regla excepcional, como sería el caso de nombramientos transitorios o urgentes. 

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Harboe, quien agradeció la opinión vertida por el profesor señor Ramírez. Manifestó que en virtud los mencionados principios constitucionales de probidad y transparencia, los ciudadanos tienen derecho a optar, en igualdad de condiciones, a todos los cargos públicos. Agregó que el artículo 88 de la Constitución establece que los fiscales adjuntos deben ser seleccionados mediante un concurso público, por lo que propuesta para modificar el artículo 41 es inconstitucional. Agregó que también lo sería el inciso final de la modificación al artículo 70, que establece que el Fiscal Nacional determinará un 30% de las postulaciones a los cargos de funcionarios de la institución para que se efectúen a través del sistema de concursos públicos. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín manifestó que a su juicio el reproche de inconstitucionalidad se extiende a ambas normas. 

A su vez, el Honorable Senador señor Araya manifestó que la exposición del profesor ratifica la importancia de la duda de constitucionalidad que antes se había planteado en la Comisión. Puntualizó que entiende el propósito que anima a estas indicaciones pero ello no sería posible, porque la Constitución no lo permite.  

Señaló que la única duda que cabe a esta altura es si la ley, estableciendo como regla general los concursos públicos, podría incorporar un reconocimiento especial a la experiencia interna y buenas calificaciones. 

El Honorable Senador señor Harboe sugirió distinguir en este asunto, y resolver primero la regla propuesta para el artículo 41, que se refiere a los fiscales y, posteriormente, analizar la constitucionalidad del artículo 70.
Insistió que, además de lo señalado por el profesor señor Ramírez, el artículo 88 de la Constitución Política establece claramente que los fiscales adjuntos deben ser seleccionados mediante concurso público. Por tanto, arguyó, establecer un concurso interno del servicio para seleccionarlos contradice el texto constitucional.

Concluido el debate sobre este punto, el señor Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, sometió a votación la constitucionalidad de esta disposición.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, estimó que la enmienda al artículo 41 propuesta por el Ejecutivo era inconstitucional, por contradecir los preceptos constitucionales ya mencionados. 

Durante la votación, los Honorables Senadores señores Espina y Larraín solicitaron que se dejara constancia que aunque en la práctica la gran mayoría de los designados a los cargos vacantes de fiscal adjunto provienen de la propia institución, la Carta Fundamental expresamente requiere que se haga un concurso público para seleccionar a estos funcionarios. Asimismo,  observaron que la  Constitución remite a la Ley Orgánica del Ministerio Público la regulación de esos concursos, y en esa sede sería posible establecer un sistema de valoración de la experiencia y buenas calificaciones internas de los funcionarios que postulan a estos cargos. 

El Honorable Senador señor Harboe insistió que su votación por la inconstitucionalidad de esta indicación se funda en el mandato expreso del artículo 88 de la Ley Fundamental. Asimismo, que su el rechazo no constituirá un obstáculo para que los funcionarios del Ministerio Público puedan participar en los concursos públicos que determine la autoridad.
- - -

A continuación, la Comisión consideró una enmienda al artículo 48 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, contenida en el Mensaje Nº 385-363 del Ejecutivo, de 20 de mayo de 2015.

Cabe recordar que el artículo 48 trata sobre la responsabilidad administrativa de los fiscales por actos realizados en el ejercicio de sus funciones. En su inciso segundo, señala las normas sobre responsabilidad aplicables a los abogados asistentes de fiscal.

La indicación propone agregar, al referido inciso segundo, la mención al nuevo inciso tercero del artículo 2º (que permite delegar en el abogado asistente de fiscal determinadas actuaciones que normalmente ejercen los fiscales adjuntos).

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor De Urresti, ofreció la palabra al señor Fiscal Nacional quien explicó que esta disposición responde a la inquietud planteada cuando se discutió la regla de delegación de funciones para los abogados asistentes del fiscal. Al respecto, manifestó que ella hace extensiva la responsabilidad disciplinaria de los fiscales, por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, a los abogados asistentes de fiscal, cuando estos últimos actúen en el proceso en virtud de la mencionada delegación. 

El Honorable Senador señor Harboe consultó qué procedimiento se ocupa para hacer efectiva esta responsabilidad. 

El señor Fiscal Nacional señaló que se aplican las reglas del sumario administrativo, que puede ser iniciado de oficio por la autoridad correspondiente o a solicitud del afectado. 
Finalmente, el Honorable Senador señor Espina consultó si esta norma es suficiente para asegurar que los abogados asistentes que actúan en representación del Ministerio Público estarán sujetos a la misma responsabilidad ministerial que los fiscales. 

En respuesta a la inquietud planteada, el señor Fiscal Nacional expresó que la norma que acá se discute cierra un conjunto de modificaciones que tienen por finalidad establecer que los abogados asistentes del fiscal que actúen por el Ministerio Público en los diversos procesos penales en virtud de la delegación que establece el artículo 2º de la ley, afrontan las mismas responsabilidades que les cabe a los fiscales en el ejercicio de sus cargos. 

El Honorable Senador señor Espina agradeció la aclaración de esta materia efectuada por el señor Fiscal Nacional.
Concluido el debate de este asunto, el señor Presidente de la Comisión puso en votación esta indicación.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación con enmiendas de forma. Ella se consigna como nuevo número 5) del artículo único.
- - -
 Número 2 

Del texto aprobado por la Cámara de Diputados
Número 7)

De la indicación sustitutiva original del Ejecutivo

Esta disposición incide en el artículo 55 de la ley orgánica del Ministerio Público, precepto que establece las causales de inhabilidad que afectan a los fiscales en el ejercicio de su cargo. En particular, propone enmendar, en el párrafo segundo de su número 16, la expresión  Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, y la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional, por sus nombres actuales: Superintendencia de Pensiones y Superintendencia de Salud. 

Al iniciarse el estudio de esta materia, la señora Ministra de Justicia explicó que este cambio obedece a una corrección de referencia. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Araya observó que los numerales 2º, 3º, 5º, 6º, 8º, 9º, 11, 13, 14 y 16 del artículo plantean una serie de casos de causales inhabilitación de los fiscales en que se menciona al cónyuge del fiscal respectivo, y que le restan imparcialidad. Recordó que hace poco fue promulgada la ley Nº 20.830, que estableció el Acuerdo de Unión Civil. Esta nueva institución establece un vínculo que en algunos aspectos se asemeja al matrimonio y, por ello, explicó que las prohibiciones o reglas que se hacen extensivas al cónyuge deben aplicarse a los convivientes civiles. Por lo anterior, propuso añadir en los numerales antes señalados, a continuación de la expresión "cónyuge", los términos "conviviente civil" 

El Honorable Senador señor De Urresti concordó con este planteamiento y por ello propuso acoger el texto de la Cámara de Diputados, y la indicación del Ejecutivo, añadiendo las enmiendas señaladas por el Honorable Senador señor Araya. 

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta indicación, con la enmienda ya indicada. Ella se incorpora como número 6) del artículo único.

Con la misma votación, se acordó modificar en el mismo sentido los artículos 61 y 63 de la Ley Orgánica del Ministerio Público pues se trata de preceptos que mencionan al cónyuge del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales y adjuntos, y que también tienen por propósito garantizar la independencia e imparcialidad de los fiscales. En razón de lo anterior, se agregó en esos preceptos la mención al conviviente civil.

Estas enmiendas se consignan respectivamente como nuevos números 8) y 9) del artículo único.

- - -

Número 3 

Del texto aprobado por la Cámara de Diputados
A continuación, se puso en discusión el tercer numeral del artículo único del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. Esta disposición incide en el artículo 59 de la ley, que regula la forma de determinar las inhabilidades que afecten a los fiscales adjuntos, a los regionales o al fiscal nacional. La modificación consiste en precisar que las inhabilidades que afecten al Fiscal Nacional serán resueltas por tres fiscales regionales que integren el Consejo General, excluido el mencionado Fiscal Nacional. 

Al iniciarse el estudio de esta materia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, ofreció el uso de la palabra al señor Fiscal Nacional, quien explicó que esta norma podría ser modificada en el futuro si se aprueba la reforma constitucional que crea la fiscalía de alta complejidad, cuyo jefe podría integrar el Consejo General de la institución. Agregó que este funcionario no tendrá el carácter de fiscal regional, lo que en este caso importa porque lo excluye de la mencionada decisión. Expresó que por ello se sustituye la referencia a los fiscales regionales por otra que se refiere a los integrantes del Consejo General del Ministerio Público, excluyendo de forma expresa al fiscal nacional, que participa en ese consejo.

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes aprobó este número. Se pronunciaron a favor, los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín. 

La disposición aprobada se consigna como número 7) del artículo único.
El Honorable Senador señor Espina pidió dejar constancia en el informe que dicho Consejo solo estará integrado por fiscales regionales.
- - -
Número 8)

De la indicación sustitutiva del Ejecutivo.

Ella incide en el artículo 70 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. Ella dispone que los funcionarios de este servicio, salvo los de exclusiva confianza, serán seleccionados previo concurso público de antecedentes. En su inciso segundo se prescribe que excepcionalmente, podrá utilizarse otros sistemas de selección que garanticen la debida transparencia y objetividad de los seleccionados.

Este número de la indicación sustitutiva reemplaza el inciso segundo de este precepto por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate de proveer un cargo vacante, el Fiscal Nacional podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios, que se regirán por las reglas generales y por las bases que, al efecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. 

Tales bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, al menos los siguientes criterios: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trata de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme con el reglamento que, para estos efectos, dicte el Fiscal Nacional.

Con todo, al menos el 30% de los concursos que se realicen, deberán ser de carácter público.”.

Al comenzar el estudio de esta indicación, el Honorable Senador señor Larraín connotó que la regla general para la contratación de funcionarios del Ministerio Público es el concurso público. Agregó que los incisos que se proponen agregar establecen la posibilidad de realizar concursos internos. El problema es que esa excepción se torna en regla general en consideración a lo indica el inciso cuarto, que establece que solo el 30% de los nombramientos se hará por concurso público. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Araya expresó que entiende que con esta disposición se pretende instaurar una suerte de sistema de ascenso interno. Precisó que no obstante ello se produce una flagrante contradicción entre lo que indica el inciso primero y lo que prevé el inciso final. 

En respuesta a las inquietudes planteadas, el señor Fiscal Nacional explicó que el 90% de los concursos públicos convocados por su institución son adjudicados a funcionarios internos, lo que revela, en términos comparados con el resto del mercado, el buen nivel que alcanzan los profesionales y administrativos de la fiscalía. Pero el problema de esta situación es que el funcionario que se adjudica un puesto a través de un concurso renuncia a su antigua posición, lo que obliga a llamar a un nuevo concurso público para llenar esa nueva vacante, y otro funcionario interno comúnmente se adjudica ese puesto y renuncia a su cargo anterior, y el ciclo vuelve a repetirse, lo que termina con una serie de concursos en cascada, lo que es lento y muy caro. Por esta razón, se prefiere establecer un límite, obligando a que el 30% de las contrataciones sean de personas ajenas, y el 70% restante se haga a través de un proceso interno único que contemple todo el ciclo anterior. 

Indicó que la norma vigente prevé sólo dos sistemas: el concurso público y la designación directa. Explicó que la segunda opción sólo opera en casos excepcionales, como los nombramientos temporales, y la mayor proporción de personal entra por concurso público. Señaló que con la modificación que se propone la posibilidad de designación directa prácticamente desaparece, pero en paralelo se abre la posibilidad de concursos internos reglados.

El Honorable Senador señor Araya precisó que en el sistema que se propone, los funcionarios de la institución también pueden postular, por lo que el problema antes señalado se perpetúa. Indicó que quizás una mejor solución es señalar que todos los concursos serán internos, y solo en aquello en que no se presenten funcionarios interesados, se optará por el concurso público. 

A su turno, el Honorable Senador señor Espina expresó que si se aprueba esta norma, en el fondo se perjudicará a los funcionarios, porque del 90% de participación en los actuales concursos públicos, bajarán al 70% reservado para concursos internos. Manifestó que parece mejor mantener la norma vigente, estableciendo un sistema de concursos públicos en que se valore la experiencia y buenas calificaciones de los funcionarios que participen. Asimismo, propuso que se mantuviera una regla excepcional que le permita al Fiscal Nacional contratar directamente en algunos casos. 

El Honorable Senador señor Araya recordó que es muy difícil determinar qué vacantes serán llenadas mediante el mecanismo de 30% de concursos públicos, pues al principio de cada año la fiscalía nacional no sabe cuántos funcionarios cesarán en sus cargos, y por tanto no puede determinar de antemano cuantos concursos deberá llevar a cabo. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín observó que la idea que se propone es mejor que el texto vigente, porque indudablemente da más garantías. Manifestó que el asunto que aún es disonante es la relación entre la regla general del inciso primero, que establece el concurso público, y la del inciso final, que prevé que solo un 30% de los cargos se llenarán por esta vía. Expresó que ambas situaciones se pueden equilibrar si se establece que el 50% de los funcionarios ingresará por concurso público. 

Finalmente, el Honorable Senador señor De Urresti manifestó que este asunto requiere una conversación previa con las asociaciones de funcionarios involucradas, por lo que decidió dejar este asunto pendiente hasta una próxima sesión.
En relación con este debate, el señor Fiscal Nacional señaló que en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 vigente, los funcionarios son nombrados, por regla general, por concurso público, y excepcionalmente se emplean sistemas alternativos para casos excepcionales, pero siempre para posiciones que no son de fiscal adjunto. Manifestó que en este entendido, la indicación formulada al artículo 70 no tiene vicios de inconstitucionalidad.
Seguidamente, el Honorable Senador señor Araya expresó que el caso del ingreso de los funcionarios es distinto al de los fiscales adjuntos, porque el artículo 84 de la Constitución señala que una ley orgánica constitucional determinará, en general, las funciones y atribuciones del Ministerio Público, y por su parte el artículo 88 establece expresamente el concurso público solo para el nombramiento de los fiscales adjuntos. Por esa razón, sostuvo, la enmienda al artículo 70 no tendría problemas de constitucionalidad. 

Con todo, connotó que la regla que se propone como inciso final es particularmente complicada, porque no establece ningún parámetro para calcular el 30% de los ingresos que deben hacer por concurso público y, en la práctica, no hay forma de saber al principio de cada año cuantos funcionarios abandonará la institución, y, en consecuencia, cuántos procesos de reclutamiento será necesario llevar a cabo. Por su parte, observó que un tercero externo al servicio  que quisiera postular podría reclamar que se excluyó del 30% a algunos grados o sólo se aplicó respecto de los cargos que tienen un grado menor.  

Por las razones antes señaladas, propuso aprobar la indicación propuesta sin el inciso final. 

A continuación, hizo uso de la palabra el señor Fiscal Nacional, quien reconoció que el problema práctico señalado por el Honorable Senador señor Araya efectivamente se puede presentar. Por su parte, y aunque también comparte los criterios generales planteados previamente, a propósito del estudio de la enmienda al artículo 41, por el profesor señor Ramírez, observó que esta indicación establece un sistema cerrado de concursos -públicos o internos-, para postular a cualquier cargo en la institución, lo que cierra la posibilidad de ocupar otros medios solo a casos excepcionales.

Manifestó que lo anterior puede generar otros problemas prácticos, pues muchas veces se necesita un reemplazo urgente y transitorio de un funcionario, por ejemplo, si se trata de un trabajador con un postnatal que se complicó y debe extender su licencia, y en esas situaciones puede darse que no haya interesados, ni internos ni externos. Además, cabe también la posibilidad de que el concurso tarde más tiempo que la vacancia del empleo que se intenta proveer. Por las razones anteriores, abogó por mantener la norma que actualmente establece el inciso segundo del artículo 70.

A su turno, el Honorable Senador señor Larraín indicó que entiende que la norma en debate es para regular el ingreso a cargos permanentes en la planta y no en forma transitoria, porque no tiene sentido hacer concursos para ese segundo caso. Expresó que los mecanismos de asignación temporal deben ser más expeditos y flexibles, y para ello los fiscales regionales deberían tener las atribuciones correspondientes. 

Partiendo de esa base prefiere el principio de concurso público como criterio general de selección permanente de funcionarios. Agregó que no cabe la menor duda que el inciso final es completamente ajeno al espíritu constitucional, porque dejar sólo un 30% de concurso público contradice los principios establecidos en la Ley Fundamental. 

Valoró que la indicación propuesta por el Ejecutivo establezca criterios más objetivos que los que actualmente establece el inciso segundo del artículo 70. Por eso, señaló que se inclinaba por aprobar la indicación excluyendo su inciso final. 

Al respecto, el señor Fiscal Nacional recordó que la suplencia y subrogancia se aprobó sólo respecto de los fiscales, de manera que si se aprueba la indicación como se prevé, el Fiscal Nacional no podrá contratar a nadie directamente, aunque sea transitoriamente, sin concurso público, y eso genera en la práctica una gran distorsión. Observó que con la norma vigente siempre se puede hacer el concurso interno, en virtud de lo que dispone el inciso segundo del artículo 70.

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe observó que, más allá de la consecuencia práctica, es importante recordar que con la norma vigente, se han realizado concursos públicos, y  excepcionalmente se ha ejercido la facultad de contratación directa por parte del Fiscal Nacional. Connotó que lo que hace esta indicación, más allá de lo que dispone el inciso final, es terminar con una facultad excepcional. 

Expresó que es preferible que se establezca el concurso público por las consideraciones antes anotadas por el profesor Ramírez, relativas a la transparencia, el derecho de acceso a los cargos públicos, y la necesidad de tener reglas preestablecidas, objetivas, claras y transparentes para la postulación, que promuevan la promoción interna, y considerar una norma excepcional para aquellos casos en que efectivamente se requiera. 

Por su parte, y con el propósito de salvar las objeciones antes planteadas la señora Ministra de Justicia propuso reemplazar la indicación sustitutiva por el siguiente inciso: 

"Sin perjuicio de lo anterior, el Fiscal Nacional podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios, que se regirán por la reglas generales y por las bases que, al efecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia.". 

El señor Fiscal Nacional observó que con esa proposición el único sistema alternativo para contratar a una persona sería el concurso interno. Agregó que el problema es que no se puede contratar por esta vía alternativa a alguien de afuera de la institución, por lo que sigue siendo mejor la norma actual. 

Por su parte, la señora Ministra de Justicia indicó que la discusión sobre el concurso interno sigue estando en el marco de la excepcionalidad. La idea es mantener el concurso público, pero dar también esta herramienta excepcional, ya que la práctica el 90% de los concursos públicos concluyen en un nombramiento de una persona que se desempeña en el servicio. Expresó que también debe tenerse en vista que debe evitarse que queden fuera los cargos de suplencia o subrogancia que señaló el fiscal. Por ello, la idea es que la facultad excepcional del concurso interno sea tanto para asignaciones permanentes como para casos de suplencia o subrogancia. Agregó que también sería razonable eliminar el  inciso final de la indicación. 

A su vez, el Honorable Senador señor Harboe connotó que si se quisiera mantener la excepcionalidad habría que buscar una redacción distinta para esta norma y reemplazar la expresión "sin perjuicio de lo anterior".

Luego, el Honorable Senador señor Espina expresó que teniendo en vista las consideraciones anteriormente indicadas, la decisión estriba en elegir entre un sistema de concursos internos de promoción, o una regla general de concursos públicos que considere de alguna forma la experiencia y buenas calificaciones de los postulantes que se desempeñan en el Servicio.

Agregó que había que establecer una norma que permitiera al Fiscal Nacional designar excepcionalmente y sin concurso, a personas que se desempeñan en cargos transitorios. Explicó que  la idea sería mantener, como regla general, los concursos públicos para proveer los cargos vacantes permanentes, pudiendo postular funcionarios y personas ajenas al servicio, y para el caso de situaciones transitorias dar una facultad excepcional al fiscal nacional.

El señor Fiscal Nacional reiteró que el problema es que la formulación alternativa antes planteada sigue operando sobre la base de concurso público para ingresar a la institución, de forma transitoria o permanente, y sólo procedería el concurso interno de forma excepcional y por resolución fundada. Indicó que comparte la preocupación planteada por el Honorable Senador señor Harboe.

 Sostuvo que es claro que la regla del 30 por ciento que establece el inciso final de la indicación del Ejecutivo es inconstitucional.

Como forma de solucionar la diferencia antes planteada, el Honorable Senador señor Larraín propuso mantener la norma actual, pero incorporando un aspecto que distinga entre los empleos transitorios y permanentes. Para ello, sugirió una redacción alternativa del siguiente tenor:

"Excepcionalmente, tratándose de cargos transitorios, por resolución fundada del fiscal nacional, podrán autorizarse otras formas de contratación.". 

A continuación, hizo uso de la palabra el abogado asesor de la unidad jurídica de la Fiscalía Nacional, señor Ricardo Mestre, quien explicó que hoy, por medio de la aplicación del inciso segundo del artículo 70, el Fiscal Nacional ha dispuesto que se desarrollen procesos de promoción interna. Eso ha sido una decisión de esa autoridad, y ha sido regulada con la participación de las distintas asociaciones gremiales.  

Agregó que en el estatuto administrativo existe una regla similar. Allí el ascenso se hace por promoción o concursos internos, y el concurso público es solo para el último grado. Precisó que en virtud de lo anterior se ha establecido un procedimiento de promoción interna.

Observó que si se modifica el inciso segundo del artículo 70 se pierde la posibilidad de que el Fiscal Nacional establezca un sistema de promoción interna para los funcionarios, que era que lo que la indicación quería que quedara establecido en la ley y no  entregado a la voluntad de futuros fiscales nacionales.  

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín expresó que se puede seguir tal cual está, pero con el reparo que la actual es una regla demasiado amplia, pues la idea de "otros sistemas de selección" deja, a su juicio, una excesiva discrecionalidad en la designación de los cargos. 

Observó que, por el contrario, parece que se guarda mejor el espíritu de la Constitución, tal como explicó el profesor Ramírez, si se establecen los concursos públicos como regla general, y se establece, para casos excepcionales, los concursos internos. Al respecto, sugirió que se pudiera distinguir en los concursos para cargos permanentes y transitorios, con la siguiente redacción: "sin perjuicio de lo anterior, y de forma excepcional, cuando se trate de proveer un cargo vacante permanente, el fiscal llamará a concurso interno."; y a renglón seguido establecer una tercera regla que diga que "tratándose de cargos transitorios, y de forma excepcional, el fiscal nacional, por resolución fundada, podrá utilizar otros sistemas de selección.". 

A su turno, el señor Fiscal Nacional expresó que comparte plenamente lo que dice el Honorable Senador señor Larraín.

El Honorable Senador señor Harboe señaló que, tratándose de una modificación al artículo 70, se requiere del patrocinio del Ejecutivo. Por ello, solicitó a la señora Ministra de Justicia que haga sus mejores esfuerzos para transformar a la brevedad esta idea en una indicación del Ejecutivo. 

Agregó que esta idea no implica gasto alguno, porque sólo se señala una regla excepcional para cargos transitorios que igual deben proveerse.
A su turno, el profesor señor José Antonio Ramírez señaló que la fórmula "sin perjuicio de lo anterior" cuando se trate de proveer excepcionalmente un cargo de vacante permanente choca con la Carta Fundamental en la parte que requiere que todas las funciones y cargos o empleos públicos se provean por concurso público o de transparencia en cuanto al acceso al cargo, respecto de todos. Añadió que también podría objetarse que el concurso público priorice la antigüedad en la institución y en el grado respectivo para el ingreso a un cargo permanente, aunque sin duda esa salida es mejor que proveer los cargos por concurso interno. Manifestó que estos ya ha pasado en otros organismos públicos, y se ha planteado este tema a la Contraloría. 
En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó una indicación que reemplaza el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes:

“Sin perjuicio de lo anterior, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.

En el caso de los concursos internos de funcionarios, estos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.
El señor Fiscal Nacional y el señor Subsecretario de Justicia explicaron que la formulación antes presentada responde a la discusión y solicitud que planteó la Comisión en sesiones anteriores.

Expresaron que la idea es mantener como regla general en esta materia la que establece el inciso primero del artículo 70, esto es, que el ingreso a la planta de funcionarios del Ministerio Público es por concurso público. A renglón seguido se permite que se adopten otros mecanismos alternativos de ingreso, como los concursos internos u otros sistemas de selección. 

Añadieron que esos métodos alternativos tienen que regirse siempre por reglas que garanticen la publicidad y transparencia del procedimiento, y aseguren que se tomarán en cuenta ciertos parámetros objetivos que valoren la experiencia y buenas calificaciones de los funcionarios que postulen. 

Al respecto, el Honorable Senador Larraín observó que la proposición cumple con las directrices determinadas en sesiones anteriores por la Comisión, pues se mantiene como regla general de ingreso el concurso público y se facultan sistemas cerrados sólo por resolución fundada del Fiscal Nacional. Con todo, observó que la disposición anterior se refería a la provisión de cargos vacantes, en cambio la que ahora se presenta no hace esa precisión. 

A su vez, el Honorable Senador señor Espina destacó que se establece como cláusula de salida que en casos extremos, como la necesidad urgente de contratación de vacantes temporales, el Fiscal Nacional pueda recurrir a la contratación directa. 

Por otro parte, el Honorable Senador señor Harboe expresó que la redacción planteada es un avance en comparación con lo que proponía la indicación sustitutiva original del Ejecutivo. Pero la formulación aún presenta bemoles, pues el inicio de la nueva proposición parte señalando que los concursos internos y la contratación directa procederán "sin perjuicio" de lo que dispone el inciso primero -el concurso público-. Explicó que en la práctica ello indica que habrán dos sistemas de ingreso paralelos: el concurso público y los sistemas alternativos del inciso segundo. Manifestó que esta no era la idea de la Comisión; por el contrario, lo que se pretende es que la regla general sea el concurso público, y que la opción reglada por el concurso interno y la nominación directa opere como régimen excepcional. Para ese propósito sostuvo que es necesario iniciar el nuevo inciso segundo con la expresión "Excepcionalmente" en vez de la frase "Sin perjuicio de lo anterior". 

A su vez, el Honorable Senador señor Espina coincidió con el reparo planteado por quien le antecedió en el uso de la palabra, y añadió que a su juicio esa omisión no se salva con el mero expediente de que el sistema alternativo de ingreso que se emplee en vez del concurso público proceda mediante una resolución fundada 

En respuesta a las inquietudes antes planteadas, el señor Fiscal Nacional manifestó que la supresión de la expresión "vacante" para referirse a los cargos que se proveen según el sistema que trata este artículo no es baladí, pues ello permite que se empleen los sistemas alternativos que trata el nuevo inciso segundo para contratar temporalmente para llenar suplencias. 

En relación con la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Harboe, explicó que el sentido de la disposición es que los sistemas alternativos al concurso público operen de manera excepcional, por resolución fundada y sujetos a ciertos parámetros objetivos. En este sentido, la corrección planteada por Su Señoría es plenamente conducente. 

A su turno, el señor Subsecretario de Justicia también expresó su disposición a cambiar el inicio del enunciado del nuevo inciso segundo, en la forma prevista por el Senador señor Harboe.

Finalmente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, declaró cerrado el debate y puso en votación la última redacción planteada en la indicación del Ejecutivo, con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Harboe. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la propuesta del señor Presidente. 
La norma aprobada se incorpora como nuevo número 10) del artículo único.
- - -
Número 4

Del Texto de la Cámara de Diputados
Número 9)

De la indicación sustitutiva del Ejecutivo.

Esta proposición incide en el artículo 72 de la ley. Este artículo fija la planta de funcionarios de la institución, cuya dotación actualmente asciende a 3.787 cargos,

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó una norma que sustituye, en la escala de cargos que establece el inciso primero del artículo 72, los guarismos “647”, “975”, “529” y “1.136” por ”740”, “1.036”, “680” y “ 1.204”, respectivamente.
En segundo trámite constitucional, el Ejecutivo presentó una redacción nueva para sustituir esta norma, la que se consigna con el número 9) de la indicación sustitutiva. Ella propone hacer los siguientes cambios en el artículo 72:

- Aumentar de 647 a 769 los fiscales adjuntos, y elevar el grado más bajo de ese cargo de IX a VIII.
- Elevar de 975 a 1178 el total de profesionales. Además, establecer que quienes se desempeñen en esta planta como abogados asistentes del fiscal se les asignará los grados entre el VIII y el XI.
- Aumentar de 529 a 611 el total de técnicos.
- Elevar de 1136 a 1306 el total de administrativos.
- Subir el grado máximo de la planta de auxiliares de XVIII a XVII.
En consecuencia, este proyecto incrementa en 577 cargos la actual dotación de personal del Ministerio Público. Esa cifra implica la creación 122 nuevos cargos de fiscales; 203 de profesionales, 82 de técnicos y 170 de administrativos. Los referidos cargos se distribuirán entre las distintas regiones del país.

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que la modificación a este artículo constituye uno de los aspectos centrales del proyecto. Agregó que en este cambio se nota la mayor evolución de la discusión que se mantuvo entre la Fiscalía Nacional, las asociaciones de funcionarios y las sucesivas Administraciones. Con todo, explicó que en este aumento de planta no se observa un esfuerzo claro por modelar la planta, no se prevé cuántos años promedio estará cada funcionario en cada grado, de forma de evitar que las personas se eternicen en la misma función y que los mejores fiscales, profesionales y administrativos dejen la institución en búsqueda de nuevos horizontes. 
Expresó que esta situación es relevante aún para quienes logran un ascenso, porque muchas veces en el tiempo intermedio han generado tal cantidad de bienios que económicamente la nueva posición les resulta perjudicial. 

Puntualizó que el actual Gobierno aún tiene espacio para hacer una mejora menor, pero significativa para muchos funcionarios. Ella consiste en incrementar los últimos grados de los cargos auxiliares. Recordó que en el Poder Judicial estos funcionarios parten en el grado XVII, y el Ministerio Público aún conserva a la mayor parte de sus empleados de similar función en los grados XVIII y XIX. 

Al respecto,  connotó que en la actualidad hay 389 funcionarios auxiliares que podrían ser beneficiados con una homologación al grado XVII del Poder Judicial. Ello no tiene un costo muy relevante para el proyecto, beneficiaría a un número importante de personas, y reforzaría la iniciativa. 

El señor Fiscal Nacional manifestó que con recursos propios de la institución ha emprendido una política restringida de ascensos dentro de su escalafón para funcionarios y fiscales, que ha beneficiado a 1500 funcionarios. Pero aún está pendiente la homologación con las remuneraciones del Poder Judicial que promete la ley orgánica. Señaló que en parte esto se soluciona con este proyecto. 

Por su parte, el abogado de la unidad de asesoría jurídica de la Fiscalía Nacional, señor Ricardo Mestre,  indicó que respecto de la situación de los auxiliares no se consideró un aumento especial de dotación para ese estamento, pero si un mejoramiento consistente en aumentar el grado superior. Explicó que este cambio es importante, porque permite a todos los funcionarios que están en condiciones de ascender a la publicación de la ley optar a un grado mayor, que con la norma actual no tienen, y otorga al resto de ese escalafón una expectativa razonable de mejorar sus remuneraciones en el mediano plazo por la vía del ascenso. 

En relación con la situación de los bienios,  explicó que la institución ha adoptado el criterio consagrado en el decreto ley Nº 249, que establece un mecanismo de protección de esa asignación remunerativa: cuando se produce un ascenso y los bienios acumulados totalizan una suma superior a la diferencia con el nuevo grado, el funcionario tiene derecho a conservar un bienio adicional sobre la remuneración del nuevo cargo, de forma de limitar al máximo el daño antes señalado. 

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín consultó cuántos abogados asistentes de fiscal se consideran en este aumento de planta. 

El señor Fiscal Nacional explicó que esos funcionarios están dentro del grupo profesionales, y no se ha determinado por la ley el número preciso de ellos. 

El Honorable Senador señor Araya manifestó que a los electores de provincia les preocupa la distribución regional de estos nuevos funcionarios, pues fundadamente se teme que todo el aumento se concentre en Santiago. 

A su vez, el Honorable Senador señor De Urresti consignó que acá no se precisa un criterio objetivo de distribución de los nuevos funcionarios, y las distintas regiones pueden verse expuestas a una situación de asimetría. Señaló que es importante que quede establecido en la historia de la ley cuales son los criterios para la distribución territorial. 

El señor Fiscal Nacional señaló que la fórmula de distribución fue bosquejada ante la Comisión de Seguridad Ciudadana. Recalcó que no hay un criterio localista, y que el sistema que se va a implementar se desarrolló en conjunto con la Fundación Paz Ciudadana en base a un informe del Banco Interamericano de Desarrollo y un panel de expertos externos. Ese insumo se consideró en una comisión de fiscales regionales, que estableció criterios preliminares: cantidad de causas, ruralidad, dificultades de comunicación, el componente de criminalidad, etc. 

A continuación, hizo uso de la palabra el Gerente de Estudios de la Fiscalía Nacional, señor Claudio Ramírez, quien detalló que para elaborar los criterios antes señalados, se conformó una comisión especial compuesta por cinco fiscales regionales, en cuya elección se tuvo especial cuidado que estuvieran representadas distintos tamaños de fiscalías regionales, de forma de tener la mayor diversidad de opiniones. Luego, se consideró que las unidades de análisis criminal y focos podrán hacerse cargo de un conjunto relevante del movimiento criminal de la región.  

Indicó que se agruparon las regiones de acuerdo a la cantidad de ingresos y tipo de denuncias, y la distribución del aumento de dotación para las unidades de análisis criminal y de focos delictivos se hizo considerando, en primer lugar, el grupo en el que quedó la región respectiva. 

En segundo lugar, explicó que esa distribución consideró como criterio adicional los requerimientos de fortalecimiento para las unidades abocadas a causas de menos complejidad y atención a usuarios. Para ello, afirmó, se volvió a hacer una clasificación entre grupos de regiones con un nivel general de ingresos, tiempos de tramitación actual de los procesos, requerimientos y solicitudes que se efectúan en esas causas. 

En tercer lugar, se agruparon las regiones para efectos de asignación de recursos por la cantidad y tipo de términos de causas en los períodos anteriores. 

En cuarto lugar, se consideró una tipología de perfiles de los funcionarios de los distintos escalafones que laboran en cada región, y los requerimientos de fortalecimiento que ello suponía para cada caso. 
Finalmente, el polinomio integrado por los factores antes señalados se comparó con la dotación actual de cada fiscalía, de forma que las que ya tienen un contingente de funcionarios importantes recibirán menos aumento que las de menor tamaño que se ven presionadas por las exigencias de los factores antes señalados. 

Expresó que estas comparaciones se hicieron teniendo en vista la información de los tres últimos años, para evitar ponderar situaciones excepcionales. 

  

Seguidamente, el señor Fiscal Nacional señaló que todo este análisis se enmarca en una vocación de objetividad frente a las regiones, y en la reparación de ciertas inequidades que provienen del proceso de instalación de la reforma a lo largo del país.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina puntualizó que es muy relevante que se indique cual es el resultado concreto de este proceso, pues la Región de La Araucanía -que a él le corresponde representar-, presenta una situación delictiva peculiar, con amplio efecto social y un nivel de stress superlativo entre los funcionarios del Ministerio Público. Recordó que fuera de la Región Metropolitana, la Novena Región está en pleno funcionamiento una fiscalía de alta complejidad.

Añadió que también debe considerarse que este proyecto establece un plazo de implementación de tres años, por lo que el contingente que se asigne no estará disponible desde el primer día en que empiece a operar esta reforma. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe indicó que es evidente que el diseño institucional original fue sobrepasado por la realidad. Expresó que junto con aumentar el número de fiscales y funcionarios es muy relevante el criterio de distribución. Puntualizó que ello no supone incidir en la autonomía de la institución, pero teniendo claro que autonomía no significa independencia, pues el Ministerio Público se enmarca dentro de nuestra realidad estatal. 

Recordó que los aumentos de plantas de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile han sido previamente discutidos entre los altos mandos de cada institución y el Gobierno de turno, porque un aumento de personal en esas instituciones debe compatibilizarse con los requerimientos logísticos que ello implica. 

Agregó que el Estado de Chile tiene una política pública de seguridad única, y en ese marco debieron coordinarse todas las instituciones policiales.

 Manifestó que una situación similar debe darse en este caso. Notó, además, que de los parámetros antes señalados no hay una mención expresa a los criterios de ruralidad y de dificultad de comunicaciones, asunto que debe ponderarse de forma especial pues el Ministerio Público tiene vocación de presencia en todo el territorio nacional. 

Indicó que los criterios de distribución deben considerar también las opiniones locales, pues de forma creciente la política de seguridad se está empezando a discutir a nivel de municipios. 

A continuación, el Honorable Senador señor De Urresti señaló que comparte las inquietudes planteadas por los senadores que le antecedieron en el uso de la palabra. 

Agregó que en esta propuesta  deben considerarse a los abogados asistentes actualmente contratados a honorarios y que están destinados a las fiscalías militares. 

En relación con el factor de ruralidad, manifestó que no solo debe tenerse en vista la extensión territorial sino también la distribución de la población, pues es palmariamente distinta la situación de las regiones que tienen concentrada su población en unos pocos núcleos urbanos, de aquellas del sur de Chile, donde la población se distribuye en infinidad de pequeñas localidades muy aisladas entre sí. 

Expresó además que debería estudiarse la situación de las fiscalías unipersonales, pues como forma de distribución del personal no parece ser un esquema particularmente eficiente, porque parte importante del rendimiento de la oficina queda sujeto a que el único fiscal adjunto se encuentre en el ejercicio de sus funciones. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina consultó cuál era la razón por la que no se procedió a hacer el aumento de dotación de personal de una sola vez. 

El señor Fiscal Nacional aclaró que se requiere tiempo para hacer los concursos para llenar los nuevos cargos, y mejorar la infraestructura para que los nuevos funcionarios sean aprovechados al máximo. Con todo, observó que ese proceso podría hacerse dentro de un año calendario. 

En relación a la inquietud antes señalada, la abogada de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora María Soledad Torrents, recordó que el proyecto original contemplaba cuatro años de implementación, y en la indicación sustitutiva del Ejecutivo se redujo a tres, concentrando la mayor parte del aumento -40%- en el primer año. Explicó que esta decisión se tomó teniendo en vista la experiencia de ejecución presupuestaria del Ministerio Público. 

En una sesión posterior, el señor Fiscal Nacional profundizó en los criterios que se utilizarán para distribuir aumento de personal que supone la aprobación de esta disposición.

Al respecto, hizo entrega de un documento titulado "Criterios de Distribución Proyecto de Fortalecimiento Ministerio Público de Chile", que se adjunta como anexo a este informe. 

A continuación, intervino el Gerente de la División de Estudios del Ministerio Público, señor Claudio Ramírez, quien expresó que por medio del proceso relatado en sesiones pasadas, se llegó a un marco objetivo para la distribución del aumento de dotación. La idea es darle operatividad al proyecto en sus cuatro componentes más relevantes: análisis criminal, unidades de focos, fortalecimiento de tramitación de causas menos complejas, y mejoramiento de atención de usuarios.  

Explicó que primero se distribuyó el aumento de dotación entre estos cuatro componentes, y luego se procedió a la asignación regional. En esa línea, señaló lo siguiente:
- Para el fortalecimiento a la tramitación de causas menos complejas: se destinan 30 fiscales, 32 profesionales y 55 técnicos y 85 administrativos: total 147 cargos. 
- Para las unidades de análisis criminal: se destinan 14 fiscales y 53 profesionales: total 67 cargos.
- Para las unidades de focos: se destinan 78 fiscales y 43 administrativos: total 121 cargos.
- Para la atención usuarios: se destinan 47 profesionales, 68 técnicos y 44 administrativos. 

Añadió que también se prevé el traspaso de 28 funcionarios contratados en la actualidad para el sistema de justicia militar, lo que da un total de 577 funcionarios. 

A continuación, explicó que procede la distribución regional por análisis criminal y focos. Señaló que las unidades de focos y análisis criminal se crean en cada fiscalía regional, y su distribución se asigna según la cartera de delitos presentes en cada región, y las cadenas delictivas que esos delitos generan. Estas carteras se distribuyen por conjunto de fiscalías regionales y se prorratean entre cada una, según el tamaño y frecuencia de los delitos que la componen. 

Luego, añadió, que para la distribución del aumento destinado a casos menos complejos y a la atención de usuarios, se tienen en cuentan varios elementos: en primer término ambas áreas se unen, contabilizando para el equipo de cada fiscal tanto el tiempo de tramitación en tribunales como el destinado a entrevistarse con las víctimas. Acá se consideran especialmente: el ingreso, el tipo de delitos de que se trate, origen de los casos, tiempo de tramitación estimada para cada juicio, las solicitudes esperadas de requerimientos de víctimas y testigos, los términos judiciales y no judiciales, la distribución de la actividad por perfil de funcionario involucrado (gasto en horas hombre de funcionarios con perfiles técnicos o administrativos versus la cantidad de horas requeridas para la atención de juicios), y la dotación actual -que fue mucho más perjudicial para las regiones que entraron al final al sistema-. Estos factores de formulan en un polinomio, que pondera cada elemento. 

Explicó que el análisis de información para esta contabilización se tuvo en cuenta un horizonte de tres años. 

Indicó que el aumento global ronda el 15% de la dotación actual, salvo en la Región Metropolitana Oriente, que solo tendrá un 9% de incremento. 

A continuación, presentó un cuadro detallado, por fiscalía regional, que refleja la asignación de fortalecimiento de dotación, y el significado porcentual del mismo en comparación con la dotación actual:
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El señor Fiscal Nacional recalcó que la distribución anterior demuestra un sesgo anticentralista y que se basa en criterios rigurosos. 

El Honorable Senador señor Espina consultó si el aumento proyectado para la IX región considera la complejidad de las causas conocidas por esa fiscalía regional, sobre todo las relacionadas con el conflicto mapuche. 

Al respecto, el señor Fiscal Nacional recordó que en esa región el Ejecutivo consideró un suplemento especial para contratar abogados a honorarios como soporte a una especie de fiscalía de alta complejidad que opera en esa zona, y que funcionará en paralelo a este plan de fortalecimiento. 

En comparación al cuadro anterior, el señor Fiscal Nacional mostró la actual dotación de las distintas fiscalías regionales del país: 
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Nota (1): La FRM Centro Norte entregé a la Fiscalia de Arica y Parinacota un cargo de Fiscal en Noviembre del 2013.




El Honorable Senador señor Espina expresó que una lectura posible de esta disposición es que el aumento de dotación de los fiscales adjuntos, que son los que llevan la mayor parte del peso de la tramitación judicial de los procesos penales, es mayor que lo que se observa a primera vista, pues anteriormente se han aprobado disposiciones que permiten que los abogados asistentes del fiscal subroguen por el solo ministerio de la ley a los fiscales adjuntos ausentes, y otras que facultad para que esos abogados puedan actuar por si mismos en los procedimientos seguidos ante los jueces de garantía, en virtud de una delegación expresa. 

Indicó que el aumento de abogados asistentes está integrado en la nueva dotación de profesionales que esta disposición prevé, pero no se precisa cuántos de esos funcionarios asumirán esas funciones. 

El señor Fiscal Nacional explicó que los abogados asistentes del fiscal tienen un rol propio que cumplir al interior del Ministerio Público, en materia de atención a víctimas y testigos, y cooperación con la investigación, que en ningún caso se limita a sustituir a los fiscales adjuntos en las audiencias judiciales. Expresó que tampoco se les puede considerar como una suerte de fiscales de segunda categoría. 

Señaló que este punto debe aclararse por el efecto que tiene para el resto del sistema penal, ya que en este momento hay más de 100 puestos vacantes de jueces de garantía y de miembros del tribunal de juicio oral en lo penal, que no se han proveído teniendo en vista la actual composición de la planta de fiscales del Ministerio Público. Expresó que similar situación se puede predicar respecto de la Defensoría Penal Pública. 

Finalmente, indicó que de los nuevos profesionales, entre 90 a 100 corresponden a abogados asistentes nuevos. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe coincidió con lo señalado por el Fiscal Nacional, ya que el rol que cumplen los fiscales en el ejercicio de la acción penal pública no es substituible por el de otros funcionarios del ente prosecutor que no tengan esa calidad, aunque excepcionalmente se les autorice para comparecer en determinadas diligencias judiciales. 

El señor Fiscal Nacional recordó que la norma aprobada por la Comisión, que modifica el artículo 2º de la ley del Ministerio Público, exige que las delegaciones que se efectúen para que los abogados asistentes comparezcan ante el juez de garantía deban ser expresas, específicas, y reguladas por una instrucción general, que deberá dictar quien lo reemplace en el ejercicio del cargo en el futuro. 

Como contrapartida, el Honorable Senador Espina precisó que no debe desprenderse de sus palabras que el aumento de abogados asistentes es, sin más, un reforzamiento de la planta de fiscales adjuntos, porque  -como bien han precisado quienes lo antecedieron en el uso de la palabra-, el abogado asistente cumple una función propia y distinta a la del fiscal adjunto. 

Con todo, manifestó que el aumento global de la planta, incluida la de los profesionales, importará un reforzamiento importante a la capacidad de sostener acciones judiciales por parte del Ministerio Público, que en la actualidad está muy menguada por la sobrecarga de trabajo que aflige a los fiscales adjuntos. 

El Honorable Senador señor Larraín compartió la aclaración planteada por el Honorable Senador señor Espina, pues el aumento de dotación que globalmente plantea el proyecto tiene un solo objetivo: mejorar la efectividad del Ministerio Público.
A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, declaró cerrada la discusión y puso en votación la indicación del Ejecutivo que modifica el artículo 72 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó esta indicación, sin enmiendas. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín. 
La norma aprobada se incorpora como nuevo número 11) del artículo único.
- - -

Número 10)
De la indicación sustitutiva del Ejecutivo
Esta indicación incide en el artículo 75, disposición que se refiere a la remuneración de los fiscales. La modificación propuesta en esta indicación reemplaza en el inciso segundo, las expresiones “grado IX” por “grado VIII”. 

El Presidente de la Comisión, explicó que esta norma es consecuencia de la enmienda que se hizo al artículo 72, disposición que elevó el grado superior asignado de los fiscales adjuntos. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta modificación.
- - -

Número 11)

De la Indicación sustitutiva del Ejecutivo

Esta indicación establece un sistema de ascenso y de promoción para fiscales y funcionarios del Ministerio Público.

Dicho sistema se consigna en los nuevos artículos 75 bis y 75 ter, su texto es el siguiente: 

“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.

 

 Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:

 

1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	FFISCAL ADJUNTO 
	GGrado 
	AAntigüedad en el cargo 

	
	VVI 
	7 7

	
	VVII
	7 7

	
	VVIII 
	6 6


 

2) No haber sido sancionado durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa.

3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación.

4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien aprobar un examen de conocimientos, en las condiciones que para ello se determinen por el Fiscal Nacional.

En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.

La promoción de los fiscales adjuntos antes señalados se realizará solamente conforme a este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a los concursos internos para proveer cargos vacantes de acuerdo al inciso tercero del artículo 41.

Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal.

Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:

1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	PPROFESIONAL 
	Ggrado 
	nAntigüedad en el cargo 

	
	VVII
	7 

	
	VVIII
	7 

	
	IIX
	6 

	
	X X
	5 

	
	XXI
	4 


	TTÉCNICO 
	GGrado 
	Antigüedad en el cargo 

	
	XX
	7 

	
	XXI
	7 

	
	XXII
	6 

	
	XXIII 
	5 

	
	XXIV 
	4 


	AADMINISTRATIVO 
	GGrado 
	Antigüedad en el cargo

	
	XXII 
	7 

	
	XXIII 
	7 

	
	XXIV 
	7 

	
	XXV 
	6 

	
	XXVI 
	5 

	
	XXVII 
	4 


	AAUXILIAR 
	Ggrado 
	Antigüedad en el cargo

	
	XXVIII 
	7 

	
	XXIX 
	6 


2) No haber sido sancionado durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa.

 

3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación.

4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien aprobar un examen de conocimientos, en las condiciones que para ello se determinen por el Fiscal Nacional.

En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución.

La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará solamente conforme a este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a los concursos internos para proveer cargos vacantes de acuerdo al inciso segundo del artículo 70.”.

En primer término, la Comisión estudió el artículo 75 bis propuesto, y que refiere a las reglas sobre promoción de los fiscales. 

Al respecto, el Honorable Senador señor Harboe observó que los fiscales adjuntos pueden ascender hasta el grado V, sin perjuicio que la remuneración es hasta grado IV. Añadió que ninguno de los criterios que se va a considerar para efectos del ascenso contempla un elemento objetivo que permita medir la eficacia de un fiscal en la persecución penal. Manifestó que aunque ese punto es demasiado complejo para que esté desarrollado en la ley, a lo menos debería estar mencionado. 

El Honorable Senador señor Larraín indicó que en este ámbito cabría considerar criterios como el rendimiento, la eficiencia, la efectividad en el trabajo, y la productividad. Observó que estos elementos pueden haber sido incorporados en el sistema de calificación, pero si no es así, deberían integrarse como criterios de discriminación para efectos del ascenso, sobre todo si la norma limita este beneficio al 15% de la planta. 

En respuesta a estas inquietudes, el señor Fiscal Nacional puntualizó que el objetivo de la eficacia en la persecución penal es primordial, pero involucra a la institución como conjunto, y no a cada funcionario en particular. Expresó que no hay incentivos por términos de causas y, en cambio, el proyecto contempla un sistema con parámetros objetivos, concordado con la asociación gremial de fiscales y el Ministerio de Hacienda. 

Añadió que ello no implica que los resultados de la persecución dejen de ser relevantes; por el contrario, sostuvo que ello es parte del plan estratégico anual -que consta en la discusión posterior de este proyecto-, cuya evaluación queda entregada a entes externos, y de lo que depende parte importante de la meta global de la institución. 

Por su parte, la señora Ministra de Justicia indicó que en esta disposición se conjugan datos objetivos relevantes para el Ministerio Público, y que también tiene que ver con los criterios que se han asentado en los últimos años en el servicio y que sirven para definir la promoción funcionaria en la Administración Público chilena. 
En otro orden de materias, el señor Fiscal Nacional observó que de forma inadvertida la norma en discusión requiere como requisito para el ascenso no haber sido sancionado con una medida disciplinaria en los últimos tres años. Señaló que esa norma es problemática ya que las calificaciones se hacen cada dos años, por tanto el fiscal que haya sufrido una medida de este tipo verá pasar dos procesos calificatorios seguidos sin ascenso, lo cual constituye una sanción demasiado drástica. Expresó que una solución más acorde es rebajar la exigencia a dos años sin sanción, para compatibilizarla con el ciclo que se evalúa. 

Por su parte, el señor Gerente de Recursos Humanos de la Fiscalía Nacional manifestó que el sistema de evaluación del Ministerio Público considera tres grandes variables: 

1) un componente de metas: todos los funcionarios de la repartición tienen metas individuales de metas de gestión. 
2) un componente reglamentario y valórico: que mide la asistencia, permanencia, cumplimiento de instrucciones, etc. 
3) un componente de evaluación de roles y competencias para el ejercicio del cargo: que comprende las capacidades profesionales individuales. 

La idea de este sistema, afirmó, es que él esté orientado esencialmente a medir el desempeño, a dar una herramienta a las distintas jefaturas para apoyar a los funcionarios que lo necesiten, y permitir detectar a tiempo y corregir las malas prácticas. 

El Honorable Senador señor Harboe explicó que la tendencia internacional es orientar la evaluación al mérito profesional, y en segundo lugar a la antigüedad. Explicó que este criterio ha sido de difícil asimilación por los funcionarios públicos, pero la tendencia es clara y las reglas deben apuntarse en esa dirección. 

El señor Fiscal Nacional indicó que está de acuerdo con el Senador señor Harboe y, por ello, tal como lo relató el funcionario de la institución que lo antecedió en el uso de la palabra, la idea del Ministerio Público es bajar la evaluación lo más cerca del nivel local posible. Añadió que si se aprueba este plan de fortalecimiento estarán dadas las condiciones para implementar sistemas de evaluación más exigentes. 

Por su parte, el Director Ejecutivo Nacional de la Fiscalía Nacional, señor Abbott, observó que las metas de rendimiento ponen excesivo énfasis en el número final de condenas y no considera el tipo de causas y la solución necesaria para cada caso, y sobre todo coloca incentivos en conductas que pueden afectar derechos fundamentales.  

Por otro lado, el Honorable Senador señor Espina observó que los datos que ha conocido la opinión pública sobre la calificación de los fiscales muestra un cuadro donde la medianía es la excepcionalidad funcionaria, lo que no resulta plausible. Observó que una situación similar está instalada en el Poder Judicial. 

Manifestó que es necesario dejar en la historia de la ley la necesidad de que los sistemas de evaluación paulatinamente vayan mejorando. 

Añadió que aunque la posición del Director Ejecutivo Nacional es plausible, como contrapartida hay que considerar que en la actualidad el Ministerio Público ostenta un record extraordinariamente bajo de sentencias condenatorias por delitos violentos contra la propiedad, en comparación a la cantidad de denuncias ingresadas. Puntualizó que ese es un dato que el Ministerio Público requiere tener en consideración a la hora de evaluar a los fiscales. 

A su vez, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que esta discusión es importante porque apunta al centro de la crítica de la ciudadanía al Ministerio Público. Indicó que la respuesta que en este aspecto entrega el proyecto está atrasada, y sería importante incluir en esta norma requisitos individuales o colectivos de eficacia para medir el merecimiento del ascenso. Con todo, estos indicadores no están desarrollados, y discutirlos en esta ocasión retrasaría varios meses esta iniciativa. 

Recordó a los presentes que el Congreso no da consejos amistosos en sus discusiones, sino que impone criterios que tienen carácter de ley y, en este marco, debe entenderse el requerimiento por mayor eficacia funcionaria, que debe incorporarse gradualmente en las evaluaciones futuras, mediante índices que midan expertos independientes al Ministerio Público. 

En respuesta a lo anterior, el señor Fiscal Nacional manifestó que está de acuerdo con criterios de eficacia regulados internamente, y con controles externos que no atenten contra la autonomía de la institución. Expresó que en esta línea está la evaluación externa del plan institucional anual y las nuevas unidades de análisis criminal que el proyecto de ley considera. 

Reconoció que el sistema fracasa en los delitos contra la propiedad, pero se trata de un fallo sistémico, que involucra tanto al Ministerio Público como al resto de las instituciones que tienen responsabilidad en la materia, como las policías, que empecinadamente no dan cumplimiento a las instrucciones generales dictadas por la autoridad competente para las primeras diligencias investigativas. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín observó que en este ámbito el problema estriba en quien califica, porque la experiencia indica que siempre la calificación entre pares es más generosa. 

Señaló que la respuesta es fácil, pero causa escozor: integrar a terceros ajenos al proceso de calificación. Indicó que dar este paso tiene muchos costos, pero a la largo asegura la objetividad de la calificación. 
Seguidamente, el Honorable Senador señor Araya manifestó que el proceso de calificación siempre es un asunto complejo, sobre todo cuando está de por medio la seguridad pública, que es un bien que atañe a toda la comunidad. 

Indicó que es evidente que el asunto no puede circunscribirse a los resultados judiciales finales, porque ello genera incentivos perversos para que los fiscales se concentren en los casos fáciles, como las causas por flagrancia, y desatiendan las investigaciones que requieren trabajo. 

Expresó que los criterios para calificar a un funcionario no pueden quedar rigidizados en la ley, y en cambio deben estar en sintonía con el plan estratégico anual, que sincere lo que puede hacer el Ministerio Público y lo que efectivamente no está en condiciones de ofrecer. 

Por su parte, el Honorable Senador Harboe manifestó que la discusión sobre la calificación funcionaria es una discusión general que atañe a toda la Administración Pública nacional. 

A continuación, el señor Presidente accidental de la Comisión,  declaró cerrado el debate y se puso en votación todo el artículo 75 bis, con excepción de lo que establece el número 2) y el inciso final de este precepto. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, aprobó este precepto con excepción de los aspectos mencionados precedentemente.

A continuación, el señor Presidente accidental, el Honorable Senador señor Harboe propuso aprobar el número 2) del artículo 75 bis, reemplazando la expresión "tres años" por "dos años". 

La Comisión, por la misma unanimidad precedente, aprobó esta enmienda.

Finalmente, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que el inciso final del artículo 75 bis, nuevo, considera una idea que es consecuencia de lo que originalmente proponía la modificación al artículo 41, sobre ingreso de los fiscales. Como esa disposición fue declarada inadmisible por inconstitucional, propuso rechazar el inciso final del artículo.
La Comisión, por la misma unanimidad precedente, acogió esta proposición. 
En una sesión posterior, la Comisión trató una indicación del Ejecutivo que incorpora un inciso final, nuevo, a este artículo. Su texto es el siguiente: 
“La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”.
El señor Subsecretario de Justicia explicó que esta modificación se debe al rechazo acordado por la Comisión en sesiones anteriores a la regla propuesta para proveer los cargos de fiscal adjunto, que se planteaba como modificación al artículo 41 de la ley orgánica. 

Indicó que como el citado artículo 41 no tuvo modificaciones, se requiere una regla como la que ahora se propone.

Por su parte, el Fiscal Nacional expresó que la disposición propuesta no satisface completamente a su institución, pero entiende que es la salida viable a la declaración de inadmisibilidad por inconstitucionalidad que anteriormente decidió la Comisión respecto de la modificación propuesta al artículo 41. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta modificación
Seguidamente, el señor Fiscal Nacional precisó que debería mejorarse la redacción del número 4) del artículo 75 bis, porque la calificación de las condiciones para ascender no debe limitarse al examen de conocimientos sino también a los cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías realizadas por los funcionarios. Explicó que no se trata de cualquier curso, diplomado o maestría, sino a los que guardan relación con el desempeño de su labor, y que cumplen con estándares mínimos de calidad como para dar por cumplido este requisito de ascenso. 

Los miembros de la Comisión estuvieron de acuerdo con lo planteado por la autoridad prosecutora, y consideraron necesario introducir la modificación al mencionado número para precisar esta regla de promoción.
En vista de lo anterior, la Comisión acordó enmendar el número 4) del texto del artículo 75, para establecer lo siguiente:
“4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta modificación
A continuación, la Comisión sometió a discusión el artículo 75 ter, nuevo, que propone incorporar a la ley.

Al respecto, se consideró que ella contempla los mismos criterios para el ascenso que el artículo anterior, que ya fue aprobado por la Comisión. Por ese motivo, se puso en votación toda la disposición, con excepción del número 2) y el inciso final. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, aprobó este precepto con excepción de los aspectos mencionados precedentemente.
Seguidamente, la Comisión observó que el número 2) del artículo 75 ter requiere la misma enmienda que el artículo anterior, para evitar que quienes hayan sido sancionados administrativamente pierdan la posibilidad de ascender en dos períodos consecutivos.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta modificación.

Finalmente, se dejó pendiente el inciso final a la espera de la indicación del Ejecutivo relativa a la modificación del artículo 70. 
En una sesión posterior, la Comisión acordó, tal como sucedió con el artículo 75 bis, enmendar el número 4) del texto del artículo 75 ter, para establecer lo siguiente:
“4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta modificación.

Asimismo, a proposición de una indicación del Ejecutivo se acordó, por la misma unanimidad, agregar el siguiente inciso final al artículo 75 ter.

“La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”
En relación con las disposiciones previamente aprobadas, el Honorable Senador señor Harboe subrayó que mediante estos artículos se establece, por primera vez en la ley del Ministerio Público, una carrera funcionaria, lo cual, puntualizó, es un avance muy importante para todos los funcionarios que componen esta institución pública. Con todo, el Parlamentario connotó que los administrativos y auxiliares de la repartición,  que cuentan con un grado profesional, legítimamente esperan que en el futuro se les reconozca una asignación profesional por esta causa, de la misma forma que otros trabajadores públicos en iguales condiciones en otras reparticiones. 

En la misma línea, el Honorable Senador señor Araya expresó que una sentida aspiración de los trabajadores de las fiscalías es que la ley aclare un procedimiento expedito para el acceso a los procedimientos de tutela laboral. Manifestó que entiende que este asunto es objeto de una Mesa de trabajo en el Ministerio Público, y desearía que en etapas ulteriores de la tramitación de este proyecto este asunto se incorpore a esta iniciativa. 
Finalmente, hacemos presente que estas enmiendas se incorpora como nuevo número 13) del artículo único.

-.-.-
A continuación, el Ejecutivo hizo llegar una indicación que modifica el inciso segundo del artículo 76 de la Ley del Ministerio Público.

Mediante ella se realiza una adecuación del grado de término del nivel 5, Auxiliares, del Ministerio Público. Se prescribe que este corresponderá al Grado XVII y no al grado XVIII, como actualmente se establece.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó sin enmiendas esta indicación.

Ella se incorpora como nuevo número 14) del artículo único.

- - -

Número 12
De la indicación sustitutiva del Ejecutivo
Originalmente el Gobierno presentó una indicación que consideraba agregar un artículo 91, nuevo, a la Ley Orgánica del Ministerio Público. Su texto es el siguiente:

12)
Agrégase el siguiente Título IX nuevo:

“Título IX

Plan Institucional Anual


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar  en su página web institucional un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los  objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región. 


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

Posteriormente, el Ejecutivo sustituyó esta indicación por otra contenida en el Mensaje Nº 385-363, de 20 de mayo de 2015. Su texto es el siguiente: 

“Título IX

Plan Institucional Anual

Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar  en su página web institucional un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los  objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es, la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas. Lo anterior, deberá constar en un reglamento interno de la institución, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.
El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Honorable Senador señor Larraín connotó que el reglamento a que hace mención la oración final del inciso primero no debería limitarse a dejar constancia del contenido del plan, sino que debe regularlo de forma obligatoria. Respecto al fondo del asunto, connotó que esta norma establece el instrumento matriz para evaluar el rendimiento del Ministerio Público, y por ello, afirmó, debería contener elementos de control externo y objetivo, como auditorías. 

El señor Fiscal Nacional manifestó que coincide con lo planteado por el Senador señor Larraín. Sostuvo que el propósito de esta regla es hacer obligatoria la publicación del Plan Institucional con el fin de generar un insumo que permita que la ciudadanía y las entidades preocupadas de la seguridad ciudadana puedan evaluar la gestión del servicio. 

El Honorable Senador señor Larraín indicó que si ese es el propósito, es necesario que, a contar de la publicación de la segunda estrategia anual, se incorpore, de manera expresa, la evaluación de dicho plan. Con ese propósito consideró que podría incorporarse al final de la primera oración del inciso primero una redacción del siguiente tenor: 

", debiendo asimismo incorporar un análisis objetivo del grado de cumplimiento de los objetivos propuestos en el plan institucional del año anterior.". 

El Honorable Senador señor Harboe secundó la idea del Honorable Senador señor Larraín, y solicitó que esta idea sea recogida por el Ejecutivo.

En una sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una nueva indicación  que establece lo siguiente:

“15) Agrégase el siguiente Título IX, nuevo:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL

Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 

Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.

El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.
El Honorable Senador señor Larraín destacó que la nueva formulación presentada por el Gobierno comprende, de forma específica, que el plan institucional anual contendrá una evaluación de la propuesta del año anterior, lo que servirá de baremo para apreciar el avance y efectividad de la labor del Ministerio Público. Por su parte, los Honorables Senadores señores Espina y Harboe coincidieron en la apreciación planteada por el Honorable Senador señor Larraín.
Los integrantes de la Comisión concordaron con su contenido pues sus cambios reflejan los planteamientos formulados previamente.

Concluido el debate, de esta disposición, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, la sometió a votación.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó sin enmiendas la incorporación del nuevo artículo 91 a la Ley Orgánica del Ministerio Público, en los términos previstos en la última indicación del Ejecutivo. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

- - -

Artículo 2º 
Del texto aprobado por la Cámara de Diputados

Esta disposición añade al proyecto un artículo 2º del siguiente tenor: 

"Artículo 2°.- Deberán destinarse prioritariamente, de acuerdo a las instrucciones que imparta el Fiscal Nacional, al conocimiento de causas de alta complejidad, 24 cargos de fiscales adjuntos y 24 de profesionales, escogidos entre aquéllos que se incorporan a la planta del Ministerio Público en virtud de la modificación que por esta ley se introduce en el artículo 72, velando por asegurar la presencia de dichos funcionarios en todas las regiones del país.".

Sobre el particular, los miembros de la Comisión observaron que este precepto razona en base a la creación de la fiscalía de alta complejidad, cuyo establecimiento debió ser escindido del plan de fortalecimiento y llevado a una reforma constitucional, en actual tramitación en el Senado. Consideraron también que mientras esa reforma a la Carta Fundamental esté pendiente, el desarrollo orgánico de la nueva entidad debe quedar suspendido.

Por esta razón, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, rechazó este artículo. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

- - -

Artículos transitorios
Artículo primero
En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó una norma transitoria que establecía lo siguiente:

“Artículo primero.- Créase, a contar del mes subsiguiente a la publicación de esta ley, un programa piloto denominado “Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, que tendrá una duración de tres años.

Para fines de su implementación se destinarán 22 cargos de fiscales adjuntos grado VII, para desempeñarse en el señalado programa piloto, distribuidos de la siguiente manera: 16 para dos fiscalías regionales de mayor tamaño, 5 para una fiscalía regional de mediano tamaño y 1 para una fiscalía regional de menor tamaño. Para estos efectos, se entenderá por fiscalía regional de mayor tamaño aquélla cuyo porcentaje de ingreso por delitos de robo con violencia, robo con intimidación, robo por sorpresa, lesiones, homicidio, violación, robo con fuerza y hurto, en su conjunto, sea superior al 10% en relación al total nacional del mismo grupo de delitos; por fiscalía regional de mediano tamaño, aquélla cuyo porcentaje de la misma especie supere el 2% y alcance el 10%, y por fiscalía regional de menor tamaño, aquélla que no supere el 2% por el mismo concepto.

El Fiscal Nacional, el Ministro de Hacienda y el Ministro del Interior y Seguridad Pública, a más tardar en el mes siguiente al de la publicación de esta ley, deberán suscribir un convenio en el que se determinarán las metas anuales y los respectivos indicadores, elementos o instrumentos de similar naturaleza que permitan medir objetivamente el grado de cumplimiento de las metas asociadas al programa “Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, que será evaluado anualmente.

La evaluación será efectuada por una entidad evaluadora de origen externo, que anualmente verificará el grado de cumplimiento de las metas contenidas en el convenio, sobre la base de los informes elaborados por el Fiscal Nacional.

La entidad evaluadora será seleccionada y contratada, previa licitación pública, por el Ministerio de Hacienda, por intermedio de la Dirección de Presupuestos. Las bases de licitación deberán ser aprobadas, conjuntamente, por el Ministerio Público, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

En el segundo trámite constitucional, el Ejecutivo, mediante la ya mencionada indicación sustitutiva propuso reemplazar la referida norma por la siguiente:
“Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.

El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda.”
Al iniciarse el estudio de este precepto, el Honorable Senador señor Larraín indicó que en el inciso segundo debería especificarse que la evaluación que procede respecto del sistema de análisis criminal y focos investigativos tres años después de la fecha de inicio de sus funciones, es para el primer ejercicio de evaluación, porque de ahí en adelante esas reparticiones debería evaluarse anualmente en conjunto con el resto de la fiscalía. 

El Honorable Senador señor Harboe se mostró de acuerdo con la indicación, y para ello propuso incorporar la expresión "la primera vez," a continuación de la frase "deberá ser evaluado". 
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la indicación sustitutiva del Ejecutivo, con la enmienda planteada por el Honorable Senador señor Larraín.

-.-.-

A continuación, la Comisión consideró la idea de incorporar los siguientes artículos transitorios nuevos, consignados en la indicación sustitutiva del Ejecutivo.

Su texto es el siguiente:


“Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso.


Durante el octavo año de vigencia de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida Institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículo 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el periodo de 10 años siguientes al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.

Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N°20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público.

Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón.”.
Al iniciarse el estudio de estos artículos transitorios nuevos, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, propuso discutir, en primer lugar, las ideas contenidas en el nuevo artículo 2º transitorio.

 El señor Fiscal Nacional explicó que el Ministerio Público no es como las Fuerzas Armadas, en el sentido que el ascenso de una persona no implica que todas las de su antigüedad que no ascienden pasen a retiro. Por el contrario, señaló el proceso de ascenso generalmente implica un ensanchamiento de la pirámide de los escalafones. Explicó que la disposición propuesta persigue establecer una regla que evite los efectos presupuestarios que ello puede implicar. 

Por su parte, el señor Gerente de Recursos Humanos de la Fiscalía Nacional, añadió que esta regla permite que el primer proceso de ascenso se implemente dentro de los seis primeros meses de publicada la ley, y que no haya que esperar dos años para el primer beneficio, según la periodicidad que establecen los artículo 75 bis y 75 ter, antes aprobados. 

Expresó que a continuación se prevé un sistema que produzca promociones parcializadas en un 20 % de la planta en cada ejercicio de calificación, hasta el octavo año, momento en el cual se deberá contratar una empresa externa para evaluar la marcha del sistema, sobre todo fijándose que ese proceso haya implicado un mejoramiento del desempeño de fiscales y funcionarios. 

Indicó que la regla que garantiza el ascenso rige por 10 años, y podrá renovarse por igual periodo si el sistema no ha generado promoción para más del 20% de la planta total. 

Sobre esta norma, el Honorable Senador señor Harboe expresó que el propósito de la norma es salvaguardar el buen uso de los recursos público. Con todo, es complicado que una regla transitoria limite el mecanismo de ascenso al que aspiran todos los funcionarios. 

Por su parte, el señor Fiscal Nacional observó que esta regla no existe en el resto de la Administración Pública, y fue incorporada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con el propósito de evitar el efecto comparación en otras instituciones similares al Ministerio Público 

A su turno, el Honorable Senador señor Espina valoró la idea, pues por esta vía es factible que se incorpore, como elemento justificante de la promoción de los funcionarios, el buen desempaño global de la política de persecución criminal. 
Asimismo, consultó la razón por la cual la disposición prevé que se hará un proceso de ascenso hasta por el 20% de la planta disponible dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley, si la disposición permanente, contenida en los artículos 75 bis y 75 ter, prevé que el ascenso ocurre cada dos años y por hasta un 15% del total de la planta disponible. 

El señor Fiscal Nacional explicó que esta es una medida de compensación por el largo tiempo que ha durado el proceso de formulación del proyecto de ley de fortalecimiento. Indicó que por esta vía se podrá dar un beneficio inmediato a todos los funcionarios que tienen muchos en la institución, y que tienen cumplidos de sobra los requisitos para el ascenso que establecen las disposiciones permanentes de la iniciativa.
El Honorable Senador señor Harboe observó que mantiene sus dudas sobre la limitación al proceso de ascenso que establece el inciso segundo de este artículo.

Al respecto, el señor Fiscal Nacional expresó que comparte la inquietud planteada por Su Señoría, pero recordó que el informe financiero que acompaña esta indicación sólo contempla fondos para los diez primero años del proceso de promoción, por lo que si no se aprueba el inciso segundo la iniciativa podría quedar desfinanciada, corriendo el riesgo de ser desechada por esa causa. 

El Honorable Senador señor Larraín insistió en que el mecanismo que establece el inciso segundo es una autolimitación que no tiene una justificación clara. Añadió que el problema del financiamiento es un asunto de competencia de la Comisión de Hacienda, por lo que en esa instancia se deberán hacer las observaciones que al respecto corresponda. 

A continuación se dio por clausurado el debate y el señor Presidente de la Comisión puso en votación, en forma separada, cada uno de los incisos del artículo segundo transitorio. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó el inciso primero.

Con los votos de los Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, se rechazó el inciso segundo del artículo 2º transitorio propuesto por el Ejecutivo, en el entendido que establece una limitación, sin una justificación clara, a la regla de ascenso establecida en los artículos 75 bis y 75 ter.
A continuación, se hizo el análisis del nuevo artículo tercero transitorio propuesto por el Ejecutivo.

En relación a esta disposición, el Gerente de Recursos Humanos de la Fiscalía Nacional explicó que esta norma permite la incorporación a la planta de la Institución del personal que labora en el traspaso de procesos de la justicia militar. 
El Honorable Senador señor De Urresti consultó la razón por la que se prevé que el traspaso a la planta de los funcionarios que laboran en las causas llevadas ante la justicia militar es "hasta" 28 profesionales. 

El señor Fiscal Nacional explicó que ello se debe a que el honorario de esos funcionarios es financiado por una asignación especial del Ministerio de Hacienda, que podría no mantenerse en el nivel actual al momento que entre en vigor la ley.

Concluido el análisis de esta norma, el señor Presidente de la Comisión la puso en votación.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la incorporación de este precepto.
Seguidamente, la Comisión trató el nuevo artículo cuarto transitorio que propone agregar la indicación sustitutiva. Como se indicó precedentemente esta disposición prescribe que a partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón. 

El señor Fiscal Nacional explicó que esta norma tiene por objeto dar cumplimiento al inciso primero del artículo 72, que iguala la remuneración de los fiscales a la del escalafón primario del Poder Judicial. Explicó que los últimos grados de los fiscales adjuntos quedan fuera de esta equiparación, por lo que la norma transcrita arregla la situación. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó esta disposición transitoria.
Artículo segundo transitorio

Del texto aprobado por la Cámara de Diputados 
En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó un precepto que dispone lo siguiente:

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.”.

La indicación sustitutiva del Ejecutivo considera reemplazar este precepto por el siguiente: 

"Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.  

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, aprobó la sustitución del artículo segundo.

-.-.-

Al concluir el estudio de esta iniciativa, el Honorable Senador señor Harboe agradeció el trabajo mancomunado de las autoridades del Ejecutivo, del señor Fiscal Nacional y su equipo técnico, y de los representantes de las distintas asociaciones que agrupan a los funcionarios de la institución. Recordó que este proyecto fue discutido en nueve sesiones, proceso en el cual se registraron notables avances en su contenido. 

Indicó que la Dirección de Presupuestos tiene que evaluar su persistente negativa a entregar a los auxiliares y administrativos una asignación profesional, que es un derecho que tienen muchos otros funcionarios públicos de instituciones de similares características al Ministerio Público, y que está plenamente justiciada a la luz de la labor que esos estamentos realizan habitualmente. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín valoró también el trabajo realizado por el Ministerio Público, el Ministerio de Justicia, las asociaciones de funcionarios y de la Comisión, e hizo suyo el propósito de que esta iniciativa logrará que este servicio público recupere el terreno perdido en la política de seguridad pública.  

A su vez, el Honorable Senador señor Espina destacó que el Ministerio Público, a diferencia de muchas otras instituciones, ha aceptado de buena gana en este plan de fortalecimiento se implemente una práctica de auditorías externas periódicas de sus resultados, lo que augura el éxito de este proyecto. 

Finalmente, el señor Fiscal Nacional valoró las expresiones antes vertidas, y manifestó que agradece la disposición de la Comisión y del Ejecutivo de avanzar en la pronta aprobación este proyecto. Expresó que la fiscalización externa que esta iniciativa considera es un elemento que mejorará la gestión del Ministerio Público, porque fue diseñada teniendo el cuidado de no interferir en su ámbito privativo de funciones: la investigación de los hechos que revisten caracteres de delito, el ejercicio de la acción penal pública, y la protección de las víctimas de los delitos.
MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos antes consignados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar el texto despachado por la Cámara de Diputados con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º


Pasa a ser artículo único, con las enmiendas que se consignan enseguida:


Ha incorporado el siguiente  número 1), nuevo:


“1) Agréganse en el artículo 2° los siguientes inciso tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales. (Unanimidad 4 x 0.  Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).


El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará  la forma en que se delegará esta facultad. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).  (Indicación propuesta por el Senador señor Espina).


A los  abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis, y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad  aplicables a los fiscales.”.”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín) (Indicación del Senador Harboe).
- - -

Número 1


Pasa a ser número 2), sin enmiendas. (Unanimidad  5 x  0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -


A continuación, ha incorporado los siguientes números 3), 4)  y 5), nuevos:


“3) Intercálase el siguiente Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS


Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información  mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor  connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y  cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público. (Unanimidad. 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). 


Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.  (Unanimidad. 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). (Texto propuesto por el Ejecutivo que fue patrocinado por los Senadores integrantes de la Comisión).


Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”. (Unanimidad. 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

4) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”. 


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser  sexto: 


“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.


En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por  más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.


Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

5)  Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 48 la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 191 del Código Procesal Penal” por “el inciso tercero del artículo 2º, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -

Número 2


Pasa a ser número 6)


Reemplazarlo por el siguiente:


“6)  Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 55:


a) Agrégase en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


b) Agrégase en el número 3º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


c) Agrégase en el número 5º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


d) Agrégase en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


e) Agrégase en el número 8º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


f) Agrégase en el número 9º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


g) Agrégase en el número 11, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


h) Agrégase en el número 13, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


i) Agrégase en el número 14, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


j) Agrégase en el número 16, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). Indicación del Honorable Senador Araya. 


k) Reemplázanse en el párrafo segundo del número 16 la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

Número 3


Pasa a ser número 7), sin enmiendas. (Unanimidad 5 x 0. Honorable Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). Esta redacción proviene del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

- - -


A continuación, agregar los siguientes números nuevos:


“8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 61.


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o  conviviente civil”.


b) Agrégase, en el inciso segundo,  a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.) Indicación del Honorable Senador Araya.


9) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 63:


a) Agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


b) Agrégase en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


c) Agrégase en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe, Larraín) Indicación del Honorable Senador Araya.


10) Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Excepcionalmente, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.


En el caso de los concursos internos de funcionarios, estos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”. (Unanimidad 4 x 0. Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -

Número 4


Pasa a ser número 11)


Reemplazarlo por el siguiente:


“11) Modifícase el artículo 72, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el número “647" por "769", y el guarismo “IX” por “VIII”. 


b) Reemplázase, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".


c) Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".


d) Reemplázase, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.


e) Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".


f) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”.”. (Unanimidad 5 x 0. Honorable Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -


A continuación, agregar los siguientes números, nuevos:


12) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”. (Unanimidad 5 x 0.  Honorable Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).


13) Agréganse, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter, nuevos: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional. (Unanimidad 4 x 0. Honorables  Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución. (Unanimidad 4 x 0. Honorable Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín).

La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”. (Unanimidad 4 x 0. Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	PROFESIONAL
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4


	TÉCNICO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4


	ADMINISTRATIVO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4


	AUXILIAR
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional. (Unanimidad 4 x 0. Honorables  Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín). 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución. (Unanimidad 4 x 0.  Honorable Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín). 


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”. (Unanimidad 4 x o. Honorables Senadores señores  De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).


14)  Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 76, en el párrafo referido al Nivel 5, Auxiliares”, el guarismo “XVIII” por “XVII”. (Unanimidad 4 x 0. Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

15) Agrégase el siguiente Título IX, nuevo:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 


Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.(Unanimidad 4 x 0. Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -

Artículo 2°


Rechazarlo. (Unanimidad. 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez,  a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda.”. (Unanimidad 5 x 0. Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -


A continuación, agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos: 


“Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso. (Unanimidad 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).


Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley 
N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. (Unanimidad 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya,  De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).


Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón.”. (Unanimidad 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

- - -

Artículo segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”. (Unanimidad 5 x 0.  Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín).

TEXTO DEL PROYECTO
En mérito de las consideraciones anteriores, vuestras comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tienen el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe en los siguientes términos
PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público:


1) Agréganse en el artículo 2° los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales.


El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará  la forma en que se delegará esta facultad.  


A los  abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad  aplicables a los fiscales.”.


2) Sustitúyese, en el inciso primero de los artículos 16 y 30, la palabra “diez” por el vocablo “ocho”.  


3) Intercálase el siguiente Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS


Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información  mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor  connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y  cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.



Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.  


Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”.


4) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”. 


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser  sexto: 


“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.


En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por  más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.


Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”. 



5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 48 la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 191 del Código Procesal Penal” por “el inciso tercero del artículo 2º, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.


6) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 55:


a) Agrégase en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


b) Agrégase en el número 3º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


c) Agrégase en el número 5º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


d) Agrégase en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


e) Agrégase en el número 8º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.


f) Agrégase en el número 9º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “,  conviviente civil,”.


g)  Agrégase en el número 11, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


h)  Agrégase en el número 13, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


i)  Agrégase en el número 14, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


j) Agrégase en el número 16, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”. 


k) Reemplázanse en el párrafo segundo del número 16 la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.


7) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 59, la palabra “Regionales” por la expresión “integrantes del Consejo General, excluido el Fiscal Nacional”. 


8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 61.


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o  conviviente civil”.


b) Agrégase, en el inciso segundo,  a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”. 


9) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 63:


a) Agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


b) Agrégase en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


c) Agrégase en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”. 


10) Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Excepcionalmente, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.


En el caso de los concursos internos de funcionarios, estos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.


11) Modifícase el artículo 72, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el guarismo “IX” por “VIII" y el guarismo “647" por "769".


b) Reemplázase, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".


c) Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".


d) Reemplázase, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.


e) Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".


f) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”. 


12) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”. 


13) Agréganse, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter, nuevos: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”.


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	PROFESIONAL
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4


	TÉCNICO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4


	ADMINISTRATIVO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4


	AUXILIAR
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución. 


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.


14)  Sustitúyese en el  inciso segundo del artículo 76, en el párrafo referido al Nivel 5, Auxiliares”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.


15) Agrégase el siguiente Título IX, nuevo:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 


Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez,  a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda. 


Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso. 


Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. 


Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón. 


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”. 

-.-.-

Acordado en sesión celebrada el día 6 de enero de 2014, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores Patricio Walker Prieto (Presidente); Alberto Espina Otero, y Hernán Larraín Fernández, y de los exsenadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señor Carlos Larraín Peña, y los días 3 de marzo; 15 de abril; 5, 12 y 20 de mayo, y 01, 03 y 09 de junio, todas del año 2015, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton (Presidente), Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Pedro Araya Guerrero; Alberto Espina Otero, y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2015.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.

9

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FORTALECE EL MINISTERIO PÚBLICO

(8.265-07)

Certifico que el día 9 de junio de 2015, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el Ministerio Público, Boletín N° 8.265-07. 

Respecto de las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su informe.
Asimismo, debe tenerse presente que el proyecto de ley fue discutido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en general y en particular, en su primer informe, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión de 6 de enero de 2015. Adicionalmente, por Acuerdo de Comités, de la misma fecha del presente certificado, se dispuso que el proyecto de ley pase a la Comisión de Hacienda durante el primer trámite reglamentario.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda efectuó una modificación al texto del proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe, consistente en intercalar un inciso segundo, nuevo, en el artículo segundo transitorio.

Dicha enmienda debe ser aprobada por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, en virtud de su rango orgánico constitucional conforme a lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República, en relación a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental
Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo modernizar al Ministerio Público con el fin de elevar su nivel de persecución penal, incrementar la atención de los usuarios del sistema de justicia penal y mejorar las condiciones laborales de los funcionarios que se desempeñan en el referido servicio.
- - -




De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 37 bis, contenido en el numeral 3), y los numerales 11), 12), 13) y 14), todos del artículo único permanente, y los artículos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios, en los términos en que fueron aprobados en su informe por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde. 

- - -

Durante la discusión fueron recibidos en audiencia los representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público de Chile y de la Federación Nacional del Ministerio Público.

El artículo 37 bis, contenido en el numeral 3) del artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
El numeral 11) del artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Las numerales 12), 13) y 14) del artículo único, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
El artículo primero transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
Respecto del artículo segundo transitorio se presentó una indicación de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, la que fue aprobada, con enmiendas formales, por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Puesto en votación el resto del artículo segundo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar.
El artículo tercero transitorio fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores De Urresti, García, Lagos y Zaldívar, y el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma.
Los artículos cuarto y quinto transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Lagos y Zaldívar.
- - -

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 26 de abril de 2012, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes
1. A más de diez años de haberse iniciado la Reforma Penal Pública, nuestro país cuenta con un sistema consolidado que se ha constituido en un referente para otros países latinoamericanos que han emprendido desafíos similares.

No obstante lo anterior, existen ámbitos en que subsisten desafíos pendientes que exigen la implementación de nuevas estrategias y ajustes institucionales. Es en este contexto que surge el presente proyecto de ley, cuyo objetivo principal es mejorar la persecución penal, a través de una serie de reformas institucionales que estén en consonancia con los contenidos del Plan de Seguridad Pública "Chile Seguro".

2. Para el logro de lo anterior el proyecto aborda especialmente las siguientes materias: creación de una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, reforzamiento en la tramitación compleja y menos compleja, creación de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, fortalecimiento de la atención de víctimas y testigos, y establecimiento de bases para una carrera funcionaria.

3. El proyecto de ley se estructura sobre la base de un artículo único y dos artículos transitorios, a saber:

a. Artículo único: modifica la Ley N° 19.640, Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en lo sustantivo de acuerdo a lo siguiente:

- Crea la figura del Fiscal Jefe Especial a quien corresponderá el ejercicio de las funciones y atribuciones del Ministerio Público en la persecución de los delitos de alta complejidad en materia de drogas, corrupción, lavado de activos, trata de personas, tráfico de migrantes, terrorismo, control de armas y los cometidos por personas jurídicas según lo establecido en la Ley N° 20.393.

- Crea la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, definiendo los criterios y formas en que operará dicha Fiscalía y cómo se relacionará con las Fiscalías Regionales.

- Establece las figuras de la subrogancia y la suplencia para el caso de los fiscales adjuntos.

- Incorpora la figura de los concursos de promoción interna de los fiscales adjuntos y su operatoria. Cabe destacar que este mecanismo no podrá aplicarse a más del 30% de los cargos vacantes en cada año calendario.

- Modifica la planta actual del Ministerio Público para incorporar nuevos cargos de acuerdo a lo siguiente:

 FIAC: 1 cargo Fiscal Jefe, 24 fiscales adjuntos y 58 funcionarios.

Tramitación de Causas Menos Complejas: 23 fiscales adjuntos y 138 funcionarios.

 Atención a víctimas y testigos: 104 funcionarios.

Proyecto piloto Unidades Análisis Criminal y Focos Investigativos: 22 fiscales adjuntos.

b. Artículo primero transitorio: establece la creación del programa piloto denominado "Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos", el cual se implementará en tres regiones y tendrá una duración de tres años.

En el mismo artículo se establece que se destinarán 22 fiscales para llevar a cabo el programa piloto, así como la existencia de un convenio en el cual se determinarán las metas anuales y los indicadores o instrumentos de similar naturaleza que permitan medir el grado de cumplimiento de las metas asociadas al proyecto piloto. La evaluación será realizada por una entidad evaluadora de origen externo, que verificará el grado de cumplimiento de las metas, sobre la base de los informes elaborados por el Fiscal Nacional.

c. Artículo segundo transitorio: establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria Ministerio Público. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos por una vez y gastos recurrentes en régimen, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

	Gastos
	Monto Anual (miles de $ de 2012)

	De operación en régimen:

	Gastos en Personal (70 fiscales y 300 funcionarios)
	11.153.044

	Bienes y Servicios de Consumo
	2.389.697

	Total Gasto de Operación
	13.542.741

	Gastos por una vez
	2.586.535


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente configuración temporal:

	
	
	Miles de $ de 2012
	

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Régimen

	Gasto Total
	7.620.224
	10.747.741
	14.272.504
	13.542.741


”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustituto, referido a indicación presentada, de 15 de octubre de 2013, que señala, textualmente, lo que sigue:

“I. Antecedentes

1. En lo sustantivo, la indicación tiene por objeto perfeccionar el proyecto de ley actualmente en trámite en el Congreso, incorporando los acuerdos que se han alcanzado.

2. Para el logro de lo anterior, la indicación aborda las siguientes materias:

- Se suprime la creación de una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.

- Se adecúa el texto de la LOC del Ministerio Público al inciso segundo del artículo 85 de la Constitución Política de la República, que por enmienda rebajó la duración del cargo del Fiscal Nacional de 10 a 8 años.

- Se amplían los procesos de promoción interna de fiscales, al incrementar el porcentaje de los cargos vacantes a que están referidos, desde un 30% a un 50%.

- Se regula el sistema de concursos para ocupar cargos que han quedado vacantes y el sistema de ascensos.

- Se redistribuyen los 83 cargos de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, que se suprime, para incorporar a la dotación del Ministerio Público 48 cargos de fiscal y 38 cargos profesionales.

De estos cargos, 24 fiscales y 24 profesionales se destinarán en forma prioritaria (no exclusiva) para causas de alta complejidad, con presencia en cada región del país.

- Se modifica el criterio de asignación de la ejecución del proyecto UAC-FOCOS, en base al tamaño de las fiscalías regionales, el cual se determinará en función del porcentaje de ingresos de delitos de mayor connotación social que cada una de ellas tenga en relación al total nacional del mismo tipo de delitos.

- Se suprime la norma transitoria relativa al cumplimiento de metas para el personal del piloto UAC-FOCOS.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

Producto de la reasignación de cargos contenida en la indicación, los costos del proyecto de ley pasan a ser los siguientes:

	Gastos de Operación en Régimen                                              Miles $ de 2013
	

	Gastos en Personal: 93 fiscales y 280 funcionarios
	10.368.797

	Gastos en Personal: ascensos
	1.260.534

	Bienes y Servicios de Consumo
	2.521.246

	Total Gastos de Operación
	14.150.577


Además el proyecto tiene gastos por una vez por M$2.640.853 que se generan gradualmente hasta el año 3 de implementación.

La estructura temporal del gasto es la siguiente:



    Miles de $ de 2013

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Régimen

	Gasto Total
	8.408.249
	11.000.773
	14.858.616
	14.150.577


”.
- Con fecha 22 de diciembre de 2014, se presentó un  nuevo informe financiero sustitutivo, referido a indicación sustitutiva, que señala, textualmente, lo que sigue:
“La presente Indicación Sustitutiva irroga un mayor gasto fiscal por los siguientes conceptos:

I. Incremento de la dotación actual del Ministerio Público

El incremento de la dotación está destinado a fortalecer la tramitación de los casos menos complejos y ia atención de usuarios, pasar a la calidad de planta a los profesionales que actualmente ven las causas de justicia militar y a la creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.

Los mayores gastos corresponden a:

a. Incremento de la dotación en 577 personas, producto de la creación de:

- 122 cargos de fiscales adjuntos.

- 203 cargos de profesionales, de los cuales 28 corresponden a abogados para ver las causas de justicia militar, y que actualmente están contratados a honorarios.

- 82 cargos de técnicos.

- 170 cargos de administrativos

b. Gastos permanentes de operación asociados a los nuevos cargos y a la implementación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos.

c. Gastos transitorios asociados a la habilitación de nuevos espacios de trabajo, mobiliario, equipos informáticos y capacitación de los nuevos cargos.

El incremento de la dotación se hará con una gradualidad de tres años y el siguiente gasto anual máximo:












                                      Miles $

	Concepto de gasto
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	En Régimen

	Gasto en Personal - ST 21
	6.366.209
	11.375.465
	16.615.352
	16.615.352

	Fiscales adjuntos
	2.382.927
	4.833.230
	7.686.462
	7.686.462

	Profesionales
	2.757.550
	4.071.056
	5.179.826
	5.179.826

	Técnicos
	592.706
	1.276.597
	1.992.927
	1.992.927

	Administrativos
	633.026
	1.194.582
	1.756.137
	1.756.137


	Concepto de gasto
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	En Régimen

	Bienes y Servidos de Consumo - ST 22
	2.431.600
	3.421.099
	4.544.129
	3.582.700

	Operación permanente
	1.298.583
	2.453.951
	3.582.700
	3.582.700

	Habilitación de los nuevos espacios de trabajo y capacitación.
	1.133.017
	967.148
	961.429
	0

	Adquisición de Activos no Financieros - ST 29
	309.464
	266.455
	268.050
	O

	Mobiliario
	163.630
	133.760
	135.410
	

	Máquinas y equipos
	119.517
	102.260
	97.580
	

	Equipos computacionales
	23.752
	27.585
	31.735
	

	Software
	2.565
	2.850
	3.325
	

	TOTAL
	9.107.273
	15.063.019
	21.427.531
	20.198.052


II. Desarrollo institucional

Se crea la figura de la suplencia y de la subrogancia para los fiscales adjuntos, se aumenta el grado de inicio de la escala de los fiscales adjuntos, pasando del grado IX al grado VIII y concordante con lo anterior, se aumenta el grado tope para los ayudantes de fiscal, pasando del grado IX al VIII.

Las medidas antes señaladas generan el siguiente mayor gasto anual, en régimen:











Miles de $

	Suplencias y Subrogancias de fiscales adjuntos
	2.026.380

	Aumentar el grado de inicio de los fiscales adjuntos - de un grado IX a un grado VIII
	183.726

	Aumentar el grado tope para los ayudantes de fiscal - de grado IX a grado VIII
	74.990

	TOTAL
	2.285.096


III. Carrera funcionaría

Se crea un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual hasta el 15% de la planta de fiscales adjuntos y hasta el 15% de las plantas de funcionarios podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores.

El señalado sistema de ascenso será aplicable a los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, y a los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, con contrato indefinido y que no sean de exclusiva confianza.

El sistema de ascensos se realizará cada 2 años y tendrá una vigencia de 10 años, prorrogables por otros 10 años bajo las condiciones determinada en la ley. El gasto anual máximo, hasta el año 10, es de:












Miles $

	Estamento
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Año 5

	Fiscales adjuntos
	978.399
	978.399
	1.410.902
	1.410.902
	1.740.511

	Funcionarios
	1.010.802
	1.010.802
	2.207.861
	2.207.861
	3.441.580

	TOTAL
	1.989.200
	1.989.200
	3.618.763
	3.618.763
	5.182.091













Miles $

	Estamento
	Año 6
	Año 7
	Año 8
	Año 9
	Año 10

	Fiscales adjuntos
	1.740.511
	2.705.880
	2.705.880
	3.518.757
	3.518.757

	Funcionarios
	3.441.580
	4.856.238
	4.856.238
	6.341.830
	6.341.830

	TOTAL
	5.182.091
	7.562.118
	7.562.587
	9.860.587
	9.860.587


El primer proceso de ascensos se realizará dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de la ley y el porcentaje de fiscales adjuntos y funcionarios que podrán ascender será de hasta 20%.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta indicación durante el año de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la Partida 23 Ministerio Público y en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Para los años siguientes, los recursos se proveerán en las respectivas leyes de presupuestos.

El presente Informe Financiero sustituye el I.F. N° 123, de 15.OCT.2013.”.

- Finalmente, se presentó informe financiero complementario, de fecha 9 de junio de 2015, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“a) Mensaje N° 474-363 

La indicación recoge distintas materias que perfeccionan el texto del proyecto de ley.

b) Mensaje N° 475- 363

La indicación repone el inciso segundo del artículo segundo transitorio.

Las indicaciones no irrogan gasto adicional al señalado en el Informe Financiero N°117, de 22.DIC.2014, y por el contrario restituye el costo del proyecto de ley a su costo original.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES

En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente enmienda al proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su informe:
Artículo segundo transitorio
°°°

Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de 10 años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.”. (Mayoría de votos, tres a favor y dos abstenciones 3x2. Indicación del Vicepresidente de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público:


1) Agréganse en el artículo 2° los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales.


El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará  la forma en que se delegará esta facultad.  


A los  abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad  aplicables a los fiscales.”.


2) Sustitúyese, en el inciso primero de los artículos 16 y 30, la palabra “diez” por el vocablo “ocho”.  


3) Intercálase el siguiente Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS


Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información  mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor  connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y  cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.


Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.  


Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”.


4) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”. 


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser  sexto: 


“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.


En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por  más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.


Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”. 


5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 48 la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 191 del Código Procesal Penal” por “el inciso tercero del artículo 2º, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.


6) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 55:


a) Agrégase en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


b) Agrégase en el número 3º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


c) Agrégase en el número 5º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


d) Agrégase en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


e) Agrégase en el número 8º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.


f) Agrégase en el número 9º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “,  conviviente civil,”.


g)  Agrégase en el número 11, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


h)  Agrégase en el número 13, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


i)  Agrégase en el número 14, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


j) Agrégase en el número 16, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”. 


k) Reemplázanse en el párrafo segundo del número 16 la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.


7) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 59, la palabra “Regionales” por la expresión “integrantes del Consejo General, excluido el Fiscal Nacional”. 


8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 61.


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o  conviviente civil”.


b) Agrégase, en el inciso segundo,  a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”. 


9) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 63:


a) Agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


b) Agrégase en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


c) Agrégase en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”. 


10) Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Excepcionalmente, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.


En el caso de los concursos internos de funcionarios, estos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.


11) Modifícase el artículo 72, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el guarismo “IX” por “VIII" y el guarismo “647" por "769".


b) Reemplázase, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".


c) Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".


d) Reemplázase, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.


e) Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".


f) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”. 


12) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”. 


13) Agréganse, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter, nuevos: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”.


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	PROFESIONAL
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4


	TÉCNICO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4


	ADMINISTRATIVO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4


	AUXILIAR
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6



2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución. 


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.


14)  Sustitúyese en el  inciso segundo del artículo 76, en el párrafo referido al Nivel 5, Auxiliares”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.


15) Agrégase el siguiente Título IX, nuevo:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 


Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez,  a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda. 


Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso. 
Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de 10 años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.

Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. 


Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón. 

Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión. 
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR ROSSI, SEÑORA VON BAER Y SEÑORES CHAHUÁN, QUINTEROS Y ZALDÍVAR, QUE DECLARA FERIADO EL DÍA 10 DE AGOSTO PARA LA REGIÓN DE TARAPACÁ

(10.106-06)

I. Antecedentes.-

San Lorenzo fue uno de los siete diáconos regionarios de Roma, o sea, uno de los siete hombres de confianza del Sumo Pontífice, cuando en el año 257 Sixto, fue nombrado papa, Lorenzo fue ordenado diácono, y encargado de administrar los bienes de la Iglesia y el cuidado de los menesterosos. Su oficio era de gran responsabilidad, pues estaba encargado de distribuir las ayudas a los pobres1.

El emperador Valeriano proclamó un edicto de persecución en el que prohibía el culto cristiano. Muchos sacerdotes y obispos fueron condenados a muerte, así y aprovechando el reciente asesinato del papa Sixto, el alcalde de Roma, que era un pagano muy, amigo de conseguir dinero, ordenó a Lorenzo que entregara las riquezas de la Iglesia. Lorenzo entonces pidió tres días para poder recolectarlas y en esos días las regaló entre los pobres y fue invitando a todos los menesterosos,  lisiados, mendigos, huérfanos, viudas, ancianos, mutilados, ciegos y leprosos que él ayudaba. Al tercer día, compareció ante el prefecto, y le presentó a éste los pobres y enfermos que él mismo había congregado y le dijo que ésos eran los verdaderos tesoros de la Iglesia. El prefecto entonces le dijo: Pues ahora lo mando matar, pero no crea que va a morir instantáneamente. Lo haré morir poco a poco para que padezca todo lo que nunca se había imaginado. Ya que tiene tantos deseos de ser mártir, lo martirizaré horriblemente"2.

Como castigo, San Lorenzo fue quemado vivo en una hoguera el día 10 de agosto del año 258, por lo que su santo se celebra ese día en el cual recibió martirio3. 

En diversas ciudades del mundo de tradición cristiana se venera a San Lorenzo, en Chile, en la localidad que precisamente recibe su nombre debido a este santo, San Lorenzo de Tarapacá, ubicada en la provincia del Tamarugal, región de Tarapacá, es considerado como el patrono de los mineros, pampinos, transportistas y diáconos Pareciera que la minería chilena, utilizando como fundamento la analogía, encontró en este santo a su patrono, ya que la romántica idea de cuidar celosamente los tesoros de la iglesia se asoció a la de proteger, velar y otorgar las riquezas naturales que oculta la tierra Para sus seguidores, San Lorenzo siempre concede favores y milagros La creencia popular dice que si la persona no cumple su manda, el santo puede cobrar su palabra, mandándole una sanción4.
Así en este lugar, y desde 1720, cuando se construyó en su honor la Iglesia Parroquial de San Lorenzo, se celebra todos los años, los primeros días del mes de agosto hasta el día 10, la fiesta que lo conmemora, que tiene una gran afluencia de devotos, principalmente del norte del país, desde ciudades tales como Iquique,  Calama, Arica, Alto Hospicio y Tocopilla, quienes se refugian en carpas por varios días acompañados por los ritmos de las cofradías religiosas de bailarines, llegando incluso a congregarse cerca de 70.000 personas, siendo la segunda festividad religiosa más importante de la región después de la celebración de la Virgen del Carmen de La Tirana. Esta celebración se caracteriza por su cercanía con el pueblo y con los sectores más vulnerables de la comunidad. Desde el punto de vista sociológico y religioso, San Lorenzo tiene aceptación y despierta mucha devoción en la comunidad5.
II. Fundamentos

La Constitución Política del República establece que es un deber del Estado garantizar "la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos" (Articulo 19 N°6) para lo cual el Estado debe procurar a las personas los espacios y facilidades para ejercer de la mejor manera este legítimo derecho, resguardando la seguridad de los concurrentes y el libre desarrollo de sus actividades religiosas Teniendo en consideración la gran masividad de la fiesta religiosa de San Lorenzo de Tarapacá, es necesaria una reforma legal que reconozca y colabore en aquello.
III. Ideas Matrices. –

El presente proyecto de ley tiene por objeto reconocer la importancia de esta festividad de gran raigambre histórica e importancia regional, por la gran cantidad de fieles que congrega.

En mérito de lo expuesto venimos en proponer al H Congreso Nacional, el siguiente

Proyecto de Ley:
"Artículo único.-  Declárese feriado el día 10 de agosto para la Región de Tarapacá.".
(Fdo.): Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

Notas:

1San Lorenzo, Diácono y Mártir. https://www.aciprensa.com/santos/santo.php?id=239, consultado el 05 de junio de 2015.

2San Lorenzo Mártir. https://www.ewtn.com/spanish/Saints/Lorenzo_8_10.htm, consultado e l05 de Junio de 2015.

3San Lorenzo, Enciclopedia Católica Online, http://ec.aciprensa.com/wiki/San_Lorenzo, consultado el 05 de Junio de 2015.

4La Estrella de Arica (10 de Agosto de 2014) "La fiesta de San Lorenzo está de vuelta en Arica". http://www.estrellaarica.cl/site/edic/20040809194947/pags/20040810052137.html consultado el 15 de Junio de 2015
5La Tercera (7 de agosto de 2011) "Fiesta de San Lorenzo de Tarapacá convocará a 70 mil personas" http://diario.latercera.com/2011/08/07/01/contenido/pais/31-79309-9-fiesta-de-san-lorenzo--de-tarapaca-convocara--a-70-mil-personas.shtml Consultado el 05 de junio de 2015.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 58 DE LA CARTA FUNDAMENTAL CON EL FIN DE CONSIDERAR NUEVAS CAUSALES DE INCOMPATIBILIDAD PARA LOS CARGOS DE DIPUTADO O SENADOR

(10.107-07)

Considerandos:

1) Desde hace muchos años que se ha intentado legislar sobre esta materia, para establecer en nuestra legislación la "Exclusividad de la Labor Parlamentaria". Sin embargo, dichos Proyectos de Ley, por diversas circunstancias, no pudieron transformarse en Ley de la República.

2) Con el establecimiento de la "Exclusividad de la Labor Parlamentaria", avanzaremos en lo relativo a impedir que en la discusión de los distintos Proyectos de Ley que se discuten en el Congreso, existan parlamentarios que realicen o ejecuten funciones para terceros, situación que puede implicar en la práctica, un real "Conflicto de Interés".

3) El "Consejo Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción" a su respecto señaló que:
"Uno de los fines últimos de las democracias representativa es promover el bien común de la comunidad política que la sustenta
Para ello, las instituciones y procedimientos democráticos deben asegurar decisiones y acciones públicas inspiradas en intereses colectivos y no en aquellos de carácter particular. 
Todo individuo o grupo tiene intereses; una democracia fuerte no es aquella donde se reprimen o pretenden ignorar los intereses en juego en las discusiones públicas, sino aquella que logra establecer mecanismos para transparentar y regular la forma en que los intereses se pueden promover, y separar aquellos de orden particular con los colectivos y públicos.

En Chile se ha avanzado en el establecimiento de mecanismos que inhiben la interferencia de intereses privados de autoridades y funcionarios públicos en el ejercicio de la función pública. 

Sin embargo, aún es posible identificar vacíos y deficiencias que impiden una separación nítida entre función pública e intereses personales".
4) Por la naturaleza de la función Parlamentaria, la asepsia que debe tener respecto de intereses ajenos al interés general de Chile, es necesario establecer la exclusividad de la Labor Parlamentaria, de modo tal, que el diputado o senador, conozca de los intereses relativos a algún Proyecto de Ley, solo en las instancias que se contemplan en las legislación vigente, tales como: Exposición de los actores relevantes en comisiones, audiencias a través de la Ley de Lobby, etcétera.

5) Así las cosas, el referido "Consejo Asesor", en materia de inhabilidades e incompatibilidades y conflictos de interés, ha señalado que: "Los conflictos de interés se producen cuando un individuo que tiene la responsabilidad de actuar en representación de los intereses de una organización o institución, contraviene ese compromiso y actúa de forma de satisfacer su interés personal o de otros vinculados a él.
Este tipo de prácticas son fuertemente reprobadas por los ciudadanos y merman su confianza hacia las instituciones públicas".
6) La labor Legislativa, por sus complejidades y por las necesidades de estudio y análisis a fondo de los diversos Proyectos de Ley que deben ser discutidos y tratados en sede Legislativa, ya sea en Sala o en Comisiones, requiere de la dedicación exclusiva del Parlamentario. 
Por consiguiente, en razón de lo anterior, vengo en proponer y en presentar a ustedes, el siguiente,

PROYECTO DE LEY

"ARTÍCULO ÚNICO: Agréguese un nuevo inciso tercero en el artículo 58° de la Constitución Política de la República, pasando el actual inciso tercero a ser el inciso final del referido artículo constitucional, en los siguientes términos:

"Sin perjuicio de lo anterior, el cargo de diputado o senador será incompatible con la realización de cualquier otro empleo, asesoría, representación, cargo o función en empresas, organismos, entidades o sociedades de carácter público o privado, estableciéndose desde ya la exclusividad de la función parlamentaria mientras se esté en posesión de tales cargos

Exceptúense las labores académicas que se ejerzan con anterioridad a la fecha de la elección"."

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR OSSANDÓN, SEÑORAS ALLENDE, PÉREZ SAN MARTÍN Y VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN, DE URRESTI, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HARBOE, HORVATH, LETELIER, MATTA, NAVARRO, ORPIS, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTEROS Y TUMA, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE CONSIDERE ADOPTAR LAS MEDIDAS LEGISLATIVAS Y REGLAMENTARIAS NECESARIAS PARA INTRODUCIR MEJORAS SUSTANCIALES AL SISTEMA DE INSTITUCIONES DE SALUD PREVISIONAL

(S 1.815-12)

Considerando: 
1.- Que las Isapres llevan más de tres décadas de funcionamiento, contando actualmente con la suma de 3,3 millones de afiliados. Por este hecho, resultan ser instituciones imprescindibles para el cuidado de la salud de gran parte de la población del país1. 

2.- Que, no obstante lo anterior, se han evidenciado numerosas problemáticas en relación a la gestión de estas instituciones de salud previsional. Esta situación se evidencia en la importante cantidad de acciones judiciales en contra de las Isapres, totalizando un número de 99.521 en las Cortes de Apelaciones durante 2014, según cifras entregadas a La Tercera por el Poder Judicial2. 

3.- Que entre las críticas más graves a este sistema figuran las siguientes: 

a. El sistema niega el acceso a sus planes de salud a pacientes que presentan preexistencias médicas. 
b. El sistema no permite una movilidad adecuada entre diferentes Isapres al presentar barreras o restricciones establecidas en relación a las preexistencias. 
c. Los subsidios que se devengan de la correspondiente licencia médica no cubren los tres primeros días si ésta fuere igual o inferior a diez días, castigando a los afiliados que sufren enfermedades que requieren descansos menores.
d. La falta de garantías de imparcialidad que representa el hecho que el control técnico de las licencias médicas presentadas por los afiliados sea de competencia exclusiva de las mismas Isapres.
e. La existencia de una insuficiente cobertura de las Isapres en regiones, considerando que los afiliados deben desplazarse a apartadas ciudades incluso para recibir la atención de salud cubierta por su plan.
4.- Que de acuerdo al artículo 65 de la Constitución Política, legislar en las materias tratadas en esta presentación corresponde a una iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo que no es posible a los parlamentarios ingresar mociones regulando tales contenidos. 

Por las razones antes expuestas,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA  ACUERDA
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Salud para que tome todas las medidas reglamentarias y legislativas necesarias con el fin de implementar mejoras sustanciales al sistema de las Isapres, en especial:

1. Establecer la obligatoriedad para la Isapre de contar con acuerdos de prestación de servicios en recintos asistenciales localizados en cada una de las ciudades en las que sean ofrecidos los respectivos planes de salud. Con esto se impulsa un sentido de territorialidad de las prestaciones médicas, lo que incentiva a su vez, la existencia de Isapres regionales.

2. Poner fin a las preexistencias médicas, pues  imponen una verdadera carga para los afiliados y deteriora su derecho a una atención de salud digna, y facilitar la movilidad de los afiliados entre las Isapres a través de un fondo privado de compensación de riesgo. 

3. Reformar el régimen de cobertura del subsidio de las licencias médicas para cubrir, inclusive, los tres primeros días de éstas. Dicha modificación es necesaria para desincentivar el otorgamiento de licencias extensas por enfermedades menos graves, dando a cada tipo de enfermedad un descanso adecuado. Esto transparenta la realidad detrás del sistema de licencias: las enfermedades no son cortas ni largas, son enfermedades y el afiliado no puede ser castigado por eso.

Se deja constancia que el presente proyecto de acuerdo será presentado íntegramente y de forma simultánea en la H. Cámara de Diputados.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador. - Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

Notas:

1Cabello, Nadia, and René Olivares. "Pese a Reclamos Y Anuncios De Reforma, Isapres Crecen Seis Veces Más Que Fonasa." El Mercurio.com. N.p., 12 Apr. 2015. Web. 06 May 2015.

2Sandoval, Gabriela, and Oriana Fernández. "Recursos Contra Isapres Por Alzas De Precio En Los Planes Suben 84% En 2014." LA TERCERA. N.p., 11 Feb. 2015. Web. 06 May 2015.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORAS MUÑOZ, PÉREZ SAN MARTÍN, VAN RYSSELBERGHE, VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, BIANCHI, GARCÍA HUIDOBRO, GUILLIER, HORVATH, MOREIRA, ORPIS, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTANA, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER, Y PATRICIO WALKER, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE ADOPTEN LAS MEDIDAS OPORTUNAS EN EL SISTEMA DE SALUD PARA OTORGAR LA MAYOR COBERTURA A LA INMUNIZACIÓN CONTRA EL VIRUS SINCICIAL EN LOS BEBÉS PREMATUROS 

(S 1.814-12)
1°.- Que de acuerdo a lo establecido por la Organización Mundial de la Salud, un nacimiento prematuro o un parto pretérmino es el nacimiento de un bebé con vida antes de las treinta y siete semanas completas de gestación.
2°.- Que por dicha razón, los bebés prematuros son particularmente vulnerables a determinados problemas de salud y de desarrollo, un riesgo que aumenta cuanto más prematuro sea el nacimiento.
3°.- Que por tal motivo, hay varias complicaciones que podrían estar asociadas al nacimiento prematuro; por ejemplo, desarrollo insuficiente de sistemas como el cardiovascular, el respiratorio, el gastrointestinal; alteración de las funciones cognitivas y neurológicas; problemas relacionados con la vista y la audición y necesidades nutricionales especiales.
4°.- Que cuanto más prematuro sea el bebé, mayores serán, tanto la probabilidad de que necesite atención especial después del nacimiento como el riesgo de contraer enfermedades e infecciones o de sufrir complicaciones durante la infancia. 

5°.- Que a este respecto cabe señalar que un 75% de las muertes perinatales son por causas de la prematurez. Asimismo, 1.100.000 niños mueren en el mundo cada año por causas derivadas de la prematurez. En el caso de nuestro país, la sobrevida de los prematuros de muy bajo peso de nacimiento, es de 75% y esos niños se exponen a las enfermedades respiratorias agudas y crónicas, por lo cual, constituye la causa de morbilidad más frecuente en los menores de 9 años.

6°.- Que una de las patologías más frecuentes que afectan a los bebés prematuros es el virus sincicial, que es un virus común, altamente contagioso, que infecta los pulmones, produciendo síntomas similares a los del resfrío (fiebre, goteo de la nariz, tos) 4 a 6 días después de la exposición. Casi todos los niños habrán tenido una infección  por este virus al cumplir los dos años. Por ello se estima que 25% a 40% de los niños desarrollan una infección severa por el mencionado virus, que puede derivar en complicaciones más graves. Los bebés prematuros tienen más riesgo de sufrir una infección severa por dicho virus, debido a que sus pulmones y su sistema inmunológico están subdesarrollados. Eso significa que tienen menos capacidad que los bebés nacidos a término para luchar contra una infección por el virus sincicial. Los bebés con alto riesgo y una infección severa por el señalado virus pueden desarrollar enfermedades respiratorias graves incluida la bronquiolitis.

7°.- Que los principales factores que aumentan el riesgo de infección en prematuros: son el desarrollo pulmonar interrumpido e incompleto, enfermedad pulmonar crónica, inmadurez del sistema inmunitario y malformaciones cardiovasculares.
8°.- Que las infecciones respiratorias agudas representan un problema de salud pública importante en todo el mundo. Las neumonías y bronquitis obstructivas son la principal causa de hospitalización en lactantes, especialmente durante las estaciones frías, y son la primera causa de mortalidad en niños entre 1 mes y 4 años. Los virus respiratorios son los responsables de más del 60% de dichas infecciones en la  población pediátrica.
9°.- Que generalmente la infección se presenta como una infección respiratoria alta leve, pero hasta el 2% de los lactantes requiere ser hospitalizado en el área norte de Santiago, por ejemplo. La epidemia de virus sincicial ocurre cada año y es responsable del 50 a 80% de las hospitalizaciones durante el invierno. El promedio de duración de las epidemias durante el invierno va entre 3.5 y 5.5 meses y en nuestro país se extienden entre los meses de mayo y septiembre. 

10°.- Que en los pacientes con enfermedades de base, tales como Displasia Broncopulmonar o enfermedad pulmonar crónica del prematuro, cardiopatías congénitas y prematurez, la bronquiolitis o neumonía por virus sincicial puede transformarse rápidamente en una enfermedad severa y requerir hospitalizaciones prolongadas y muertes.
11°.- Que se estima que en nuestro país cada año nacen aproximadamente 247 mil niños, de los cuales 18.193 lo hacen con menos de 37 semanas de gestación, quedando en la categoría de prematuros, y de acuerdo a cálculos realizados sobre las estadísticas del sector privado, de esa cantidad son solamente 3.229 los niños que nacen prematuros y están cubiertos por alguna Isapre.

12°.- Que por lo tanto, se requiere que el Ministerio de Salud establezca la máxima cobertura, tanto en las instituciones previsionales de salud del sector público como en el privado, para la inmunización de los bebes prematuros, a fin de tratar las enfermedades que puedan contraer por dicha circunstancia.

Por las consideraciones expuestas,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., la Presidenta de la República, que disponga que el Ministerio de Salud establezca, mediante la adopción de las medidas que sean procedentes, la máxima cobertura, tanto en las instituciones previsionales de salud del sector público como en el privado, para la inmunización contra el virus sincicial de los bebes prematuros, a fin de evitar el contagio con esta enfermedad, ya que conlleva graves secuelas y un serio deterioro en la calidad de vida de estos niños 
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA REALIZACIÓN DE BINGOS Y OTRAS ACTIVIDADES SIMILARES CON FINES DE BENEFICENCIA
(10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06 Y 10.086-06, refundidos)



Valparaíso 10 de junio  de 2015.


CERTIFICO que los días 9 y 10 de junio en curso, sesionó la COMISIÓN DE  GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN para discutir en general y en particular  el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la realización de bingos, rifas y sorteos comunitarios con fines de beneficencia, los que no serán considerados juego de azar, con urgencia calificada de “suma”. Boletín N°10.077-06 (Refundido con: 10.079-06 / 10.081-06 / 10.086-06 / 10.080-06 )


Este proyecto de ley tiene origen en las siguientes mociones:


MOCIONES REFUNDIDAS DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


Boletín N°10.077-06   Regula la realización de bingos, rifas y sorteos comunitarios con fines de beneficencia, los que no serán considerados juego de azar. DIPUTADOS SEÑORES Ricardo Rincón González, Gabriel Silber Romo, Juan Morano Cornejo, Jorge Sabag Villalobos, Marcelo Chávez Velásquez, Fuad Chahin Valenzuela, Jaime Pilowsky Greene, Víctor Torres Jeldes, Patricio Vallespín López y Matías Walker Prieto

Boletín N°10.079-06 Modifica la ley N° 19.995, que Establece las Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego, declarando que los bingos y actividades similares, con fines benéficos no constituyen un juego de azar. DIPUTADOS Germán Becker Alvear, Daniel Farcas Guendelman, Gonzalo Fuenzalida Figueroa, Andrea Molina Oliva, Cristián Monckeberg Bruner, Nicolás Monckeberg Díaz, Paulina Nuñez Urrutia, Leopoldo Pérez Lahsen, Marcela Sabat Fernández y Germán Verdugo Soto.

Boletín N°10.080-06  Modifica la ley N° 19.995 que establece las Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de los Casinos de Juegos, permitiendo la realización de bingos y rifas para fines benéficos. DIPUTADO SEÑOR JUAN ANTONIO COLOMA

Boletín N°10.081-06  Establece marco de autorización para la realización de bingos con fines de beneficencia y esparcimiento. DIPUTADA SEÑORA DANIELLA CICARDINI

Boletín N°10.086-06 Modifica la ley N°19.995 sobre Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego, permitiendo la realización de bingos de beneficencia o caridad, y otras actividades similares. DIPUTADOS SEÑORES CRISTIAN CAMPOS JARA Y TUCAPEL JIMÉNEZ FUENTES

Se deja constancia que la Comisión tuvo en consideración al momento de pronunciarse, las mociones que a continuación se detallan:


Boletín N°10.078-06 Que modifica la ley N° 10.262 en lo relativo a la realización de rifas, sorteos y otras actividades benéficas. Senadores señores Letelier, Espina, Montes, Quinteros y Zaldívar


Boletín N° 10.095-06 Que modifica la Ley Nº 19.995 para excluir los bingos de la categoría de juegos de azar. Senador señor Chahuán 


Boletín N° 10.097-06 Que interpreta la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en orden a permitir la realización de bingos y rifas con fines benéficos. Senadores señores Ossandón, Guillier y Quinteros.
- - -


Dado el exiguo plazo de que se dispuso para informar este proyecto de ley, la Comisión acordó solicitar al Honorable Senador que los acuerdos recaídos en él y el proyecto definitivo sean certificados por su Secretario.


A una o más sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor José García Ruminot, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón, Víctor Pérez Varela

.


- Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: los Asesores Legislativos, señores Rodrigo González, Gabriel Osorio y la asesora legislativa, señora Yohanna Villablanca.


 - De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el asesor legislativo, señor Álvaro Villanueva.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Sergio Herrera, y el Coordinador, señor Nicolás Mena.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Rafael Hernández.


- El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Agustín Briceño; el Asesor del Senador José García, señor Rodrigo Fuentes; el Asesor del Senador Alberto Espina, señor Leonardo Contreras; el Asesor del Senador Manuel José Ossandón, señor Alberto Jara; el Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites; el Jefe de Gabinete del Senador Andrés Zaldívar, señor Christian Valenzuela y la Asesora de Comunicaciones de la Senadora Ena Von Baer, señora Ann Hunter.
- - -


Prevenimos que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
- - -

OBJETIVO  DEL PROYECTO


Autorizar la realización de bingos, rifas, sorteos, loterías y otros con fines de beneficencia u obras pías, por personas naturales o jurídicas sin fines de lucro, los que no serán considerados juegos de azar.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No hay.
- - -


Certifico igualmente que el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero (Presidente), Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín. 


Finalmente se deja constancia que el Honorable Senador señor Letelier propuso reemplazar el texto del artículo único, mediante la indicación que se adjunta a los antecedentes del proyecto la que, se explicó, propone eliminar la referencia a asociaciones gremiales y organizaciones deportivas del texto propuesto por la Comisión, proposición que fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley de la honorable Cámara de Diputados:

Artículo único


--Reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“Artículo único.- Las personas jurídicas sin fines de lucro, como las reguladas en la ley Nº 19.418, independiente de su denominación, aquellas constituidas de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, además de los Centros de Alumnos, Centros Generales de Padres y Apoderados de todo el sistema educacional y en todos sus niveles, sindicatos, asociaciones gremiales y organizaciones deportivas, podrán realizar en el ámbito local, actividades de carácter no habitual tales como bingos, rifas, loterías u otros sorteos similares de bienes muebles, con exclusión de premios en dinero.”. 
(unanimidad 5x0, excepto frase final “con exclusión del premios en dinero” que fue aprobada por mayoría de votos, 4x1).


--Sustituir su inciso segundo por el que sigue:


“Las actividades descritas en el inciso anterior solo podrán realizarse con propósitos solidarios o de beneficencia a favor de terceros, o para el financiamiento de los fines propios de cada institución, debiendo rendir cuenta de sus resultados a los organismos a los cuales estuvieren vinculados. Para estos efectos, las actividades realizadas en los términos antes señalados no serán consideradas juegos de azar de conformidad a la ley Nº 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.”.

(unanimidad 5x0).


--Incorporar como inciso tercero, nuevo, el que sigue:


“La realización de las referidas actividades deberá informarse previamente al municipio de la comuna respectiva.”.

(unanimidad 5x0).


--En su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, reemplazar sus palabras iniciales “Los que realizaren las actividades señaladas en los incisos precedentes estarán exentos de” por:  “Los que organicen, participen o concurran a las actividades señaladas en los incisos precedentes no incurrirán en”.

(unanimidad 5x0).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Las personas jurídicas sin fines de lucro, como las reguladas en la ley Nº 19.418, independiente de su denominación, aquellas constituidas de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, además de los Centros de Alumnos, Centros Generales de Padres y Apoderados de todo el sistema educacional y en todos sus niveles, sindicatos, asociaciones gremiales y organizaciones deportivas, podrán realizar en el ámbito local, actividades de carácter no habitual tales como bingos, rifas, loterías u otros sorteos similares de bienes muebles, con exclusión de premios en dinero.


Las actividades descritas en el inciso anterior solo podrán realizarse con propósitos solidarios o de beneficencia a favor de terceros, o para el financiamiento de los fines propios de cada institución, debiendo rendir cuenta de sus resultados a los organismos a los cuales estuvieren vinculados. Para estos efectos, las actividades realizadas en los términos antes señalados no serán consideradas juegos de azar de conformidad a la ley Nº 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.


La realización de las referidas actividades deberá informarse previamente al municipio de la comuna respectiva.


Los que organicen, participen o concurran a las actividades señaladas en los incisos precedentes no incurrirán en responsabilidad penal para los efectos de los artículos 277, 278 y 279 del Código Penal.”.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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